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			A los 44 héroes del submarino ARA San Juan, 

			quienes con su ejemplo de entrega a la Patria nos 

			demostraron que la República Argentina 

			es mucho más que sobornos, Lebacs, dólares 

			o la tasa de interés de los plazos fijos.
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			Introducción

			Los casos de corrupción y el uso proselitista de la energía que tuvo lugar en los gobiernos de Néstor y Cristina Kirchner de la mano de Julio De Vido respondieron a un «mecanismo» bien preparado y aceitado que, hasta ahora, permanece oculto en la mayoría de sus engranajes. Desde el punto de vista económico, el desvío de fondos de los contratos energéticos es mucho más grande que el desfalco de la obra pública de Lázaro Báez, quien recibió 3 mil millones de dólares a través de licitaciones direccionadas y no terminó una buena parte de las rutas, puentes u otras construcciones encomendadas. Báez fue el eje de la primera etapa de las investigaciones sobre la corrupción K, y los contratos energéticos lo serán de la segunda. 

			Se trata de contratos por más de 30 mil millones de dólares sobre un total de 200 mil millones de dólares que manejó De Vido durante doce años en todo concepto. Los periodistas nos equivocamos al sobredimensionar el rol de Báez, que resulta pequeño comparado con lo que se llevó la energía. Repsol retiró del país más de 10 mil millones de dólares; las empresas que vendieron buques de gas natural líquido, otros 15 mil millones; las compras de gas oil a Venezuela, por lo menos 332 millones; la contratista de YPF, OPS, 3 mil millones; Oil Combustibles, de Cristóbal López, otros mil millones; Isolux, para la mina de Río Turbio, otros 122 millones; y Odebrecht, 287, entre otras. De estos y otros contratos surge esa cifra de 30 mil millones de dólares que es estimativa y parcial, porque para un investigador es imposible abarcar todos. 

			A lo largo de este libro, se verá cómo «el mecanismo» se repite en los desvíos millonarios de la mina de Río Turbio, en la compra de barcos con gas natural líquido (GNL) o de gas oil a Venezuela, en la planta de agua potabilizadora de Odebrecht, en la entrega de gas oil subsidiado a los colectivos y otros casos que se revelan y día a día irán ganando espacio en los medios. Como dice el fiscal federal Federico Delgado: «Odebrecht funciona como un concepto, porque encarnó un sistema de corrupción que ya no es materia de discusión jurídica», es decir, a su criterio ya está probado. Pero Odebrecht es solo una parte y no se trata de estigmatizar a ninguna empresa ni a ningún funcionario en particular hasta que la Justicia eventualmente lo condene. «El mecanismo» funciona como círculos concéntricos de distintos tamaños que giran alrededor del dinero, implica funcionarios corruptos y empresarios corruptores, licitaciones direccionadas o adjudicaciones directas por «emergencias», sobreprecios, certificados de avance de obra truchos, coimas, valijeros, empresas offshore y cuentas secretas en Suiza que se vinculan con la mayoría de estos contratos. Y, sobre todo, impunidad para aquellos que son parte de él. El politicólogo italiano Norberto Bobbio, autor del libro Democracia y secreto, dio una definición académica de qué es «el mecanismo». Dijo que en las democracias occidentales existe un «subgobierno» que actúa «en la oscuridad más perfecta, al que podríamos llamar criptogobierno», para defender sus intereses. Se trata de «un poder invisible» que ejerce violencia institucional contra aquellos que quieren investigarlo y combatirlo.

			Es, también, la parte más oscura de la sociedad argentina. Aunque De Vido se cuidó de no firmar muchos de los contratos cuestionados, su sello personal aparece en la mayoría de las obras y por eso ya tiene seis procesamientos y está imputado en otra docena de causas. Está procesado por la tragedia de Once, el direccionamiento de la obra pública a favor de Lázaro Báez, la compra de trenes chatarra a España y Portugal, la renegociación de los contratos ferroviarios, el desvío de fondos de la mina de Río Turbio y los gasoductos con Odebrecht. Sin embargo, «el mecanismo» mantiene, hasta ahora, ocultos los sobornos que la Justicia sospecha cobraron De Vido y su entorno. «Es una certeza que Odebrecht (junto a socios locales) pagó sobornos en la Argentina», sostuvo el fiscal Delgado. «Los beneficiarios finales (de las coimas) fueron los funcionarios públicos: Julio Miguel De Vido, Roberto Baratta, José Francisco López, Carlos Humberto Ben, José María Olazagasti, Oscar Raúl Biancuzzo, Fabián Lopez y Edgardo Atilio Bortolozzi», aseguró el fiscal, quien, pese a su perseverancia, consiguió varios procesamientos pero aún ninguna condena o la recuperación del dinero robado a todos los argentinos. El exministro es un engranaje clave, pero quienes mueven «el mecanismo» estaban por encima de él: los expresidentes Néstor y Cristina y aquellos empresarios que lo lubrican desde hace años y que son defendidos por los mejores estudios de abogados de Buenos Aires. Ellos, hasta ahora, han sido intocables para la Justicia. Pero el «mecanismo» no fue inventado por el kirchnerismo. Funcionaba incluso mucho antes de la aparición del menemismo, pero en la época K fue perfeccionado y llevado a cifras de dinero millonarias sin precedentes y esquemas de pagos internacionales y clandestinos cada vez más sofisticados gracias a un Estado que tuvo monumentales ingresos para gastar por las retenciones a las exportaciones de soja y el alto precio que tuvo en esos tiempos. Tampoco es un invento nacional como el dulce de leche o el colectivo. La serie de Netflix brasileña El mecanismo refleja, con varias licencias poéticas, las investigaciones de la causa judicial bautizada Operación Lava Jato (lava autos), que llevó a la prisión al expresidente de Brasil Lula Da Silva y a un centenar de exfuncionarios y empresarios, como Marcelo Odebrecht, el presidente de la mayor constructora de América Latina. Se estima que, a través de este «mecanismo», empresarios como Odebrecht pagaron unos 3 mil millones de dólares en coimas para conseguir contratos públicos, generalmente con sobreprecios, en América Latina y África.

			El «mecanismo» argentino también produce víctimas y victimarios. Las víctimas somos los 40 millones de argentinos que pagamos los impuestos que financian ese esquema de corrupción sistemática y como contrapartida recibimos una educación y salud pública cada vez más deterioradas y servicios de agua, cloacas, gas, teléfonos o electricidad de un país pobre de África.

			En 2015, la crisis energética heredada era de tal magnitud, que los aumentos de las tarifas de servicios públicos, sobre todo la electricidad y el gas, provocaron cimbronazos en los tres primeros años del Gobierno de Mauricio Macri. No se trata del lugar común de hablar de herencia recibida, porque las obras energéticas no se resuelven con la firma de un decreto. La energía no nace de un repollo, sino de obras de infraestructura, como represas hidroeléctricas, centrales eólicas o nucleares que tardan, por lo menos, una década en construirse, y si no se hacen, se agrandan los problemas. A mediados de 2018, el aumento de las tarifas de la electricidad y el gas, entre otros servicios públicos, complicó al Gobierno de Macri, incluyendo la corrida bancaria de mayo de ese año. Macri dijo que la energía escasa y cara «es el principal problema que tiene la Argentina» y se arrepentió puertas adentro de no haber denunciado cuando asumió en diciembre de 2015 la emergencia energética que recibió pese a los millones de dólares que se habían invertido.

			En abril de ese año, ante las críticas de la oposición y de la propia Elisa Carrió por el aumento de las tarifas, Macri dijo: «Siempre les he dicho y lo ratifico hoy: no soy mago. Me encantaría, pero no me sale eso. Pero tampoco soy estafador. Nada de lo que a uno le prometan que viene de regalo puede ser verdad». «Durante años nos hicieron creer que el gas y la electricidad eran gratis» y que «el subsidio a la energía era tan imprudente que, por ejemplo, un hogar humilde pagaba lo mismo que un departamento que consumía dos, tres, cuatro veces más», agregó. Cristina Kirchner salió inmediatamente en defensa de su Gobierno: «El argumento más rústico, para justificar el aumento desproporcionado, injusto y regresivo de las tarifas de gas y luz, dice que existe una pauta de consumo de derroche en los hogares». Pero en la polémica entre Cristina y Macri estuvo ausente el «mecanismo», como si ellos no conocieran los engranajes que lo mueven.

			Al margen del debate por la crisis energética y las tarifas, recién en los últimos meses de 2018 se empezaron a investigar los contratos energéticos en varias causas judiciales, y esto ha obligado a jueces de Comodoro Py a estudiar qué es un kilovatio o un BTU (una medida para el gas) para comprender la envergadura de las maniobras que tienen enfrente. Por eso hace falta revelar cómo funciona «el mecanismo», en una investigación periodística con una mirada global y no sectorizada en cada expediente y en el escándalo que se viene como si fueran compartimientos estancos. Y al presidente Macri, quien es un obsesivo de la cuestión energética como palanca del crecimiento de la economía, le queda decidir si mantiene su apoyo a estas investigaciones para intentar meter presos a los responsables de este agujero de plata negra, que está cerca de explotar en la Justicia, y que van desde Menem a Cristina pasando por los empresarios que fueron sus cómplices.

			«El mecanismo» y el «populismo energético», como lo llama el exsecretario de Energía radical Daniel Montamat, obligaron a Cristina a implementar el cepo cambiario en 2011, que terminó siendo el talón de Aquiles del proyecto político y económico kirchnerista. La mezcla de la corrupción y la ineficiencia en el manejo de los contratos energéticos entre 2003 y 2015 tuvo otra cara: los cortes de electricidad en la región metropolitana de Buenos Aires —que incluye la Capital y el Gran Buenos Aires— «pasaron de 8,3 horas por hogar en 2003 a 32,5 horas por hogar promedio en 2015». Es decir, un aumento anual de los cortes del 450 por ciento.

			Con la llegada del verano, era habitual ver vecinos cortando calles y encendiendo fogatas en la Capital y otras ciudades reclamando el restablecimiento de la luz. El Gobierno de Cristina Kirchner sabía que esas protestas constituyen un termómetro del humor de la sociedad, clave para ganar elecciones. Las fotos del bebé Joaquín Stefanizzi, que sufre de displasia e hipertensión broncopulmonar y que debía estar conectado las 24 horas a un concentrador de oxígeno para poder vivir, representaron uno de noventa casos graves de falta de electricidad que conmovieron a los argentinos. Y, como se sabe, la zona metropolitana define las elecciones en este país con cabeza de Goliat. 

			Por esa razón, Cristina ordenó a De Vido, por un lado, presionar a las empresas Edenor y Edesur (las distribuidoras minoristas de electricidad) para evitar cortes, aunque con su política de tarifas congeladas las había descapitalizado y dejado al borde de la quiebra, pero sin una autocrítica por su gestión. Todo lo contrario que hizo, en marzo de 2018, el ministro de Energía japonés: se disculpó a su pueblo por un corte de energía de veinte minutos, haciendo veinte reverencias en una conferencia de prensa.

			Por otro, la presidente pidió a su ministro de Planificación subsidiar los consumos de energía en la Capital y el Gran Buenos Aires, en detrimento del resto del país y del equilibro fiscal de las cuentas públicas. Un informe del jefe de gabinete de Cambiemos, Marcos Peña, estima que los subsidios a la electricidad y el gas llegaron a 80 mil millones de dólares entre 2003 y 2015. Para tener una idea de la magnitud de la cifra, las reservas del Banco Central a fines de 2017 llegaban a 52 mil millones de dólares. Es decir, se gastaron un Banco Central y medio.

			En ese contexto del «festival de subsidios», la esposa de De Vido, Alessandra «Lali» Minnicelli, fue la autora intelectual de una resolución para creó en Internet un «Registro de renuncia voluntaria al subsidio» para le electricidad, el gas y el agua en beneficio de la Patria. Fue una buena táctica, aunque solo se anotaron el entonces vicepresidente Amado Boudou, los ministros del gabinete y el cantante Fito Páez, entre otros famosos K, y su impacto real fue un fracaso. Mientras en el plano interno, para evitar cortes y protestas sociales, la empresa estatal ENARSA alquilaba 581 generadores móviles alimentados con gas oil y los ubicaba en distintos barrios de Buenos Aires y otras ciudades. Cada generador le costaba 32.300 dólares por mes, independientemente de si estaba conectado o no. Así ENARSA gastaba más de 19 millones de dólares por mes en generadores de emergencia ubicados en barrios de clase media alta como Recoleta o Barrio Norte. El kirchnerismo decía levantar la bandera de la lucha por los pobres, pero redistribuía energía a la «Hood, Robin». En esta línea de pensamiento, paradójicamente, un gobierno que se autodenominaba nacional y popular hizo que el gas costara un 577 por ciento más a los pobres que a la clase media o alta de Palermo o Barrio Norte. Las personas de menores recursos no están integradas a la red de gas natural, sino que tienen que comprar gas de garrafa (1). 

			Pero lo más grave es que así como el desvío de fondos públicos que hizo el exsecretario de Transporte K Ricardo Jaime provocó la tragedia de Once con un saldo de 51 muertos, los desvíos de las inversiones energéticas —el «mecanismo» argentino— terminaron con la tragedia de la calle Salta de Rosario, que dejó veintidós muertos por una pérdida de gas. Ambos casos demuestran que la corrupción no es solo robarle a un «Estado bobo» que justifica la idea generalizada de votar a políticos porque «roban pero hacen», sino que mata. En este libro se tratará de hacer sentir, con datos, al lector que cada vez que prendía una lamparita le metían la mano en el bolsillo y que a través de sobreprecios en estos contratos «el mecanismo» se metía en su vida cotidiana.

			Desde el punto de vista técnico, lo más grave fue que en esos años la Argentina terminó de perder su autosuficiencia energética, que se había ganado durante la presidencia de Arturo Frondizi (gobernó entre 1958 y 1962). La caída de la producción de energía y el aumento del consumo por los subsidios redujeron los excedentes exportables y aumentaron las importaciones. La balanza comercial energética «pasó de un superávit de 4.900 millones de dólares a un déficit estimado de 5.000 millones de dólares entre 2003 y 2015». El gasto en subsidios e inversiones en energía del Gobierno nacional aumentó del 1,2% del producto bruto interno (PBI) en 2008 al 4,1% del PBI en 2015. Entre 2007 y 2015 el total acumulado de subsidios al sistema energético fue de unos 80 mil millones de dólares, como ya se dijo.

			La empresa estatal ENARSA, creada por Néstor Kirchner y De Vido como una «herramienta estratégica» para el control del mercado energético, terminó siendo una de las más grandes palancas del «mecanismo». Era tanta la obsesión de Néstor con la energía que en 2008, durante la crisis con el campo por las retenciones a las exportaciones de soja, le preguntó al CEO del Grupo Clarín, Héctor Magnetto, si le interesaba «el negocio petrolero y hasta mencionó áreas en el Orinoco, en Venezuela» (2). Magnetto rechazó la oferta, pero el comentario mostró llamativamente a un expresidente que también conocía el negocio petrolero de la Venezuela chavista. Y esta otra cara del tema: la energía como recurso estratégico y geopolítico y la dimensión latinoamericana del «mecanismo». Es cierto que la Unasur, el organismo creado a instancias de Hugo Chávez para que América del Sur defina sus políticas al margen de la OEA influenciada por Estados Unidos, había decidido que las grandes obras de infraestructura en la región, entre ellas las energéticas, las realizaran empresas latinoamericanas. Y que la Justicia de EE.UU. hizo estallar el caso Odebrecht porque parte de las coimas por 788 millones de dólares pagadas a políticos de doce países latinoamericanos y de África pasó por sus bancos. Pero también es cierto que EE.UU. frenó, sobre la base del refinado «mecanismo» de pagos de sobornos internacionales de Odebrecht, al gigante de la construcción brasileño que le había sacado millonarios negocios a sus empresas, como el aeropuerto de Miami. La dimensión internacional del problema no solo se ve al norte del río Bravo, sino también en los límites de la Argentina.

			El 11 de diciembre de 2015, el ministro de Energía, José Aranguren, se sorprendió recién asumido cuando recibió una carta de Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Bolivia (YPFB) advirtiendo que ejecutaría en la Justicia una deuda por los 374 millones de dólares garantizados en un contrato por el suministro de gas. Y se comprometió a tratar de denunciar la corrupción y revertir esta crisis energética, promesa que habrá que ver si cumple aún a costa de haberse convertido en el ministro más odiado del gabinete por los aumentos de la electricidad, la nafta y el gas. Pero su legado más grande tendrá consistencia si logra desarticular o por lo menos minimizar el funcionamiento del «mecanismo» y evitar que estos escándalos terminen impunes y/o borrados de la memoria social de los argentinos.

		


		
			Capítulo I

La pelea para excarcelar a De Vido,  la madre de todas las batallas

			De Vido, en la cárcel, sigue enojado con Cristina

			—No pienso en el día en que saldré libre. Pienso en qué haré mañana en la cárcel porque si no terminaré débil y melancolizado.

			Con esta frase recibe, a mediados de 2018, luego de casi ocho meses de prisión, Julio Miguel De Vido a quienes lo visitan en el complejo penitenciario federal II de la localidad bonaerense de Marcos Paz. A los 69 años, De Vido hace una rutina diaria de gimnasia casera. Esa rutina, que le da un colombiano preso por lavado de dinero, le permitió recuperar masa muscular y poner bajo control su diabetes. Se encuentra bajo el llamado «Sistema de Intervención para la Reducción del Índice de Corruptibilidad» para intentar evitar que corrompa a sus guardiacárceles. Usa el pelo casi rapado, se afeita calentando el agua en una estufa eléctrica, viste un equipo de jogging gris, usa zapatillas y escucha todo el día FM Clásica en un vieja radio Noblex Siete Mares que se compró a través de Mercado Libre. Para no alimentarse con comida «tumbera» —como les dicen a los platos de la penitenciaria—, su esposa Alessandra «Lali» Minnicelli todos los lunes le lleva alimentos y hace una «ranchada» con los otros siete presos comunes de su pabellón. Toma mucho mate. Su celda individual tiene solo un lavatorio y es sombría como todas las cárceles. Para recibir a las visitas en una salita tiene que atravesar dos rejas corredizas. Es un preso con buena conducta, que lee libros sobre política económica y ordena su cabeza con la intención, creen quienes lo visitan, de escribir un libro en defensa propia para tratar de reivindicar su gestión cuando salga libre.

			En esos días recibe muchas visitas y se presenta, como siempre lo fue, poco jovial y parco. Se muestra física e anímicamente muy fuerte. Una de esas citas fue con el diputado y líder de La Cámpora Andrés «Cuervo» Larroque. En la charla, el exministro de Planificación criticó con dureza a Cristina Kirchner por no haber ordenado a su bancada que impidiera su desafuero en la cámara baja y, también, fue implacable con su hijo, Máximo Kirchner. Posteriormente fue el turno del también diputado Eduardo «Wado» de Pedro, quien le confesó que no había concurrido antes porque le aconsejaron que resultaba políticamente inconveniente para el kirchnerismo. Imprudente, le contó que iba a ir a la entrega del premio «Jorge Moressi» al exsecretario Legal y Técnico de la Presidencia Carlos Zannini, al exvicepresidente Amado Boudou y otros en la legislatura porteña por su defensa de los derechos humanos. Zannini, unos días antes, había sido excarcelado por un tribunal oral en la causa por el encubrimiento de Irán en el atentado contra la AMIA. El exministro se enojó y lo despidió cortante: «Andate a ese acto. No pierdas tiempo conmigo». En cambio, De Vido recibió con cariño al excanciller y excompañero de gabinete Rafael Bielsa. El actual presidente de la Corporación América de Eduardo Eurnekián compartió tres años con De Vido el gabinete de Néstor Kirchner y sentía que tenía que visitarlo por «un imperativo de conciencia». Bielsa contó a este autor que De Vido tiene pegado en su celda un artículo suyo titulado «La soledad de los que pierden el poder» en el que critica, desde el punto de vista jurídico, la prisión preventiva del exministro (3). Durante la charla de más de cuatro horas, De Vido afirmó que estaba convencido de que «Cristina Kirchner no va a ser candidata a presidente en el 2019 porque no hay la misma temperatura política ni las presiones de los militantes para que vuelva». De Vido le dijo que sentía «dolor político, no personal», porque Cristina no había impedido su desafuero. Bielsa quedó en volver a visitarlo y llevarle su última novela Rojo sangre. 

			Estas escenas en la cárcel demuestran las divisiones que hay entre los kirchneristas sobre las consecuencias judiciales de las causas por corrupción que se investigan gracias a la sorpresiva derrota electoral del candidato presidencial kirchnerista Daniel Scioli en noviembre de 2015. Las diferencias son por la divergencia de criterio entre los jueces sobre las prisiones preventivas. Si no ganaba Mauricio Macri, pocos hubiesen sido los jueces que se hubiesen atrevido a poner el acelerador en las causas que investigaban a media máquina o directamente tenían dormidas. 

			Sobre todo con De Vido, quien hasta esas elecciones era un intocable para los tribunales de Comodoro Py. El extodopoderoso ministro de Néstor y Cristina Kirchner —que había manejado contratos de obra pública, transporte y energía por 200 mil millones de dólares en doce años— se había refugiado en la Cámara de Diputados, donde el kirchnerismo y sus aliados lo «premiaron» con la estratégica presidencia de la Comisión de Energía y Combustibles. Para tener una idea de lo que valió la «lapicera» de De Vido, basta con recordar que el producto bruto interno (PBI) de la Argentina fue en 2017 de 600 mil millones de dólares. Es decir, solo en contratos públicos resolvió negocios equivalentes a un tercio de la economía argentina.

			En junio de 2016, un De Vido aún entonado políticamente con el poder que conservaba, a través de una carta y Twitter, le salió al cruce al ministro de Energía de Macri y exgerente general de la petrolera holandesa Shell, Juan José Aranguren, mientras comparecía en el Congreso para defender el aumento de las tarifas de los servicios públicos que prácticamente habían permanecido congeladas durante su gestión. El encono De Vido-Aranguren venía de la campaña durante la cual el primero acusó al entonces asesor de Macri de «despreciar la soberanía energética», tomando una frase clásica del viejo nacionalismo popular. Durante el Gobierno kirchnerista presionó a Shell con 117 sanciones por supuesto desabastecimiento y varias multas. Además, el entonces secretario de Comercio, Guillermo Moreno, pidió a la Justicia una prisión de 6 meses a 4 años contra Aranguren por cada una de las 57 causas que elevó a la Justicia. Todo porque se negaba a retrotraer los precios de la nafta u otras medidas administrativas sobre los recursos energéticos.

			En esa exposición ante el Congreso, Aranguren —vestido con un ambo azul y camisa celeste sin corbata— aseguró que si se continuaba con las políticas del De Vido «el país se quedaba sin energía». «Pasamos de tener energía abundante, exportada y barata a tener energía escasa, importada y cara», atacó el ingeniero macrista en esa exposición a la que faltó De Vido, quien se defendió con una carta que leyó el diputado K y exabogado de la CGT, Héctor Recalde.

			De Vido contrarreplicó que las explicaciones de Aranguren «fueron pobres, insuficientes e incluso disparatadas». Y aseguró que, por el contrario, durante su gestión dejaron «un sistema energético en pleno funcionamiento y con energía disponible en todos los rincones del país». Entre los «logros» de su gestión, destacó: «Terminamos la central nuclear Atucha II, la represa Yacyretá e iniciamos la construcción de las represas Kirchner-Cepernic. Dejamos un plan nuclear de largo plazo con tres centrales nucleares planificadas». Luego criticó a su sucesor en el área energética con argumentos ideológicos: «Aranguren cambió la política energética no porque fuéramos a quedarnos sin energía sino porque tiene un proyecto diferente. Es el ministro de Energía del neoliberalismo. Su proyecto político es la exclusión social y provincial: hambre y miseria para el pueblo».

			Pero la descarga verbal de De Vido no solo era ideológica, sino también una reacción defensiva, porque Aranguren, a principios de 2016, le había formulado siete denuncias penales y presentado pruebas en otras ocho causas judiciales, complicando la situación judicial del exministro de Planificación Federal. Con bajo perfil, Aranguren formuló o empujó las siguientes denuncias: irregularidades en el programa Refino Plus, sobreprecios en la expansión del gasoducto Santa Cruz, rescisión del contrato para la ampliación de gasoductos de la Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico (CAMMESA), ampliación gasoductos Bolívar-Plan Más Cerca, irregularidades en la venta de lingotes de oro de Yacimientos Aguas de Dionisio y en la edición de un libro con los «logros» de De Vido financiado por la empresa estatal Nucleoeléctrica Argentina (NASA). Además, aportó pruebas en la causa por desvíos en la rendición de la caja chica del exsecretario de Coordinación del Ministerio de Planificación Roberto Baratta, en el enriquecimiento ilícito de De Vido, en la causa por la compra de acciones de Petrobas Energía por parte de ENARSA, en el escándalo de la mina de Río Turbio, en las compras de gas oil a través de ENARSA y en la contratación del transporte de combustible Atalaya, entre otras. Aranguren había mostrado partes del «mecanismo» que encubrió los negocios del kirchnerismo con la energía, pero sin lograr una rápida respuesta de la Justicia.

			Con el apoyo de los sectores económicos beneficiados con su «lapicera», más la red de protección que había tejido en los tribunales de Comodoro Py, y los contactos que había armado con la SIDE, De Vido resistió durante el primer año y medio del Gobierno de Mauricio Macri. Era indudable que «el mecanismo» lo protegía, a pesar de que casi todo su gabinete había quedado procesado o con prisión preventiva. La diputada Elisa Carrió, la enemiga número 1 de De Vido, afirmó que «Fredy Lijo —el hermano del juez Ariel Lijo— era su principal operador judicial» en esa red que le garantizó impunidad durante tanto tiempo.

			La estructura de protección del exministro llegaba hasta el Consejo de la Magistratura. Valeria De Vido, hija del exministro y abogada de 34 años, había sido nombrada —a través de la resolución 296 de 2015— asesora en la vocalía del diputado del Frente para la Victoria (FpV) Héctor Recalde, en ese organismo encargado de proponer y destituir jueces. Luego Valeria De Vido pasó a la vocalía del académico kirchnerista Daniel Candis, quien se dio vuelta y frenó con su voto, a mediados de 2017, la destitución del miembro de la sala I de la cámara federal Eduardo Freiler. De nada había servido la invitación macrista para un viaje a Italia para reunirse con miembros del Consejo de la Magistratura italiano para ablandarlo. Se trataba del futuro de un camarista que había rechazado una prueba clave contra De Vido en la causa Skanska y había convalidado sin investigar, por ejemplo, el archivo de la denuncia del exfiscal del caso AMIA Alberto Nisman contra Cristina Kirchner por encubrimiento de cinco iraníes en la causa del atentado de 1994, entre otras resoluciones que estuvieron en sintonía con la estrategia judicial kirchnerista (4). Freiler era un engranaje del «mecanismo».

			Con estos apoyos en la Justicia y en el Consejo de la Magistratura por detrás, el 6 de mayo de 2017, invocando sus fueros de diputado nacional, De Vido, de la mano de su abogado Adrián Malloney, frenó un allanamiento en la puerta de su departamento de avenida Del Libertador al 2200 ordenado por el juez federal Luis Rodríguez. Era una medida de prueba para la causa en que está acusado por enriquecimiento ilícito como funcionario nacional entre 2003 y 2015. Rápido de reflejos, Malloney argumentó ante el juez que De Vido «tiene fueros por su condición de diputado nacional por el Frente para la Victoria», que protegen, también, su domicilio, y se suspendió el operativo. El allanamiento tenía como objetivo buscar los libros societarios de «Uni Vite Argentina SA», debido a que un socio de esa empresa había fijado como último domicilio el departamento que «alquila» la familia de De Vido desde hace varios años.

			Esta causa había tenido tantas idas y venidas, que demuestra el poder que tenía el único ministro de los Kirchner que duró doce años en el poder. Había sido cerrada con un sobreseimiento del entonces juez federal Octavio Aráoz de Lamadrid y de la sala I de la cámara federal porteña que integraba Freiler, pero la Cámara Federal de Casación Penal —el máximo tribunal penal antes de la Corte Suprema— ordenó en 2017 reabrirla, al hacer lugar a una apelación de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas (FIA) por una vieja denuncia del infatigable abogado Ricardo Monner Sans. En la causa también se investiga la compra de la famosa chacra en Puerto Panal, en la localidad bonaerense de Zárate, donde cría palomas de raza, pero esa es otra historia.

			Entonces, el juez Rodríguez —quien tomó la causa tras la renuncia de Aráoz de Lamadrid— pidió autorización a la Cámara de Diputados para realizar el allanamiento. El 24 de mayo, luego de una fuerte discusión, la cámara baja aprobó un proyecto de resolución del legislador del PRO Pablo Tonelli que autorizó el allanamiento. Luego de un largo debate, el proyecto se aprobó con 137 a favor, 49 en contra y una abstención, la del propio De Vido. Durante el debate, Elisa Carrió se cruzó varias veces con el exministro:

			—Carrió (vestida con una blusa azul con adornos violetas y amarillos): Yo dije en el 2004 que De Vido es el más grande cajero del expresidente y de la expresidenta Cristina Kirchner a lo largo del tiempo. Por lo tanto debe autorizarse el allanamiento. 

			—De Vido (vestido con un traje azul y corbata al tono y aún con su clásico bigote blanco en forma de morsa): Con Carrió no se puede discutir. No soy ni he sido cajero de nadie. Hace cincuenta años que trabajo y veinticuatro en la función pública. Jamás he frenado un allanamiento.

			Al día siguiente de la votación, el juez allanó el departamento de la avenida Del Libertador 2275, ubicado frente al famoso café Tabac, y, también, la casa del club de campo Puerto Panal. La autorización para allanar —que la ley de fueros 25320 requiere del Congreso— fue más simbólica que efectiva, porque cuando se hizo ya habían pasado casi veinte días que permitieron probablemente esconder pruebas. El juez no secuestró nada de gran valor probatorio, pero el consenso logrado en Diputados mostró el inicio del declive del más poderoso ministro de Néstor y Cristina Kirchner. No obstante, la estocada final no provino de este caso, sino de la causa por la colosal maniobra con la mina de carbón de Río Turbio, ubicada en Santa Cruz.

			En esta avanzada inicial, los diputados oficialistas vieron que primero había que remover a los jueces que «protegían» a De Vido y otros exfuncionarios K. Así, la revancha de Cambiemos contra Freiler, cercano a «Justicia Legítima», tuvo que esperar varios meses por el cambio de posición del jefe de Valeria De Vido. El Consejo de la Magistratura tenía en noviembre de 2017 nuevamente que resolver, luego de un juicio político, la destitución de Freiler por mal desempeño de sus funciones, mientras se cocinaba otro caso en su contra por la compra de una enorme casa sobre avenida Del Libertador y una colección de autos, entre otros bienes. 

			En ese momento, De Vido estaba judicialmente indemne mientras que la mayoría de sus exsecretarios de Estado estaban presos o procesados en distintas causas en las que podría intervenir Freiler si había una instancia de apelación contra una medida de un juez de instrucción. Así, Cristina Kirchner, el exsecretario de Energía de De Vido, Daniel Cameron, el exsecretario de Comunicaciones, Carlos Salas, los exsecretarios de Transporte, Ricardo Jaime y Juan Carlos Schiavi, el exsecretario de Obras Públicas, José López, y el exsecretario de Minería, Jorge Mayoral, estaban a mano de ser favorecidos por Freiler. Es un engranaje del «mecanismo» que vincula a políticos y jueces: ayudarse mutuamente para garantizarse impunidad. Recién en noviembre de ese año, luego de una maquiavélica jugada política macrista, se pudo remover a Freiler. Se retrasó en la Corte el juramento de un nuevo miembro kirchnerista de la Magistratura para que el macrismo tuviera los votos necesarios para destituir al camarista que había protegido a De Vido y otros K. La jugada contó con la luz verde del presidente de la Corte, Ricardo Lorenzetti, y el senador peronista Miguel Ángel Pichetto, enfrentado ahora con los K.

			El escándalo de Río Turbio volteó a De Vido

			—Hija de puta, avisale a la mierda de tu marido que lo vamos a hacer mierda, que no abra más la boca. Último aviso.

			Eso gritó desde una moto un hombre encapuchado a la funcionaria de Yacimiento Carbonífero Río Turbio (YCRT) Marta Nilda Pérez, mientras iba manejando su auto por el barrio de Belgrano. El hombre que iba en la parte trasera de la moto había metido la cabeza a través de la ventanilla de su vehículo para amenazarla con esa frase y escaparse a toda velocidad. Corría mayo de 2016 y la causa de Río Turbio recién arrancaba.

			La mujer quedó aterrada. El esposo de Marta, Miguel Larragina, también es funcionario de YCRT y había empezado a colaborar con una auditoría integral ordenada por el nuevo interventor de la empresa estatal y abogado radical Omar Zeidan, lo que había creado un ambiente de hostilidad laboral hacia ella y su esposo. Antes de la amenaza motoquera, habían recibido agresiones mediante panfletos y pegatinas en el interior de la empresa. Este clima de agresión no era obviamente creado por empleados, sino por altos exfuncionarios que temían por las consecuencias legales de la auditoría que iba a destapar uno de los más grandes agujeros de la corrupción K en temas energéticos que «el mecanismo» quería ocultar.

			Volvamos un par de años antes para entender el escándalo de Río Turbio, la mina más austral de la Argentina. En diciembre de 2015, a pocos días del cambio de Gobierno, la empresa española Isolux había presentado un pedido para cobrar 122 millones de dólares adicionales por la construcción de una central térmica que iba a ser abastecida de carbón por la histórica mina de Río Turbio. El pedido terminó abriendo una investigación administrativa y judicial que iba a mutar a la mina de un ícono del desarrollo industrial, prometido por el kirchnerismo, a un símbolo de la corrupción, comparable desde lo mediático con el famoso petit hotel de la exsecretaria de Medio Ambiente de Menem, María Julia Alsogaray, ubicado en Barrio Norte.

			Desde la poltrona del Ministerio de Energía, Aranguren desechó ese pago y pidió una investigación a la Sindicatura General de la Nación (SIGEN). Se trata de la mina de carbón más grande del país y que en 2004 había sufrido un derrumbe que mató a catorce mineros y mostró las peligrosas condiciones de trabajo que esos trabajadores enfrentaban a diario. Eran parte de un equipo de 1.200 curtidos mineros que forman el pueblo homónimo con 12 mil habitantes y que venía de sufrir los avatares de las privatizaciones de la época de Menem y el fracaso de la concesión al enigmático empresario Sergio Taselli, que terminó con una denuncia por supuesto fraude. Un pueblo, en definitiva, que había escuchado muchas promesas y soportado otros tantos fracasos. En campaña, Cristina Kirchner, unos meses antes de dejar el poder en diciembre de 2015, había «inaugurado» una parte de la central termoeléctrica de 240 megawatts que se empezó a construir al lado de la mina. Pese a que, hasta ahora, la central nunca funcionó, con un emotivo discurso dijo que venía a «honrar la palabra, la historia y la memoria», porque se trataba de una promesa del expresidente Néstor Kirchner, cuya estatua mira, con los brazos abiertos, la monumental obra inconclusa a pocos metros de la entrada de la mina. Encendieron un tramo de la central para simular que funcionaba y luego del acto volvieron a apagarlo, como parte de un relato «industrialista». El encargado de honrar la palabra de Néstor fue De Vido, y hasta el 5 de julio de 2017 el exministro de Planificación parecía de amianto frente a las denuncias judiciales. Si bien estaba procesado e imputado en varias causas, ningún fiscal o juez se atrevía a pedir su detención. Por ejemplo, en la causa por el desvío de 206 millones de pesos del plan de viviendas Sueños Compartidos de las Madres de Plaza de Mayo, un mes antes de esa fecha clave el juez federal Marcelo Martínez De Giorgi le había dictado una falta de mérito, luego de procesar a Sergio Schoklender, Hebe de Bonafini —la histórica presidenta de las Madres— y al exsecretario de Obras Públicas, José López, entre otros. Hasta que unos días antes del 5 de julio de 2017, el fiscal Carlos Stornelli llamó a un periodista conocido y le dijo una frase en clave:

			—El enmascarado no se rinde. Estate atento a mi próximo dictamen.

			Stornelli había sido el fiscal que en los años noventa se constituyó en el motor de la causa, basada en una investigación de este autor, de la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia, que terminó con la condena al expresidente Carlos Menem a siete años de prisión. Luego fue ministro de Seguridad bonaerense durante un par de años de la gestión de Daniel Scioli, con quien terminó distanciado por negarse a firmar adjudicaciones directas de contratos para la policía bonaerense. Más tarde volvió a su fiscalía en Comodoro Py a continuar con su trabajo con la meticulosidad de su hobbie: coleccionar relojes. Ese día, Stornelli solicitó ante el juez Rodríguez —el mismo del allanamiento al departamento de De Vido— la indagatoria, el desafuero y la detención del exministro de Planificación y provocó un revuelo político. El pedido de indagatorias incluía a otros veintitrés involucrados en la causa, entre ellos a Roberto Baratta, la mano derecha del expoderoso funcionario K. También fueron requeridos a declarar como imputados el exsecretario de Minería, Jorge Mayoral, el exinterventor de Yacimientos Carboníferos de Río Turbio (YCRT) y actual intendente de esa ciudad de Santa Cruz por el kirchnerismo, Atanacio Pérez Osuna, y sus colaboradores Fernando Lisse, Miguel Larregina y Marta Pérez, entre otros. El tercero era el referente de De Vido en Santa Cruz.

			Stornelli se basó en un informe de la SIGEN —el mismo que había pedido Aranguren— y en una denuncia formulada por Zeidan. Este, de baja estatura y enormes ojos negros, es un NIC (nacido y criado) en el pueblo minero más austral de la Argentina. Los memoriosos recuerdan que su madre fue la reina del Carbón en los setenta y maestra de la mayoría de los habitantes de esa ciudad. Ante una pregunta de este autor en el programa de TV Animales sueltos, que conduce Alejandro Fantino, Zeidan reveló que Baratta era el «operativo» de De Vido en esta megaobra. Como prueba mostró un expediente que un empleado de YCRT salvó de «ser quemado» por orden de kirchneristas antes del cambio de Gobierno. En el expediente figura una nota firmada por puño y letra de Baratta en la que pide, en marzo de 2014, pagar «una indemnización de 1.074.000 pesos» (unos 122 millones de dólares al cambio de la época) por cambios en los precios de la obra a la unión transitoria de empresas encabezada por la española Isolux. 

			Pero el problema no era solo la central eléctrica. El presupuesto para la reconversión de la mina de Río Turbio, que dependía de De Vido, había aumentado de los 857 millones de dólares originales a 1.630 millones de dólares, luego de once redeterminaciones de precios, como la que mostró Zeidan.

			La plata debía gastarse en la modernización de YCRT para garantizar la generación de carbón y abastecer a una central térmica que se estaba construyendo al lado de la mina. Pero parte del dinero se tercerizó a través de una serie de convenios entre el Ministerio de Planificación, la facultad regional de Río Gallegos de la Universidad Tecnológica Nacional (UTN) y la fundación de esa casa de altos estudios Santa Cruz (Facultad Regional Santa Cruz). Los convenios eran para evitar tener que otorgar los contratos a través de licitaciones públicas. Con el agravante de que solo por esa intermediación YCRT pagaba siempre de más un 21%, en mitades repartidas para la UTN y la fundación de la UTN. Las universidades públicas son autárticas del Gobierno y no están obligadas seguir los mismos procedimientos que el Gobierno para contratar obras o servicios. Se trataba de un mismo modus operandi que De Vido había usado para la megamuestra de ciencia y tecnología Tecnópolis y la producción de telenovelas, como Mamá coraje, de la actriz kirchnerista Andrea del Boca, y de películas, por el que ahora es investigado en otras causas judiciales.

			Con parte de aquel aporte millonario del Tesoro Nacional, se debían construir 37 mil metros más de túneles en la mina, pero hasta 2015 solo se habían realizado 11 mil metros. La producción de carbón debía llegar a casi 6 mil toneladas y solo alcanzó 841 toneladas (5). La producción no aumentaba pese a que la planta de personal, paralelamente, se había incrementado en un 233%.

			Como otra muestra del mal manejo de los fondos, YCRT destinó 442 millones de pesos a la construcción del tren «turístico» Eva Perón. El tren se usó para otra foto de la campaña electoral de Máximo y Alicia Kirchner en 2015, como candidatos a diputado nacional y a gobernadora santacruceña, respectivamente. Luego, el tren nunca rodó un centímetro más sobre ningún riel. Iba a unir Río Gallegos con una estancia ubicada a 22 kilómetros, como atracción turística. Otro es el tren industrial preparado para llevar el carbón al puerto Loyola en Río Gallegos, que sí funciona.

			La mayoría de esos grandes pagos, como el del tren Eva Perón, se hicieron entre 2014 y 2015. Estudios del Banco Mundial advierten que los corruptos cometen la mayoría de sus maniobras un par de años antes de dejar el poder, cuando perciben que es su última oportunidad de hacerse ricos robando al Estado. 

			Un informe reservado del actual interventor, al que accedió este autor, precisa que en esos últimos años K, a través de esas compras trianguladas, se pagaron sobrecostos a proveedores de entre el 30 y el 399%, lo que significó un sobreprecio total de 56 millones de dólares. Como ejemplo, la compra de cañerías para el agua de la mina tenía un presupuesto del proveedor de 62 millones de pesos, pero mediante esta triangulación se terminaron pagando 311 millones. El sobrecosto del 399% debería entrar al libro de récords Guinness. Para colmo, a fines de 2017 la fundación de la UTN «no había terminado de rendir cuentas de los fondos recibidos desde el Estado». 

			Zeidan, además de a la UTN, metió en la causa a familiares de De Vido. En su denuncia ante el juez Rodríguez señaló que la SIGEN denunció los convenios firmados por el exinterventor Atanacio Pérez Osuna y el entonces decano de la Universidad Tecnológica Nacional, Martín Juan Goicoechea. Pero antes de 2015, «nada había observado la síndico jurisdiccional Lorena Tittamantti, quien fuera (en su momento) inferior jerárquica de la Dra. Alessandra Minnicelli, esposa del ministro de Planificación». Divorciado de su primera esposa, Silvia Daniela Rodríguez, con quien tuvo cuatro hijos: Facundo, Juan Manuel, Santiago y Valeria, De Vido volvió a formar pareja, en segundas nupcias, con Alessandra Minnicelli, con quien tuvo su último hijo, Julito.

			Pese a ser la mujer del ministro con más contratos públicos en sus manos, «Lali» Minnicelli fue la segunda de la SIGEN —el órgano de control interno del Gobierno— desde 2003 hasta diciembre de 2007. Su designación fue ampliamente cuestionada por incompatibilidad de tareas, pero ella dijo que se iba a abstener de controlar a su propio esposo. «Lali» es también hermana de Claudio «El Mono» Minnicelli, preso y procesado en la causa de la mafia de los contenedores. Es una abogada egresada de la Universidad de Buenos Aires (UBA). Ejerce la docencia en el Centro Universitario de Estudios de la Universidad Austral y es integrante del Consejo Asesor del Centro de Responsabilidad Social Empresaria de la Facultad de Ciencias Económicas de la UBA. 

			Minnicelli prácticamente siguió a De Vido en los cargos que ocupó en la gobernación de Santa Cruz en la época de Néstor Kirchner y luego en la administración nacional. De Vido había llegado en los años noventa a Vialidad de Santa Cruz a propuesta del entonces intendente Kirchner. En la intendencia de Río Gallegos trabajaba como secretaria de Cultura Silvia Rodríguez, la primera esposa de De Vido. Cuando Néstor era candidato a gobernador en 1991 pensó en De Vido como su sucesor, pero Cristina le bajó el pulgar con un argumento de peso: «La gente de Río Gallegos no vota candidatos de otra parte». De Vido era un porteño emigrado a la capital santacruceña. Esa fue la primera fricción entre ambos. El candidato K fue Manuel López Leston, tío de Néstor, quien perdió la elección, según cuenta el periodista Daniel Gatti en el libro El amo del feudo.

			Cuando Kirchner ganó la gobernación, De Vido fue nombrado ministro de Econonía y Obras Públicas. Mientras tanto, Minnicelli era asesora letrada en el Instituto de Desarrollo Urbano y Vivienda de la Provincia de Santa Cruz y luego fue directora general de Asuntos Legales entre los años 1991-1994. Luego pasó a ser asesora de Presidencia de la Administración General de Vialidad Provincial de la Provincia de Santa Cruz. En 2003 fue coordinadora de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Economía y Obras Públicas en Santa Cruz. Paralelamente, entre los años 1996 y 1999 fue síndica suplente por las acciones de titularidad de Santa Cruz en YPF SA. En 1999, De Vido pasó a un cargo más importante en la provincia: ministro de Gobierno.

			En 2003, llegó a ser la segunda de la SIGEN de Néstor, pero cuando asumió Cristina la presidencia en 2007 Minnicelli debió dejar esa poltrona, lo que aumentaría las rispideces con la esposa de Néstor, que no era «nacida y criada» en Santa Cruz, sino una platense que no conocía a los Kirchner tanto como ella.

			Por esa y otras razones, seguramente la SIGEN en la época K no vio nada preocupante en las cuentas de Río Turbio. Sin embargo, la central térmica, que estaba construyendo la empresa española Isolux Corsan, fue un eje principal de las denuncias. En el informe SIGEN, además se descubrió que la obra incrementó su valor en un 90,28% respecto del costo original. Paralelamente, hubo dos hechos significativos vinculados a la filial argentina de la empresa española Isolux encargada de la construcción de la central térmica. Por un lado, la casa matriz de Isolux despidió en marzo de 2017, unas semanas después del arranque de la causa judicial, a la cúpula directiva de su sede en el país. Los relevos de los ejecutivos argentinos están «respaldados por el resultado de una investigación interna previa realizadas por indicación del nuevo equipo de gestión», según afirmó la compañía (6). «Si como consecuencia de estas investigaciones o de las indagaciones internas ordenadas por la dirección se derivara el conocimiento de algún hecho delictivo, la empresa lo pondría inmediatamente en manos de las autoridades judiciales», señaló la compañía en un comunicado tomando distancia de sus gerentes locales en una decisión más que significativa.

			Por otro lado, en noviembre de 2017, el juez en lo penal económico Diego García Berro, a pedido de la AFIP, realizó nueve allanamientos en las sedes en Santa Cruz de la unión transitoria de empresas Isolux-Corsan. Los operativos se realizaron después de que se detectó la utilización de «facturas apócrifas que habrían provocado una evasión de impuestos que podría superar los 200 millones de pesos». En otras causas, como la ruta del dinero K, las facturas truchas eran recibidas por empresas privadas para tapar en su contabilidad el pago de sobornos. A fines de 2017, Isolux Argentina estaba en proceso de disolución. Las constructoras Cartellone y Helport (de Eduardo Eurnekián) negociaban, al cierre de este libro, con el Gobierno de Macri para concluir la central luego de que se rescindiera el contrato. El Estado ya desembolsó 1.700 millones de dólares y falta invertir otros 200 en la central de Río Turbio que producirá 240 megawatts. Una central térmica de 160 megawatts, construida por el Gobierno de Macri en otra provincia, costó 160 millones de dólares, lo que habla del enorme sobreprecio y desvío de fondos. Pese a estas demostraciones de cómo «el mecanismo» buscaba destruir pruebas, De Vido resistía en su banca y jugaba a ponerse en el papel de víctima.

			Una discusión histórica sobre las prisiones preventivas 

			En una polémica decisión, tomada dos días después del pedido de Stornelli, el juez Rodríguez rechazó detener y pedir el desafuero de De Vido con el argumento de que «no había riesgo de fuga o entorpecimiento de la causa de Río Turbio». Rodríguez es un juez de carrera, amable y caballero en el trato, que pasó del fuero penal ordinario al federal con el apoyo del exauditor general de la Nación y exoperador judicial K Javier Fernández, a quien lo une una vieja amistad y el padrinazgo de uno de sus hijos. Ocupa el juzgado que tenía el exjuez Juan José Galeano, destituido por supuestas irregularidades en la investigación del atentado a la AMIA. Rodríguez cambió, dentro del mismo juzgado, su despacho a otra oficina, distinta de la de Galeano, y solo la decoró con la bandera argentina y un busto de San Martín.

			Antes de imponer el secreto de sumario en la causa, Rodríguez también rechazó la detención de Baratta y los otros veintiún imputados por el fiscal. Lo hizo argumentando que aún «no se habían agotado todas las pruebas necesarias» para indagar y menos aún detener y pedir el desafuero de De Vido (7). En cambio, aceptó realizar una serie de medidas de pruebas que le solicitó el fiscal, como realizar una serie de allanamientos, permitir la intervención de la Unidad de Información Financiera (UIF) en la causa, pedir una serie de informes a organismos del Estado y entidades privadas, entre otras. Rodríguez se enroló así entre los jueces que aceptan la jurisprudencia garantista del llamado «fallo Díaz Bessone» (por el exgeneral de la dictadura), en que una sala de la Cámara de Casación Federal estableció que solo puede haber detenciones en la etapa de instrucción si hay peligro de fuga o de entorpecimiento del accionar de la Justicia. «Es necesario tener en cuenta que la única justificación constitucionalmente válida para mantener privada de su libertad a una persona durante el proceso, cuando aún goza de la presunción de inocencia, es la existencia de peligro procesal», sostuvo el juez. Aferrándose a una interpretación ortodoxa de la carta magna, añadió que la detención debería concretarse solo ante «la existencia de elementos de convicción suficientes para presumir que intentará fugarse o que estando en libertad entorpecerá el desarrollo de la investigación». Así este debate de fondo se había abierto, por primera vez, en la Argentina desde el retorno de la democracia en 1983 e iba a traer sus consecuencias, mientras De Vido seguía protegido por «el mecanismo». Muchos abogados salieron a respaldar al juez Rodríguez, sin decir algunos que eran defensores de los imputados y que les correspondía, desde el punto de vista ético, guardar silencio.

			Paralelamente al rechazo del juez, el abogado Adrián Daniel Albor, defensor del imputado, y exdirectivo de Yacimiento Carbonífero de Río Turbio (YCRT) Fernando Lisse, denunció a Stornelli por una supuesta filtración del requerimiento de instrucción. Y, de manera sorpresiva, Rodríguez dijo que «le asiste razón» a Lisse, en vez de rechazarla directamente, en tiempos en que la Corte Suprema reclama a los jueces que comuniquen sus resoluciones a la opinión pública, y así aumentó la tensión con Stornelli. En la misma época, el presidente Ricardo Lorenzetti pide un código procesal penal que «ataque» la impunidad (8). Stornelli estalló de furia, y casi con la misma pasión que ama a sus dos hijos, apeló al día siguiente ante la Cámara Federal la negativa de Rodríguez para pedirle al Congreso que retire los fueros del diputado K Julio De Vido a fin de poder detenerlo. Así se abrió una pulseada entre el fiscal y el juez con una trascendencia judicial y política enorme.

			De espaldas a una ventana del quinto piso del edificio de Comodoro Py donde puede ver quiénes entran o salen a tribunales —alguna vez guardó un par de prismáticos en su escritorio—, Stornelli escribió su apelación, que sostiene que en este caso no se debe aplicar el criterio garantista, al que apeló Rodríguez, por «la magnitud» del desfalco contra el Estado y «el poder residual» de De Vido, como presidente de la Comisión de Energía de la Cámara de Diputados, para obstruir la búsqueda de pruebas. Se basó, también, en las convenciones de la OEA y la ONU contra la corrupción, que aconsejan ese tipo de medidas en casos excepcionales y contienen una interpretación nueva de cómo combatir el fenómeno de la corrupción.

			La apelación recayó en la sala II de la Cámara Federal porteña que integraban en ese momento los jueces Martín Irurzun, Horacio Cattani y Eduardo Farah. Lisse era gerente de Explotación de Yacimientos Carboníferos Río Turbio (YCRT) en el momento en que ocurrió la maniobra. Stornelli ya se había negado a conceder la eximición de prisión —una especie de garantía de libertad durante el proceso— a Lisse porque tuvo un rol clave en el manejo de los fondos enviados desde el Ministerio de Planificación a la Universidad Tecnológica Nacional (UTN) de Santa Cruz y la fundación de esta casa de altos estudios.

			«Lisse tuvo una activa participación en el diseño, ejecución y desarrollo de una ingeniería delictiva que importó un desvío cercano a los 265 millones de pesos, dinero que por cierto abonó en concepto de gastos administrativos y comisiones a la UTN y su fundación», destacó el fiscal. Las obras de la mina «terminaron siendo trianguladas a particulares, en uno de los mecanismos más obscenos destinados a evitar la normativa aplicable en materia de contrataciones públicas y de control», agregó el fiscal en su apelación.

			Dos de los hechos más graves imputados a los acusados fue conceder el 10% del total de los 1.630 millones de dólares entregados por De Vido a la UTN y otro 10% a la fundación de esta universidad. De estos 1.630 millones de dólares salen los 265 millones de pesos desviados. Y otro hecho grave fue haber gastado casi 300 millones de pesos en el proyecto del tren turístico Eva Perón, que —al igual que la central— se «inauguró» pero nunca funcionó.

			Ese tren debería ingresar a la historia ferroviaria argentina, pero no por una proeza técnica, sino por sus costos. En un informe de la SIGEN elaborado por Horacio Pernasetti y Miguel Guzmán, al que accedió este autor en exclusiva, se informó que para el tren histórico «se firmaron 71 Convenios Específicos, con un Presupuesto Total de $ 716.110.277,53 y una Facturación de $ 296.659.694,46». Para la inauguración electoral, se contrató a un experto en restauraciones de ferrocarriles históricos, Gabriel Asenjo, quien había reconstruido la histórica formación de trenes «La Trochita» de Esquel. Se hizo viajar a un equipo de Asenjo desde La Boca, Buenos Aires, hasta Río Turbio solo para hacer rodar unos metros una locomotora a vapor con cuatro vagones, sacar fotos y hacer proselitismo político K. Luego de la escena electoral ni siquiera le terminaron de pagar los 3.800.000 pesos pautados por el trabajo al restaurador. «Se montó un circo y me hicieron poner en marcha una locomotora histórica sin los sistemas de lubricación funcionando, ni de alimentación de carbón y sin sistema eléctrico. Estaba inconclusa, aunque sí podía funcionar en un corto tramo limitado a los fines de exhibirla (fue conducida por personal de YCRT), pero no podía ser librada a servicio por la falta de pruebas mecánicas», contó Asenjo. El acto de la «inauguración» costó otro millón de pesos, violó una serie de mecanismos de control de gastos electorales y contó con la «participación personal del licenciado Roberto Baratta», dice el informe. Casi las mismas irregularidades encontró la SIGEN —en otro informe de Pernasetti y Guzmán— en los convenios de YCRT y la UTN con la Universidad Politécnica de Madrid para hacer un estudio geológico de los llamados macizos rocosos Manto Dorotea por más de 30 millones de pesos. Pernasetti —un exdiputado radical— y Guzmán acreditaron que «no hay constancias» de que el trabajo se haya hecho, pero se pagaron bienes y servicios para el estudio. Entonces, aconsejaron abrir un sumario administrativo y formular otra denuncia penal.

			Con todos estos antecedentes, el funcionario Lisse, según el fiscal, hizo maniobras para que la UTN recibiera el dinero y subdividiera un contrato, por ejemplo, de 12.999.800 pesos a fin de evitar llamar a una licitación pública. YCRT sí depende del Gobierno nacional y está obligada a cumplir con la Ley de Administración Financiera nacional y los llamados a licitación.

			Para el fiscal, en su apelación, «las relaciones de poder de los aquí imputados es un riesgo concreto que atenta contra el avance de la investigación y las posibilidades del armado de entramados de complicidades que fomente el ocultamiento de evidencias». Por esa razón, «tamaña defraudación a los intereses de la Hacienda Pública no habría podido llevarse a cabo durante el transcurso de más de seis años sin el silencio connivente de los funcionarios», subrayó Stornelli. El fiscal ponía así, por primera vez, en duda la tendencia garantista de los derechos individuales que había sido clave en la restauración de la democracia en 1983 luego de que la dictadura violara sistemáticamente los derechos humanos, pero que ahora, con una interpretación excesiva de los seguidores del exjuez de la Corte, Raúl Zaffaroni, era usada como un escudo de impunidad por los acusados de corrupción.

			Con los votos K y de la izquierda dura rechazan  la expulsión de De Vido

			El 26 de julio de 2017, el pedido de Stornelli provocó una discusión histórica en la Cámara de Diputados de la Nación, llena de tensión, desesperación y mensajes políticos. Luego de varias horas de debate, el kirchnerismo, con el llamativo apoyo de los diputados de la izquierda troskista, logró rechazar una moción de Elisa Carrió para echar a De Vido por «inhabilidad moral» de la Cámara de Diputados, sin esperar que el juez Rodríguez pidiera su desafuero. Entre gritos y aplausos, el bloque oficialista de Cambiemos consiguió reunir 138 votos para expulsar al exministro, pero no le alcanzaron. Necesitaba 158 voluntades. Ese día en el recinto de la cámara baja, más tensionado que de costumbre, pudieron verse escenas dignas de una película del neorrealismo italiano encaramado en Federico Fellini; Julio De Vido —quien ya había cambiado el bigote tipo morsa por una tupida barba blanca— tomó la palabra y dijo: «Soy una víctima de un plan de persecución del modelo liberal y conservador contra el modelo nacional y popular». 

			Simultáneamente, por las redes sociales se difundía un video casero en que De Vido defendía las obras de Río Turbio, decía que no se pagaron coimas y que el Gobierno de Macri buscaba «cerrar» la mina y quitarle el trabajo a la UTN y dárselo a «consultoras privadas».

			El «plan», decía De Vido, mientras enfatizaba las frase levantando el dedo índice derecho, había sido sacado del libro El arte de ganar, del asesor presidencial ecuatoriano Jaime Durán Barba, que incluía la idea de «aniquilar» al adversario. «Jamás me amparé en los fueros. Siempre asistí ante todo los requerimientos de la Justicia», leyó otro párrafo de su discurso, mientras desde la oposición le recordaban que no había sido así. «No, no. Ese fue un pedido de aclaración a un juez que antes era un juez K y ahora es un juez probo», respondió con una ironía. Se levantó el cuello de un pulóver marrón que llevaba debajo de un saco azul y terminó su discurso, repleto de críticas al Gobierno de Macri con un componente emotivo: «Quieren destruirme», soltó, casi en tono dramático y tratando de demostrar que era una supuesta lucha épica entre el «modelo nacional y popular» y el «modelo neoliberal». Los aplausos se transformaron en una ovación de sus pares del bloque K. Y comenzó un desfile de legisladores por su banca para saludarlo.

			Acto seguido, tomó la palabra Lilita Carrió, su máxima enemiga en la Cámara de Diputados y primera que lo había denunciado, en soledad, ante la Justicia en 2008. Vestida con un trajecito azul, la chaqueña, que venía de sufrir un infarto que le costó la colocación de dos stents, aguardó unos segundos y empezó: «Le reconozco a Julio De Vido la obediencia debida al expresidente Kirchner. Era el cajero».

			Fue aplaudida por su bloque. Pero ese fue solo el comienzo de un discurso memorable: «Yo acuso y pido la exclusión del señor De Vido por infame traidor a la Patria en los términos del artículo 36 de la Constitución Nacional», dijo parafraseando una definición del escritor francés Émile Zola en un alegato histórico en favor del capitán Alfred Dreyfus, acusado falsamente de espía alemán en un famoso caso de antisemitismo a principios del siglo XX. Este artículo constitucional citado por la chaqueña se refiere a quienes atenten contra el sistema democrático, y a que «atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos». Desde la oposición, se le recordó que en la versión original de la Constitución el artículo se refería a la inhabilidad física. Carrió levantó los brazos en «U» y explicó: «Claro, en esa época no existía Freud y se refería a inhabilidades física que hoy la medicina puede curar». «La corrupción forma parte de un atentado al orden democrático. Cuando conlleva enriquecimiento ilícito, los califica como infames traidores a la Patria», agregó. «Esa es causal de indignidad, yo veo que hoy seguramente no lleguemos a los dos tercios, pero saben, es un milagro para mí, después de tantos años de ser la única que fui al banquillo de los acusados (por las denuncias de calumnias e injurias que le hizo De Vido), poder decirle esto acá. Siento que todo tuvo sentido», agregó Carrió, orgullosa, luego de años de haber denunciado al poder K sin resultados judiciales y de haber sido la articuladora en 2015 de la alianza electoral entre el PRO, la UCR y su Coalición Cívica.

			La diputada también lanzó una crítica a parte de los diputados que dudaban. «Acá no hay gatopardismo, acá es blanco o negro, hay protección y participación (de la corrupción) o hay limpieza del país», advirtió. «La culpa no es de Cambiemos si es débil. La culpa la tiene también parte del pueblo de la Nación que, sabiendo que le roban, vota ladrones. De eso no me voy a hacer cargo. Que cada nombre y apellido figure en todos los lugares, que sea la sociedad que decida si quiere la verdad o si quiere la impunidad», completó. Luego, Carrió replicó un comentario de la diputada K Juliana Di Tullio con una sarcástica frase: «Silencio, querida, vos sos la socia de Rudy Ulloa Igor, que era otro valijero de Kirchner, contrabandista de Santa Cruz». Di Tullio —quien se tatuó la frase «No fue magia»— fue socia en un negocio de venta de ropa con la exmujer del excanillita de Néstor Kirchner, devenido empresario de medios y millonario.

			«En 2008 denunciamos sobreprecios en cárceles. De Vido llevó a firmar al entonces ministro de Justicia Rosatti. Y Rosatti, que es decente, renunció para no firmarle los sobreprecios al señor De Vido», recordó Carrió, en alusión al actual ministro de la Corte Suprema de Justicia Horacio Rosatti.

			«Sergio Acevedo se negó a pagar coimas. Y por eso se lo depuso de la gobernación de Santa Cruz. Se negó a pagar las coimas que le exigían Kirchner y el ministro De Vido», siguió, en alusión al extitular de la SIDE y exgobernador santacruceño, quien se fue de este último cargo en 2006, luego de una maniobra de la SIDE K contra su vida privada, y volvió a ejercer la docencia en la pequeña localidad santacruceña de Pico Truncado.

			«Yo he visto las negociaciones que hicieron al punto que vaciaron YPF de una manera escandalosa», adelantó sobre una de las investigaciones que al cierre de este libro aún tenía abierta y estaba por presentar. También tuvo un cruce con el exministro de Economía y ahora diputado nacional Axel Kicillof. «Investigame hasta el final, querido. Vos no podés explicar la entrega de YPF, patrimonio de la Nación», lo cruzó con un tono maternal. Mientras era ministro de Economía, Kiciloff era director ad honoren en YPF y fue el que avaló el pago de una indemnización millonaria a Repsol luego de la polémica reestatización.

			«Esto no es electoral para mí. Yo recé durante años para que el más corrupto de la historia llamado De Vido y Néstor Kirchner, que Dios lo tenga en su gloria, pagaran sus culpas», señaló profética Carrió.

			La diputada de Cambiemos tuvo un párrafo aparte para referirse a los diputados chaqueños Sandra Mendoza —exesposa del exjefe de gabinete K Jorge Capitanich— y Juan Manuel Pedrini —hijo del histórico dirigente del PJ Adam Pedrini—. «Los padres de muchos de acá fueron peronistas decentes. Lamentos que muchos de los hijos de ellos estén votando la protección de De Vido», terminó ante los vítores de su banca.

			Otro cruce duro fue entre el diputado de Carrió, Fernando Sánchez, y la diputada ultra K Diana Conti. Con un saco animal print blanco y negro en la espalda, Conti le advirtió, con una grosería, al «lilito» que «la vida política gira y en el futuro te vas a meter tus frases donde no te da el sol y no tenés pelotas», en alusión a un hipotético regreso de CFK en 2019.

			Al momento de votar, frente a esos 138 votos, hubo 3 abstenciones y 95 diputados que rechazaron la iniciativa para quitarle su banca a De Vido por «inhabilidad moral». Entre esos 95 votos, además de los de la banca del Frente para la Victoria, hubo votos de exkirchneristas, del Movimiento Evita y llamativamente de los partidos de izquierda nucleados en el Frente de Izquierda de los Trabajadores (FIT), que está integrado por el Partido Obrero, el Partido de los Trabajadores Socialistas e Izquierda Socialista, quienes creían que iba a ser un antecedente peligroso para echar diputados por cuestiones ideológicas. De Vido había zafado una vez más gracias al «mecanismo» y otros que no comprendían lo histórico de la votación, pero el exministro K ya estaba, políticamente, herido de muerte.

			La Cámara Federal porteña da la estocada final

			Pese a esta primera derrota de la ofensiva contra De Vido en Diputados, la sala II de la Cámara Federal porteña, con el voto en disidencia del juez Eduardo Farah, ordenó al juez Rodríguez que revisara su pertinaz negativa a pedir el desafuero del diputado del FpV y su posterior detención. ¿Cómo se votó en esa sala, que es una de las dos en que está dividido ese tribunal de alzada? Por un lado, el juez Eduardo Farah —uno de los nuevos de la Cámara, que había llegado en la época K desde los tribunales de Mar del Plata— señaló que citar a indagatoria «es potestad del juez» y, por el otro, Martín Irurzun —llamado del grupo de los «canosos» del tribunal, por su antigüedad— planteó que la decisión de Rodríguez «fue arbitraria». Entonces, se desempató con el voto del camarista Leopoldo Bruglia, que integra la sala I del mismo tribunal y se lo convocó especialmente para que dirimiera el empate. El punto más sensible era el pedido del fiscal Stornelli sobre el desafuero de De Vido y su posterior detención, medida que alcanzaba a otros imputados. El fuero de los legisladores fue creado para evitar que gobiernos, como el de la llamada Década Infame, mandaran arbitrariamente a detener a diputados de la oposición —el ejemplo más notorio era el socialista Alfredo Palacios— antes de ir a votar a la cámara baja. No fue diseñado para evitar la acción de la Justicia, aunque con el expresidente Carlos Menem —condenado a siete años de prisión en la causa por la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia— y otros se lo usó como un escudo jurídico frente a los jueces, pero esta es otra historia de impunidad.

			En una posición similar a Stornelli, Irurzun y Bruglia consideraron que ante una causa tan compleja, donde se investigan «hechos de corrupción», se debe analizar la «posibilidad de entorpecimiento» de la investigación judicial relacionada al «mantenimiento del poder público o de sus influencias» de parte de los imputados (9). Por este motivo, ordenaron que el juez Rodríguez volviera a fallar al respecto y en consecuencia, revisara si correspondía o no hacer lugar al pedido de detención de De Vido. Un fallo de estas características era casi una orden que Rodríguez, subordinado de esa cámara, no podía ahora desestimar. Así se iba armando una tormenta legal perfecta sobre el principal «arquitecto» de los negocios de la energía K, entre otros.

			Sin embargo, cinco días después de esa resolución de la Cámara Federal, el juez Rodríguez acató parcialmente las órdenes de sus superiores: llamó a indagatoria a De Vido y otro de los imputados y les prohibió salir del país, pero no ordenó detenciones. También dispuso que los 36 imputados entregaran sus pasaportes en el juzgado, donde además deberían presentarse una vez al mes, les inhibió los bienes y congeló sus cuentas bancarias. Pero rechazó el tema de fondo: el pedido de detención de Stornelli, al considerar que existen «otras medidas menos gravosas que el encierro preventivo». Justificó el llamado a indagatorias en que los contratos celebrados habrían sido «los instrumentos utilizados por los imputados para obtener fraudulentamente recursos del Estado nacional». Entre los manejos de fondos realizados por la Fundación y que fueron investigados por el juez Rodríguez, se señaló que a fines de 2013 compró un inmueble en el «Complejo Palmas de Rocha» de la localidad bonaerense de San Isidro, en vez de destinar esos fondos a tareas relacionadas con la mina. A su vez, puntualizó que «posee millonarias inversiones en productos bancarios y que emitió numerosos cheques a personas físicas que fueron cobrados por caja». Una vez que se retira la plata por ventanilla es muy difícil de rastrear para saber en manos de quién terminó.

			Pero la pelea entre el juez y el fiscal por De Vido no terminó allí y ya era parte de los temas de discusión en el escenario político nacional. Once días después, Stornelli volvió a la carga y pidió a la Cámara Federal porteña que reexaminara la reiterada negativa del juez Rodríguez a no ordenar la prisión preventiva del exministro. En otro extenso dictamen lleno de citas de jurisprudencia, Stornelli sostuvo en su nuevo pedido la necesidad de considerar «la envergadura de la causa, el monto del perjuicio ocasionado y los vínculos entre los acusados». El fiscal Stornelli —a quien algunos políticos llaman despectivamente «Storbelli», porque siempre ocasiona problemas a los gobiernos de turno— planteó una vez más que no debía desconocerse que «las relaciones de poder de los imputados son un riesgo concreto que atenta contra el avance de la investigación». Luego advirtió sobre «las posibilidades del armado de entramados de complicidades que fomente el ocultamiento de evidencias». Subrayó la «envergadura de la causa que se investiga» e indicó que se debe analizar la «posibilidad de entorpecimiento» de la investigación relacionado al «mantenimiento del poder público o de sus influencias». Remarcó que debe tenerse en cuenta «el perjuicio millonario ocasionado» al Estado y se quejó por «la baja caución real» de 100 mil pesos que les aplicó el juez a los acusados. Era un debate de fondo y había mucho en juego. La relación entre Stornelli y Rodríguez había llegado al nivel más bajo de esos años y «el mecanismo» no quería perder a uno de sus principales sostenes.

			«No nos quedemos con el mediomundo lleno  de mojarritas»

			En apoyo de Stornelli, salió su superior, el fiscal ante la Cámara Federal porteña Germán Moldes. En una resolución, Moldes recordó que De Vido cuenta con «varios expedientes abiertos» por distintos casos de corrupción que muestran que se está «ante una situación criminal acreditada y que se caracteriza como acto de corrupción administrativa». «No hace falta saber leer debajo del agua para entender que el único de los imputados que hoy puede considerarse en posesión de vinculaciones con el poder público y sus influencias es Julio De Vido, hoy parapetado tras la protección que le brindan sus fueros parlamentarios», agregó. El también autor del libro Cuarenta iglesias romanas y experto en arquitectura de Roma es cultor de las frases coloquiales. Sin vueltas, calificó al exministro K como un «tramoyero en las inversiones de obra pública». El «Flaco» Moldes, como se lo llama en Comodoro Py, tiene un cartel en su escritorio que aclara que no fue nombrado por concurso como los fiscales jóvenes. Expuso que debe «ponderarse que existían ciertas posibilidades de entorpecimiento cuando alguno de los imputados estuviere en posición de abusar de aquellas relaciones o beneficios». Diferenció «el papel de los que no solo acumulan mayores cuotas de responsabilidad que aquellos que hicieron la comparsa». Y usó otra frase coloquial para sostener su posición: «No nos quedemos con el mediomundo lleno de mojarritas y el tiburón nadando en aguas abiertas», dando a entender que el pez grande seguía afuera de las redes de la Justicia. Dijo que es necesario «adecuar y agilizar los procedimientos que la Constitución Nacional prevé para lograr un efectivo sometimiento a proceso», y en su caso, «la eventual restricción efectiva de la libertad del único imputado actualmente en ejercicio del poder político (por su condición de diputado nacional)». Resaltó que De Vido cuenta con «acceso a la capacidad a la incidencia y negociación que tan alta función le habilita» para tratar de convencer a los camaristas ante esta tercera apelación de Stornelli, mientras la polémica hervía entre los que estaban en contra y a favor de mandar a la cárcel al poderoso exministro K y el alcance de las garantías individuales en el siglo XXI de la democracia argentina.

			Cristina: «Las manos en el fuego no las pongo  ni por De Vido ni por ninguna persona»

			En medio de este debate, la situación del exministro de Planificación quedó judicialmente más complicada cuando se le abrió una nueva denuncia por triangulación para comprar máquinas mineras para Río Turbio a Polonia sin licitación pública y con sobrecostos estimados en 11 millones de euros. La titular de la Oficina Anticorrupción (OA), exdiputada del PRO y extitular de Poder Ciudadano Laura Alonso denunció ante el juez federal Marcelo Martínez de Giorgi y el fiscal Stornelli una maniobra para comprar esos equipos. En una denuncia de la OA, abierta sobre la base de datos aportados por un testigo de identidad reservada, se investiga «la compra de los llamados tres frentes largos de excavación por un valor estimado superior a 120.000.000 de euros». Para la maniobra se utilizó como pantalla un acuerdo de Cooperación Argentino-Polaca firmado en la década de 1970, con el objetivo final de evitar así procesos de licitación entre competidores.

			La maniobra consistió en que la empresa Kopec SA contrató a la estatal polaca Zakldy Mechanicze Bumar Labedy, para luego revender los equipos a YCRT, en una clara maniobra de triangulación, según la OA. Luego de esta compra, Kopec vendió en forma directa maquinaria parecida a la comprada por YCRT a Rusia por un valor de 16.200.000 euros. Es decir, «YCRT pagó 11.100.000 euros más por una maquinaria similar, o sea, un 59% más a lo abonado por Rusia, que compró en forma directa al fabricante».

			Pero unas pocas palabras de Cristina fueron políticamente más fuertes que la nueva denuncia por millones de euros. En plena campaña electoral, luego de haber roto con el PJ y creado su partido Unidad Ciudadana, el 11 de octubre Cristina Kirchner habló con la periodista Elizabeth Vernaci en su programa radial Black & Toc. Convencida de que iba a ganarle a Cambiemos el primer puesto en la lucha por tres senadurías por Buenos Aires, ante una pregunta contestó: «Las manos en el fuego no las pongo ni por De Vido ni por ninguna persona; por mis dos hijos y por mí y por nadie más». Aunque la exjefa de Estado dijo, para intentar acotar el alcance de su definición, que el ministerio de De Vido «era muy grande, se habían fusionado varios ministerios y vos vas desarrollando la parte de infraestructura que se hacía y tantísimas otras cosas, que estaban muy bien hechas». Fue un mensaje que impactó fuerte en la interna del kirchnerismo, que discutía si soltarle o no la mano a De Vido. No era una mera definición política, era una definición de «la jefa» en una estructura vertical como el kirchnerismo y que blanqueaba el cortocircuito de la relación con De Vido. En 2016, en otra escucha grabada a Oscar Parrilli por la Justicia en la causa contra Ibar Pérez Corradi por el tráfico de efedrina, Cristina acepta la idea —que finalmente no se concretó— de pedir presentarse como querellante contra el secretario de Obras Públicas José López, en la causa por direccionamiento de la obra pública a favor de Lázaro Báez. Luego le habló a su exjefe de Inteligencia sobre las declaraciones de Carrió acerca de algunas de sus citaciones judiciales que, a su criterio, eran para desviar la atención sobre De Vido y Aníbal Fernández. Y ante un comentario, la respuesta de la expresidenta fue: «Lo de De Vido me hinchó bastante las pelotas porque calladito la boca está».

			En un fallo histórico, la Cámara Federal porteña  ordenó detener a De Vido

			Paradójicamente en el día de la lealtad peronista, el 17 de octubre de 2017 la Cámara Federal porteña ordenó al juez Rodríguez de manera directa que dispusiera la detención del exministro K por entender que su libertad «es un obstáculo» para la investigación por fraude al Estado en Río Turbio. En su resolución, los jueces Irurzun y Bruglia coincidieron en que había motivos suficientes para avanzar en el pedido de desafuero del también diputado por el Frente para la Victoria. Pero el voto de Irurzun, uno de los jueces más independientes de los gobiernos de turno y que había impulsado en 1996 la investigación y luego posterior detención del expresidente Carlos Menem en la causa por la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia, amplió los argumentos para las prisiones preventivas sin condenas en las causas por corrupción, en lo que se denominó «doctrina Irurzun», que puede servir para otros casos, aunque para que pase a ser jurisprudencia debería ser avalado por la Cámara Nacional de Casación Penal o la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

			Es importante releerlo, porque un sector del Gobierno de Macri, de la oposición, de la Justicia y de la prensa salió a criticar el fallo. En la administración Macri, que tanto se confía en las encuestas o los focus group, se percibió un cambio del humor social contrario a las preventivas. Al principio del Gobierno, una parte importante de la sociedad reclamaba que «vayan presos todos», sin esperar los pasos procesales, y a fines de 2017, con más de veinte exfuncionarios K detenidos, empezaba a ganar una especie de efecto compasión por los detenidos. Como este es un debate de fondo para el futuro de la impunidad en la Argentina, es necesario comprender en profundidad los fallos que se emitieron.

			Lejos de las encuestas, Irurzun dijo que «el examen se encuentra ahora limitado exclusivamente a la situación de Julio Miguel De Vido». Tenía que examinar el alcance de la ley 25320 (de fueros) y si existen «elementos que permiten inferir que la libertad del imputado es un obstáculo al desarrollo de la investigación». Luego sintetizó las pruebas de la causa Río Turbio y recordó que «a la hora de examinar la presencia de riesgos procesales no corresponda limitar el análisis al arraigo o la manera en que los involucrados se comportan formalmente en el proceso penal, sino que resulta especialmente relevante determinar si existen datos reales, concretos y objetivos que permitan razonablemente presumir que los lazos funcionales tejidos al amparo del acuerdo criminal se encuentran aún vigentes y pueden estar siendo utilizados en perjuicio de la investigación penal». Comentó que Stornelli habló de una «investigación de actos de corrupción complejos, que habrían sido desarrollados con la necesaria intervención de funcionarios de diversas áreas del Estado y al amparo de su estructura, durante un extenso período de tiempo». En este contexto, observó que las circunstancias alegadas por el fiscal para sustentar la prisión de De Vido «se encuentran suficientemente objetivadas» en la causa. Recordó Irurzun —una juez que tiene muy buena sintonía con el presidente de la Corte, Ricardo Lorenzetti— que la investigación judicial «se ha visto obstruida por diversos factores»: no se pudo conseguir toda la documentación del tren Eva Perón, tampoco se pudo contar con la documentación relacionada con los acuerdos celebrados entre la Facultad Regional Santa Cruz y la Fundación de la Facultad Regional Santa Cruz. Varios testigos relataron «la actitud evasiva que asumieron frente a los requerimientos los responsables de los diversos organismos públicos e instituciones intervinientes». Además, se destruyeron «expedientes vinculados a las obras que componen el complejo minero Yacimiento Carbonífero de Río Turbio». Luego se incautaron 34 cajas con documentación en la sede de la Fundación Facultad Regional Santa Cruz de la Universidad Tecnológica Nacional. «Treinta de ellas fueron remitidas a la sede del juzgado instructor dos meses después, y las cuatro restantes, cinco meses más tarde de aquel procedimiento», señaló como otro ejemplo de obstrucción y destrucción de pruebas.

			Más tarde, recordó el camarista, se ordenaron varios allanamientos en la sede de las empresas contratistas y requerimientos de informes bancarios, impositivos y registrales, entre otros, y el juez Rodríguez entendió necesario implantar el secreto de sumario para «lograr el éxito» de las diligencias y guardar las pruebas en unos contenedores instalados detrás de tribunales. En este contexto, Stornelli pidió la detención de De Vido, dijo Irurzun, «con argumentaciones —genéricas pero suficientes— en los términos del artículo 123 del Código Procesal Penal de la Nación». Entonces, «todo indica que las posibilidades de enfrentar nuevas interferencias —o continuar otras— aún permanecen vigentes, pues sin demérito de los elementos recabados hasta el momento, observo con claridad —y ha sido reconocido por el a quo (NdA el juez Rodríguez)— que la actividad instructoria se encuentra en pleno desarrollo. En particular, además, en lo que atañe al destino de los fondos públicos comprometidos, cuya ubicación y recuperación es —por su naturaleza— uno de los objetivos prioritarios». En Comodoro Py va ganando espacio la nueva doctrina según la cual es más duro para los corruptos meterles la mano en el bolsillo que mandarlos un par de años a la cárcel. A esta altura de la investigación, «no resulta factible distanciar a De Vido del escenario aquí reseñado en tanto ha sido sindicado por el Sr. Fiscal como portador de un rol preponderante en los hechos concretos aquí investigados». Y a diferencia de lo argumentado por la defensa de De Vido, «es razonable valorar como uno de los indicadores del riesgo latente al que hace referencia el Sr. Fiscal General, que parte de la actividad legislativa que desarrolla actualmente en su condición de presidente de la Comisión de Energía de la Cámara de Diputados se encuentra íntimamente ligada, precisamente, con la actividad del Yacimiento Carbonífero de Río Turbio», subrayó Irurzun. Con base en estos indicios y argumentos, «la totalidad de las circunstancias analizadas permite concluir que, en tanto se verifican en derredor de De Vido indicios de entidad suficiente como para presumir que su libertad constituye un riesgo para el proceso en curso, su encarcelamiento resulta la única alternativa viable para garantizar el éxito de esta investigación». Luego este juez de cámara ponderó que «el tiempo es fundamental frente a los peligros concretos de obstrucción verificados. En razón de lo expuesto, dada la condición de legislador del nombrado, se impone proceder conforme requiere el fiscal y ordenar al a quo que proceda a la inmediata remisión del pedido de desafuero ante la Cámara de Diputados en los términos previstos por el artículo 70 de la Constitución Nacional y por el artículo 1° de la ley 25320». Por otra parte, ordenó que se investigara en otra causa la destrucción y demoras en las entrega de pruebas. Es cierto, el tiempo es crucial porque no se trata de investigaciones judiciales en tiempo real, sino de investigaciones casi arqueológicas de hechos que sucedieron varios años atrás.

			En cambio, el camarista Farah apoyó el desafuero pero no la detención de De Vido. Y Bruglia adhirió al voto de Irurzun y agregó: «Los hechos investigados revisten una importante e inusual complejidad, detallados como un significativo entramado de corrupción con permanencia en el tiempo». Este entramado «presumiblemente permitió la disposición de fondos públicos sorteando los diversos controles en materia de contratación», agregó. Así se generó un perjuicio a las arcas del Estado nacional, en los cuales «habrían intervenido en una triangulación contractual YCRT, la Facultad Regional Santa Cruz de la Universidad Tecnológica Nacional (UTN) y la Fundación de la Facultad Regional de Santa Cruz, con la actuación, además, de numerosos funcionarios públicos de diferentes niveles jerárquicos del Ministerio de Planificación Federal de la Nación y las municipalidades de Río Turbio y de Río Gallegos», señaló. Este punto de Bruglia es clave. No se trata de un funcionario metiendo la mano en la lata en forma aislada, sino de una maniobra que involucró a un ministro, su viceministro, la cúpula de YCRT y las autoridades de la UTN, los empresarios y una cadena de múltiples complicidades y silencios que se mantuvo compacta durante años. En otras palabras, otro círculo concéntrico del «mecanismo».

			Ese entramado de poder aún vigente «constituye claras circunstancias objetivas que demuestran la viabilidad de obstaculizar la investigación y dan fundadas razones para presumir que el nombrado tendría a su alcance las oportunidades y los medios necesarios —considerando especialmente la capacidad de influenciar y determinar a terceros— para intentar entorpecer la pesquisa y provocar una grave afectación al avance del proceso y a la averiguación de lo ocurrido», agregó Bruglia. «El imputado puede poner en riesgo, dificultar o impedir la recolección y/o producción de medidas probatorias, obstaculizando de alguna manera el cumplimento de diligencias jurisdiccionales, condicionar o influenciar sobre la prueba testimonial a producirse y afectar en términos generales el avance de la presente investigación», finalizó Bruglia, quien con su voto hizo que el tribunal, por dos votos contra uno, ordenara la detención de De Vido. Con estos votos nació lo que pasó a denominarse «doctrina Irurzun», que planteó cambios sobre las prisiones preventivas en los procesos de instrucción. 

			Sin margen para desobedecer a sus superiores, Rodríguez esta vez pidió inmediatamente a la Cámara de Diputados el desafuero de De Vido, luego de esta batalla judicial iniciada por Stornelli.

			En este clima político, tres días después, su colega Bonadio, amparándose en la «doctrina Irurzun», también pidió el desafuero de De Vido luego de ordenar su procesamiento y detención en el escándalo de la importación de buques con gas licuado (GNL) y la preventiva de su mano derecha. En la tardecita del 19 de octubre, efectivos de la Dirección de Delitos Complejos de la Policía de la Ciudad interceptaron a Baratta —también barbado y desgarbado como su jefe— mientras llegaba a su departamento en el barrio de Belgrano, ubicado en José Hernández al 2000. En el lugar, un grupo de vecinos gritaba «chorro, chorro», un policía musculoso y con un tatuaje le colocó las esposas por delante y lo introdujo en un patrullero. La policía a los delincuentes comunes les pone las esposas por detrás, que implica una mayor sumisión. Los acusados de corrupción tienen la deferencia de llevarlas adelante. Fue un preludio de la caída de De Vido.

			Lejos habían quedado los clásicos gestos de soberbia del exfuncionario. Ahora Baratta lucía una barba entrecana, una campera azul, un jean y zapatillas blancas —señal de que sus abogados le habían adelantado la detención— y miraba abatido al piso. Dentro del patrullero le pusieron el chaleco antibalas y el casco para trasladarlo a la comisaría de la Comuna 12, donde pasó su primera noche como detenido.

			Aunque aún no quedó como jurisprudencia inapelable el fallo de Irurzun, como se dijo, es un enorme paso en contra de la histórica impunidad de la que goza la corrupción política en la Argentina. Es necesario defender los derechos individuales, pero ¿quién defiende los derechos del Estado, que constituimos todos los argentinos, ante los robos de esta magnitud? Los corruptos ya saben que si guardan el 10% de lo robado al Estado pueden pagar un buen estudio de abogados que abuse de las apelaciones del Código Procesal Penal y dilate las causas en busca de la prescripción por el paso de los años hasta conseguir la impunidad. Las causas por corrupción, hasta ahora, tienen un promedio de duración de dieciséis años. Una prisión preventiva no se corresponde más con la imagen del Estado que persigue al individuo, que se enseñó en las universidades en los años ochenta, tras la caída de la dictadura. Ahora la imagen es la del Estado contra un funcionario o exfuncionario, fuese del partido que fuese, con los mejores abogados, apoyos políticos, periodísticos y económicos y banqueros inescrupulosos, una red de empresas offshore, espías y testaferros que les esconden las fortunas en paraísos fiscales. En otras palabras, los corruptos de hoy tienen más poder que el juez que los investiga. Un magistrado confesó a este autor, por ejemplo, su impotencia porque le habían revocado la orden de detención de un exfuncionario que él sabía tenía cuentas bancarias en España pero que no las podía probar hasta que dentro de unos meses le llegara un exhorto oficial a su causa.

			Mientras se desarrollaba aquella batalla judicial por De Vido, en las elecciones legislativas del 22 de octubre de 2017, la alianza Cambiemos se impuso en trece provincias, entre ellas el distrito bonaerense, bastión de Cristina Kirchner en las elecciones parlamentarias y de medio término de la gestión de Macri. A su vez, las distintas vertientes peronistas lo hicieron en nueve jurisdicciones y coaliciones locales lo lograron en Santiago del Estero y Misiones. En la provincia de Buenos Aires, el candidato a senador de Cambiemos y exministro de Educación Esteban Bullrich —quien no tiene el carisma entre sus talentos— le ganó finalmente a la expresidenta —quien hasta ese momento había sido electoralmente imbatible—, por una diferencia de 4 puntos, mientras que 1País, de Sergio Massa, cosechaba algo más de 11% y el Frente Justicialista, un 5,21%. Así, Cambiemos se llevó dos de los tres senadores en juego en el principal distrito electoral. En tanto, en la ciudad de Buenos Aires, la candidata del oficialismo Elisa Carrió arrasó con casi el 51%, mientras que Unidad Porteña, del kirchnerismo, lograba casi el 22%, y Evolución, de Martín Lousteau, el 12,33%. El escenario político, luego de catorce años, había cambiado: por primera vez, Cristina Kirchner entró en un declive de su carrera política y este dato no pasó desaparecido entre los jueces y fiscales de Comodoro Py, algunos de los cuales desgraciadamente miran los resultados de las urnas antes de avanzar en sus causas por miedo a eventuales represalias.

			De Vido: «Mándenle champagne a la doctora Carrió»

			Con ese envión electoral, sin el apoyo de Cristina, y casi dos meses después del rechazo a la expulsión por inhabilidad moral, el bloque de Cambiemos y otros aliados logró, esta vez, que la Cámara de Diputados aprobara por 176 votos a favor el desafuero de De Vido. Abatido, el exministro evitó el escarnio público, no asistió a la sesión de su desafuero y optó por quedarse en el estudio de su abogado Maximiliano Rusconi negociando las condiciones de su entrega. 

			El desafuero se aprobó con los votos a favor de los bloques de Cambiemos, del Frente Renovador de Sergio Massa, Justicialista, del Frente Amplio Progresista (FAP) y esta vez de la izquierda, entre otros. Solo seis diputados del FpV se diferenciaron de sus colegas de bloque y votaron por el desafuero: los rionegrinos María Emilia Soria —la hija del exgobernador asesinado por su esposa— y Luis Bardeggia, la chubutense Ana Llanos, la tucumana Miriam Gallardo y los sanjuaninos Sandra Castro y Ramón Tovares. En muchas bancas se veían carteles en solidaridad con las víctimas de la Tragedia de Once, causa en la que De Vido está imputado. Por decisión orgánica, los únicos bloques ausentes fueron los del Frente para la Victoria y el del Peronismo para la Victoria (integrado por el Movimiento Evita del «Chino» Navarro y otros). Aquellas palabras de Cristina habían tenido su efecto concreto.

			Cansado, enfundado en un traje azul, camisa celeste y corbata al tono, el presidente de la Cámara de Diputados, el diputado del PRO Emilio Monzó, leyó el resultado de la votación, dijo que quedaba aprobada la expulsión, le puso el capuchón a su lapicera y el hemiciclo estalló en un cerrado aplauso. Era una votación histórica desde cualquier punto de vista, por los pocos casos en que se había aprobado el desafuero de un legislador nacional.

			En 1996, el Senado le quitó los fueros al exgobernador radical de Córdoba Eduardo Angeloz, para que pudiera ser juzgado en la causa conocida como la del Banco Social. Angeloz no fue detenido y volvió a su banca tras ser sobreseído por la Justicia cordobesa. En 1991 fue separado de su banca el diputado del peronismo catamarqueño Ángel Luque por frases escandalosas sobre los desaparecidos en un reportaje dado al diario Clarín para defender a su hijo, acusado del crimen de María Soledad Morales ocurrido en Catamarca (10). Cuatro años después se suspendió a otro diputado peronista, el porteño Eduardo Varela Cid, por «desórdenes de conducta» debido a la sospecha de que habría pedido sobornos a empresarios postales mientras se trataba el proyecto de Ley de Correos. En el 2000, el Congreso sanciona la llamada Ley de Fueros, como consecuencia del escándalo de las coimas pagadas a senadores peronistas por la SIDE durante la gestión del expresidente Fernando de la Rúa porque aprobaron una reforma laboral pedida por el FMI y llamada «Ley Banelco». A partir de esa Ley de Fueros para que el juez Daniel Rafecas pudiera investigar a los once senadores involucrados sin tener que proceder al desafuero, la norma interpretó que los legisladores gozan de «inmunidad de arresto», pero no de «proceso» judicial. Desde entonces se puede investigar a legisladores y procesar con la única limitación del allanamiento de domicilio y de la detención, a menos que sean aprehendidos in fraganti cometiendo un delito. Para que vayan a la cárcel, un juez debe solicitar el desafuero a la cámara respectiva. Bajo la nueva ley, la diputada del menemismo mendocino Norma Ancarani de Godoy estuvo a punto de quedar desaforada en 2002 por amenazas de muerte contra un productor televisivo. La Comisión de Asuntos Constitucionales, al mando de Juan Manuel Urtubey —ahora gobernador de Salta—, aprobó el dictamen de desafuero por amplia mayoría. Pero la legisladora renunció antes de que se votara en el recinto. Un caso singular es el del exrepresor, exsubcomisario de la policía bonaerense y exintendente de Escobar Luis Patti. En 2005 fue electo diputado por el partido que había creado, pero tras un arduo debate los integrantes de la cámara baja le impidieron asumir por las acusaciones judiciales de haber cometido delitos de lesa humanidad durante la dictadura militar. Pero tres años más tarde se votó su desafuero, a pedido del juez federal Alfredo Suáres Araujo, quien entendía que no podía proceder al arresto de Patti porque mantenía la inmunidad parlamentaria aún sin haber asumido nunca en su cargo.

			En 2005 tuvo lugar el último pedido de desafuero en el Senado, antes del caso De Vido. Fue luego de que el peronista por San Luis Raúl Ochoa fuera condenado por la Justicia federal de su provincia a dos años y nueve meses de prisión en suspenso por haber votado dos veces en los comicios de 2001. En ese entonces era hombre de confianza de los hermanos Rodríguez Saá, quienes luego le soltaron la mano. Sus pares se negaron a aceptar el desafuero, pero lo mantuvieron suspendido sin goce de sueldo hasta el final de su mandato.

			Tanto debate y resistencias alrededor del desafuero de De Vido era por la duda sobre si este caso era un antecedente parlamentario y una antesala política para un eventual pedido de desafuero de Cristina Kirchner cuando sea eventualmente condenada en un tribunal oral por alguna de las cinco causas en las que está procesada en la etapa de instrucción. El juez federal Claudio Bonadio pidió, en 2017, el desafuero de Cristina, a quien procesó por encubrimiento agravado a favor de Irán en el atentado contra la AMIA, sobre la base de la denuncia del exfiscal Alberto Nisman. Senadores, como Miguel Ángel Pichetto, dijeron que no tratarán este pedido de desafuero porque es de un juez de instrucción y esperarán una eventual condena de un tribunal oral, basándose en una posición distinta a la aplicada a De Vido.

			Una hora después de la votación del desafuero, el exministro K entró a las escondidas y se entregó en los tribunales de Comodoro Py, luego de una maniobra para evitar ser fotografiado con casco, esposas y chaleco. No quería pasar al denominado «club del casco», como ya había sucedido con sus exsubordinados, los exsecretarios de Transporte Ricardo Jaime y de Obras Públicas José López, quien había caído en junio de 2016 cuando lanzaba bolsos con casi 9 millones de dólares a un convento de monjas de la localidad bonaerense de General Rodríguez.

			Cuando ingresaba a paso ligero a los tribunales de Comodoro Py, acompañado por su nuevo abogado Rusconi, De Vido miró a un periodista que estaba en el lugar y lanzó una ironía contra su principal acusadora: «Mándenle champagne a la doctora Carrió».

			Fue una respuesta a un comentario de la semana anterior de la líder de la Coalición Cívica, quien en medio de un acto de campaña realizado en el estadio de Ferro en Caballito anunció: «La Cámara acaba de ordenar la detención de Julio De Vido…», y recibió una ráfaga de aplausos y vítores de los presentes. Ante una frase de una militante agregó: «¡Qué caviar, qué champagne! Piensen, en 2004 había dicho: “De Vido es el cajero de Néstor, está en el centro del sistema”. Y me miraban... (como a una loca)».

			Por Twitter, Carrió luego le replicó la ironía a De Vido al quedar preso en Comodoro Py: «Que no me manden (champagne), porque no tomo alcohol». Y remató con una frase de su condición de devota católica: «Donde hay festejo es en el cielo, porque hubo Justicia».

			Paralelamente a la entrega, la Gendarmería había ido a buscar a De Vido, quien fuera el ministro más poderoso de Néstor y Cristina Kirchner, a su departamento ubicado sobre la avenida Del Liberador al 2200, pero se había ido un rato antes. Un operativo con efectivos del escuadrón «Alacrán» fue en vano y solo sirvió para sumar tensión frente a unas cien personas que gritaban «corrupto, corrupto» ante todo movimiento de hombres que entraban y salían del edificio. La ministra de Seguridad, Patricia Bullrich, con la orden del juez Rodríguez no quería cometer ningún error y menos que De Vido se fugara o retrasara su esperada detención.

			Pero a esa hora De Vido ya se había entregado en el juzgado del juez Rodríguez, donde negó las acusaciones del fiscal Stornelli, entregó un escrito y rechazó contestar preguntas. A diferencia de Cristina Kirchner cuando va a las indagatorias, saludó con buenos modales a todos en el juzgado. Antes «tocó el pianito», es decir, dejó sus huellas digitales entintadas en una ficha, entre otras medidas formales, y luego quedó a disposición del Servicio Penitenciario Federal.

			Era la media tarde del 26 de octubre y hacía pocas horas que la Cámara de Diputados había enviado al juez la certificación del desafuero que permitía la detención de un legislador nacional. Desde Comodoro Py, De Vido fue trasladado al Hospital Penitenciario Federal de Ezeiza, donde se le hicieron los chequeos de rutina —es insulino-dependiente y llevaba un medidor de glucosa en sus manos— y quedó provisoriamente detenido, antes de pasar para su destino final en la cárcel bonaerense de Marcos Paz. El operativo de la entrada y salida de los tribunales de Retiro buscó distraer a la prensa: un policía disfrazado, «un falso De Vido», salió tapado con los escudos del Servicio Penitenciario Federal. Mientras el verdadero exministro, paralelamente, se retiraba en una camioneta blanca de las fuerzas con los vidrios tapados con hojas de diario, camino a la cárcel de Ezeiza. Era un acuerdo de caballeros entre su nuevo abogado Rusconi y el juez Rodríguez, según fuentes judiciales consultadas por el autor. Esa era, como se dijo, una obsesión del exministro: no salir fotografiado con casco, chaleco antibalas y esposas. Y tiene derecho a no ser fotografiado en esa situación en un ambiente privado, pero en la vía pública la prensa está en su derecho de fotografiarlo. Un detalle. A De Vido, como a otros acusados por delitos de cuello blanco o sin sangre, también se le puso las esposas con los brazos adelante de su cuerpo. Sin embargo, alguien le sacó una foto con un celular mientras caminaba por el pasillo del cuarto piso de los tribunales de Comodoro Py, junto a dos efectivos del Servicio Penitenciario Federal y la cabeza gacha. Y esa foto histórica pasó a la retina de los argentinos. Así no pudo cumplir totalmente con su deseo de evitar el escarnio político de ser fotografiado con esposas.

			De Vido le responde a Cristina: «Nada se quema,  solo desilusiona y mucho»

			Unos días después de ser detenido, De Vido desde la cárcel de Marcos Paz, apenas recuperado de la clásica depresión de los primeros días en prisión, volvió a criticar al Gobierno de Mauricio Macri, pero también, sin nombrar, a Cristina Kirchner y al bloque de diputados nacionales del Frente para la Victoria, quienes no lo defendieron en el recinto de la cámara baja cuando se votó su desafuero y optaron por ausentarse. Inauguró así, a través de su esposa Alessandra Minnicelli, quien se encarga de traer las cartas escritas a mano por el exministro en la cárcel —donde los presos no tienen acceso a Internet y tienen prohibido usar celulares— para luego difundirlas en las redes sociales, un canal epistolar-mediático para destilar bronca.

			La misiva, titulada «La mano en el fuego», sostiene que la frase de poner las manos en el fuego proviene de la Inquisición de la Iglesia durante la Edad Media y luego agrega: «Días anteriores a mi arbitraria e ilegal detención ocurrió algo que tuvo una influencia en los medios y en el Congreso. Fue cuando alguien dijo, al ser consultado de mi gestión, que no ponía las manos en el fuego por nadie salvo por su entorno familiar; demasiado explícito… La confianza se da y se quita, la cosa es de a dos, como en el amor, pero su pérdida no incinera ningún miembro de su cuerpo. Nada se quema, solo DESILUSIONA y a veces MUCHO (sic)». Luego De Vido subrayó que son «tiempos de aparente efervescencia de un REPUBLICANISMO a ultranza por derecha y otra oposición a la que yo adhiero fervientemente reivindicadora de los derechos y garantías individuales y fundamentalmente de los DERECHOS HUMANOS». Así comenzaba a querer instalar la idea de que era un preso político levantando la bandera de los derechos humanos. Lo hizo, a pesar de que la gestión de Néstor Kirchner como intendente y gobernador, de la que participó De Vido, estuvo lejos de esa bandera de los derechos humanos e incluso, hasta 2003, nunca había recibido a las Madres de Plaza de Mayo y el peronismo, en bloque, se había negado a participar del informe Nunca más que impulsó el expresidente Raúl Alfonsín. 

			En su primera carta, De Vido también afirma que «unos cacarean en un lado y ponen los huevos en otro, o sea, algunos lo hacemos por convicción, actitud y militancia y otros, cobarde o hipócritamente, o ambas dos, por conveniencia». Y agrega: «En Argentina el Estado de derecho está roto o simplemente no existe y los hipócritas de uno y otro lado miran para el costado», en alusión a los diputados del FpV que no bajaron al recinto a defenderlo. «Estoy detenido sin juicio previo en dos causas por delitos que no están probados y de los que nunca pude haber sido el actor por falta de acción, es decir, que con las misiones y funciones que me atribuía la ley, aunque se hubieran cometido, yo nunca los hubiera podido cometer», agregó alegando inocencia. Más dura fue Minnicelli, quien conoció a Néstor antes que Cristina y es nacida en Río Gallegos. «El gesto de Cristina tuvo bastante de inhumano», dijo la exnúmero dos de la SIGEN en el popular programa de TV Almorzando con Mirtha Legrand.

			Luego hizo una advertencia destinada a la expresidenta, a jueces y empresarios que son parte del «mecanismo», dijo: «Julio tiene mucho que contar…».

			Es cierto que De Vido cree que Cristina lo traicionó. La candidata a senadora nacional no lo había invitado a ningún acto de su campaña electoral para las elecciones del 22 de octubre de 2017 por considerarlo un piantavotos. Solo le mandó un mail a la casilla de correos de su secretaria en Diputados en el que convocaba a todos los legisladores nacionales K a acompañarla en los comicios. Pero este cortocircuito está lejos de ser una ruptura. Pese a las especulaciones según las cuales eventualmente De Vido podría prender el ventilador y convertirse en un arrepentido, hasta ahora hay acuerdos implícitos para tapar maniobras oscuras entre ambos, que no se romperán fácilmente, y la llamada Ley del Arrepentido argentina no ofrece ventajas claras al imputado, a diferencia de lo que pasa en Brasil y Estados Unidos. 

			Luego, el 5 de noviembre, desde la cárcel de Marcos Paz, donde ya había sido trasladado desde Ezeiza, De Vido le apuntó directamente al exgobernador de San Juan y entonces presidente del PJ, José Luis Gioja, diciéndole: «¿Sabe qué, compañero? Es de ORTIVA, muy feo y contrario a las más caras tradiciones del peronismo, lo que acabo de redactar». Ortiba, pero con b larga, es una palabra proveniente del lunfardo para calificar a los delatores.

			En respuesta a declaraciones periodísticas de Gioja, De Vido subrayó que «sería un honor para mí que me haga expulsar del partido si piensa que soy un corrupto. Hágalo, no se abstenga de vuelta. ¿Sabe qué? Me haría un favor. Me da asco compartir con Bossio el mismo espacio», escribió el exministro involucrando al exjefe de la ANSeS y entonces titular del bloque de diputados del PJ no kirchnerista, Diego Bossio, casado con una secretaria privada de Cristina. 

			En un mensaje irónico agrega: «Gioja, cuando lo citen a declarar por las obras públicas que se ejecutaron en su provincia (represas, estación Solar Fotovoltaica, Estadio de Fútbol, camino de Montaña, Túneles Viales, Centro Cívico, Viviendas, etc.) borre todos sus discursos de cuando me recibió como anfitrión en las inauguraciones y recorridas de obras, porque de trascender seguro irán a algún programa de televisión esos de archivo y lo harán quedar MUY MAL». En la carta, el exministro le reclamó también a Gioja, quien no se sumó al pedido de Cristina Kirchner de que se auditara toda la obra pública de su época, cuando a la expresidenta la asediaban con acusaciones por su sociedad con Lázaro Báez a principios de 2016. De Vido insistió en que debían auditarse todas las obras, nacionales, provinciales y municipales, y todas las empresas, con la lógica según la cual si yo soy un ladrón, todos son ladrones. En esta otra carta, De Vido advirtió que no sería otro «pobre senador Cantarero», por el legislador peronista de Salta involucrado en las coimas de la causa Banelco que confesó al diario La Nación el pago de los sobornos y luego fue declarado inimputable en la causa. El exministro cerró su carga con un misterioso mensaje: «NO HAY PLAZO QUE NO SE CUMPLA NI DEUDA QUE NO SE PAGUE» (sic).

			Golpeado, Gioja dio marcha atrás y se negó a polemizar con «un compañero privado injusta e ilegalmente de su libertad». Y adelantó que hará caso a otro «pedido» de De Vido: insistirá en debatir «el proyecto del diputado Adrián Grana, con el objetivo de que se audite TODA la obra pública realizada desde 2003 hasta 2015». «No solo esperamos una auditoría total, sino que la solicitamos fervientemente y le pedimos al GOBIERNO ACTUAL que la realice», agregó en sintonía con la estrategia K consistente en que también se investigue a empresarios, como el primo de Macri, Angelo Calcaterra, por la concesión de la obra pública durante la época K. A partir de esta cadena epistolar, De Vido generó solidaridades políticas y a su familia se sumaron las visitas en la cárcel de figuras como el exjefe de gabinete Aníbal Fernández y sus exfuncionarios Horacio Mizrahi y José el «Vasco» Olazagasti, entre otros. 

			Cheques de la mina de Río Turbio cobrados por  militantes K y un auto para Facundo De Vido

			Con esos cortocircuitos de los K como telón de fondo, la Cámara Federal porteña ratificó, en diciembre de 2017, el procesamiento y la prisión preventiva del exministro de Planificación y diputado K y argumentó —además de la llamada doctrina Irurzun— que una de las razones de la detención de Julio De Vido era una investigación secreta puesta en marcha desde la Unidad de Información Financiera (UIF) sobre desvío de fondos que estaban destinados para la mina de Río Turbio. Esa ratificación implica que estará por lo menos dos años en prisión preventiva hasta el juicio oral.

			La UIF —que dirigen Mariano Federici y María Eugenia Talerico— en esa investigación ya encontró transferencias millonarias desde cuentas de la UTN a empresas offshore de Gran Bretaña y España y cheques cobrados por militantes y funcionarios K cercanos a la entonces mujer de Máximo Kirchner, Rocío García, y a Alicia Kirchner, entre otros hallazgos sospechosos. Con Cambiemos, la UIF no solo se mudó de un sucucho ubicado sobre Cerrito y Sarmiento y pasó a un enorme y equipado edificio en Avenida de Mayo al 700, sino que además renovó sus equipos informáticos y contrató analistas bajo la batuta de Federici, un abogado egresado de la Universidad Católica, devoto del papa Franciso y exasesor del FMI en la lucha contra el lavado de dinero.

			Otro dato sugestivo sobre el real destino de los fondos es que una empresa contratista de la UTN le prestó un auto de alta gama a Facundo Miguel De Vido, uno de los hijos del extodopoderoso ministro. Facundo, con su grupo de rock Pista2, es artista del plantel de Nelly, empresa que pertenece al «Corcho» Rodríguez. El exnovio de Susana Giménez afirmó que Facundo De Vido no es accionista de Nelly Entertainment SA, pero esta empresa fue contratada con 31 millones de pesos por el exgobernador K de Entre Ríos Sergio Urribarri para la difusión audivisual de la cumbre de presidentes del Mercosur realizada en Paraná en 2014. El «Corcho» está siendo investigado como supuesto intermediario de De Vido en las obras de Odebrecht en la Argentina, aunque él lo niega.

			A pedido del juez Rodríguez y del Stornelli, la UIF entregó un informe secreto que revela parte del destino de los 26 mil millones de pesos que De Vido trianguló, a través de la UTN, para los contratistas de la mina de Río Turbio y sus referentes políticos, evitando así llamar a una licitación pública. Mientras está pendiente que Gran Bretaña, España y otros países respondan a pedidos de colaboración sobre movimientos financieros sospechosos, entre otras medidas. Este primer informe buscó darles trazabilidad a, por lo menos, 480 millones de pesos que recibió la UTN, que aún tiene pendiente rendir cuentas por varios de estos «gastos». La UIF determinó que muchos de esos cheques no se usaron para comprar equipos que permitieran sacar carbón, sino para beneficiar a funcionarios de Alicia Kirchner o Rocío García, en medio de la campaña electoral.

			Uno de los que cobraban cheques de esos fondos en los bancos Hipotecario, Patagonia, Francés o Nación se llama Marcio Domínguez, casualmente un exempleado de Austral Construcciones, de Lázaro Báez. Domínguez retiró —junto con otros compañeros— plata por más de 4 millones de pesos, a pesar de que su trabajo se desarrollaba en la secretaría privada del Ministerio de Salud de Santa Cruz. También estaba autorizado a conducir dos vehículos del Centro de Articulación de Políticas Sanitarias que dirigía Rocío García, entonces mujer de Máximo. Desde diciembre de 2017, Domínguez es subsecretario del Interior de la gobernadora Alicia Kirchner, quien le ganó en 2015 las elecciones al candidato de Cambiemos, Eduardo Costa, gracias a la Ley de Lemas, pese a que el dueño de los supermercados Tehuelche y esposo de la dirigente del CC-ARI Santa Cruz, Mariana Zuvic, sacó más votos. Este mismo año, ese cobrador de cheques de la mina de Río Turbio «compró dos inmuebles por un total de 380 mil pesos en efectivo».

			Otro de los que retiraban cheques por ventanilla, que teóricamente debían servir para modernizar la mina de Río Turbio y construir una central eléctrica, se llama Héctor Nervi, quien por casualidad también trabajó en el Ministerio de Salud de la Nación y luego en el de la provincia. A partir de 2015, pasó a ser subsecretario del Servicio de Salud de Santa Cruz y colaboró con Rocío García: se llevó en efectivo más de 4 millones de pesos. Un tercer beneficiario de los cheques, pero esta vez por un valor de 19 millones de pesos, fue la empresa JI SA, que fue creada en 2006 en Río Gallegos y tiene como director suplente al contador Roberto Ivovich. Se trata de un exministro de Economía y Obras Públicas de Santa Fe, exdirector suplente del Banco Santa Cruz, exdirector titular de YPF y actual presidente de la Caja de Previsión Social de Santa Cruz. Mientras JI SA aparecía como contratada por la UTN, la empresa compró un Nissan Murano Xtronic CVT cero kilómetro —que tiene un valor de unos 50 mil dólares— y otorgó una única autorización para usarlo a Facundo Miguel De Vido. Se trata del mismo hijo rockero de De Vido a quien el «Corcho» Rodríguez le grabó el disco Infierno a la carta, entre otras producciones musicales. Otro de sus hijos, Santiago, trabajó en la empresa cordobesa Cerro Motos hasta el 2008 y Juan Manuel De Vido se desempeñó en Zondo Motos de Catamarca. El exsecretario de Transporte K Ricardo Jaime fue director ejecutivo de esa firma, pero esta es otra historia.

			En esta primera ruta del dinero triangulado a través de la UTN, también el organismo antilavado detectó como beneficiaria a la empresa Cadexa SA, que tiene una cuenta en el Banco Francés desde donde hizo compras en el exterior por unos 50 millones de pesos para el Gobierno chavista de Venezuela. El informe de la UIF diría que Cadexa adquirió artículos en México, Brasil, Estados Unidos y Uruguay para la empresa de Mecanizado Agrícola y Transporte Pedro Camejo. Cadexa, vinculada a José Aiello e Hijos SA, también se dedicaría a importar autos británicos Aston Martin de alta gama. El Aston Martin DB5 —que en Argentina vale medio millón de dólares— fue el coche de James Bond en la película Goldfinger que lo llevó al top de los autos más caros del mundo.

			Además, Cadexa aparece en la causa judicial que investiga el juez federal Julián Ercolini sobre sospechosas ventas de maquinaria agrícola a Venezuela —De Vido, a través de Claudio Uberti, era el embajador de hecho en Caracas por una resolución ministerial— que siempre tuvieron como intermediaria a la empresa Madero Traiding. En esta causa judicial uno de los imputados es precisamente el exministro de Planificación. También cayó bajo la lupa de la UIF una cuenta que la UTN tenía en el Banco de Tierra del Fuego, donde recibió 14 millones de pesos. Esta cuenta giró 100 mil dólares a la empresa Joy Global Limited de Gran Bretaña y más de un millón y medio de euros a la firma Solids System Technik SL de España, entre otros movimientos sospechosos. Una de las transferencias electrónicas más grandes, por casi 4 millones de pesos, fue a una productora de TV llamada Dévora López, mientras que una empresa de artículos cosméticos y farmacéuticos cobró más de 1 millón. En este informe no se investigaron pagos menores de la UTN, como 20 mil pesos que fueron a la cuenta de la Fundación Asociación Música y Futuro de Fabiana Minnicelli, hermana de la esposa del exministro preso en Marcos Paz. Fondos, en definitiva, que no fueron a la mina de Río Turbio, sino a otros destinos menos «musicales».

			Un expresidente de la UIA, arrestado, y Río Turbio  queda en llamas

			En marzo de 2018, Juan Carlos «el Vasco» Lascurain, uno de los industriales que más apoyó al kirchnerismo, presidente de la Unión Industrial Argentina (UIA) durante la presidencia de Cristina y actual titular de la Asociación de Industriales Metalúrgicos (ADIRA), parecía ajeno a este escándalo de Río Turbio. Pero frente a una nueva denuncia de Zeidan, presentada por su abogado Federico Novelo, y otro pedido de Stornelli, el juez Rodríguez ordenó su sorpresiva detención. La noticia conmocionó a los empresarios que integran «el mecanismo» y que, hasta ahora, parecían afuera de estos escándalos de corrupción. Hasta ese momento, había unos veinte exfuncionarios procesados y con prisión preventiva. Pero los únicos «empresarios» que habían quedado tras las rejas eran Lázaro Báez y Cristóbal López, quienes para algunos eran más testaferros de los K o lobistas que hombres de negocios. Pero Lascurain, aunque estuvo entre los más fervientes «aplaudidores» de Cristina, es un genuino empresario. Para evitar la foto con el casco y las esposas, se entregó ante el juez Luis Rodríguez en una causa conexa por una obra de la mina de Río Turbio que fue pagada y nunca fue iniciada. La detención se produjo en momentos de una primera pelea entre Macri y los empresarios, sobre quienes el presidente había afirmado, en una reunión de gabinete, que «(Guillermo) Moreno les rompió la cabeza» con el patoterismo, las regulaciones de mercado y el cierre de la economía. 

			Lascurain no cayó por su rol en ADIRA, sino por ser presidente de la empresa Fainser, que debía hacer una ruta en Río Turbio que «nunca se construyó», aunque se habían pagado 50 millones de anticipo de un total de 500 millones. Lo raro era que Fainser se dedica a la fabricación de calderas y ahora aparecía construyendo rutas. Se trata de los 7 kilómetros del trazado de la «Avenida de los Mineros» entre Río Turbio y la localidad de 28 de Noviembre. Por la misma causa, el juez Rodríguez también detuvo a Pérez Osuna, quien al momento era intendente de esa localidad austral, y ordenó la detención del legislador kirchnerista provincial Matías Mazú, entre otros. Mazú se amparó en sus fueros para no ir a la cárcel.

			En su pedido de detención, Stornelli dijo que se firmó en la época K un «convenio específico que tuvo por objeto la asistencia financiera por parte de YCRT a la Municipalidad, para la ejecución de la obra de readecuación de la avenida YCF o de los Mineros de Río Turbio». Sin embargo, la obra programada «nunca tuvo comienzo de ejecución, no obstante la firma adjudicataria recibió importantes desembolsos hacia fines del año 2015, sin contraprestación». Entre los meses de noviembre y diciembre de 2015, antes de que asumiera Macri, «fueron libradas tres órdenes de pago, mediante cheques del Banco Nación, Sucursal Buenos Aires, en favor de la firma Fainser SA, por la suma total de cincuenta millones de pesos», agrega el escrito de Stornelli. Lascurain es presidente de Fainser SA. Zeidan también le apuntó a la «apoderada de Fainser», Romina Mercado, hija de la gobernadora de Santa Cruz, Alicia Kirchner, y entraron en un intercambio de cartas documento sobre el verdadero rol de la hija del fallecido dirigente sindical petrolero «Bombón» Mercado.

			Pero Lascurain estuvo solo dos días detenido. El juez Rodríguez lo excarceló, luego de ser indagado como sospechoso, por ese cobro de 50 millones de pesos (casi 4 millones de dólares a la cotización de ese momento) de fondos públicos sin contraprestación alguna. Stornelli no se opuso a que fuera liberado, porque es un particular y no un funcionario con mayores obligaciones legales, pero pidió al magistrado que le fijara una caución de 100 mil pesos como garantía. En cambio, el magistrado mantuvo la prisión preventiva de Pérez Osuna, una de las columnas políticas aún intactas del kirchnerismo en Santa Cruz.

			Mientras tanto, la presión judicial sobre Pérez Osuna, exfuncionarios y empresarios kirchnernistas vinculados al escándalo de Río Turbio y un plan de retiros voluntarios en la mina aumentaron la tensión en esa localidad santacruceña, lo que terminó en una serie de hechos vandálicos y amenazas de muerte contra la familia de Omar Zeidan. El plan de Zeidan para «hacer viable» la mina más austral de la Argentina es resistido por la Asociación de Trabajadores del Estado (ATE). El interventor contó que la empresa estatal tiene «muchos subgerentes que pasaron a tareas administrativas y quieren seguir cobrando 160 mil pesos por mes». Zeidan dijo que, además, puso a «cien empleados que están en la lista de retiros voluntarios en contacto con las empresas que construyen las empresas hidroeléctricas en Santa Cruz, y solo uno aceptó».

			Mientras el interventor ampliaba las denuncias en Buenos Aires, mataron a su perro, atacaron la casa de los padres y vandalizaron su auto y comercios de sus familiares. Una patota sindical, luego de atacar el hogar de sus padres, que son jubilados, prendió fuego la casa de la intervención, pintó con aerosol vehículos oficiales y los particulares y rompió los vidrios de casas de funcionarios de la mina, uno de los cuales terminó con un infarto. Por este conflicto, la mina estuvo varios meses paralizada a principios de 2018 y la tensión iba en aumento, con el telón de fondo de la corrupción.

			Arranca la maniobra para intentar la excarcelación  de De Vido

			En marzo de 2018, la pelea entre Stornelli y el juez federal Luis Rodríguez tuvo su capítulo de mayor tensión, en una jugada lanzada por «el mecanismo». El juez apartó al fiscal de la causa Río Turbio, tal como quería el kirchnerismo. Lo hizo a pedido de la defensa de la exmano derecha de De Vido, Baratta, procesado en la causa pero en libertad desde hacía unas semanas. Rodríguez argumentó que existía un «fundado» temor de pérdida de objetividad de Stornelli sobre el rol de Baratta. En una medida polémica y poco usual en tribunales, Rodríguez argumentó que Stornelli «no valoró» descargos de Baratta en relación con que no fue el firmante de convenios cuestionados en YCRT y reclamó su detención, pese a que la función de todo fiscal en representación de los intereses de la sociedad es siempre acusar. Además, según el juez, el fiscal no presentó pruebas de sus acusaciones, ni «rebatió» los descargos que le hizo Baratta. En lugar de Stornelli, fue designado el fiscal Eduardo Taiano en la causa Río Turbio. Ese mismo día, el bloque de diputados nacionales de la Coalición Cívica (CC), presidido por Elisa Carrió, afirmó que se había puesto en marcha «un operativo para liberar a Julio De Vido», que se jugaba a varias puntas y muestra el alcance del «mecanismo».

			Los legisladores emitieron una declaración tras la liberación de Baratta, el cambio de carátula en el marco de la investigación a Cristóbal López y el apartamiento del fiscal Stornelli de la causa de Río Turbio, en la que está detenido De Vido. Baratta había sido excarcelado por una decisión de la Cámara Federal que desprocesó a De Vido y otros en la causa por la importación irregular de GNL y que por lo tanto lo dejó libre al exministro en este expediente. Así, De Vido quedaba solo con prisión preventiva en esta causa por el escándalo de Río Turbio, el último escollo legal para quedar en libertad.

			En un comunicado, el bloque de la CC afirmó que esa sucesión de hechos «son maniobras que responden a un operativo judicial para liberar al autor del mayor vaciamiento de la República, junto a Néstor Kirchner». «Tanto el camarista Farah como el juez Rodríguez son amigos personales del señor Javier Fernández, viejo operador del Partido Justicialista ante el Poder Judicial y operador del kirchnerismo en sus primeros años de Gobierno», afirmaron los legisladores. La jugada siguió con un nuevo pedido de excarcelación de De Vido para ver la reacción del nuevo fiscal e intentar volver con una apelación a la Cámara Federal.

			Así, la defensa de De Vido —integrada por Maximiliano Rusconi y Gabriel Palmeiro— volvió a pedir la excarcelación del exministro en esta causa. En mayo de 2018, en medio de la corrida cambiaria que sacudía al Gobierno de Macri, el juez rechazó excarcelar a De Vido bajo caución. Decidió que «ningún elemento novedoso permite que este juez revierta la detención que se ordenara respecto de Julio Miguel De Vido, como consecuencia de lo decidido por la Cámara Federal porteña». «La prisión preventiva impuesta a Julio Miguel De Vido se encuentra firme, al haber sido dispuesta en primera instancia y confirmada por la cámara revisora, y haber desistido voluntariamente la defensa del recurso de casación interpuesto.» La situación actual de De Vido «difiere sustancialmente de sus consortes de causa. En tal sentido, la presentación de una solicitud de excarcelación en nada afecta la firmeza de la prisión preventiva decretada». Rusconi y Palmeiro, enojados, le contestaron al juez que «desconoce lo que establece el propio código de procedimiento. Así, el juez parece haber olvidado que la prisión preventiva es una medida cautelar que se dicta como consecuencia de un auto de procesamiento; el cual, por su provisoriedad característica, puede ser revocado en cualquier momento, incluso de oficio por el propio juez que la dictó». 

			«En definitiva, Julio De Vido es el único detenido en el presente proceso y al único al que no se le aplican las reglas de juego vigentes —derivadas de garantías constitucionales— erigiendo así al decisionismo caprichoso del juez en el único fundamento de la decisión del ilegítimo encierro», agregaron.

			En el ínterin, los jueces de la sala I de ese tribunal de alzada, Eduardo Freiler y Eduardo Farah, en una polémica decisión, habían ordenado la excarcelación de Cristóbal López y su socio Fabián De Sousa en la causa por la retención ilegal de 8 mil millones de pesos en el impuesto a los combustibles a través de la petrolera Oil. La medida provocó una ola de indignación en la sociedad argentina, la destitución de Freiler y el traslado de Farah, como se verá en otro capítulo.

			Sin embargo, el mismo juez Farah —antes de ser trasladado al fuero penal económico— confirmó, finalmente, a Stornelli como fiscal de la causa Río Turbio. La pelea por la excarcelación de De Vido, al cierre de este libro, seguía abierta. «El mecanismo» no puede dejar preso a un exfuncionario que conoce la mayoría de sus secretos.

		


		
			Capítulo II 

Carrió prepara una nueva denuncia contra la reestatización de YPF  de Cristina

			Carrió: «La actual conducción de YPF encubre los negocios del kirchnerismo»

			El frío 26 de mayo de 2018 Elisa Carrió almorzó con Macri, Juliana Awada y Antonita en la residencia presidencial de Olivos. Ese sábado encontró con un muy buen ánimo al presidente. Con la voz tomada por un resfrío, le dijo que había que enfrentar al «golpismo devaluacionista» en el que incluyó a varios bancos y empresas nacionales. Luego de repasar las consecuencias de la corrida cambiaria de unos días antes, le precisó al jefe de Estado que «los golpistas están afuera (con los bonos u otras inversiones), pero son de adentro». Incluyó entre «los golpistas» a laboratorios nacionales que resistieron la baja de precios impulsada para los remedios que compra el PAMI e impulsó el vicejefe de gabinete Gustavo Lopetegui. Este fue uno de los temas que abordó con el presidente. Pero la denuncia que se guarda para tiempos de estabilidad económica la adelantó, días después, en una entrevista con el autor realizada en la casa que alquila en un country en la localidad bonaerense de Exaltación de la Cruz. En esos días tenía un refuerzo de su custodia porque había habido una toma con rehenes en la casa de al lado. Golpeada por la enfermedad que afecta a familiares directos, pero lúcida y con una memoria de elefante, contó la investigación que está realizando sobre YPF desde 2006 y su convicción de que no hay que dejar impunes los delitos del pasado para que no se repitan. La siguiente es una síntesis de la entrevista.

			—Una de sus obsesiones es el negociado con la reestatización de YPF que hizo Cristina Kirchner en 2012. ¿Cuáles fueron los ejes fundamentales de sus denuncias?

			—Mi primera presentación fue denunciar por carta a la Bolsa de Madrid y a la SEC de Estados Unidos un intento de De Vido, en el verano de 2005, para que Cristóbal López y Bulgheroni compraran acciones de YPF-Respol. En soledad política y con mi grupo de asesores lo impedimos, mientras me trataban de loca. En ese momento, Antonio Brufau era el que quería vender. Ya había pasado los yacimientos que el extitular de YPF «Pepe» Estenssoro había comprado en el exterior de manos de Repsol-YPF a Repsol Madrid y habían retirado ganancias millonarias. Este fue el primer paso del vaciamiento de YPF. Todos estos movimientos están documentados en las actas de la empresa la Caixa de España, que presenté, a través de la diputada Paula Oliveto Lago, al juez Lijo. Es el mismo método de vaciamiento que Iberia hizo con Aerolíneas Argentinas. Entonces, Kirchner decide hacer la operación con los Eskenazi. Nunca en la historia una empresa vendedora le financia la compra al comprador y, a su vez, es el garante de la operación. Se usaron en varias partes lo que se llama autopréstamos, operaciones «back to back» o en movimientos solo contables para que los Eskenazi se quedaran, en nombre de Kirchner, con el 25% de las acciones de YPF-Repsol. La empresa compradora de los Eskenazi se había constituido en Australia con 10 mil o 20 mil dólares. Un disparate que nadie quiere investigar. Néstor Kirchner, desde 2003, quiso controlar la matriz energética de la Argentina. Basta con ver las medidas que tomó en su gobierno en esta materia para comprobarlo. 

			—La expresidenta Cristina Kirchner hizo expropiar las acciones de YPF en 2012 para, dijo, «resguardar la soberanía energética»…

			—Es una mentira absoluta. Cristina Kirchner decidió expropiar YPF-Repsol porque no se puso de acuerdo con Brufau sobre el precio de venta. En pocas palabras, el español ponía un precio alto y ella uno bajo. YPF-Repsol valía, luego del vaciamiento, solo unos 5 mil millones de dólares y no 10 mil millones como todos los argentinos terminamos pagando gracias al arreglo que hizo Kicillof como ministro de Economía. Por esta beneficiosa operación para ellos, Brufau fue elegido el empresario del año en España.

			—¿Cómo evalúa el desempeño del juez Ariel Lijo en la causa abierta por su denuncia en relación con el caso YPF?

			—Si el juez Lijo no toma una decisión este año (por 2018), le voy a pedir un nuevo juicio político, porque desde 2006 tiene mi primera denuncia, que la fui ampliando sucesivamente. Tiene la posibilidad de demostrar que es falso lo que se dice en los tribunales acerca de que su hermano Fredy está operando en las sombras a favor de alguno de los imputados. Pedir una megaauditoría, como hizo el juez, es una medida de prueba importante, pero también sirve para ganar tiempo, para no procesar ya a los culpables del mayor robo de la historia del kircherismo. Entiendo los tiempos procesales, pero ya está todo probado. Es una vergüenza que en doce años no se haya llegado a una conclusión en sede judicial. Por ejemplo, Baratta, que fue el representante del Estado, debería estar procesado y preso, mientras que también deberían estar procesados Cristina Kirchner, Brufau, De Vido y otros funcionarios. Ponelo con todas las letras: Brufau es un delincuente. 

			—¿Sospecha de las operaciones financieras internacionales que se dicen respaldadas por los fondos de Santa Cruz y bancos suizos para la venta de las acciones de YPF?

			—Sí, sobre todo de unas operaciones realizadas en ese momento en que compran los Eskenazi en bancos de Luxemburgo. No entiendo cómo aún el juez Lijo no pidió a la Unidad de Información Financiera (UIF) que solicite a Suiza, Luxemburgo, Estados Unidos y otros países cómo fue la ruta de este dinero.

			—¿Cómo fue la trastienda política del ingreso y la salida de Repsol de YPF?

			—El articulador de este negocio fue el exembajador de los Kirchner en España, Carlos Bettini. Incluso hay vínculos personales que por respeto a la privacidad de las personas no los haré públicos. No entiendo, tampoco, cómo la Justicia no determinó cuál fue el rol de lobistas, como el exrey de España Juan Carlos, Felipe González, Mariano Rajoy y José María Aznar. Fue un negocio apoyado tanto por el PSOE como por el Partido Popular. Estos exgobernantes españoles presionaron primero para el ingreso de Repsol a YPF y luego para su salida con ganancias exhorbitantes. Espero que el grupo de los exsecretarios de Energía, encabezados por Lapeña, se presenten como amicus curiae en la causa de Lijo, porque ellos saben diez veces más que yo de petróleo.

			—La actual conducción de YPF, manejada por Miguel Ángel Gutiérrez, ¿está colaborando con esta investigación judicial?

			—La actual conducción de YPF, hasta ahora, también está encubriendo. Primero, «Pepín» Rodríguez Simón hizo echar a mi representante en el directorio, Gustavo Gutiérrez, quien investigó el lavado de dinero de Raúl Monetta, es un hombre de mi absoluta confianza y es contador. Estaba investigando desde adentro, como síndico, qué pasó con YPF durante la época de los Kirchner. Gutiérrez quería investigar desde adentro por mandato mío. Solicitó saber en qué cuentas bancarias Repsol y el Grupo Eskenazi invirtieron las utilidades de YPF, pero no lo dejaron. También quería comprobar si los fondos de Santa Cruz se usaron para apalancar la compra de las acciones de YPF-Repsol por parte del Grupo Eskenazi, pero tampoco lo dejaron. Buscaban meterlo en la SIGEN, pero la SIGEN era parte del problema. Debe investigarse el rol de la SIGEN en esa época. Gutiérrez pidió un equipo y no le dieron nada. Como no quería ser un «ñoqui» de lujo, renunció a los seis meses.

			Luego presenté un pedido de acceso a la información pública y me dan datos ya conocidos sin ir a fondo. La síndica de YPF de ahora es la misma síndica de la época de los Kirchner gracias a un acuerdo con un sector del radicalismo. Con el juicio que el fondo Burford, que para mi está de acuerdo con los Eskenazi, le hace a YPF en Estados Unidos, más otro juicio por daño ambiental, la petrolera estatal, si pierde, prácticamente se quedará sin patrimonio. Estoy esperando a ver qué hace la actual conducción de YPF. Yo ya avisé a quien hay que avisar y para apoyar a mi Gobierno estoy siendo prudente. Sin embargo, mi impresión es que la actual conducción de YPF está encubrimiento los negociados del pasado, y si no reaccionan, ellos también van a terminar denunciados ante la Justicia. 

			Cuando Kirchner apoyaba a Menem para privatizar YPF

			Para entender la denuncia de Carrió hay que bucear en el pasado y saber que la espectacular detención de De Vido en 2017 no fue consecuencia, desde el punto de vista histórico, de una causa judicial aislada, sino de un entramado de negocios del «mecanismo» con los contratos energéticos. Esto nos obliga a retrotraernos a 1992, cuando Menem iba por su segundo gobierno y gobernaba con un poder hegemónico, para comprender el proceso completo.

			Hasta ese año la educación pública y gratuita y la empresa petrolera estatal YPF venían de ser durante décadas dos de los pocos consensos que nos unen a los argentinos. El proceso de privatizaciones y concesiones de empresas públicas y de desregulación de la economía del expresidente Carlos Menem logró terminar con el segundo de estos íconos políticos. Pero no le resultó fácil por, precisamente, esos consensos que existían y servían como dique de contención. Los discursos de Menem mostrando a la YPF estatal como otro «agujero de la corrupción» —que lo era, aunque él no tenía la altura moral para denunciarlo— y otra fuente del déficit de las cuentas del Estado que había provocado la hiperinflación de 1989 no lograban convencer a legisladores peronistas, radicales y otros formados con las banderas del general Mosconi —el petróleo como recurso estratégico del Estado— para que dieran quórum y el Congreso aprobara la polémica privatización de la joya de la corona de las empresas estatales.

			La forma que tuvo el menemismo para conseguir el quórum fue un acuerdo confidencial con el entonces gobernador de la provincia de Santa Cruz y artífice de la Organización Federal de Estados Productores de Hidrocarburos (OFEPHI), Néstor Kirchner. Como parte de ese pacto, el santacruceño —en ese momento era casi un desconocido en la política nacional— hasta dio una conferencia de prensa en la Casa Rosada y a través de la OFEPHI solicitó el voto de los legisladores peronistas reticentes. Así se rompió el bloqueo legislativo. En sintonía con su esposo, la diputada nacional Cristina Fernández de Kirchner dijo ante la legislatura santacruceña: «Un conjunto de legisladores de la Cámara de Diputados de la Nación, cada uno con sus respetivas razones, viene obstruyendo la posibilidad de que aquella Ley de Federalización de Hidrocarburos de Privatización de Yacimientos Petrolíferos Fiscales tenga siquiera su tratamiento en esa cámara. Como se comprenderá, ninguna argucia reglamentaria debe estar puesta al servicio de retrasar las soluciones que nuestra provincia necesita». «Del dictado de esa ley depende hoy el envío de los 480 millones de dólares y el pago de nuestra parte en la licitación de las áreas petroleras ya concretada», agregó Cristina.

			El lobby de los Kirchner dio resultados positivos. En la Cámara de Diputados de la Nación, terminaron votando a favor, por ejemplo, los diputados Eduardo Fellner y José Luis Gioja (luego gobernadores kirchneristas de Jujuy y San Juan, respectivamente), Carlos Manfredotti (exgobernador menemista de Tierra del Fuego, y Juan Carlos Maqueda (actual miembro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación), entre otros. En el debate, el diputado peronista, futuro secretario general de la Presidencia y titular de la Agencia Federal de Inteligencia (AFI) Oscar Parrilli fue miembro informante del PJ a favor de la privatización. En medio de una discusión muy caliente, Parrilli dijo con soberbia: «No pedimos perdón por lo que estamos haciendo (...) Esta ley servirá para darle oxígeno a nuestro Gobierno y será un apoyo explícito a nuestro compañero presidente, Carlos Menem». Un año después, en un libro titulado Cuatro años en el Congreso de la Nación, 1989-1993, Parrilli se jactó de haber impulsado el proyecto de privatización: «Hoy YPF es la gran empresa petrolera privada nacional, que domina más de la mitad del mercado de los combustibles». 

			Años después, en 2012, Cristina, Parrilli como secretario general de la Presidencia y otros darían un giro de 180 grados y apoyarían la reestatización de YPF con el mismo entusiasmo que habían respaldado la privatización y sin ponerse colorados. Volvamos a los años noventa: como pago por esa búsqueda de apoyos, Menem firmó un acuerdo con Kirchner a través del cual le reconoció a la provincia de Santa Cruz una deuda adicional de 150.038.780 dólares en concepto de regalías de gas y petróleo, por lo que la suma de regalías mal liquidadas por YPF a la provincia entre 1980 y 1990 llegó a 630.100.000 dólares.

			Con la reforma constitucional de 1994, los recursos naturales pasaron a ser propiedad de las provincias. Con esta plata, Kirchner compró acciones de YPF que en un par de años aumentaron su valor, y «así los fondos llegaron a casi 1.000 millones de dólares», según Juan Manuel Ducler, hijo del financista Aldo Ducler (11). Era el mismo Kirchner que ganaría las elecciones presidenciales de 2003 con un discurso progresista y repudiaría el «modelo neoliberal» de Menem, como banderas principales de su Gobierno.

			Mientras se consolidaba la privatización de YPF, en 2001, la diputada Fernández de Kirchner demostraba cómo se mezcla la energía con las finanzas, al preocuparse especialmente por cuatro giros financieros enviados entre agosto y noviembre de 1994 al Banco de Santa Cruz —cuando Néstor Kirchner era gobernador— por un valor de 272 mil dólares en total. Estas transferencias bancarias figuraban en las famosas cajas que tenía la Comisión Antilavado que presidía Elisa Carrió y contenían documentación enviada por el Senado de Estados Unidos del escándalo por los giros de un narcotraficante mexicano hechos a través de la financiera Mercado Abierto SA, de Aldo Luis Ducler. Un equipo de los asesores de Cristina hurgó misteriosamente en las cajas durante un par de días, que aún hoy no son de acceso público. Las cajas tenían las cuentas del MA Bank en el Citibank de Nueva York y habían llegado a la Argentina desde Estados Unidos por el escándalo de las inversiones del narcotraficante mexicano Armando Carrillo Fuentes, «El Señor de los Cielos». La anécdota, confirmada a este autor por las diputadas Carrió y Graciela Ocaña, demuestra la relación que Ducler tuvo con los Kirchner y que allí había movimientos de plata que preocupaban a los Kirchner y no serían de los fondos oficiales por las regalías. En la causa de la ruta del dinero K, Ducler nunca estuvo imputado, pero la Cámara Federal porteña ordenó a mediados de 2017 a la Unidad de Información Financiera (UIF) investigar todos los vínculos financieros con los Kirchner. En ese expediente se negó, con razón, que el nombre de la empresa offshore de las islas Sheychelles Aldyne —que administra 148 empresas fantasma de Nevada vinculadas a Lázaro Báez— esté formado por las primeras letras de Aldo y Néstor, por Ducler y Kirchner. En esas cajas, que Carrió —que era presidenta de la Comisión Antilavado— había conseguido que enviara el Senado norteamericano, aparecía reiteradamente el nombre del exsecretario de Hacienda de la dictadura y asesor del exgobernador de Tucumán y exprecandidato presidencial Palito Ortega en la campaña de 1999: Ducler. Este financista había sido el intermediario o agente de referencia de la colocación de los 630 millones de dólares de los fondos de Santa Cruz en el exterior, pero no socio de Kirchner. En ese entonces, Cristina era vicepresidenta segunda de la Comisión de Lavado de Dinero y amiga de Carrió al nivel de compartir cenas juntas. La documentación descubierta por esa comisión parlamentaria argentina demostró que las transferencias bancarias por los fondos de Santa Cruz iban extrañamente del banco de Santa Cruz al MA Bank de Ducler en la isla Gran Caimán —un paraíso fiscal— y de allí a los Estados Unidos. La misma vía usada por el Cartel de Juárez. Cuando en la comisión le preguntaron a Cristina por esa situación, contestó: «Elegimos a Ducler para manejar los fondos de Santa Cruz porque era el representante de la financiera norteamericana Dean Witter Reynolds, que después fue comprada por el banco Morgan Stanley». 

			En medio de la lucha contra la corrupción menemista, Carrió, Ocaña y el resto de los miembros le creyeron. Así Cristina logró que en el informe final de la comisión no se incluyera ninguna referencia a esa relación contractual de Ducler con Santa Cruz.

			Paralelamente y con sigilo, Kirchner sacó a Ducler del manejo de esos fondos, pero no por el caso de «El Señor de los Cielos», sino fundamentalmente por temor a algún embargo de los fondos buitres norteamericanos a partir de las consecuencias de la cesación de pagos de la deuda externa que había dispuesto el expresidente provisorio y exgobernador de San Luis Adolfo Rodríguez Saá en 2001. Ante el escándalo con el narco mexicano, Ducler colaboró con la Justicia de los Estados Unidos, llegó a un acuerdo para darles el dinero embargado del narco y se le cerró, finalmente, la causa judicial en ese país. Y, luego, la Justicia argentina lo sobreseyó en la causa local abierta por el mismo hecho. Sin embargo, las relaciones entre Ducler y Kirchner no terminaron allí. Un conocido de Ducler, Eduardo Cafaro, fue primero asesor del Banco de Santa Cruz, luego quedó como responsable financiero del manejo de los fondos de Santa Cruz y más tarde fue premiado con el cargo de director del Banco Central cuando el santacruceño llegó a la presidencia en 2003. En cambio, Ducler no accedió a ningún cargo en el Gobierno y se distanció de los K.

			¿Qué fue el escándalo del «Señor de los Cielos», ahora hecho famoso por una telenovela? En 1999 se descubrió que el jefe del cartel mexicano de Juárez había canalizado 1.700.000 dólares a través de una cuenta del martillero marplatense Nicolás Di Tulio en la financiera Mercado Abierto (MA), de Ducler. Esta plata sirvió para que el narco saliera de compras en la Argentina. Pero para su desgracia la compra de cuatro estancias en la Argentina y el Uruguay, el hotel Tourbillón en Mar del Plata y otros bienes con dinero sucio fue descubierta gracias a la «Operación Casablanca» de la Aduana de los Estados Unidos. El escándalo llegó, luego, a ser investigado por la Justicia y el Senado norteamericanos. Ducler y sus socios manejaban, además de la financiera, MA Valores, sociedad de bolsa; MA Bank Limited; MA Capital Markets; MA Casa de Cambio, y dos fondos de inversión: Mercofond y Custodia, relacionado con políticos argentinos de las provincias del noreste. Con base en las pruebas obtenidas mediante esa operación encubierta, la Justicia de los Estados Unidos dictó órdenes de embargo para los fondos relacionados con el Cartel de Juárez en esas cuentas de MA. El escándalo obligó, finalmente, a cerrar la financiera Mercado Abierto, pero Ducler y sus socios se reciclaron con otros negocios y empresas —una de ellas es la Compañía Fiduciaria Americana— y siguieron gravitando en las finanzas y en la política argentinas, aunque años más tarde se separaron. 

			Lázaro Báez en la ruta de los fondos de Santa Cruz

			No solo Ducler y Cafaro estuvieron relacionados con el manejo de los fondos de Santa Cruz, sino también personajes de máxima confianza del entorno de Néstor Kirchner, que muestran la prehistoria del inicido del «mecanismo» para los negocios energéticos. Como gerente del Banco de Santa Cruz, Lázaro Báez intervino en ese polémico e irregular manejo de los fondos de esa provincia desde, por lo menos, 1995, según documentación y testimonios obtenidos por el autor (12). Así el hijo de un sargento de la policía de Santa Cruz iba ganando confianza en el entorno de Néstor.

			En un telegrama de marzo de 1995, Báez firmó una garantía por 17 millones de dólares con una misteriosa offshore llamada Kega Holdings International Inc. El telegrama lleva la firma de otro gerente del entonces intervenido banco, Jorge Domenichetti (13). El Banco Santa Cruz, luego de estar al borde de la quiebra, había sido intervenido por el mismo gobernador Néstor Kirchner y desde 1998 su gestión quedó a cargo del Grupo Petersen de la familia Eskenazi, aunque la provincia mantenía una minoría accionaria y se quedó con las deudas. La misteriosa Kega tenía, entonces, una cuenta bancaria bajo el código PXAR/KGVCR-SCZ003 en el Citibank de Nueva York.

			En 2003 Báez dejó la actividad bancaria y súbitamente creó la constructora Austral, y Néstor y Cristina hicieron que se le otorgaran, con licitaciones dirigidas, contratos de obra pública por unos 3 mil millones de dólares entre ese año y 2015. Casi la mitad de esas obras no se terminó y otras tuvieron sobreprecios, entre otras irregularidades. Báez está hoy procesado en la llamada causa del direccionamiento de la obra pública a favor de Austral Construcciones por el juez federal Julián Ercolini y dos veces procesado y con prisión preventiva por lavado de dinero en la causa de la ruta del dinero K por el juez federal Sebastián Casanello, entre otras complicaciones judiciales. Esta última es por la fuga y el lavado de más de 60 millones de dólares a Suiza, que tuvieron lugar después de la sorpresiva muerte de Néstor Kirchner en 2010. 

			Estos documentos del Banco Santa Cruz revelan otros extraños movimientos financieros del «banquero» Báez cuando Kirchner era gobernador de Santa Cruz y Austral Construcciones no existía. Por ejemplo, en agosto de 1995, el Departamento de Comercio Exterior del Banco Santa Cruz informó con un «atención señor Lázaro Báez-intervención» del giro de 1 millón de dólares a la cuenta 3600-6949 de Santa Cruz en el Citibank de Nueva York, que era el banco corresponsal. El objetivo era depositarlo finalmente en la cuenta 406 11172 ABA 121000080 de la financiera Dean Witter Reynolds INC, cuyo agente de referencia había sido, en el origen, la financiera Mercado Abierto, de Ducler. Dentro de esa cuenta, la subcuenta del Banco de Santa Cruz tenía el número 642113721. Durante el mes de agosto de 1995, Báez intervino en, por lo menos, otras siete operaciones en esa cuenta. En ese momento, Mercado Abierto manejaba la mayoría del mercado de los títulos públicos de las provincias. El MA Bank pertenecía a Ducler y a sus socios Miguel Iribarne y Héctor Scaserra; estos dos últimos ahora dirigen la financiera Arpenta. Hasta ahora la Justicia no pudo determinar para quién eran esos pagos que manejó Báez como director del Banco Santa Cruz y que constituyen la prehistoria de la ruta del dinero K.

			En cambio, Ducler admitió que su banco Mercado Abierto actuó como «agente de referencia» o asesor para conectar a Kirchner con la financiera norteamericana Dean Witter Reynolds, que luego fue comprada por el banco Morgan Stanley y, que él cobró una comisión por esa tarea. A partir de 1995 Kirchner pasó a manejar esa plata gradualmente a través de Eduardo Cafaro, a quien lo blanqueó en el año 2000, a través del decreto provincial 1639, como asesor financiero de la provincia con un sueldo mensual de 4.800 pesos de entonces (14). Los fondos fueron depositados en Estados Unidos y solo algunas operaciones «pequeñas» las siguieron haciendo a través del MA Bank de las Islas Caimán, un paraíso fiscal. Por esa razón, Cafaro era un consultor asiduo de uno de los gerentes de Mercado Abierto, Juan Portela Pico, quien hablaba y escribía en inglés a la perfección. Según Juan Manuel Ducler, el exnúmero dos de la SIDE Paco Larcher «fue el nexo entre Kirchner y Cafaro». 

			Algunos de estos movimientos financieros están en la causa por el manejo de los fondos de Santa Cruz y enriquecimiento ilícito de los Kirchner, que había iniciado el entonces juez Juan José Galeano en 2003. Al año siguiente, Galeano fue destituido por el Consejo de la Magistratura de la Nación, con el apoyo de Cristina Kirchner, por supuestas irregularidades en la primera etapa de la investigación del atentado contra la AMIA de 1994 que dejó un saldo de 84 muertos. Un sector de los tribunales de Comodoro Py cree que, más que por la AMIA, Galeano fue destituido por la causa de enriquecimiento ilícito, que incluía al principio los fondos de Santa Cruz, y que tanto preocupaba a los Kirchner. Luego el expediente pasó al entonces juez federal Guillermo Montenegro y actual diputado por el PRO. Montenegro, como juez, consideró que eran fondos provinciales y no federales, se declaró incompetente y mandó la causa al juez santacruceño Santiago Lozada. Este alegó que la denuncia presentada por el fiscal provincial Andrés Vivanco era «cosa juzgada» por un sobreseimiento anterior de los fondos de Santa Cruz en favor de Kirchner con fecha del 31 de mayo de 2005 por hechos parecidos. Y finalmente en 2008 archivó la denuncia que tanto preocupaba a los Kirchner. Si los Kirchner llegaron a manejar a buena parte de los jueces y fiscales federales, los magistrados de Santa Cruz eran considerados por ellos como «propia tropa».

			En el expediente, mientras lo tenía Galeano y antes de ser enviado a Santa Cruz, el exgerente general del Deutsche Bank de Argentina Alfredo Maclaughlin reveló que en 2001 fue consultado por Kirchner sobre qué hacer con los fondos. Le recomendó crear «una cuenta custodia» y luego pasar la plata desde el Morgan Stanley a su banco en Europa. Entonces, le solicitó una certificación del origen de los fondos, una autorización de la legislatura de Santa Cruz, un dictamen del tribunal de cuentas santacruceño y un poder otorgado a la persona que los manejaba, entre otros documentos, para hacer la operación. Pero luego el Deustch vendió su «departamento de custodia» y en 2002 le recomendó a Kirchner usar el banco UBS de Suiza y el Rabo de Holanda. Luego un funcionario del Banco de Santa Cruz le preguntó a Maclaughlin si calificaba el Credit Suisse, y su respuesta fue positiva (15). 

			La cuenta secreta de Néstor en Nueva York

			Paralelamente, hasta 2003 Kirchner tuvo una cuenta oculta en el mismo Deutsche Bank, pero no en Buenos Aires, sino en su sucursal de Nueva York, con 1.700.000 dólares que blanqueó recién ese año ante la AFIP y cuyos movimientos y saldos, hasta ahora, nunca se pudieron conocer. Cuando Kirchner asumió la presidencia se apuró a blanquear esa cuenta y afirmar a la AFIP que había repatriado la plata (16). Kirchner declaró a la AFIP haber tenido 1.700.000 dólares en el exterior en 2002, pero ese monto desapareció, al año siguiente, de sus declaraciones juradas del impuesto a las Ganancias y a la Riqueza (bienes personales) y nunca lo consignó ante la Oficina Anticorrupción, como lo establece la ley. El dato es importante, porque la expresidenta Cristina Kirchner afirmó en 2017 que los Kirchner nunca tuvieron una cuenta en el exterior y se burló de las investigaciones que hacen la prensa y la Justicia en ese sentido. «El único dinero “k” estaba en cuentas declaradas en Argentina», dijo entre otras frases pretendidamente irónicas. Hasta ahora las causas judiciales, como la ruta del dinero K, se centraron en los movimientos financieros de Lázaro Báez, acusado de ser testaferro de la exfamilia presidencial, después de la muerte de Néstor Kirchner en octubre de 2010, pero ninguna fue más atrás en la historia sobre, por ejemplo, los vínculos con el financista Ernesto Clarens, de la financiera Invernes, que operó estrechamente con la provincia de Santa Cruz. El dato también es crucial porque en los tribunales de Comodoro Py se duda de que Néstor haya podido ahorrar esos fondos en dólares con su sueldo de gobernador, sus alquileres y sus plazos fijos.

			Aquellos 1.700.000 dólares fueron finalmente admitidos ante la AFIP por Kirchner en su declaración jurada del impuesto a las Ganancias de 2002 que presentó el 22 de mayo de 2003, es decir tres días antes de que asumiera la presidencia de la Nación. En el rubro «Bienes en el Exterior» puso 1.815.274 pesos. La declaración está firmada por su contador histórico Víctor Manzanares —quien en 2017 terminó con prisión preventiva y amenazando con prender el ventilador— y se encuentra en la primera causa por enriquecimiento ilícito que tuvo el matrimonio Kirchner en 2004. Ese mismo día, Néstor declaró por el llamado impuesto a la Riqueza bajo el ítem «bienes situados en el exterior» tener 1.415.274, pero dos días después rectificó la declaración e incluyó el mismo número de Ganancias. En una actitud por lo menos desprolija, el 9 de junio de 2003 Manzanares presentó una declaración rectificatoria del impuesto a las Ganancias y otra del impuesto a la Riqueza y ascendió la cifra de bienes en el exterior a 4.769.475 pesos, lo que al dólar de la época equivale a aproximadamente 1.700.000 dólares. En esta última, fue más especifico y situó el dinero en el subrubro «depósitos en dinero», en un nuevo malabar contable digno de la contabilidad creativa inaugurada por el grupo Enron en Estados Unidos en 2001 y otras corporaciones norteamericanas que abultaban falsamente sus balances y hacían cambios irregulares para intentar salvarse de la Justicia.

			Luego, en su declaración jurada de Bienes Personales de 2003 presentada el 20 de abril de 2004 a la AFIP llamativamente declaró cero pesos en el rubro bienes en el exterior y puso que tenía bienes en la Argentina sujetos al pago de este impuesto sobre los bienes no incorporados al proceso productivo (el llamado impuesto a la Riqueza) por solo 1.481.055 pesos. En cambio, Cristina no declaró nunca a la AFIP bienes en el exterior, según se puede leer en sus declaraciones impositivas. Ella en el año 2000 consignó tener plazos fijos con 1.570.000 dólares en los bancos Santa Cruz y Tierra del Fuego y como parte de los bienes conyugales, en su declaración jurada de bienes como legisladora nacional.

			Pero lo más llamativo es que en su declaración jurada de bienes de 2002 presentada en 2003 ante la Oficina Anticorrupción (OA) —es decir, del mismo año que las elevadas a la AFIP—, Kirchner no declaró ninguna cuenta o bien en el exterior, a pesar de que lo obligaba la Ley de Ética Pública. Consignó sí sus famosos diecinueve departamentos, casas, locales y lotes y entonces nueve depósitos a plazo fijo en los bancos Santa Cruz y Tierra del Fuego y tres tarjetas de crédito de esas entidades bancarias. Por consiguiente, existe una contradicción entre su declaración jurada ante la AFIP y la presentada ante la OA, que podría haber constituido el delito de omisión maliciosa de datos de la declaración jurada de bienes. Aquellas declaraciones impositivas de Kirchner se encuentran archivadas en la causa por enriquecimiento ilícito que tramitó el juez federal Julián Ercolini —quien lo había heredado del exjuez Juan José Galeano— y a ellas accedió este autor en fuentes judiciales. En esta primera causa se investigó el incremento patrimonial del matrimonio desde diciembre de 1995 —cuando Néstor asumió como gobernador en Santa Cruz— y el 25 de junio de 2004. Durante la investigación de Ercolini, se confirmó que Néstor, en diciembre de 2001, antes del corralito bancario decretado por el entonces ministro de Economía Domingo Cavallo, sacó aproximadamente 1.700.000 dólares del Banco de Santa Cruz y los depositó en Estados Unidos. Después, en 2002, repatrió la plata, la blanqueó ante la AFIP, como ya se vio, y la depositó en el Banco Santa Cruz. Precisamente este fue uno de los debates en la causa por enriquecimiento ilícito. Pero según la documentación bancaria y el tipo de cambio de ese momento «las cifras de Néstor cerraban» para el juez. En marzo de 2005 Ercolini —un juez serio y probo nombrado con el apoyo del entonces procurador general de la Nación «Bebe» Righi— sobreseyó a Kirchner en una detallada resolución de veinte páginas. Cauteloso, el juez se cubrió las espaldas al aclarar que su pesquisa se había circunscripto «a los bienes aquí individualizados» porque el fiscal Eduardo Taiano «no hizo extensivo el pedido a otros bienes», por ejemplo, supuestos testaferros como Lázaro Báez. Sobreseer implica que por el principio constitucional contra el doble juzgamiento nunca más se podrá hurgar judicialmente en los bienes adquiridos por los Kirchner en ese período (1995-2004). 

			Ercolini agregó que «todos los bienes objeto de la denuncia han sido informados en las declaraciones juradas de ambos». La causa se había iniciado el 25 de junio de 2004 tras una denuncia del abogado radical Juan Carlos Iglesias, quien pidió que se investigara la «legitimidad» del origen de los bienes del matrimonio Kirchner. En la resolución, el magistrado detalló que para llegar a la conclusión de que el entonces jefe de Estado y su esposa no se enriquecieron en forma ilícita en ese período analizó los informes enviados por la AFIP, el Congreso Nacional y la Oficina Anticorrupción (OA), todos bajo control K. También tuvo en cuenta la información girada por registros de la Propiedad del Inmueble y del Automotor, colegios de escribanos, Municipalidad de Santa Cruz y distintos bancos locales y del exterior con sede en la Argentina, en los que el matrimonio posee cuentas bancarias o tarjetas de crédito. Sobre esa base, Ercolini determinó que «el crecimiento que se fue evidenciando año tras año en el patrimonio de los investigados, si bien es importante en cifras para una base media de riqueza personal, se halla respaldado por la evolución regular de los bienes que tenían con anterioridad a la asunción del cargo público y resulta coherente con el estilo de ahorro de las personas denunciadas». «El esquema de ahorro e incremento patrimonial de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, cuando menos en el período analizado, se basa en la reinversión de las rentas obtenidas por intereses en plazos fijos y de las originadas en el alquiler de una cantidad muy importante de propiedades inmuebles», añade la resolución. El fiscal Eduardo Taiano, quien unos días antes había sufrido un secuestro express de su hijo, se aterró y obviamente no apeló y la decisión de Ercolini, en definitiva, quedó firme. Luego el juez federal Rodolfo Canicoba Corral sobreseyó al matrimonio por el período que va de 2005 a 2008, y el más polémico de todos fue el sobreseimiento del exjuez Norberto Oyarbide, que fue en forma express y por un incremento patrimonial récord del 158% en solo 2008.

			Usted, lector, a esta altura se preguntará por qué los jueces no usaron estos datos irregulares en sus causas o por qué no se reconstruye toda esta prehistoria de la ruta del dinero K. Sin contar a los jueces corruptos o susceptibles a las presiones, es cierto que hasta ahora la Justicia no pudo recuperar los registros de los movimientos de esa cuenta de Néstor en Nueva York. Dicen en tribunales que la ley en Estados Unidos es mantener copia de los registros solo por diez años. Tampoco nunca se pudo determinar qué pasó con los fondos de Santa Cruz provenientes de los negocios con YPF que Elisa Carrió sospecha tienen un vínculo con el crecimiento patrimonial de los Kirchner. Una pista en ese sentido la dio en 2017 una carta manuscrita. Aldo Ducler afirmó que «Kirchner usó 180 millones de dólares de los fondos para sanear» el Banco Santa Cruz antes de venderlo al Grupo Eskenazi, y se reabrió la polémica. Pese a que se suponía que por ley provincial la plata que le pagó YPF era para «industrializar» Santa Cruz.

			Se sabe que luego del default declarado por Rodríguez Saá, los fondos de Santa Cruz fueron efectivamente transferidos desde el Morgan Stanley a los bancos Credit Suisse y UBS, entre otros, y muchos saldos de las cuentas llegaban a nombre de Kirchner y no de la provincia, lo que demuestra un, por lo menos, manejo personalista de estos fondos públicos. Los resúmenes tenían como dirección Corrientes 415, donde estaban las oficinas de Ducler y a donde Cafaro concurría con asiduidad. En febrero de 2003, el Morgan Stanley de Estados Unidos informó que Santa Cruz tenía depósitos por 259.629 dólares. Por su parte, el Credit Suisse informó al ministro de Economía de Santa Cruz, Luis Villanueva, que en febrero de 2004 había 400 millones de dólares de la provincia depositados en el banco (17). Se carece, hasta ahora, de información oficial sobre los depósitos en otros bancos.

			En otro resumen de la cuenta de Santa Cruz en el Credit Suisse del 31 de diciembre de 2003 —que estaba en la causa de Galeano— aparecen otros extraños pagos, ahora a una offshore llamada Seabord Overseas Management Company de, por ejemplo, 19.389 dólares. Otro señala que 200 millones de dólares estuvieron depositados en el Rabobank Nederland Utrecht de Holanda. El asesor de inversiones suizo que intervino era Frank Schoch. Nunca se supo tampoco quién era el dueño de Seabord Overseas. En cambio, un informe del UBS está dirigido a Santa Cruz con la dirección Reconquista 360, edificio donde funciona el estudio de abogados Cárdenas y asociados, seguramente como asesor jurídico de este último movimiento de fondos. Estas son algunas de las pistas sobre el misterio de los fondos de Santa Cruz nacidos de la privatización de YPF.

			Carrió pone por primera vez la mira en Repsol

			Con esos antecedentes en la privatización de YPF hecha por Menem, Kirchner ganó la presidencia de la Nación en 2003 y puso la política energética en manos de otro hombre de extrema confianza, que lo acompañaba desde su gestión como gobernador en Santa Cruz: el arquitecto porteño Julio Miguel De Vido. Pese a haber ganado con solo el 22% de los votos y tras la decisión de Menem de no presentarse a una segunda vuelta electoral para no perder por goleada, Kirchner consolidó su Gobierno frente a los pronósticos alarmistas según los cuales no iba a poder gestionar el Estado Nacional. Se suponía que iba a reestatizar YPF porque, según el relato que ya iban construyendo los K, estaba en contra «de la política neoliberal de Menem». Además, el relato K, alimentado por un conglomerado de medios oficialistas, empezó a reivindicar la lucha armada de los Montoneros y el Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP) en los setenta, en la medida que Néstor se aliaba con las Madres de Plaza de Mayo y otras organizaciones defensoras de los derechos humanos. Sin embargo, en los primeros años de su gestión mantuvo el esquema de la YPF sociedad anónima y casi la misma política petrolera que su ahora «odiado» Menem. Con la creación de estatal empresa Energía Argentina SA (ENARSA) quedó claro que no iba a reestatizar YPF y empezó a enfrentar el problema de la crisis energética con una serie de medidas diseñadas por De Vido.

			Pronto la oposición empezó a criticar su política energética. En un informe del Instituto para la Transparencia de la Gestión Pública y Privada Dr. Lisandro de la Torre elaborado por la directora Paula Oliveto Lago, bajo la supervisión de Elisa Carrió, en marzo de 2005, se arribó a las siguientes conclusiones sobre los dos años de política energética de la administración de Néstor Kirchner: 

			• Lejos de modificar el esquema normativo que permitió la depredación de nuestros recursos energéticos pergeñado durante el menemismo, lo ha mantenido incólume en sus aspectos centrales.

			• Profundizó el vaciamiento de las instancias de control, como el ENARGAS, y su dependencia del poder político, dando así cobertura legal y política a las irregularidades de los sectores público y privado.

			• Fue absolutamente negligente al momento de la adopción de medidas que permitieran revertir la crisis energética.

			• Promocionó como salida a la crisis la ampliación de la red de gasoductos. Esta no se concretó en tiempo y forma por irregularidades, sobreprecios, garantías dudosas y demoras injustificadas.

			• Permitió el mantenimiento de conglomerados empresarios oligopólicos presentes en los diversos segmentos que integran la industria hidrocarburífera como Pan American Energy e YPF-Repsol.

			• Por esta lista de incumplimientos, desmanejos y probables complicidades, deja al país indefenso y sin acciones relevantes en ejecución frente a un severo problema de generación y transporte de energía.

			Cuando se creía que Kirchner iba a seguir el camino  de Chávez y PDVSA

			¿Qué era Repsol antes de quedarse con la petrolera estatal argentina? Era una mediana refinería española, privatizada en 1996 y que tres años después, tras una negociación entre el rey Juan Carlos de España y del entonces presidente Carlos Menem, compró en una oferta pública de adquisición de acciones el 98,23% de las acciones de la principal petrolera argentina. Luego llegó a tener el 99,04% de las acciones. Estas, a su vez, estaban distribuida así: 16,2% de inversionistas estadounidenses, 27,9% de Repsol y 31,6% de accionistas del resto del mundo. El restante 24,3% se dividía, a su vez, de esta forma: La Caixa, 9,1%, y su vinculada Repinves, 5%; Banco Bilbao Vizcaya (BBVA), 5,4%, y PMI Holdings (Grupo PEMEX de México) 4,8%. La Argentina se quedó solo con la denominada acción de oro que le daba el derecho a veto. Entre 1999 y 2004, según sus propios informes anuales, Repsol obtuvo en Argentina resultados operativos equivalentes a 11.780 millones de euros (ganaba un promedio anual de 1.963 millones). 

			Mientras negociaba con los españoles de YPF-Repsol, Kirchner fortaleció su poder en el Congreso y hacia el interior del Partido Justicialista, con una clara victoria en las elecciones legislativas de 2005 en las que se renovó la mitad de la Cámara de Diputados y un tercio de los senadores. Kirchner ganó en diecisiete provincias y triunfó además en Buenos Aires sobre su principal rival interno en el PJ y exmentor: Eduardo Duhalde; y ahora sí podía avanzar con sus propios intereses energéticos. 

			En 2006, en otro informe al que accedió este autor, Carrió analizaba que los negocios latinoamericanos de Repsol se habían limitado por las políticas reestatizantes de empresas de servicios públicos de Hugo Chávez en Venezuela, Evo Morales en Bolivia y Rafael Correa en Ecuador. Entonces, creía otra vez que Néstor Kirchner iba a tomar el mismo rumbo del giro de América Latina hacia neopopulismos que apoyaban una fuerte intervención del Estado en la economía.

			En este segundo informe, Carrió supuso que Repsol, «ante la imposibilidad de una compra inmediata por parte de alguno de los gigantes petroleros, necesita, para ser más atractiva, reducir su riesgo en América Latina, y es posible que Kirchner esté dispuesto a colaborar en esta misión en una participación directa del Estado argentino o más probablemente alguna de las formas de “estatización” a las que nos tiene acostumbrados últimamente (ARSAT, AySA, FC Belgrano Cargas, etc.), donde luego les ofrezca a sus empresarios “amigos”, la participación en las acciones de la nueva empresa». Para Carrió en ese momento el empresario «amigo» elegido iba a ser el «zar del juego» Cristóbal López, también titular de una petrolera llamada OIL M&S, que terminaba de ganar una licitación para explorar y explotar gas y petróleo en Brasil. En marzo de 2006, Carrió hizo su primera denuncia. Por un lado, denunció la jugada de Cristóbal López ante la SEC de Estados Unidos y la Bolsa de Madrid y presentó una denuncia por el delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público del secretario de Energía, Daniel Cameron, por no controlar a esa empresa dirigida por los españoles. El juez Ariel Lijo delegó la investigación de la denuncia de Carrió en el fiscal del caso que a los meses pidió archivarla.

			El ingreso y la abrupta salida de la familia Eskenazi de YPF

			A fines de 2007, Kirchner —bloqueada la opción Cristóbal López— sorprendió a Carrió y a los analistas económicos: su elegido para entrar a YPF fue el grupo Petersen manejado por la familia Eskenazi. Este grupo ya controlaba bancos provinciales privatizados, como el Banco San Juan, el Nuevo Banco de Entre Ríos, el Nuevo Banco Santa Fe y el Banco de Santa Cruz, que le había otorgado el exgobernador Kirchner. Además, en veintidós plazos fijos, los Kirchner tuvieron depósitos por varios millones de dólares en el Banco de Santa Cruz, que le habían entregado a los Eskenazi. 

			«El proyecto político y económico de Kirchner es controlar la matriz energética de la Argentina… La valija venezolana de Antonini Wilson con 800 mil dólares es una bijouterie al lado de la operación de venta de Repsol YPF», advirtió Carrió en diciembre de 2007, unos días después de la asunción de Cristina como presidenta. En otras palabras, Kirchner, luego de haber controlado una parte de la obra pública de la Argentina a través de Austral, de Lázaro Báez, ahora quería expandir sus negocios a la energía con un mecanismo ya aceitado tras cuatro años de gobierno.

			Acto seguido, la líder del ARI-CC presentó una ampliación de su denuncia penal original ante el juez Lijo y luego fue haciendo nuevas presentaciones en la misma causa. Allí solicitó que se investigaran las maniobras de «vaciamiento» de YPF SA, mediante su descapitalización, así como las conductas «depredatorias» en perjuicio de las reservas de gas y petróleo de la Argentina, y la «manipulación» del valor de sus acciones de Repsol en la Bolsa de Nueva York efectuada a los fines de provocar «movidas financieras». Apuntó, fundamentalmente, al representante del Gobierno en la empresa y entonces subsecretario de Coordinación y Control de Gestión del Ministerio de Planificación y mano derecha de De Vido, Roberto Baratta.

			La entrada del grupo Petersen se hizo con una complicada ingeniería financiera y en dos tramos. En el primero, Repsol «se desprendió del 14,9%, que es el límite que fija el estatuto de la empresa para no obligar a lanzar una Oferta Pública de Adquisición de Acciones (OPA), evitando así someterse a los límites y controles de la Comisión Nacional de Valores (CNV)», explicó la diputada chaqueña. En otras palabras, era una adjudicación directa de un negocio con rentabilidad asegurada. En el otro tramo, el grupo Petersen pagó 2.235 millones de dólares por ese porcentaje y tenía opción para adquirir el 10,1% restante en un plazo máximo de cuatro años y al mismo precio por acción. El valor de YPF fue tasado en unos 15.000 millones de dólares. Los Eskenazi «pagaron el 55% del primer tramo con financiación propia y de un grupo de bancos entre los que figuran Credit Suisse, Goldman Sachs, BNP-Paribas e Itaú. Para el restante 45%, recibirá un préstamo de la propia Repsol, que tiene como garantía las acciones de YPF», contó Carrió. 

			La diputada recordó que a través del Banco de Santa Cruz, ya controlado por los Eskenazi, «se produjo las oscura operación a través de la cual se depositaron los 594,13 millones de dólares que Santa Cruz colocó en el exterior antes de la crisis de 2001. Coincidentemente, fue el Credit Suisse, —donde se depositaron parte de dichos fondos— quien, entre otros, financió la compra de las acciones a Repsol». 

			Los Eskenazi en ese momento no solo tenían buenas relaciones con Néstor; tanto Enrique —la cabeza del grupo y pater familias— como Sebastián, su hijo, gozaban del aprecio de la presidenta. En aquella época, Cristina Kirchner elogiaba públicamente a Sebastián Eskenazi con palabras como «quiero agradecer al ingeniero y a su empresa el creer y seguir aportando como siempre lo hizo en el país…». Enrique Eskenazi es un ingeniero químico egresado de la Universidad del Litoral (UNL) con un posgrado en Chicago (Estados Unidos) que había hecho carrera dentro del grupo Bunge y Born, hasta que en 1980 ingresó como directivo en Petersen, compañía que años más tarde compró a la familia fundadora de la constructora. El Grupo Petersen, Thiele y Cruz Arquitectos e Ingenieros estaba dedicado a la construcción desde 1920 y Eskenazi, luego, lo expandió a otros negocios. Con el apoyo del exministro del Interior de Menem, Carlos Corach, logró quedarse con la privatización del Banco de San Juan y desde allí amplió su red de negocios. Actualmente, el Grupo Petersen está integrado por las empresas Petersen, Thiele y Cruz; Banco Santa Fe; Nuevo Banco de Entre Ríos; Banco San Juan; Banco Santa Cruz; la productora de aceite de oliva Xumek; Mantenimientos y Servicios y Estacionamientos Buenos Aires. Para Carrió, los Eskenazi se convirtieron en dueños del 25% de YPF «sin tener ninguna experiencia en la industria petrolera y sin invertir dinero propio, ya que pagó a Repsol mediante una “operación contable” a través de la adjudicación de un crédito». Además, el contrato obligaba «a los accionistas a distribuir ese año el 90% de las utilidades anuales, cuando lo usual es el 25%, coyuntura que le permitió pagar su parte en la empresa con los dividendos de la propia YPF». Así la llamada «argentinización» de Repsol YPF SA anunciada por Néstor Kirchner con bombos y platillos fue, para la diputada chaqueña, «una puesta en escena para ocultar una gran estafa. Los accionistas de YPF distribuyeron casi 5.000 millones de dólares en ganancias, endeudaron a la empresa en 2.300 millones de dólares, mientras las reservas y la producción cayeron en un pozo sin fondo. En cuatro años, los Eskenazi recibieron cerca de 1.000 millones de dólares y con eso repagaron gran parte de los 2.235 millones de dólares que Repsol y un consorcio de bancos europeos les prestaron para financiar el 25% de la petrolera».

			La denuncia de Carrió cayó en tiempos de luna de miel entre los españoles de Repsol y los Kirchner. En noviembre de 2008 Antonio Brufau visitó a Cristina Kirchner en la Casa Rosada, donde fue recibido con alfombra roja, sonrisas y honores, y ratificó la vigencia de un plan de inversiones, y al año siguiente la presidenta viajó a Suiza en avión privado de Repsol, pese a que lo prohíbe la Ley de Ética Pública. En un comunicado oficial, Petersen Energía Inversora SA, perteneciente al Grupo Petersen, informó meses más tarde que había ejercido «la opción de compra para adquirir del Grupo Repsol el 10,% de las acciones de YPF, prevista en el Contrato de Segunda Opción de Compra de Acciones de fecha 21 de febrero de 2008, el cual establecía un plazo hasta febrero de 2012 para ejercer dicha opción. De esta forma, el Grupo Petersen se convirtió en propietario de un 25,46% del paquete accionario de la compañía». El Grupo Petersen siempre negó la denuncia de Carrió. Ahora la última palabra la tiene el juez Lijo.

			Desde España llegó otra pista que estaría relacionada con cómo Kirchner habría manejado la «nacionalización» de parte de YPF-Repsol o con las renegociaciones de los contratos petroleros que hacían las provincias, además de la denuncia de Carrió. El diario El País de España reveló que la Banca Privada d’Andorra rechazó, en 2008, un depósito de 5 millones de dólares del entonces gobernador de la provincia de Neuquén, Jorge Augusto Sapag, porque sospechaba que los fondos provenían del pago de coimas. Neuquén es una de las provincias productoras de petróleo que negociaba las prórrogas de las explotaciones de sus pozos con YPF-Repsol. Andorra es un pequeño principado ubicado en el límite entre España y Francia que funciona como un paraíso fiscal.

			Según una investigación de ese diario, el exmandatario del Movimiento Popular Neuquino, junto con su entonces secretario de Recursos Naturales, intentó distribuir esa plata negra en dos cuentas vinculadas a sociedades offshore creadas en Belice, una colonia británica usada como paraíso fiscal. Primero se iba a transferir un millón de dólares desde «dos holdings argentinos» —que no identifica— y luego el resto del dinero. La consulta la habría formulado el abogado Claudio Levy y el asesor financiero Alejandro Kladniew habría hecho, también, gestiones ante el representante del banco en Uruguay, siempre según el diario. 

			Por las normas antilavado de dinero del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), los funcionarios, políticos y sindicalistas son calificados como Persona Expuesta Políticamente (PEP) en el sistema financiero y tienen mayores controles que los particulares. Sapag fue objeto de una investigación interna y el banco concluyó que el dinero que se quería depositar provenía de sobornos. Erróneamente, los analistas del banco lo vincularon con el Partido Justicialista. «Los fondos corresponden a comisiones y regalías originadas por las intermediaciones en las renegociaciones de las concesiones que se otorgan periódicamente a empresas reconocidas en la explotación de petróleo» en de Argentina, precisa un informe interno de la entidad fechado el 6 de agosto de 2008 en un expediente caratulado «Coimas del petróleo de los Kischner (sic). Rechazada» (18). En un comunicado, Sapag dijo que «niego terminantemente que haya abierto o intentado abrir una cuenta bancaria, ni en la Banca Privada d’Andorra, ni en ninguna otra entidad bancaria fuera de mi país en toda mi vida». Sapag sostuvo que se trata de una «difamación» y agregó: «Es al menos llamativo que se me quiera inculpar de un hecho hipotético por supuestos dichos de terceras personas a exfuncionarios actualmente procesados de un banco intervenido por el Gobierno de Andorra por graves irregularidades». «No me extraña ser blanco de difamaciones, ya que las inversiones que se han desplegado en nuestra provincia, a partir del desarrollo de Vaca Muerta propiciado por nuestro Gobierno, han generado innumerables peleas y fricciones con factores de poder muy fuertes en estos últimos años», finalizó. Carrió recordó que en septiembre de 2008 la provincia de Neuquén le extendió a Repsol YPF los contratos de explotación hasta 2027. La Justicia determinará si Sapag fue víctima de una difamación u otro ejemplo de cómo funciona «el mecanismo».

			Tras la muerte de Néstor, termina el idilio con los Eskenazi

			Luego de la entrada de los Eskenazi a YPF, Carrió presentó otra ampliación de su denuncia penal ante el juez Lijo por maniobras en la «nacionalización» de YPF-Repsol, que por otro lado estaba festejando el kirchnerismo como un avance político. La diputada aseguró que «resultan evidentes las conductas delictivas desplegadas por las autoridades de YPF SA, particularmente el presidente Antonio Brufau Niubó, el vicepresidente Enrique Eskenazi, los integrantes del Directorio Roberto Baratta, Mario Blejer, Aníbal Guillermo Belloni, Carlos Bruno, Carlos de la Vega, Matías Eskenazi Storey, Salvador Font Estrany, Federico Mañero, Javier Monzón, Miguel Ángel Devesa, Luis Suárez de Lezo, Mario Vázquez, Raúl Cardoso Maycotte, los miembros de la Comisión Fiscalizadora, y toda aquella persona que en virtud del cargo ocupado en YPF hubiera participado y/o avalado los sucesos descriptos precedentemente». En particular, la líder del ARI-CC cargó contra Baratta porque su conducta, como representante del Gobierno en la empresa, «configuraría al menos una violación de deberes de funcionario público (arts. 248 y 249 C.P.), una posible administración fraudulenta en perjuicio de la Administración Pública (art. 174, inc. 5), y una presumible participación en los delitos en contra del orden económico y financiero (Título XIII de Libro Segundo del Código penal), y de evasión y lavado de activos, que habrían sido cometidos por el resto de las autoridades de YPF; y/o en el encubrimiento de los mismos, al menos, en virtud del art. 277, inciso 1.d, con la agravante prevista por el inciso 3. D». Le tiró con la mitad del Código penal. El kirchnerismo respondió tratando de «loca» a la diputada, quien había denunciado a Kirchner, De Vido, Báez, Cristóbal López y otros como miembros de una asociación ilícita dedicada a hacer negociados con recursos del Estado en la obra pública, la energía y otros sectores. Para la diputada el kirchnerismo, a diferencia del menemismo, no pedía un diez por ciento de coimas de los contratos con el Estado, sino que intentaba directamente quedarse con parte de las empresas en forma directa o a través de testaferros. Era una versión ampliada del «mecanismo» que funciona en la Argentina desde aún antes del menemismo.

			Como las denuncias judiciales no avanzaban, el proyecto de Kirchner con YPF-Repsol iba sobre ruedas. Solo el conflicto con el campo en 2008 por la circular 125 sobre las retenciones impositivas a la soja y la derrota electoral que le propinó el empresario y candidato a diputado nacional Francisco De Narváez al año siguiente en las elecciones de la provincia de Buenos Aires empañaban su proyecto político hegemónico y sus negocios. Kirchner gobernaba a «dos manos» con Cristina; mientras él tejía los acuerdos políticos con gobernadores, intendentes y sindicalistas, ella se dedicaba a la administración del Estado, quedándose siempre Kirchner con la última palabra en este matrimonio político. 

			Pero tras la sorpresiva muerte de Néstor Kirchner, el 27 de octubre de 2010, Cristina discutió con Lázaro Báez (19) y aquel idilio comercial por el petróleo con los Eskenazi se apagó bruscamente. Según Carrió, Cristina no se ponía de acuerdo sobre el valor de YPF-Repsol, mientras discutía por la propiedad del 25% de las acciones de la petrolera estatal.

			Entonces, en una maniobra claramente orquestada, Cristina y sus gobernadores aliados empezaron a presionar a YPF-Repsol y a los Eskenazi. Durante 2010 y 2011 iban y venían reclamos y mensajeros políticos entre la Casa Rosada y la impresionante Torre YPF-Repsol de Puerto Madero con su maravilloso jardín de invierno en las alturas. En enero de 2012 el Gobierno expresó directamente su malestar por la gestión de Repsol y le empezó a reclamar por la baja en la exploración de nuevos pozos de petróleo y gas. Una de las razones públicas del malestar había sido el retiro y giro al exterior de utilidades por parte de los españoles cuando la administración de Cristina Kirchner afrontaba una corrida cambiaria. Otra fue que el Gobierno se vio forzado a una mayor importación de combustibles para afrontar la crisis energética y las compras de gas natural líquido (GNL) al exterior. Pero Carrió insistía en decir que una tercera razón habría sido «un reclamo de Cristina por plata a los Eskenazi, que había sido de Néstor».

			La reestatización de YPF a libro cerrado que lograron los K

			Vestida toda de luto —con la excepción de un collar de perlas blancas— y con la voz entrecortada por la emoción, Cristina anunció, el 16 de abril de 2012, en un acto realizado en la Casa Rosada, el envío al Congreso de un proyecto de ley para expropiar el 51% de las acciones de YPF-Repsol y así inflamó el nacionalismo de millones de argentinos, incluyendo una parte de la dirigencia política opositora. En una escenografía estudiada al detalle y con De Vido, el resto de su gabinete, el vicepresidente Amado Boudou y la mayoría de los gobernadores peronistas aplaudiendo y ovacionando, Cristina hizo el anuncio en un típico acto K trasmitido por la cadena nacional de radiodifusión. Conmovida, dedicó su decisión a «él, que siempre soñó con la recuperación de YPF», en alusión a Néstor, mientras jóvenes de La Cámpora cantaban la canción de la «gloriosa JP» o aquella otra de los «pibes para la Liberación». Exhibió un tubo de ensayo con una muestra de petróleo tomada por el general Mosconi a principios del siglo XX adornado con una cinta con los colores de la bandera argentina, y de pronto cambió su rostro. Enojada, dijo que no iba a responder los insultos de la oposición, porque «soy una jefa de Estado, no una patotera», en alusión a Carrió. El proyecto anunciado tenía el pomposo título «De la soberanía hidrocarburífera de la República Argentina». La clave del proyecto fue la declaración de «utilidad pública y sujeto a expropiación» del 51% de las acciones de YPF-Repsol Sociedad Anónima. Esas acciones se repartieron entre el Estado nacional y las provincias que integran la Organización Federal de Provincias Productoras de Hidrocarburos (OFEPHI), la misma organización que había creado Néstor para apoyar la privatización de Menem y que ahora el kirchnerismo había olvidado que su líder muerto había sido clave para que se concretara. De este modo, el Estado Nacional se quedó con el 26,01% de las acciones y las provincias productoras de petróleo, como Neuquén, Chubut y Santa Cruz, con el 24,99%. La expropiación se hizo sobre la base de un polémico precio que avaló el Tribunal de Tasaciones de la Nación y en el marco de la declaración de «interés público y nacional» de la petrolera. Todo para volver al «autoabastecimiento de hidrocarburos» logrado durante la presidencia de Arturo Frondizi y que se había perdido, dijo la presidenta sin mencionar que había sido durante su misma gestión. El texto del proyecto estableció llamativamente que no se expropiaron las acciones que tenía la familia Eskenazi. Entre cánticos y aplausos, Cristina enfatizó, al borde del llanto, que «no es un modelo de estatización, sino de recuperación de la soberanía. Seguimos manteniendo el modelo de sociedad anónima y el de una conducción profesionalizada» (20).

			Al día siguiente, la sede de YPF-Repsol fue virtualmente tomada por asalto por representantes de De Vido y del nuevo ministro de Economía y simpatizante de La Cámpora de Máximo Kirchner, Axel Kicillof. Estos representantes habían sido nombrados interventores por orden presidencial sobre la base de un decreto y sin esperar la aprobación de la ley. La intervención se hizo con apoyo de la Gendarmería. Algunos directivos de la anterior conducción apenas tuvieron tiempo de vaciar los cajones de sus escritorios con sus efectos personales y salir del edificio.

			El golpe político de Cristina aumentó la imagen positiva del Gobierno, pero les costó a los argentinos, en total, el pago de una indemnización multimillonaria a Repsol y abrió una herida innecesaria en las históricas relaciones con España, que salió a defender a su empresa, logrando —por ejemplo— que la Unión Europea suspendiera los acuerdos de cooperación con la Argentina por el ataque a uno de sus miembros y un enfriamiento de las relaciones bilaterales que quedaron en su peor nivel desde el retorno de la democracia en 1983. 

			Siete días después se abrió el debate en el Congreso, donde el kirchnerismo tenía la mayoría en ambas cámaras, para aprobar el proyecto e incluso con el apoyo de la mayoría del radicalismo que, a decir verdad, en 1992 se había opuesto a la privatización de Menem. Solo hubo un puñado de voces en contra. «Muchos van a ir presos: españoles y argentinos, esta es una asociación ilícita de españoles y argentinos», vaticinó Elisa Carrió, otra vez sola, en su discurso en la sesión de la cámara baja (21). La chaqueña se oponía a aprobar la reestatización a libro cerrado, es decir, sin investigar qué había pasado en los veintidós años desde la polémica privatización que empujó Menem hasta el ingreso de los Eskenazi de la mano de Kirchner. Fue uno de los discursos más esperados del debate. Preocupada y vestida con una camisa blanca y un poncho de lana verde, Carrió recordó cuando se opuso a entregarle en 2001 poderes especiales al entonces ministro de Economía Domingo Cavallo para que negociara la reestructuración de la deuda externa antes de que estallara el «corralito» financiero que terminó con el Gobierno de Fernando de la Rúa y trazó un paralelismo con la actual situación. Enfatizó que el petróleo, desde la Constitución de 1994, es de las provincias y que por lo tanto no podía hablarse de una nacionalización del recurso, como decían los K. Responsabilizó a la clase política, en la que se incluyó, por la destrucción de la escuela pública y la de YPF. Luego dijo textualmente mientras jugaba con un par de anteojos rojos con patillas blancas: «En nuestro inconsciente está lo bueno y lo malo, pero me parece que está ganándonos la sombra, que también a veces tiene la cara de la hipocresía. Mantengan (los kirchneristas) el poder así. Saben que no están diciendo la verdad y conocen a quienes hicieron la entrega de YPF en la época de Menem, que estaban sentados en esas bancas. También saben quién depredó. Yo no estoy defendiendo a Repsol, y no vamos a votar en contra porque una de las mayores culpas criminales la tiene Repsol. El señor Brufau, junto con De Vido y todos los otros, debe ir preso, porque ellos hicieron los peores negociados con la mayor empresa argentina. Dije al embajador “estrella” y lobista a lo Kissinger pero de izquierda, Felipe González: “No voy a ir a esa embajada porque ustedes roban a la Argentina en sociedad con los propios argentinos”. Al señor Felipe González, en diciembre de 2001, lo eché de mi casa, junto con Bulgheroni, cuando hacía lobby para que (Ramón) Puerta fuera presidente de la República y poder así mantener la paridad peso-dólar que beneficiara a las empresas españolas. No estoy hablando de un lado ni del otro, porque acá está todo cruzado. Estoy convencida de que mucha de la gente que está sentada en el bloque oficialista nada tiene que ver con esto. No estoy hablando de ellos; por eso identifico a las personas. Además, también quiero decirlo acá, sé que la juventud es la que menos tiene que ver con esto, y cree en serio. Estoy hablando sobre los adultos que matan y llevan a los chicos al matadero, para que después el peronismo tradicional diga: “La culpa fue de La Cámpora”. Mentira; la culpa fue de los adultos que hicieron creer otra cosa. La culpa política nos compete a todos nosotros. Yo me siento responsable porque a lo mejor no hicimos todo lo que teníamos que hacer. Pero todos somos culpables políticos, como clase política, de la destrucción de la escuela pública y también de la destrucción de YPF. Hicimos todo lo posible y puede sonar hoy a risa, ¿pero saben una cosa? De tanto reírnos un día vamos a tener el país vaciado y no sé qué van a hacer con los nietos que lloren. Ríanse ustedes, que cuando sus nietos lloren les vamos a decir que le vayan a preguntar al abuelo (Carlos) Kunkel, que él sabe qué pasó. (NdA: esta frase provocó risas y aplausos de la oposición)… Estoy excluyendo expresamente de este discurso a los millones de personas que creyeron y creen en Perón y Evita, esa gente decente que ha sido usada. También excluyo a parte de una sociedad joven que, como nosotros, en los setenta también creíamos. Nosotros no podíamos serlo como ustedes…».

			Desde el palco bandeja, jóvenes de La Cámpora recordaron a los gritos que Carrió fue secretaria letrada de la cámara federal de Resistencia durante la dictadura.

			—Carrió: ¡Sí, pero no maté a nadie!

			—Kunkel. ¡Encubridora!

			—Carrió: ¡Pero no maté a nadie!

			Entonces, se escucharon más aplausos de la oposición por la referencia a que Kunkel fue miembro del bloque de diputados que representaba a la violenta guerilla peronista Montoneros en los años setenta.

			—Carrió: Voy a tratar de ahorrar tiempo, pero me parece muy importante que alguna vez la Justicia también caiga sobre nosotros, sobre un Parlamento que omite, que vota mayoritariamente lo que le ordenan. Yo pertenezco y amo a este Parlamento y hace dieciocho años que ocupo esta banca. Pero nosotros somos culpables y me incluyo. No tengo ya ninguna pertenencia, es cierto. Decir la verdad cuesta muy caro en este país de la mentira… Son cinco mil millones de dólares que no paga este Gobierno, lo paga el pueblo de la Nación... La mayor empresa de América Latina entregada, como Chile no entregó el cobre; ni Brasil, Petrobras.

			Con una enorme mayoría de 208 votos afirmativos, 32 en contra y 5 abstenciones, la Cámara de Diputados convirtió en ley el 4 mayo la expropiación del 51% de las acciones de YPF-Repsol. Votaron a favor diputados del Frente para la Victoria y sus aliados, Felipe Solá, otros peronistas no alineados, la mayor parte del bloque de la UCR y del Frente Amplio Progresista, más 2 de la Coalición Cívica. En contra votaron 32 diputados: 12 del PRO, 17 del PJ disidente, Pablo Fadul (Partido Federal Fueguino), Patricia Bullrich de Unión por la Libertad y el radical correntino Lucio Aspiazu. Se abstuvieron 5 diputados: Carrió y otros 3 de la Coalición Cívica y Graciela Ocaña. Y se ausentaron 11: 4 de la UCR, 3 del FAP, 2 PRO, 2 PJ anti-K. Cristina, envuelta ahora en un discurso nacionalista, había ganado la pulseada política para reestatizar YPF sin una mínima auditoría que investigara qué había pasado con la empresa más grande del país desde 1992 hasta la fecha. Es más, la presidenta apoyó sin ponerse colorada el llamado «Informe Mosconi», que afirma que Repsol tuvo una «estrategia de depredación, desinversión y desabastecimiento del mercado interno», iniciada desde que adquirió YPF en 1999 y profundizada «a partir del año 2003», con un «proceso de sistemática desinversión en Argentina». Hizo suyo el «Informe Mosconi», pese a que criticaba el manejo de YPF que avaló su exesposo.

			Casi dos años después de la aprobación de la ley del Gobierno y tras intercambiar amenazas de sanciones comerciales y judiciales con los españoles, se logró fijar una indemnización —aunque al principio los K decían que no iban a ver ni un peso—, se consiguió una luz verde del Tribunal de Tasación de la Nación y nuevamente se buscó que lo refrendara el Congreso (22). Entonces, Carrió y sus diputados Fernando Sánchez y Pablo Javkin, y la legisladora porteña Paula Oliveto, presentaron una denuncia penal contra los integrantes del Tribunal de Tasación de la Nación «por fraude en perjuicio de la administración pública, abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público» por su participación en el acuerdo entre el Gobierno y Repsol para la expropiación de YPF. Ese tribunal es un organismo técnico dirigido por profesionales propuestos por el Gobierno y por entidades profesionales privadas, que establece valores objetivos de los bienes cuya adquisición, enajenación, locación o valor contable sean requeridos por organismos nacionales, provinciales o municipales.

			La denuncia fue formulada contra «Daniel Eduardo Martín, presidente de la sala ad hoc YPF del Tribunal de Tasaciones de la Nación, y Galdino Alberto Cattaneo, presidente del Tribunal de Tasaciones de la Nación». Para los entonces diputados opositores, la validación por parte del tribunal de la venta «constituye la culminación del proceso de “vaciamiento” de YPF llevado a cabo a través de maniobras tendientes a descapitalizar la compañía por parte de Repsol, con la imprescindible complicidad del Gobierno argentino».

			La denuncia se presentó antes de que se tratara en el Congreso la propuesta de pago del Gobierno como indemnización a Repsol. Mientras tanto, el ministro de Economía, Axel Kicillof, el secretario Legal y Técnico de la Presidencia, Carlos Zannini, y el flamante titular de YPF, Miguel Galuccio, fueron al Senado para instruir a los legisladores sobre cómo argumentar a favor del pago de esa indemnización. 

			En el Senado, Kicillof acusó a Repsol de no invertir en la Argentina, de provocar una fuerte caída de las reservas de gas y petróleo, mientras elevaba sustancialmente los dividendos, que eran girados al exterior, todo financiado con «un endeudamiento exponencial de YPF a partir de 2008». Según Kicillof, Repsol, que había pagado «13.158 millones de dólares para adquirir YPF, hacia 2012 había retirado en dividendos 16.000 millones». Si a eso se agregan las posteriores ventas de paquetes accionarios, en unos años el grupo no solo recuperó el pago inicial, sino que «ganó, además, 9.000 millones de dólares». La entonces diputada del GEN, Margarita Stolbizer, se opuso al pago y dijo: «Debe haber escasos precedentes mundiales en el sector petrolero de una ganancia tan extraordinaria».

			Sin embargo, Kicillof explicó que, por el 51% de las acciones expropiadas, el Estado emitiría bonos por 6.000 millones de dólares y debería pagar otros 5.000 millones en concepto de intereses hasta 2033 para pagarle a Repsol, que amenazaba con juicios en tribunales internacionales y había logrado el apoyo del Gobierno español y de la Unión Europea.

			En cambio, para Carrió no se debía hacer ese pago indemnizatorio porque «no existe el informe que requiere la Ley de Expropiaciones. Solo se realizaron valuaciones parciales de algunos de los activos de la compañía, que por otro lado estarían muy lejos de alcanzar el valor del monto del acuerdo». Agregó que «no consta que el tribunal haya valuado el pasivo de la empresa al momento de la expropiación, menos aún el pasivo ambiental, ni las deudas contingentes. Situación que puede verificarse en la compulsa del expediente N° 3518/06 del juzgado a cargo del Dr. Ariel Lijo».

			Para Carrió y sus diputados, «el Tribunal de Tasaciones de la Nación no ha emitido el informe sobre la valuación de la compañía sino que, simplemente, se ha limitado a decir que el acuerdo le parece justo y razonable. Dicha situación viola de manera manifiesta las leyes 26741 y 21499 que expresamente prevén su intervención en dicho procedimiento. Por ello, esta denuncia —que constituye un eslabón más en la cadena— trata de evidenciar el vaciamiento de YPF y la depredación de nuestros recursos de petróleo y gas por la acción conjunta de empresas privadas y funcionarios del Estado nacional». 

			Pero las denuncias de Carrió no avanzaban en la Justicia de ese momento, presionada por el kirchnerismo a través de la SIDE y otros operadores judiciales, como el entonces miembro de la Auditoría General de la Nación (AGN) Javier Fernández. Carrió había hecho su primera denuncia en 2006, como ya se vio, denuncia que Lijo delegó en el fiscal de turno quien años más tarde pidió el archivo de la causa. En 2012, Carrió amplió otra vez su denuncia contra la reestatización de YPF dispuesta por la expresidenta Cristina Kirchner y, así, Lijo reabrió la causa y creó un equipo interdisciplinario para que realizara una amplia auditoría a fin de verificar la denuncia de la diputada, que hasta el cierre de este libro no había sido terminada y la causa no tenía aún un solo procesado. 

			En la causa de Lijo, el titular de la ONG Contadores Forenses, Alfredo Popritkin, presentó un análisis contable después del ingreso, en 2007, del Grupo Petersen a YPF SA y lanzó una grave hipótesis. «Teniendo en cuenta el desmanejo empresario, es probable deducir la existencia de acuerdos ocultos o titularidades accionarias distintas a las declaradas, que no fueron reveladas, siendo esa la única explicación atendible», concluyó el experito de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se basó en un informe de los economistas León Halac y Christian Petus (23). El trabajo de esta ONG señala que «en los años 2008, 2009 y 2010, la distribución de dividendos estuvo por encima del máximo permitido por la Ley de Sociedades Comerciales, art. 68, que fija como tope lo siguiente: “Los dividendos no pueden ser aprobados ni distribuidos a los socios, sino por ganancias realizadas y líquidas resultantes de un balance”. Es decir, “parte de los dividendos fueron pagados mediante ganancias, y parte con el capital de la compañía, lo que constituiría fraude en la administración de la empresa, en exceso de la ley, pues lleva a su descapitalización y vaciamiento, en perjuicio de los accionistas y pone en riesgo la continuidad de la empresa”. Entre el 2008 y 2010, “se pagó en total, en concepto de dividendos, aproximadamente 19.000 millones de pesos. En dólares, al tipo de cambio de cada momento, la suma abonada por este concepto ascendió a aproximadamente 5.000 millones de dólares. En estos ejercicios, los pagos realizados en exceso por sobre las ganancias, es decir, por sobre el tope legal, ascendieron a 7.000 millones de pesos, aproximadamente 1.700 millones de dólares, lo que constituiría una defraudación”. Con respecto al patrimonio neto, se aprecia una merma del 14% entre los años 2007 y 2009, que no se corresponde con períodos de una ganancia sostenida de alrededor de 4.000 millones de pesos por ejercicio. A partir del ejercicio 2012, y de manera retroactiva hasta el ejercicio 2010, se adecuaron los saldos de patrimonio neto de acuerdo a las normas contables internacionales, que aumentan su valor final». A la denuncia de Carrió, Contadores Forenses le sumó dudas sobre si era legal la repatriación de ganancias y le dio otra perspectiva a la causa. 

			Por esta y otra razones, el juez Lijo ordenó en diciembre de 2016 hacer un exhaustivo peritaje dividido en capítulos que hacen contadores, otros tasadores y otros que hacen ingenieros. Este autor accedió en exclusiva a fuentes judiciales al alcance de esa pericia del expediente que durante 2018 seguramente se convertirá en una megacausa con consecuencias políticas impensables. El primer punto trata de determinar el verdadero nivel de reservas de hidrocarburos que tenía el país antes de la privatización y reestatización de YPF y pregunta por: 

			• La evolución de las reservas (probadas, posibles y probables) y los horizontes de gas y petróleo en la Argentina desde 1992 hasta 2012 y las causas de su disminución. 

			• La incidencia de las exportaciones e importaciones en el nivel de reservas de hidrocarburos declarados por la empresa YPF. 

			• La posibilidad de que haya exportaciones no fiscalizadas, venteo excesivo o manipulación de datos por parte de las empresas productoras. 

			• La totalidad de las conclusiones elaboradas en el decreto 530/2012 y en los antecedentes que llevaron a la sanción de la ley 26741, en especial aquellas que surgen del Informe Mosconi y en el informe energético del partido ARI. 

			Otro punto de la pericia pedida por Lijo se refiere al procedimiento de presentación y control de las declaraciones juradas de las empresas concesionarias sobre la extracción de hidrocarburos y que según Carrió habría incluido datos erróneos para defraudar al Estado. Sobre este punto el magistrado requirió saber sobre: 

			• Las declaraciones juradas presentadas por las empresas concesionarias de hidrocarburos ante la Secretaría de Energía durante los años investigados. 

			• Los procedimientos de control tendientes a validar los datos informados en las declaraciones juradas.

			Más adelante, la pericia pregunta por los expedientes administrativos iniciados entre los años 2001-2012 por la Secretaría de Energía a raíz del incumplimiento de las obligaciones de las empresas concesionarias, como el pago del canon de explotación. Sobre esta cuestión pidió:

			• Analice el sistema de gestión y registro de las concesiones de hidrocarburos durante el período 1992-2012. 

			• Especifique si coincide con las conclusiones de los informes 39/2004 de la Auditoría General de la Nación acerca de las verificaciones del pago del canon. 

			Otro ítem de la pericia tiene que ver con la gestión de hidrocarburos y políticas de reparto de utilidades, exploración, inversión, fluctuaciones en el valor de las acciones, etc., de Repsol YPF. Y sobre este punto el juez Lijo ordenó:

			• Contestar si estas generaron una descapitalización de la compañía y los motivos de ello. 

			• A partir del ingreso a la compañía del Grupo Petersen en 2008 y durante la gestión Eskenazi hubo cambios en las políticas de la empresa (reparto de dividendos, deudas contraídas, políticas de inversión y exploración de hidrocarburos) y si ello generó un perjuicio a la compañía estimable económicamente. 

			• Respondan si coinciden con las conclusiones vertidas en el informe realizado por la ONG Contadores Forenses en cuanto al perjuicio económico causado por las políticas de reparto de dividendos de la compañía (período 2008-2010) y, en su defecto, si pueden estimarlo. 

			• Deberá analizarse la documentación presentada a la Comisión Nacional de Valores (CNV) al momento del ingreso del Grupo Petersen a Repsol YPF, y deberá analizar si la manera en que se realizó el ingreso obedece a razones económicas, y si resulta violatorio del estatuto de YPF. 

			• En igual sentido, deberá expedirse específicamente acerca de las consecuencias en el posterior funcionamiento de la empresa, de las condiciones de pago acordadas entre el Grupo Petersen y Repsol YPF, y la relación entre el reparto de utilidades y el pago de las acciones adquiridas por Petersen. 

			• Si al analizar la estructura societaria del Grupo Petersen al momento del ingreso, se evidencia que sus actividades principales estaban relacionados a la explotación, comercialización, etc., de hidrocarburos, o por el contrario fueron creadas al solo efecto de ingresar a YPF. 

			• Deberá establecer si existe una relación entre el valor de las acciones de la empresa y la cantidad de reservas de hidrocarburos declarados, y en particular si estos datos fueron manipulados y/o falseados con el objeto de modificar el valor de las acciones durante el período 2001-2012. 

			Otro de los puntos de la pericia de Lijo para este tema tan sensible para la política y la economía se refiere al análisis de la participación de los representantes del Estado en el directorio de YPF. Y sobre este tema que tiene que ver con el rol de Baratta —la mano derecha de De Vido—, el juez solicitó:

			• Analice el rol de los representantes del Estado (tenedor de las acciones «Clase A») en el Directorio de la empresa en los períodos 2001-2012 en lo relativo a los efectos societarios de la tenencia de la «acción de oro», en particular la posibilidad de injerencia en las decisiones de inversión, exploración, explotación, importación y exportación de hidrocarburos y reparto de utilidades. 

			En cuanto al llamado proceso de tasación de la compañía a efectos de la sanción de la ley que ratifica el convenio de solución amigable y avenimiento de expropiación celebrado entre la República Argentina, representada por el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, y Repsol SA, Repsol Capital y Repsol Butano SA, suscripto el 27 de febrero de 2014, el juez Lijo dispuso una serie de medidas para la comisión interdisciplinaria:

			• Realice un análisis comparativo entre las valuaciones parciales realizadas por el Tribunal de Tasaciones de la Nación al 12 de diciembre de 2013 y la valuación final que fuera realizada el 17 de febrero de 2014 e informe si las mencionadas valuaciones fueron acordes a la normativa vigente. 

			• Los criterios de valuación utilizados por el Tribunal de Tasación y si fueron incluidos los intereses ya capitalizados del bono Discount 2033 y los pasivos ambientales y contingentes. 

			• Si al momento de establecer el monto indemnizatorio fueron tenidas en cuenta las demandas iniciadas contra la compañía.

			• La influencia en el valor de la indemnización del precio de las acciones de YPF, y si en el monto indemnizatorio se deberían haber tenido en cuenta el valor de las acciones a la fecha de la expropiación, o a la fecha de la valuación. 

			• Utilizando los criterios contables vigentes y toda otra norma de pertinencia, deberá hacer una valuación de la empresa YPF, al momento del ingreso del Grupo Petersen en 2008, al momento de la expropiación y al momento de la celebración del convenio.

			Lijo preguntó todo lo necesario para determinar si hubo delitos en el ingreso de la familia Eskenazi a YPF de la mano de Kirchner y la salida de la mano de Cristina. Así se cubrió las espaldas, pero retrasó la investigación cuyo resultado, en un sentido u otro, será políticamente explosivo. Es decir, pasaron casi doce años sin avances significativos y ahora deberá mostrar si la espera valió la pena para llegar a la verdad y hacer justicia. En Comodoro Py este autor descubrió que Lijo no esperará el resultado del peritaje completo, sino que irá, si se comprueba la denuncia de Carrió, llamando a declarar a imputados por etapas. Es decir, si por ejemplo los tasadores dicen que se pagó una indemnización mayor a la que correspondería empezará con este delito, y así sucesivamente. El juez, golpeado a mediados de 2018 por el crecimiento del patrimonio de su hermano Fredy, que se ventila en el Consejo de la Magistratura, se enfrenta en esas condiciones al «mecanismo» empujado por abogados que llegan a Comodoro Py en Mercedes Benz, periodistas, exespías y una misteriosa muerte.

		


		
			Capítulo III

Se cierra la puerta que Ducler  prometió abrir sobre YPF y los fondos  de Santa Cruz

			Ducler denuncia que Kirchner usó los fondos de Santa Cruz  para la política y sus negocios 

			La acusación de Carrió sobre las maniobras K con YPF se encontraba en un letargo judicial hasta el 1 de junio de 2017, cuando el financista Aldo Ducler (75 años), de ambo y camisa sin corbata, caminando normalmente por la calle San Martín casi esquina Corrientes, de pronto se desplomó. Una mujer alcanzó a tomarlo del brazo y llamar a la policía. Pararon a una ambulancia del SAME y lo llevaron al hospital Argerich, donde murió un rato más tarde (24). Tan confiado estaba de su salud, que Aldo había mandado unas horas antes a su esposa a Mar del Plata para luego sumarse y pasar el fin de semana juntos.

			Como había muerto 48 horas después de presentar una denuncia reservada ante la Unidad de Información Financiera (UIF), el organismo antilavado (25), su deceso fue noticia de tapa de los diarios, abrió una serie de dudas y reavivó la polémica sobre las maniobras de Néstor y Cristina con la principal empresa del país.

			La primera autopsia determinó que murió de un paro cardíaco, pero su hijo mayor Juan Manuel, asustado y conmovido, salió a decir que fue «asesinado», y como denunció amenazas de muerte, la ministra de Seguridad, Patricia Bullrich, le colocó una custodia de la Policía Federal. En su cuenta de Twitter, Juan Manuel se presenta como «hijo de Aldo Ducler y padre de Olivia. Licenciado en Economía Empresarial de la Universidad Torcuato Di Tella». Después de la muerte de su padre, se separó y comenzó una «cruzada» para intentar demostrar que Aldo había sido asesinado por los secretos que conocía de los Kirchner.

			Juan Manuel, el mayor de tres hermanos, estaba perplejo y austado en esos días. Le mandaban por Internet mensajes que decían: «Comprate bolsas de plástico» para los cadáveres. Estaba, sobre todo, preocupado por la seguridad de su hija de 7 años. Juan Manuel es también experto en finanzas y trabajó cuatro meses en el Morgan Stanley en 1997. Es un católico devoto del papa Francisco.

			Deprimido, pidió a la Justicia una serie de pruebas sobre la muerte de su padre para reconstruir qué pasó ese mediodía trágico. Según cámaras de seguridad del microcentro, Ducler, luego de cambiar unos cheques en la financiera Arpenta, de sus exsocios en la financiera Mercado Abierto (MA), se desvaneció en Corrientes al 400 sin que nadie le sustrajera una valija con otros cheques, dos mil pesos en efectivo, el reloj y la alianza matrimonial, entre otros objetos de valor. Al principio, se creyó que había sido un intento de robo pero, luego se descartó. Llegó a ser trasladado por una ambulancia del SAME al Hospital Argerich, donde finalmente falleció. Su muerte fue investigada, en principio, por la fiscal de La Boca, Susana Calleja. Horas después de la pérdida, Juan Manuel tomó el lugar de su padre y empezó a denunciar al Grupo Eskenazi por el manejo de los 600 millones de dólares de los fondos de Santa Cruz y la polémica compra de acciones de YPF y su abrupa salida. Dijo que en la documentación que dejó «guardada en una escribanía» antes de morir para respaldar su denuncia ante la UIF, su padre apuntó contra el exdirector del Banco Central Eduardo Cafaro por el rol de «apoderado» que tenía para administrar los fondos de Santa Cruz. En esos papeles, que la familia del expresidente del MA Bank prometió que entregará a la Justicia —al cierre de este libro no lo había hecho—, se afirma que Cafaro quedó como el «apoderado» de la provincia de Santa Cruz en la financiera norteamericana Dean Witter —el banco custodio de los fondos de Santa Cruz— y que el MA Bank había sido «solo el agente de referencia» que recomendó a ese cliente al banco norteamericano al principio de la operación.

			Explicó que Ducler, que manejaba el negocio de la venta de títulos públicos de muchas provincias hasta 1999, tomó contacto con Cafaro por la colocación de los fondos de Santa Cruz, lo conectó con Dean Witter y por eso cobró una comisión. Luego Cafaro fue «el apoderado», es decir, la persona autorizada para hacer todo tipo de movimientos con la cuenta bancaria de Santa Cruz, contó Juan Manuel a este autor. Como prueba entregó una carta en que Mercado Abierto, representada por Miguel Iribarne —uno de los socios de su padre—, firmó un acuerdo el 22 de agosto de 2001 con el representante jurídico de la provincia de Santa Cruz, Carlos Sánchez Herrera. El convenio estableció que MA canceló todas sus deudas con la provincia y depositó el dinero en la cuenta del Morgan Stanley-Dean Witter.

			Los días después de la muerte de Ducler, Juan Manuel estaba aterrado y sin poder dormir, repetía que a «papá lo mataron» y se prometía lavar el buen nombre y honor de su padre, mientras encendía una pipa una y otra vez en las reuniones que mantenía. No dejaba de repetir el nombre de los Eskenazi y de Cafaro.

			¿Quién es Cafaro, el nombrado por Ducler? Entre 1980 y 1995, Cafaro —que es licenciado en Economía— trabajó en la Junta Nacional de Granos. Después fue asesor del Banco de Santa Cruz y apoderado de los fondos de esa provincia en Dean Witter y luego fue nombrado director del Banco Central por Néstor Kirchner entre 2003 y 2007. Actualmente, Cafaro está retirado de la actividad pública pero aparece vinculado a las empresas Agroazul SA y Andetierras SRL. Carrió lo denunció ante el juez federal Daniel Rafecas, quien delegó la investigación en la fiscal Paloma Ochoa, sin que la causa haya avanzado hasta ahora. La diputada de Cambiemos afirmó que es dueño de «dos campos en Tandil», en una denuncia por supuesto enriquecimiento ilícito.

			Mientras Néstor Kirchner aún era gobernador de Santa Cruz, Dean Witter fue comprada por el banco Morgan Stanley y el default de la deuda externa decretado en 2001 por el presidente provisonal Adolfo Rodríguez Saá comenzó a preocupar al santacruceño. En 2003, los fondos de Santa Cruz pasaron al banco Credit Suisse, que luego pasó a jugar un papel importante en la compra de acciones del grupo Eskenazi de YPF. 

			Según Ducler, en los documentos guardados en una escribanía tendría «documentación respaldatoria de cómo el banco Credit Suisse otorgó préstamos por más de 670 millones de dólares a sociedades del Grupo Petersen que no calificaban» para semejante préstamo y así poder comprar el 15% de las acciones de YPF-Repsol, a fines de 2007, y años más tarde el otro 10%. Ante la UIF, Ducler padre dejó un escrito de dos carillas en el que afirma que parte de los 600 millones de dólares de los fondos que recibió Santa Cruz en los noventa como compensación por regalías petroleras mal liquidadas de YPF fueron «desviados» a sanear el banco de esa provincia, financiar la campaña presidencial de Néstor Kirchner y la compra por parte del Grupo Petersen del 25% de la petrolera. El veterano financista quería «limpiar» su nombre luego de haber quedado en 1999 prácticamente fuera del mercado financiero por la operación «Casablanca» del Gobierno de Estados Unidos para atrapar al narcotraficante mexicano, Armando Carrillo Fuentes, «El Señor de los Cielos». Ducler fue años más tarde sobreseído en Estados Unidos y aquí por el entonces juez federal Octavio Aráoz de la Madrid cuando Estados Unidos admitió que los 1.700.000 dólares eran, en realidad, de su propiedad y parte de «una entrega vigilada» organizada por la Aduana del país del norte. Pasó años cargando con la sospecha de que había ayudado a mover plata negra del narcotráfico. En agosto de 2016, cuando el Congreso aprobó la Ley del Arrepentido, Ducler hizo una denuncia ante el juez federal Marcelo Martínez de Giorgi, mientras esperaba el resultado de un juicio millonario que le inició aquí al Citibank y al Gobierno de México —que sostenía sabían de la operación encubierta— por la acusación que recayó en su contra de supuestos vínculos con «El Señor de los Cielos», que terminó siendo descartada. 

			«Papá participó del origen de la colocación de los fondos de Santa Cruz en Estados Unidos, pero después quedó afuera del negocio. Solo hay que mirar y comparar la carrera de cada uno: Cafaro fue nombrado director del Banco Central y él no recibió ningún cargo», afirmó Juan Manuel Ducler a este autor preocupado, emocionado y sin dejar de fumar una pipa. Su mayor temor era la seguridad de su hija, luego de haberse separado de su esposa.

			Ducler padre dejó la denuncia en la UIF con sus siglas A.D. y en un sobre aparte puso una tarjeta de su hijo Juan Manuel con un número de celular. Proponía dar información clave a cambio de jugar el rol de «informante-colaborador» de la Ley del Arrepentido que había aprobado en agosto de 2016 el Congreso y no se podía aplicar porque el Gobierno aún no la había reglamentado. Decía tener hasta los números de cuentas bancarias en Estados Unidos, Luxemburgo y Suiza por donde pasó la plata de Santa Cruz. En una nota que dejó en la UIF, también pedía una recompensa si la información ayudaba al Estado a ganar el juicio que el fondo buitre Burford Capital inició ante la Justicia de Nueva York por 4 mil millones de dólares. Su abogado de entonces, Roberto Durrieu, también habría tenido contactos con el macrismo por esta propuesta. Burford había comprado las acciones que tenía Eskenazi y reclama esa indemnización millonaria al Estado argentino por la caída del valor de las acciones que tenía en YPF tras la polémica reestatización que ordenó Cristina en 2012. 

			En su presentación ante la UIF, el financista no solo describió la operatoria de una supuesta maniobra y los números de cuentas en Estados Unidos, Luxemburgo y Suiza, donde estaban depositados los fondos de Santa Cruz, sino que también prometió aportar los nombres de los banqueros y representantes de Petersen Energía en España y Australia y de los «operadores políticos para que el Grupo Petersen compre el 25% de YPF a Repsol» (26). También, ofreció «documentación respaldatoria sobre la ingeniería jurídica que se usó para que el Grupo Petersen compre el 25% de YPF a Repsol» y sobre «cómo Néstor Kirchner y Cristina Fernández de Kirchner ejercieron presión a Repsol para obtener el 25% de las acciones de YPF». En su presentación, Ducler aseguró que entregaría también documentos sobre «cómo el banco Credit Suisse otorgó préstamos por más de 670 millones de dólares a sociedades del Grupo Petersen que no calificaban para obtener dichos préstamos», y lo mismo hizo Repsol por mil millones de dólares. De ser cierta esta versión, sería una bomba política, porque demostraría que Néstor usó los fondos de Santa Cruz destinados por una ley provincial a impulsar el desarrollo de la provincia como respaldo para esta compra de acciones y que habría mezclado asuntos de interés público con negocios personales. La denuncia de Ducler está en sintonía con las afirmaciones de Carrió según las cual es «Eskenazi compró las acciones de YPF por orden de Néstor».

			Un vocero del Gobierno confirmó a este autor que «en la mesa de entradas de la UIF el día 30 de mayo a las 11:45 horas, se recibió una nota anónima con la firma AD». En ese momento Mariano Federici y María Eugenia Talerico, director y subdirectora, respectivamente, de la UIF, no se encontraban en la sede del organismo ubicada sobre Avenida de Mayo 757 y no supieron, hasta después de la muerte de Ducler, de quién era la denuncia. Tampoco que la sigla AD acompañada de una firma era la del extitular de Mercado Abierto SA, era de Aldo Ducler, si no hubieran actuado con rapidez. 

			«La nota ofrecía aportar cierta información sobre la corrupción kirchnerista a cambio de ingresar en el sistema previsto por la ley 27319 bajo la figura del informante colaborador. La UIF carece de competencia y no se encuentra habilitada ni para procesar denuncias anónimas, ni para negociar acuerdos con informantes, ni para ofrecer personal de custodia o protección para los denunciantes», explicó el vocero. El ofrecimiento deberían haberlo hecho ante un juez federal, explicó.

			Ducler pedía investigar a «una asociación ilícita liderada por Néstor y Cristina Kirchner, conjuntamente con (el exjefe de gabinete) Alberto Fernández, (el exembajador en España) Carlos Bettini, Carlos Zannini, Julio De Vido, Axel Kicillof, (el multimillonario mexicano) Carlos Slim, la familia Eskenazi, autoridades de Repsol y del banco Credit Suisse, entre otros». El objetivo de la supuesta banda, según el financista muerto, fue «malversar» los 630 millones de dólares que la provincia de Santa Cruz recibió como regalías de petróleo mal liquidadas por decisión del expresidente Carlos Menen. Con esa supuesta malversación, Kirchner logró «acceder a la presidencia de la Nación en 2003 y comprar YPF». Alberto Fernández, jefe de gabinete de los Kirchner entre 2003 y 2008 y entonces jefe de campaña del candidato a presidente del PJ y exministro del Interior Florencio Randazzo, fue el único que le contestó al muerto. Dijo que «la denuncia del financista Ducler es un disparate propio de un personaje de su calaña, cuya historia y moralidad está puesta en duda». «Es un enorme disparate. Yo no lo conozco, no sé quién es, declaró Fernández, en alusión al escándalo de «El Señor de los Cielos». Además, se defendió de las acusaciones que lo alcanzan agregando que «me irrita particularmente tener que explicar las infamias de Ducler, un sinvergüenza que pone en duda mi moralidad».

			En su denuncia, Ducler dio más datos. Afirmó que «en 2008 Petersen Energía compró el 15% de YPF con un préstamo llamado “back to back” con los fondos de Santa Cruz depositados en Suiza. En 2011 completó la compra de otro 10% y así Petersen Energía se quedó con el 25% por 3.539 millones de dólares». Recordó que entre 2010 y 2011, la española Repsol vendió el 17% de YPF al fondo de inversión de Estados Unidos. Eton Park Capital Management, el cual tras la expropiación del 51% que dispuso Cristina Kirchner inició otra demanda contra la Argentina en los tribunales de Nueva York por 2.650 millones de dólares. Para Ducler, con la información que iba a aportar se podía hacer «responsable a Repsol por esta demanda y otros potenciales» culpables de la maniobra. Otro objetivo que podía surgir de su eventual colaboración con la UIF y la Justicia argentina era aportar datos para que YPF iniciara una demanda contra Repsol por «vaciamiento y asociación ilícita para el ingreso del Grupo Petersen y en la expropiación del 51% pactada con el Gobierno anterior (de Cristina) en la cual Repsol cobró 6.174 millones de dólares». «Repsol compró YPF en 1999 por aproximadamente 15 billones de dólares (aproximadamente 13 billones de dólares netos) y entre dividendos, venta de acciones y expropiación —tras su salida— cobró 27 billones de dólares. Un beneficio económico mayor a 12 billones de dólares en 15 años», agregó Ducler en su denuncia. Un billón son mil millones. De ser cierta esta cifra, se trataría de una ganancia sideral y mayor a las del promedio del mercado petrolero. 

			Para entregar los datos y colaborar con la UIF, Ducler quería «un 10% de adelanto» y un 10% de todo el dinero recuperado. La nueva Ley del Arrepentido permite el pago de recompensas, pero en manos de un juez, no de un organismo del Gobierno. Es decir que quería, por lo menos, el 10% de los 4 mil millones de dólares que reclama Burford y el 10 de los 2.650 millones que pide Eton si el Estado argentino ganaba esos juicios. Una fortuna. 

			En una nota de prensa, el Grupo Petersen negó «en forma categórica la veracidad» de las denuncias de Ducler y afirmó que son absolutamente disparatadas, falaces y carentes de todo fundamento». «El Grupo Petersen ingresó como accionista de YPF SA a finales de 2007 con una operación que respondió a parámetros de mercado y para cuya ejecución contó con el apoyo financiero de bancos internacionales de primer nivel. Dicha operación fue acordada con Repsol SA, accionista mayoritario de YPF SA, e incluyó la adquisición por parte del Grupo Petersen del 25% del capital social de YPF SA en dos tramos, uno inicial del 14,9% y una ampliación posterior con la compra de un 10,1% adicional. Toda la operación cumplió con todos los requisitos de transparencia y regulación exigidos por los organismos de control de la Argentina (CNV), España (CNMV) y los Estados Unidos (SEC), y se trata de información pública que sigue estando disponible para su consulta», agregó el grupo empresario en un comunicado oficial.

			Herencia de YPF-Repsol: el Gobierno de Macri cambia  de estrategia ante un fondo buitre 

			Después de la denuncia de Aldo Ducler sobre irregularidades en el manejo de los fondos de Santa Cruz y de su muerte extraña, el Gobierno sintió la onda expansiva política y afinó su estrategia para el juicio del fondo buitre Burford Capital LLC en Estados Unidos que reclama unos 4 mil millones de dólares por las acciones de los Eskenazi, tras la reestatización de YPF que dispuso Cristina Kirchner (27).

			El entonces nuevo procurador general del Tesoro de la Nación, Bernardo Saravia Frías, y abogados del Ministerio de Finanzas presentaron la apelación a la decisión de una jueza de primera instancia de Nueva York, Loretta Prezka, de que el millonario juicio continuara en jurisdicción de la Justicia de Estados Unidos. En abril de 2017, Saravia Frías había reemplazado a Carlos Balbín, quien había renunciado por diferencias sobre el tratamiento del caso del Correo y la familia Macri y regresado a su puesto de miembro de la Cámara Penal porteña. Balbín tiene buena relación con Carrió y con el presidente de Boca y operador judicial macrista Daniel «el Tano» Angelici. Saravia Frías llegó al cargo de jefe de los abogados del Estado, también, con el apoyo del exsenador radical Ernesto Sanz. En esos días, Carrió estaba preocupada porque Fabián «Pepín» Rodríguez Simón, director macrista en YPF, se había metido también en la trama de este juicio en Nueva York.

			Los argumentos de la jueza Prezka eran que había una «animadversión» de parte de la exprocuradora del Tesoro K, Angelina Abbona, contra los abogados del fondo buitre, lo que no garantizaba un clima de imparcialidad si el juicio se trasladaba a la Argentina. Entonces, la presentación argentina hizo eje en el cambio de autoridades en la Argentina y del «buen clima de respeto e independencia» en la relación entre el Gobierno y la Justicia.

			Además, a diferencia del juicio con los fondos buitre de Paul Singer, la Argentina no había aceptado por escrito ceder la soberanía de su Justicia frente a los tribunales de Estados Unidos. Por esa razón, se mantiene el principio de la «inmunidad soberana». Otra modificación macrista fue cambiar un estudio jurídico de Miami para defender a la Argentina por el estudio Skadden de Nueva York.

			La Cámara de Apelaciones de Nueva York escuchó a fines de 2017 a los representantes del Gobierno argentino y del fondo buitre sobre estas cuestiones previas al juicio de fondo por el reclamo más grande que tiene la Argentina en el exterior. El reclamo buitre se basa en sostener que la reestatización de 2012 «violó el estatuto de YPF», que dice que si hay una compra de la mayoría de las acciones se debe hacer una oferta a los accionistas minoritarios. Burford compró los derechos de ese reclamo al síndico judicial de la liquidación de la empresa Petersen Energía de España en 15 millones de euros, que es una empresa distinta a la casa central argentina. Voceros del Grupo Petersen negaron que exista un acuerdo con el fondo Burford «para quedarse con el 30%» de un eventual resarcimiento del Estado argentino. «Esos derechos del 30% del juicio se los quedó el síndico español. Esta es información pública», agregaron. «Por una cuestión de principios, el Grupo Petersen jamás litigará contra el Estado argentino en el exterior y así se lo hicimos saber al Gobierno», afirmaron altas fuentes de la empresa. Estas fuentes allegadas a Eskenazi se preguntaron por qué el expresidente de YPF Miguel Galuccio «no compró ese derecho al reclamo al síndico español por 15 millones de euros y así mataba el juicio antes de que arranque», adelantando un debate por otra hipotética derrota judicial para la Argentina en tribunales de Estados Unidos. Por otra parte, el fondo Eaton Park también inició otro juicio millonario contra YPF en Nueva York, pero esa es otra historia. Al cierre de este libro, la justicia de Estados Unidos. aún no se había expedido sobre los reclamos multimillonarios de los fondos buitre. La denuncia de Ducler tiene varias concidencias con la presentación que hicieron las diputadas de Cambiemos Lilita Carrió y Paula Oliveto ante el juez federal Ariel Lijo, quien investiga denuncias por el vaciamiento de YPF, anteriores a la presentación de Ducler. Como en otras causas de corrupción, la Justicia tiene la última palabra para determinar si estas maniobras constituyeron este delito. Pero la de Carrió y Ducler no son las únicas denuncias que giran alrededor de los fondos de Santa Cruz.

			Los kirchneristas apostaron al dólar futuro y perdieron

			Antes de seguir con el caso Ducler, veamos otras ramificaciones del escándalo. La provincia de Santa Cruz, administrada entonces por el gobernador kirchnerista Daniel Peralta y bajo la influencia de Néstor y Cristina Kirchner, repatrió 177 millones de dólares de los fondos de Santa Cruz entre 2009 y 2011, los invirtió en la compra de contratos de dólar futuro en la city porteña y dijo que terminó perdiendo 47 millones de pesos. Así surge de una investigación preliminar del fiscal federal Carlos Stornelli, quien, por primera vez, logró reunir documentación oficial sobre el destino de parte de los 630 millones de dólares que había cobrado Kirchner por la mala liquidación de regalías petroleras que le había pagado el Gobierno de Carlos Menem en 1992 (28). Con esos datos, Stornelli hizo en 2017 una denuncia penal que recayó en el juez federal Sebastián Casanello y su colega Federico Delgado. Para Stornelli resultó sospechoso que la provincia perdiera 47 millones de pesos en un contexto en que los Kirchner manejaban el Banco de la Nación y el Banco Central (BCRA), que controlaban el mercado de dólar futuro. Por estas y otras razones, Stornelli pidió investigar a los agentes de bancos, financieras o de bolsa que cobraron comisiones millonarias y a los responsables del Nación y de la provincia de Santa Cruz que permitieron esas operaciones irregulares cuando Néstor aún vivía.

			En su denuncia, se enumeran todos los decretos que firmó Peralta «sin control parlamentario ni administrativo» para repatriar el remanente de esos fondos cuyo destino, hasta ahora, nunca fue rendido en su totalidad ante la Justicia Federal de la Capital. Se trata, por ejemplo, de los decretos de Peralta números 1720, 1981, 2578, 2903 y 3118 de 2009, que permitieron desafectar esos fondos e instruían al Ministerio de Economía provincial a firmar contratos de dólar futuro. Luego esa cartera ordenaba al Banco de la Nación a especular en ese mercado financiero que regulaba el BCRA. Stornelli inició una investigación sobre la base de declaraciones de la diputada de la CC-ARI, Mariana Zuvic en el programa de TV Animales sueltos, que conduce Alejandro Fantino, donde denunció la «desaparición del remanente de esos fondos». Zuvic apuntó al exministro de Economía santacruceño Juan Manuel Campillo como el «cerebro» de esas operaciones sospechosas. De Santa Cruz, Campillo pasó a la polémica Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario (OMCCA) y luego a una consultora privada que asesora, paradójicamente, sobre denuncias por lavado de dinero. En las rendiciones de activos financieros, el Tribunal de Cuentas de Santa Cruz aclaró que «no ha ejercido control sobre la gestión financiera patrimonial y registro de las operaciones de fondos que se tratan entre 1992 y 2002», por el manejo personal que hizo Kirchner de esos fondos, tanto como gobernador como luego como presidente.

			Hasta ahora no se sabe qué pasó con la totalidad de ese dinero público. Pero Stornelli confirmó con documentación del BCRA, del Tribunal de Cuentas de Santa Cruz y de la Procuración General del Tesoro que el gobernador Peralta, luego de anuncios hechos a través de los medios de comunicación por Néstor y Cristina, repatrió 177 millones de dólares entre 2009 y 2011, los pesificó y compró contratos de dólar futuro en el Mercado Abierto Electrónico (MAE). Al final, sorpresivamente, estas operaciones le dejaron a la provincia «un pasivo de 47.803.749 pesos», dice el exhaustivo informe de Stornelli. Fuentes financieras explicaron que MAE no fue la «contraparte» de la provincia de Santa Cruz, sino que fue algún banco u operador de bolsa cuyo nombre hasta ahora se desconoce.

			En su presentación, Stornelli subrayó que estos fondos de Santa Cruz tuvieron«una aplicación diferente» de lo establecido por la Legislatura de Santa Cruz y el acuerdo firmado con Cavallo sobre estos fondos que provenían, en primera instancia, de las arcas públicas nacionales. «Se trató, pues, de una clara desviación de partidas presupuestarias que fueron destinadas a una presentación distinta de la asignada y que, como correlato, arrojó resultados negativos para las arcas de la provincia», precisó el fiscal.

			Stornelli dejó para su colega Federico Delgado la investigación de «las comisiones cobradas por quienes llevaron a cabo estas inversiones. Hablo pues de los operadores del Banco de la Nación Argentina que efectuaron estas transacciones». También queda indagar «un sinfín de irregularidades planteadas por el Tribunal de Cuentas de Santa Cruz, entre ellas plazos fijos, compra de bonos, acciones y transferencias en cuentas que exceden el propósito de esta instrucción», agregó. En definitiva, no se sabe aún qué pasó con el derrotero de los fondos de Santa Cruz en el exterior y los pocos que se repatriaron se inviertieron en una timba financiera donde operadores kirchneristas ganaron comisiones, pero Santa Cruz perdió, otra vez, plata.

			Zuvic, aliada de Carrió y esposa del dirige radical de Santa Cruz Eduardo Costa, fue más explícita que el fiscal. Dijo que «los K sabían que estaban perdiendo plata con los contratos a futuro y no sacaron los fondos sino que sospechosamente persistieron con ellos durante años. Manejaron información privilegiada del Banco Central y crearon este circuito para sacar ganancias personales». Para Zuvic estas operaciones «fueron el ensayo» de medidas parecidas que Cristina Kirchner ordenó al Banco Central tomar en 2015 y que significaron una pérdida de 77 mil millones de pesos para el Estado y por lo cual fue procesada por el juez federal Claudio Bonadio.

			En total, los fondos de Santa Cruz llegaron a superar «los 1.000 millones de dólares», según Juan Manuel Ducler. Pero en enero de 2017, el Tribunal de Cuentas de la provincia que gobierna Alicia Kirchner recibió la resolución 567, donde se consigna que la cuenta del Banco Nación en que fueron depositados cuando regresaron al país tiene un saldo de solo 10.075,23 dólares, informó el sitio web Opi Santa Cruz, que dirige el periodista Rubén Lasagno. El auditor del Tribunal de Cuentas santacruceño realizó un informe respecto a toda la documentación rendida sobre el manejo del dinero, y señaló: «Corresponde CERTIFICAR al 31/12/2016 el saldo de los Activos Financieros por la suma de DÓLARES ESTADOUNIDENSES DIEZ MIL SETENTA Y CINCO CON VEINTITRÉS CENTAVOS (U$$ 10.075,23)». Así terminó una saga más del «mecanismo», que incluyó plata negra, maniobras, muertos y traiciones y que había comenzado en 1992 con la privatización de YPF de parte de Menem. Pero el escándalo aún tuvo otras ramificaciones inesperadas.

			Los Eskenazi denuncian al hijo de Ducler  con dólares marcados

			El 28 de diciembre de 2017, el día de los inocentes, Juan Manuel Ducler, hijo del financista Aldo Ducler, luego de decir «felices fiestas» a sus interlocutores, fue detenido y demorado acusado de extorsionar al empresario Sebastián Eskenazi. La detención de Ducler fue ordenada por el juez de instrucción porteño Rodolfo Cresseri y se produjo en las oficinas del Grupo Petersen, en la calle Cerrito 740, en pleno centro de la Capital. Eskenazi denunció que Ducler hijo le había pedido «20 millones de dólares» para no seguir mencionando en los medios de comunicación su apellido vinculado a ilícitos con el ingreso de su familia a YPF-Repsol y los fondos de Santa Cruz.

			Eskenazi había hecho una denuncia unos días antes de la detención y la Justicia ordenó filmar las conversaciones de Ducler con los ejecutivos del Grupo Petersen y proceder a una «entrega controlada de dinero». En un video de la reunión, se ve a un hombre con campera de la Policía Federal llevando a Ducler del brazo hacia el ascensor de las oficinas, donde el hijo del financista había sido grabado mientras pagaban 300.000 dólares en billetes «marcados» como adelanto. La filmación muestra cuando Ducler y sus entonces abogados Alejandro Sánchez Kalbermatten y Pablo Brugo salen de una reunión con el gerente de asuntos legales del Grupo Petersen, Mauro Dacono. 

			Los que antes eran enemigos públicos declarados, Ducler y Eskenazi, terminaron encontrándose por un contacto del empresario con su excuñado, Pablo Brugo, con la excusa de una compra de durmientes y del alquiler de una finca en la localidad bonaerense de Exaltación de la Cruz, paradójicamente la misma ciudad que Carrió eligió para construirse una casa que empezó hace siete años y por falta de dinero aún no terminó. De ese encuentro, Brugo acordó reunirse con el gerente de legales del Grupo Petersen. Brugo es el excuñado de Sebastián Eskenazi, quien estuvo casado con su hermana, Marcela Brugo, y es tío de sus tres hijos.

			En un primer contacto, Dacono le dijo a Brugo que había participado de la compra de las acciones de la más grande petrolera argentina y que «las tratativas por la compra de YPF tuvieron lugar por más de doce meses en Madrid, Nueva York y Buenos Aires, y que habían intervenido y brindado las correspondientes autorizaciones los gobiernos de Estados Unidos, España y Argentina». Además, intervinieron «desde su inicio cinco bancos privados importantísimos del mundo, que descargaron luego parte del crédito en otros veinte bancos más de primera línea que estaban interesados en la operatoria». También les aclaró que «es falso que la empresa hubiera sido adquirida a través de un “back to back”, que consiste en una suerte de préstamo en el cual se deja una garantía que no cumple con los requisitos legales para este tipo de operaciones». Aseguró que «desde comienzos de 2008 los fondos provenientes de la provincia de Santa Cruz eran administrados por un fideicomiso del Banco Nación y no por la familia Eskenazi». Luego les manifestó a Brugo y a Sánchez Kalbermatten que si la información que manejaba Ducler «versaba únicamente sobre los trascendidos periodísticos de público conocimiento, no estaba interesado en proseguir con las tratativas, puesto que la operación por la adquisición de YPF era completamente legal». Hubo varios meses de tratativas entre estos tres abogados. Sánchez Kalbermatten le mandaba mensajes de Whatsapp que decían, por ejemplo, «si llegado el caso en que ustedes necesitaran acceder directamente a la documentación (de Ducler), ahí sí, a acceder a una especie de reserva (...) un monto de reserva (...) porque nosotros estaríamos dando algo», y en otros habla de que le den una «luz».

			A la reunión del 28 de diciembre, Ducler llegó a las oficinas del Grupo Petersen acompañado por su custodia de la Policía Federal, dejó su documento en el despacho de ingreso al edificio y comenzó la reunión con el gerente de legales y sus abogados. Finalmente, trajeron los 300 mil dólares termosellados. El joven financista miró al gerente y le dijo: «Feliz año, feliz año», mientras Brugo ponía la plata en un un bolso deportivo que tenía junto a dos porta raquetas de tenis. Brugo salió con el bolso lleno de dólares bajo el brazo y de pronto, tanto él como sus acompañantes, fueron detenidos por efectivos de la Federal. Los palparon de armas, les retiraron los celulares, les leyeron sus derechos y luego encontraron los fajos con los dólares «marcados» dentro del bolso. Junto a Ducler, Sánchez Kalbermatten y Brugo fueron trasladados a la Superintendencia de la Policía Federal en Madariaga y avenida General Paz. Al día siguiente, fueron liberados. 

			Esta misma semana de la escandalosa detención, la investigación por el fallecimiento de Ducler fue «archivada» por «inexistencia de delito», después de que diera «negativo» el examen toxicológico que buscaba sustancias que pudieran haberle causado artificialmente un infarto al extitular de Mercado Abierto. El juez de instrucción Osvaldo Rappa dispuso el archivo a pedido del fiscal Adrián Pérez, tras un exhaustivo examen que determinó que la muerte se produjo de manera natural, por antiguas patologías cardíacas de Ducler. Poco después de la autopsia, los médicos forenses reportaron que Ducler falleció como consecuencia de una «isquemia», en un cuadro de varios infartos cardíacos anteriores y un corazón que pesaba casi el doble de lo normal. 

			Sin embargo, el juez Rappa ordenó medidas complementarias —entre ellas, las rutinarias de análisis de vísceras— para determinar si alguna sustancia química incorporada a la víctima en vida pudo haber precipitado su muerte. Juan Manuel Ducler sostenía que a su padre le podrían haber inyectado aire u otra sustancia para provocar un paro cardíaco. Siempre le llamó la atención que la ambulancia de Emergencias Médicas hubiera tardado casi un hora en llegar desde el microcentro hasta el Hospital Argerich y que en la epicrisis figuran tres horas distintas de la muerte de su padre. En la causa hay una primera copia de la llamada epicrisis —la hoja de ruta del paciente—, que cuenta que una médica de la ambulancia de Emergencias Médicas que lo atendió el 1 de junio, a las 14.50, en la vía pública le hizo maniobras de reanimación cardiopulmonar (RCP) a Ducler y le inyectó adrenalina. La ambulancia pasaba por Corrientes al 400 y fue detenida por personas que estaban auxiliando a Ducler. En una primera copia de la «epicrisis», dice que Ducler fue llevado por esa ambulancia, con el apoyo de otra de Emergencias Médicas que llegó de refuerzo y una tercera del SAME, al Hospital Argerich. En el hospital continuaron con la RCP y lo dieron por muerto, dice el informe, «a las 15.50». El primer número 5 está escrito sobre otro número. Pero una médica del Argerich hizo un salvado en el documento y puso «vale. Hora de fallecimiento 15.50». Sin embargo, en una copia del mismo informe incorporada más adelante en el expediente dice que murió «a las 16.50» y el 6 fue reescrito sobre el 5 y con una birome azul. En esta copia no aparece el salvado. Ahora, una tercera copia tiene el número 16.50 escrito en forma prolija y desapareció el salvado. Para Ducler era una prueba de encubrimiento; para fuentes judiciales eran desprolijidades propias del hospital. Finalmente, los exámenes toxicológico e histopatológico dieron resultados negativos, y el fiscal Pérez determinó que las lesiones que mostraba el cadáver eran «injurias propias de las acciones de reanimación» a que fue sometido tras desplomarse en la intersección de la avenida Corrientes y la calle San Martín del centro porteño. 

			Con esa otra mala noticia por detrás, al salir liberado unas horas después de su detención, Ducler negó las acusaciones de los Eskenazi: «No hubo extorsión, si no hoy estaría preso. Que pongan en los medios el crudo del video, no la parte editada». «No fuimos ni detenidos ni liberados, se hizo un procedimiento simple, allanamiento con orden de identificación. Cumplido el trámite, el sumario policial siguió su cauce y yo me vine de vacaciones sin problemas. Me hicieron una cama igual que al periodista Carlos Pagni», quien fue grabado en 2009 cuando hablaba de la publicación de una noticia sobre YPF-Repsol. 

			Ducler dijo a este autor que «hay que ser idiota para ir a cobrar una extorsión con custodia de la Policía Federal. Fue una gran “cama” de los Eskenazi». Antes de la denuncia por extorsión, Juan Manuel había logrado que la causa por la muerte de su padre pasara del fuero penal ordinario al fuero federal. Ahora, salpicado por este escándalo, no se sabe cómo terminará la investigación sobre la muerte de su padre.

			Juan Manuel Ducler, procesado por extorsión

			En abril de 2018, Juan Manuel Ducler fue finalmente procesado como coautor del delito de chantaje en grado de tentativa por pedir, a través de terceros, 20 millones de dólares a los directivos del Grupo Petersen, Matías Eskenazi Storey y Sebastián Eskenazi, mediante amenazas de imputaciones contra el honor. El juez penal ordinario Rodolfo Cresseri también procesó a los abogados de Ducler, Pablo Brugo y Alejandro Sánchez Kalbermatten. 

			En su indagatoria, Brugo —hijo de un exjuez del fuero penal económico— afirmó que mantuvo una reunión con Sebastián Eskenazi a mediados de 2017 y que este le preguntó si con esa denuncia Ducler podía hacerle algo. Luego, «Eskenazi le informó que hacía unos meses el Gobierno había estado detrás de esa documentación, haciendo referencia a un tal Rodríguez Simón», en alusión a Fabián «Pepín» Rodríguez Simón, director de la actual YPF. Respecto de la compra de acciones de YPF, le informó que «estaba todo bien hecho, que compraron y pagaron por medio de créditos bancarios, pero que había cabos sueltos y que si Ducler tenía lo que decía preferiría pagar lo que sea».

			Después le preguntaron a Brugo por la reunión que habrían tenido con el juez federal Ariel Lijo, quien lleva adelante la causa principal por la denuncia de Carrió, y señaló que también participaron Ducler y Sánchez Kalbermatten. En dicha ocasión le hizo el comentario de que era amigo de Sebastián Eskenazi y que tenía varias causas en su juzgado. Entonces, Lijo «le dijo a Ducler que sabían de la documentación que tenía y les preguntó: “¿Cómo aún no te llamó Sebastián?”», en alusión a Eskenazi. Sánchez Kalbermatten, entonces, le contestó a Lijo que «estaban en tratativas, que estaban por celebrar un acuerdo de confidencialidad entre las partes». Luego le entregó un listado de las causas que tenía el Grupo Pertersen para ver si Ducler tenía información para aportar. Fuentes allegadas a Lijo negaron que el juez haya hecho ese comentario y consideraron la versión como otra «jugada sucia» de Sánchez Kalbermatten.

			En su resolución, el juez Cresseri dio por demostrado que Ducler, Pablo Brugo y Alejandro Sánchez Kalbermatten «exigieron la entrega de veinte millones de dólares americanos, a los directivos del Grupo Petersen, Matías Eskenazi Storey y Sebastián Eskenazi, mediante amenazas de imputaciones contra el honor». Si bien los acusados hablaron de un «acuerdo de confidencialidad», este fue un artilugio para «esconder tras un manto de legalidad el suceso delictivo aquí investigado». 

			Como ejemplo de las presiones, el magistrado hizo mención de dichos de Brugo según los cuales la exesposa de Eskenazi podría hacer declaraciones explosivas en programas televisivos como La noche de Mirtha Legrand o Animales sueltos y las denuncias publicadas en la cuenta de Twitter de Ducler. «Son solo ejemplificaciones de las innumerables amenazas de imputaciones contra el honor de la familia Eskenazi, las cuales pueden constatarse en cualquiera de los videos obtenidos», agregó. El juez afirmó que «no advirtió indicio alguno de que las grabaciones obtenidas muestren signos aparentes de haber sido adulteradas». Entonces, como se ha demostrado que los acusados participaron de la maniobra «entiendo que se encuentran reunidos los extremos requeridos por el artículo 306 del CPPN, por lo que habré de ordenar el procesamiento de los imputados, ello, en orden al delito de chantaje en grado de tentativa». Ducler apeló el procesamiento al cierre de este libro, pero había quedado políticamente golpeado, y en esos días «se sentía rodeado y bajo enormes presiones».

			Con el procesamiento de Ducler, se cerraba una puerta para tratar de descubrir qué pasó con los fondos de Santa Cruz y la entrada de Grupo Eskenazi a YPF-Repsol. Ducler había prometido a la diputada Carrió, revelaron a este autor fuentes parlamentarias, entregarle le documentación que su padre «guardó en una escribanía». Nunca lo hizo, como tampoco, hasta el cierre de este libro, la había presentado ante la SEC o el FBI, como había prometido que iba a hacer. 

		


		
			Capítulo IV

Los De Vido, acorralados en una causa por enriquecimiento ilícito

			Las quejas de «la señora de Julio»

			Volvamos unos años atrás para saber si es cierto, como denunció Carrió, si De Vido fue un engranaje clave del «mecanismo» en la polémica compra y expropiación de acciones de YPF y otras obras energética. Además, si el exministro aumentó, en forma ilegal, su patrimonio declarado. Hasta ahora la Justicia no logró encontrar ninguna pista sobre supuestas cuentas bancarias secretas que pudiera tener De Vido en el exterior, aunque los arrepentidos de Odebrecht, como se verá más adelante, confesaron que parte de las coimas habrían ido a cuentas del entorno de De Vido. Pero en Comodoro Py se afirma que «a De Vido no le cierra ni la declaración de su patrimonio en blanco».

			En vez de empezar por las denuncias, arranquemos por las quejas «la señora de Julio». Alessandra Minnicelli es una abogada especialistada en derecho administrativo, elegante y con una lengua picante. A su criterio, se encuentra metida junto a su esposo en una causa por enriquecimiento ilícito solo por «un columnista de pluma y lengua para algunos divertida, para mí un mercenario siempre impreciso e inexacto, de golpes bajos, que levanta con sorna y cuestionando mi solvencia patrimonial en el diario Perfil». Luego «los abogados especialistas en carroña arman la denuncia y así nace la causa 12.438 del año 2008» sobre enriquecimiento ilícito contra ella y su esposo, en alusión al presidente de la Asociación Anticorrupción, Ricardo Monner Sans, uno de los pocos abogados que denunció al kirchenrismo en su época de hegemonía política (29). 

			Tras enumerar las denuncias judiciales contra ella y su marido, concluyó que «sin duda lo hicieron porque soy la Sra. de Julio y había otro argumento para presionar y todavía soy rehén de la Justicia en esa causa… Por suerte los hijos, los nietos y ahora las bisnietas saben quién es Julio De Vido». Con este artículo quedó claro que Lali es la que articula la defensa judicial y mediática de De Vido y que su estrategia es tratar de involucrar a todo el peronismo en la defensa de su marido. 

			«La señora de Julio» siempre tuvo un bajo perfil desde el cual manejó temas muy delicados para el Gobierno K. Lali asesoró a De Vido no solo para la adquisición de la chacra y el departamento en cuestión, sino además para la política de telecomunicaciones del Gobierno K y, también, intercambiaba información políticamente sensible con un famoso periodista K. 

			Pese a ponerse en posición de víctima, Minnicelli no contestó las sospechas específicas de fiscales y jueces por la compra de la famosa chacra de la localidad bonaerense de Puerto Panal, Zárate —valuada en 750 mil dólares—, o el «alquiler» y compra del departamento de avenida Del Libertador 2277, entre otros bienes. No es cualquier country. Puerto Panal fue inaugurado en la década de los noventa y se constituyó desde sus inicios como un barrio de chacras. Está construido sobre tierras que eran de la Vieja Estancia Las Palmas, que pertenecieron al coronel Alfredo Urquiza. Con una extensión de 700 hectáreas, en su territorio se construyeron lujosas quintas alrededor de una reserva natural de 200 hectáreas, donde se puede montar a caballo, pescar y hasta navegar. El club desemboca en un río. Posee, además, canchas de polo y tenis, un club house. La casa del exministro se ubica en un terreno de tres hectáreas y en total suma casi 600 metros cuadrados cubiertos (30). Posee dos dormitorios en suite, playroom, living, cocina, habitaciones de servicio, lavadero y un garaje donde se suele ver estacionado un auto BMW. El dormitorio principal se encuentra en el segundo piso y tiene vista a un parque muy arbolado y a la piscina. Es de un «estilo nuevo rico» que para algunos vecinos del club de campo «parece grasa», dice un sitio web especializado en countries. Además, la casa posee una suntuosa galería que mira hacia el parque. Dentro del parque está la piscina, otra «casita» de vestuarios y una casa para los caseros. Cuenta con laguna propia, puentes, glorieta, cancha de fútbol y caballeriza. Además, el exfuncionario es coleccionista de palomas y canarios, por lo que en su predio tiene una gran pajarera. La canaricultura de De Vido le permitió, en diciembre de 2016, ganar el campeonato de la zona de Zárate (31). Es un hobby que, casualmente, también realiza en sus tiempos de ocio el juez federal Ariel Lijo, uno de los magistrados que lo investiga. 

			De Vido contó que se hizo colombófilo en mayo de 2011, luego de visitar el palomar que Francisco Gravotti tiene en la ciudad vecina de Lima, quien desde ese momento le mantiene las palomas y las prepara para los campeonatos. «En 2012 estuvimos participando en La Campanense-La Limeña. También lo hicimos en la Asociación de Cañuelas con clasificaciones muy buenas…», se enorgulleció.

			«Nos destacamos con los pichones, ya que no teníamos hasta ese momento palomas adultas. Las veces que largamos las líneas de adultas lo hicimos con pichones…», agregó en un reportaje que dio en Zárate, que es la cuna de la colombofilia nacional. Recordó el axioma que dice «nunca culpes a la paloma si no llega el domingo…, fíjate lo que hiciste mal en los cinco días previos», y subrayó que el colombófilo tiene que «saber el tipo de viento, la resistencia de la paloma, la distancia a recorrer…».

			«Para mí llegar a Puerto Panal es una distracción como también lo es cuando vamos a varear y llegamos hasta Villa Lía, Alsina, San Pedro y San Antonio de Areco…», agregó mientras miraba su laguna artificial donde se confundían gansos, faisanes, pavos y cisnes. También había un ñandú y cuatro o cinco perros que recorren el parque principal.

			La dudosa compra de la chacra de Puerto Panal

			Antes de esa entrevista sobre su pasión colombófila, la chacra se convirtió en el eje principal de la denuncia por incremento de su patrimonio sin justificar. En 2003, cuando llegó al Gobierno nacional, De Vido había dicho en su declaración jurada de bienes presentada ante la Oficina Anticorrupción que tenía un patrimonio de 954.654 pesos, es decir, unos 310 mil dólares. Incluía una camioneta rusa Lada Niva del 2000, el 41% de un departamento de 56 metros cuadrados en Palermo y el 8% de otro, también de 56 metros. Minnicelli, por su parte, tenía una Toyota Hilux, la mitad de un local en Río Gallegos y depósitos bancarios por más de 100 mil dólares.

			Pero cuatro años después, Minnicelli adquirió un inmueble que valuó en 1.204.600 pesos en el club de chacras de Puerto Natal «con un préstamo de Francisco Blas Battle» (32). La exdirectora adjunta de la Sindicatura General de la Nación (SIGEN) también declaró un ingreso de 131 mil pesos del Estado y una cifra parecida como profesional autónoma, pero ante la AFIP afirmó tener ingresos por solo 15 mil dólares. A su vez, De Vido declaró el campo en Zárate pero no la casa de 300 metros cuadrados, «valuada a su vez en otros 750 mil dólares». Además, en el contrato de compra aparece una cláusula de alquiler firmada por Minnicelli que establece una «opción de compra irrevocable» antes del 20 de noviembre de 2007 por un valor total de 450 mil dólares. Hay otros detalles sospechosos. Por ejemplo, el boleto de compraventa dice que la parte vendedora (Battle) vende el inmueble de «su propiedad» y puntualiza cómo se paga y que la escritura se firmará ante la escribana y mujer del entonces secretario de Comercio, Guillermo Moreno, Marta Cascales. Pero en abril de 2008, llamativamente, se renovó el boleto de compraventa y el precio bajó a 420 mil dólares. También se «equivocaron», dice el fiscal, en un cero y pusieron que la casa tenía 50 metros cuadrados cubiertos cuando, en realidad, tenía 500, más un terreno de otros 750. En noviembre sí se celebró una escritura con un préstamo del Banco Galicia, pero en el documento «no hay ninguna identificación de la entidad bancaria». Y sorpresa… Battle no era el dueño, sino que le había comprado el inmueble en octubre de 2007 a Leandro Vergara. Antes Battle se había presentado como propietario, recordó el fiscal. Paralelamente, Battle aparece como accionista en las empresas Torres de Uriarte, Torre Patricio SA. Y la escribana Cascales, al principio, era socia de Lali en la empresa de responsabilidad social FONRES SRL, junto a Inés Bello Knoll. ¿Qué es FONRES? Es una empresa privada dedicada desde 2008 a asesorar a hombres de negocios sobre la responsabilidad social empresaria (RSE). Tiene sede en la avenida Córdoba 6060, una página web y una revista impresa en papel biblia con temas dedicados a la RSE. Varios empresarios que hacían negocios con el Gobierno K contrataban a FONRES o publicitaban en su revista. Entre los empleados de FONRES figura Julio Eduardo De Vido, hijo de Lali y del exministro. El fiscal sospecha que podría haber aquí un conflicto de intereses o un pago encubierto de sobornos. Por ejemplo, en junio de 2015, FONRES facturó 85 mil a la Caja de Seguros SA, que perteneció hasta hace poco al Grupo Werthein, el entonces dueño de Telecom, entre otros negocios. La factura «A» señala que es «un anticipo de honorarios profesionales por mediación en siniestros». Otra factura de Minnicelli es por 40 mil pesos a la Fundación Universidad Aeroportuaria de Ezeiza. El pago fue por «honorarios contratos de locación» (sic). Se trata de una universidad pública inaugurada en 2011 por la presidenta Cristina Kirchner y que fue creada por impulso de la diputada del Frente por la Victoria y esposa del entonces ministro de Seguridad bonaerense Alejandro Granados, Dulce Granados. FONRES también le facturaba por mes a la empresa Bioart unos 30 mil pesos por «servicios de imagen corporativa» y a Agroexportador SA del Grupo Vignati por igual trabajo, entre otros. 

			Una empresa que hizo negocios con Venezuela le presta una Toyota a un hijo de De Vido

			Llamativamente, el Grupo Vignati, encabezado por Roberto, el mayor de cinco hermanos, vendió 100 mil toneladas de arroz a la Venezuela chavista de la mano del kirchnerismo con un sobreprecio del 80% (33). De Vido negó siempre haber intercedido ante Caracas a favor de los negocios de estos hermanos de la localidad entrerriana de Arteaga, que de pequeños productores pasaron a ser multimillonarios. Pero María Gabriela Chávez, la hija del fallecido líder venezolano Hugo Chávez, quien se alojaba en una casa en el country Nordelta cuando venía a la Argentina, publicó una fotografía en 2014 en las redes sociales que revela que los jóvenes de Arteaga tenían amigos en ambos gobiernos. «Mis hermanos argentinos», llama Gabriela Chávez a los Vignati, quienes aparecen abrazados además con el exembajador Carlos Cheppi, el extitular de la ONCCA y el hombre de De Vido en la sede diplomática en Caracas tras haber echado al embajador de carrera Eduardo Sadous, el primero en denunciar irregularidades en los convenios comerciales con Venezuela que De Vido, gracias al funcionamiento del «mecanismo», hizo que fuera procesado por falso testimonio.

			Las ventas de arroz y maíz se hicieron a través de la empresa Bioart SA, la primera sociedad de la que participan los hermanos, que ponía publicidad en FONRES con una frecuencia de «medio millón de pesos por año». Luego de esas notas, el titular de la Procuraduría de Criminalidad Económica y Lavado de Activos (Procelac), Gabriel Pérez Barberá, denunció la maniobra ante el juez federal Daniel Rafecas y la fiscal Paloma Ochoa. La denuncia incluye a uno de los hijos del exministro, Juan Manuel De Vido, y también alcanza a la firma Bioart SA y a los hermanos Roberto, María Eugenia y María Isabel Vignati.

			De Vido insistió entonces en decir que «no conozco a los propietarios de Bioart ni tuve o tengo relación de ninguna índole con ellos. Todas las exportaciones de productos argentinos a Venezuela se acordaron entre empresas de ambos países exclusivamente». Sin embargo, Pérez Barberá descubrió que una Toyota Hilux patente MYR-157 que estaba a nombre de Bioart tenía una cédula azul a nombre de Juan Manuel De Vido. Esa cédula azul permite usar el vehículo de otro como si fuera propio. El fiscal también pidió conocer si Juan Manuel viajó a Venezuela, qué empresas integró y realizar un entrecruzamiento de sus llamadas telefónicas con los dueños de Bioart. Esta parte oscura del «mecanismo» que incluye a empresas con negocios con el Estado que le extienden generosamente cédulas azules a hijos de De Vido también fue usada en el escándalo de Río Turbio.

			Mientras Bioart conseguía suculentos contratos en Venezuela, los De Vido vivían en un departamento de 320 metros cuadrados y dos cocheras sobre avenida Del Libertador 2277 en la Capital, que costaba de «alquiler» casi lo mismo que el sueldo del ministro más poderoso de los K. El departamento fue comprado por la empresa Uni Vite —la misma que provocó el allanamiento que terminó con el desafuero de De Vido—, que casualmente tiene en su directorio a Inés Bello Knoll, la socia de Lali en FONRES. No figura como comprado por los De Vido. Otra directora de la propietaria del departamento es Irene Raquel Flanzbaum, quien tendría vínculos con un estudio jurídico de primera línea llamado Bruchou, Fernández Madero & Lombardi (BFMLYM), dedicado al derecho bancario y el mercado de capitales. El periodista Andrés Ballesteros reveló que Flanzbaum figura también en actas de asamblea de la filial argentina de la petrolera venezolana PDVSA. Y no es casual. De Vido manejó personalmente la relación bilateral con Venezuela durante los años K —por encima de la Cancillería— e incluso nombró al extitular del organismo de control de los peajes OCCOBI y protagonista del escándalo de la valija de Antonini Wilson, Claudio Uberti, como representante oficial ante el Gobierno chavista, y fue a Caracas a asesorar al chavismo en cuestiones de suministro eléctrico.

			Específicamente, Flanzbaum fue apoderada de la Petrolera del Conosur SA, que controlaba PDVSA argentina y que había comprado las exestaciones de servicio Sol. La funcionaria recibió un amplio poder que la autorizó a «tramitar patentes de invención, modelos de utilidad, marcas de fábrica y de comercio, modelos y diseños industriales y derechos de autor, nombres de dominio de internet y cualquier otro derecho de propiedad industrial e intelectual y ejercer la debida protección de los derechos que sobre los mismos les correspondan, a cuyo efecto se la faculta para realizar ante las referidas autoridades administrativas y aún judiciales que correspondan los trámites necesarios al objeto indicado». Ballesteros, recordó en su blog 200 Monos que «Petrolera del Conosur SA fue adquirida por PDVSA en el año 2011 a la compañía uruguaya ANCAP, cuando ya controlaba el 53% de la empresa argentina. En aquel entonces PDVSA se quedó con el 47% de ANCAP, que en ese año distribuía casi 18.000 m3 por mes de combustibles en nuestro país a través de casi 120 estaciones de servicio».

			Otro de los socios de Uni Vite —la dueña del departamento de avenida Del Libertador ubicado casi enfrente del famoso café Tabac— se llama Juan Manuel Méndez, según una parte de los documentos de constitución de la empresa, pero luego aparece como Juan Manuel Aguilar. Estas contradicciones están señaladas en una resolución del fiscal Guillermo Noialles, quien luego fue reemplazado por Sergio Rodríguez al frente de la FIA, que ahora sigue la causa. Las expensas del departamento las pagan los De Vido y no Uni Vite. Para el fiscal, con los ingresos de la pareja hubiese sido «imposible» comprar, a la vez, las acciones de Uni Vide y la chacra de Zárate, y en eso fundó su denuncia de supuesto enriquecimiento ilícito (34). 

			Pese a esas pruebas, en febrero de 2008 la causa había sido llamativamente sobreseída por el entonces juez suplente Octavio Aráoz de la Madrid. Aráoz de la Madrid luego renunció al juzgado para ejercer la profesión y en 2010 quedó investigado en la causa por el asesinato del militante del PO Mariano Ferreyra por un supuesto intento de soborno de un juez del tribunal que debía decidir sobre la condena del extitular de la Unión Ferroviaria José Pedraza.

			En su resolución, el entonces magistrado concluyó que entre 2003 y 2007 De Vido y Minnicelli solo habían incorporado dos propiedades: la casa de campo en el Club de Chacras Puerto Panal, en Zárate, y una camioneta 4x4 Toyota Hilux, de 2007. Según el juez, los dos bienes fueron adquiridos con dinero que el matrimonio tenía ahorrado. En la causa se comprobó, además, que De Vido pagaba por el alquiler del departamento de Libertador y Ortiz de Ocampo, según la denuncia, unos 3.000 dólares mensuales, casi lo mismo que cobraba de sueldo en 2007. El juez usó un argumento rayano en la inocencia. Dijo que, «eventualmente, no es delito que un funcionario gaste todo su sueldo en el alquiler del departamento en el que vive». 

			Sin embargo, el fiscal Guillermo Marijuan —que en ese momento se había quedado con la causa— desechó los argumentos de Aráoz de la Madrid, apeló el sobreseimiento a la Cámara Federal y comenzó una pelea judicial de nueve años que impidió que De Vido, un hasta entonces intocable, fuera investigado por el incremento de sus bienes, en otra muestra de la impunidad que da «el mecanismo» a sus miembros. Y después, en 2017, en el debate por las prisiones preventivas, algunos abogados o políticos que apoyaban un criterio abolicionista del Código penal, como impulsa el exjuez Eugenio Zaffaroni, niegan que existan presiones sobre la Justicia para alargar las investigaciones y lograr la prescripción para el cierre de las causas por el paso del tiempo... Algunos de esos letrados obran con honestidad intelectual, pero otros cobran hasta 800 mil dólares de parte de estos exfuncionarios acusados de corrupción, a pesar de que sus clientes suelen tener sus bienes embargados o inhibidos porque tienen obviamente plata negra oculta del «mecanismo». Tanto esos abogados como los políticos corruptos le temen más al delito de enriquecimiento ilícito que a otros con mayores penas porque se invierte la carga de la prueba. Es el único caso en que no es el fiscal el que debe probar el delito, sino que el funcionario debe demostrar el origen de los fondos con los que aumentó su patrimonio durante su paso por un cargo en el Estado. 

			Volvamos a la pelea de nueve años por la denuncia de enriquecimiento ilícito. Ante aquella queja de Marijuan, la sala I de la Cámara Federal porteña —integrada entonces por el polémico juez Eduardo Freiler— confirmó el sobreseimiento y luego rechazó, con un argumento polémico, un recurso de casación interpuesto por el titular de la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas, Guillermo Noailles. Dijo que esa fiscalía, creada expresamente para investigar los delitos cometidos por funcionarios, «no tenía legitimación» para actuar porque el fiscal de instrucción era Marijuan. Llamativamente, el jefe de Marijuan, el fiscal de cámara Germán Moldes, no mantuvo la apelación. Se agarraban de una resolución según la cual, en caso de denuncias de un particular (Monner Sans), si el fiscal del caso desiste de acusar o no apela, la Fiscalía de Investigaciones Administrativas (FIA) no está legitimada para hacerlo, con lo que debería caer la apelación. En los tribunales de Comodoro Py se consideró que con esta discusión técnica se encubría una jugada para proteger a De Vido.

			Sintiéndose poderoso en medio de esta batalla judicial, el 24 de diciembre de 2010, De Vido —de traje blanco y corbata amarilla— llegó al registro civil de Zárate en una Toyota Land Cruiser para su segundo casamiento. La ceremonia, paradójicamente, se quedó sin luz por los cortes de electricidad que estaban afectando a gran parte del país por su política energética. A la salida, bajo una lluvia de granos de arroz, De Vido explicó que su ahora esposa era «vecina de Lima (ciudad ubicada cerca de Zárate)» y que para él era un «orgullo venir a un registro civil, como cualquier ciudadano común, a casarme, para cumplir una cuestión pendiente en nuestras vidas. Estamos muy contentos, muy felices». De Vido tiene cuatro hijos de un matrimonio anterior: Valeria, Santiago, Juan Manuel y Facundo. Y junto a Minnicelli tuvo otro, Julito. Minnicelli también tenía un hijo anterior, Facundo Froment, de 22 años, quien falleció en octubre del mismo año del casamiento en un trágico accidente automovilístico en Río Gallegos.

			Ya lejos de la fiesta de casamiento, en marzo de 2012, la Cámara Federal de Casación confirmó el sobreseimiento de De Vido por considerar, también, que la FIA no tenía legitimación para apelar si no lo hacía el fiscal ante la Cámara. La silenciosa pelea siguió y en agosto de 2013 la Corte Suprema de Justicia de la Nación decidió, finalmente, que la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas sí tenía legitimación para recurrir la decisión, y así abortó otro intento de conseguir un pronunciamiento de cosa juzgada que cerrara las posibilidades de investigar, como ya lo habían logrado los Kirchner con el exjuez Norberto Oyarbide.

			Entonces, en 2014 la sala I de la Cámara Federal porteña —la que tenía entonces a Freiler, a Jorge Ballesteros y Eduardo Farah— por orden de su tribunal superior aceptó el rol de la FIA, como ordenó la Corte, pero volvió a confirmar el sobreseimiento de los imputados. En otro paso más de esta larga pelea judicial, a mediados del año siguiente y ya con el cambio de Gobierno, la sala IV de la Cámara Federal de Casación Penal, integrada por los jueces Mariano Borinsky, Juan Gemignani y Gustavo Hornos, revocó en duros términos la confirmación del sobreseimiento de los imputados que habían fijado sus subordinados de la Cámara Federal. Gemignani, un juez proveniente de Entre Ríos con una conducta transparente, el más duro de los tres, pidió directamente el apartamiento de la causa de los jueces de la sala I de la Cámara Federal que dictaron contra el fallo impugnado por la FIA. Casación es el máximo tribunal penal del país luego de la Corte.

			Entonces, el juez Luis Rodríguez —quien había reemplazado al polémico Aráoz de la Madrid—, a instancias del fiscal Patricio Evers, volvió a foja cero esta causa abierta en 2008, ordenó una serie de medidas de prueba que incluyeron solicitudes de información a los registros de propiedad de inmueble, aeronaves, automotor, yates y buques, así como también a la Inspección General de Justicia sobre las empresas: FONRES SA, Uni Vite SA, Coral Art SA, Terrazas de Uriarte SA, Torre Patricios SA y Strips SA. En diciembre de 2017, un adelanto de una pericia determinó que el aumento patrimonial de los De Vido arrojaba «inconsistencias por una suma superior al millón de pesos entre 2003 y 2007». Además, agrega le pericia, faltarían constancias sobre la actividad e ingresos de Minnicelli como abogada «exitosa», al igual que Cristina Kirchner. Y ahora sí, con el cambio de Gobierno a manos de Macri, se pudo empezar a investigar el aumento de la fortuna en blanco de los De Vido, el exfuncionario K más protegido por «el mecanismo».

			Una fiscal apunta, también, a los hijos de De Vido

			En marzo de 2018, la fiscal federal Alejandra Mángano —quien reemplazó a Evers en la causa tras su fallecimiento— amplió la investigación por enriquecimiento ilícito e incluyó a tres hijos como sospechosos de ser partícipes de ese delito. Hasta este momento, De Vido y su esposa eran investigados por el incremento de su patrimonio sin justificación desde 2003 a 2007, pero ahora la fiscal amplió la imputación hasta diciembre de 2015. «Resulta sumamente útil, a los fines de obtener mayores evidencias respecto de la maniobra delictiva imputada, evaluar todo el período de tiempo en el que los dos acusados (De Vido y su esposa) se desempeñaron en cargos dentro de la administración pública», explicó la fiscal. «Si limitamos la investigación al año 2007 quedarán fuera del marco de análisis aproximadamente ocho años en los que el acusado De Vido se encontraba en el ejercicio de un cargo público», agregó, recordando que sobre el exministro pesan distintas imputaciones por delitos de corrupción contra el Estado que podrían ser el origen oculto del incremento patrimonial.

			La fiscal Mángano requirió, también, medidas de prueba referidas al patrimonio de tres hijos, Santiago, Facundo y Valeria De Vido, «por cuanto al ser los hijos del imputado, Julio De Vido, entiendo que pudieron haber tenido algún tipo de participación en la maniobra delictiva», argumentó. Por ello y «eventualmente para descartar cualquier tipo de intervención en estos sucesos», pidió a Rodríguez que ordenara a la AFIP enviar a la Justicia las declaraciones juradas de impuestos, ganancias, bienes personales de los tres hijos. Además la fiscal solicitó al juez evaluar como parte de «una misma maniobra delictiva» la causa conexa en que se investiga a una exempleada, conocida como «la cocinera» de los De Vido, por el incremento de su patrimonio, con la sospecha de que pudo actuar como testaferro del matrimonio de sus exempleadores.

			La cocinera de la familia complica al exministro

			La formoseña Nélida Caballero cambió su destino cuando se fue a trabajar al hotel Los Álamos en el Calafate. Luego se convirtió en la empleada doméstica de los De Vido en la Capital y comenzó a mostrarse en Facebook con autos de alta gama y ligera de ropas. Caballero aumentó su patrimonio de manera «apreciable» desde que comenzó a trabajar en 2011, pero «sin una actividad económica acorde que justifique», de acuerdo a la fiscal Mángano. Entre otros bienes, tuvo a su nombre cinco vehículos patentados en el domicilio del exministro de Planificación, avenida Del Libertador 2275 piso 10. Los vehículos son un Peugeot RCZ 2013 Full, una camioneta Toyota Hilux 4x4 doble cabina automática 2011, otro Toyota Ethios 2015, un Fiat Strada 2013 y un cuatriciclo Tibo 250, valuados en total en dos millones de pesos. La fiscal sospecha que Caballero sería testaferro de los De Vido.

			Esta causa por lavado de dinero se inició en julio de 2016 por la denuncia del diputado nacional de Formosa Martín Hernández (UCR) en el programa de TV Periodismo para Todos de Jorge Lanata. La diferencia que la cocinera no puede justificar es de 2.005.630,99 pesos para los seis años analizados por los peritos (2011 a 2016 inclusive). El informe pericial incorporado a la causa afirma que hay «claros indicios» de la relación de De Vido como empleador de Caballero. «En presentaciones como tarjetas de crédito, bancos, registros de la propiedad automotor, compañías de seguro», la excocinera colocó siempre como domicilio «el hogar de los Sres. De Vido y Minnicelli en Libertador 2277». Además de los autos, es titular de una agencia de quiniela en la ciudad de Formosa, con la que buscó justificar sus ingresos y el aumento de su nivel de vida. Entre otros emprendimientos comerciales dijo tener: dos carnicerías, la firma EME&DE y una agencia de venta de pasajes. Sin embargo, su salario anual pasó solo de 62.745 pesos (es decir, de unos 6 mil pesos por mes) a 110.500 pesos en 2015, por lo que no alcanzaba para explicar el aumento patrimonial. En otro informe, la Unidad de Información Financiera (UIF) señaló que en la cuenta de la empleada en el Banco Galicia se hicieron depósitos por 1.730.625 pesos desde julio de 2011 a julio de 2016, la mayoría «con dinero en efectivo», y que los montos no han sido «justificados con documentación» sobre su origen. Además, tiene una chacra de dos hectáreas en Puerto Misión, Formosa, con «unos pocos animales recibidos en donación de su padre» y un lavadero de autos en Clorinda. La pareja de Caballero, Omar Lavergne, parece que no goza de la riqueza de su mujer: está inscripto al programa social «plan hogares con garrafas», pese a que ella dice tener un alto nivel de vida. En noviembre de 2017, el juez Rodríguez dispuso el embargo preventivo de todos los bienes de la cocinera y su familia y la fiscal sospecha que Caballero fue usada por los De Vido para blanquear plata negra proveniente de la corrupción K. Se investiga, por ejemplo, si recibió cheques por 314.000 pesos del Grupo Plaza de los hermanos Cirigliano, los mismos que están imputados por la tragedia de Once y son otra parte del «mecanismo», pero en otros negocios, en muchos de los cuales aparece la mano derecha de De Vido y uno de los principales denunciados por Carrió, Roberto Baratta.

		


		
			Capítulo V

Baratta, la mano derecha de De Vido, cerca de volver a la cárcel

			Una versión rosa de un vínculo oscuro con De Vido

			«En el año 2000 me había quedado sin trabajo, me pagaron una indemnización, compré un taxi y lo puse a trabajar en la flota de taxis de mi exsuegro. Me indemnizaron en la empresa Société Générale de Surveillance (SGS), donde hacía control de precios de mercadería. Como dije, en el 2000 mi suegro puso una empresa de taxis y durante la semana salía a hacer los clientes. Un día de lluvia entré a un bar a tomar un café ubicado en Juncal y Uruguay, llamado Molière, a esperar que pare de llover. Me acerqué al encargado del bar a ofrecerle los servicios de radiotaxi. En la mesa cercana estaba Néstor Kirchner, a quien tenía de vista y escuchó la conversación. En ese momento él me pidió tomar un café a solas conmigo. Antes de ello yo le pregunté si era gobernador de Santa Cruz, a lo que me respondió que sí y ahí me invitó a su mesa. Me preguntó a qué me dedicaba, qué había estudiado. Le conté todo eso y me dijo si me interesaba trabajar con una persona llamada Julio De Vido, que venía a Buenos Aires una vez al mes. A lo que respondí que sí. Con el tiempo se formaron los equipos técnicos de la campaña y fui realizando otras tareas referentes a mi profesión de comercio internacional. Kirchner me pasó el teléfono de De Vido, con quien me comuniqué, y después de un período de seis meses me contacté personalmente con él. De Vido en esa época era ministro del Gobierno de Santa Cruz», dijo en su declaración indagatoria como sospechoso el exsubsecretario de Coordinación y Gestión Roberto Baratta ante el juez Bonadio y el fiscal Carlos Stornelli, a principios de 2017. Así dio su versión rosa de cómo había conocido a Kirchner en un bar, pero negó que hubiese sido vendiendo billetes de lotería, como se creía hasta el momento. Veamos el resto del relato de su propia historia del hombre más poderoso del entorno de De Vido.

			«Me encargó trabajos sobre comercio internacional en el rubro pesca y dentro de ese rubro, langostinos en particular. Hacía estudios de importaciones y precios. Después con el tiempo empecé a trabajar con los equipos técnicos», siguió en su versión oficial este exfuncionario, conocido por haber maltratado a los gritos a sus empleados. Afirmó ante el juez federal Claudio Bonadio que, al principio, De Vido «no me pagaba», pero que a partir de 2003, cuando asumió Néstor Kirchner la presidencia de la Nación, «reportaba directamente al ministro. La frecuencia dependía de la semana, a veces eran todos los días, otras veces una vez por semana, en temas inherentes a las funciones de mi Subsecretaría, en general sobre temas de presupuesto». 

			Según sus antecedentes laborales, en 1997, Baratta trabajó en OLCE Consultores y luego en Cablecomunicación SA, hasta que en 2003 pasó al Ministerio de Hacienda, luego a la secretaría de Obras Públicas y, finalmente, en el Ministerio de Planificación Federal. En su declaración jurada de bienes del 2012 dijo que tenía estudios terciarios y luego universitarios, ya que se recibió de licenciado en Comercio Exterior. 

			Dada la extrema confianza que tejieron en esos años, De Vido designó a Baratta (44 años) en 2011, también, como director titular «ad honorem» de la petrolera YPF en representación de las acciones clase «A» que eran propiedad del Estado Nacional. Era la voz del Gobierno de Cristina Kirchner en la YPF privatizada y manejada por los españoles de Repsol. Tanta fue su importancia en el «mundo De Vido», que en la confesión de la empresa brasileña Odebrecht ante la Justicia de Estados Unidos sobre el pago de 35 millones de dólares en coimas en la Argentina «Baratta estaría nombrado. Fue señalado en el primer esquema de pagos», según una alta fuente judicial. Por el rol que cumplió, está acusado en las causas de la importación de barcos con Gas Natural Licuado y el escándalo de Río Turbio, entre otros expedientes.

			Su esposa y madre de sus dos hijos, Dalina Bielle, tiene antecedentes laborales en Propyme Argentina —la cueva financiera que manejaba Guillermo Greppi y en la cual el polémico juez federal Norberto Oyarbide suspendió una allanamiento luego de una llamada de la Casa Rosada—, luego en Mario Hugo Azulay y Asociados SA y Euroinves. Bielle, a partir de 2003, pasó a trabajar en la Secretaría de Obras Públicas y luego al Ministerio de Planificación Federal, siguiendo el camino de su esposo.

			En su indagatoria, Baratta declaró tener un patrimonio modesto. «Vivo en un departamento de 200 metros cuadrados junto a mi esposa y mis dos hijos menores de edad, una nena de cinco y el nene de dos años. Actualmente trabajo como asesor de empresas, soy licenciado en Comercio Internacional, tengo un ingreso mensual de entre 50.000 y 80.000 pesos, depende el mes». En su declaración jurada de bienes presentada ante la Oficina Anticorrupción, Baratta declaró que en 2012 tenía ese departamento, una cochera, 226 mil dólares en efectivo y una casa en construcción, pero ningún auto. Afirmó que sus bienes llegaban a 880 mil pesos. Al dejar el poder en 2015, había sumado un Renault Koleos 2016 y un Chevrolet Agile 2014. Valuó su fortuna en un total de 1.837.000 pesos, pero en la Justicia sospechan que su declaración juradas de bienes «está dibujada». 

			La exmujer de su chofer complica a Baratta

			En los casos de pactos de silencio político, como los de la Camorra de Nápoles, aunque sin sangre, que usa «el mecanismo», la historia confirma que exsecretarios, exsocios, exesposas u otro tipo de personas despechadas son clave para encontrar pistas de la corrupción. Y Baratta no fue la excepción a esa regla universal. A principios de 2018, la fiscal Alejandra Mángano imputó a Baratta, a su esposa Dalina Bielle y a su exchofer Oscar Centeno (62 años) en una causa por enriquecimiento ilícito, que está a cargo del juez Sergio Torres (35). El expediente se abrió debido al testimonio espontáneo de una mujer abandonada que reveló —en la causa de la compra de buques con GNL— que su exmarido, que trabajaba como chofer del exfuncionario, visitaba «cuevas» financieras con su jefe, construía casas y se llevaban «bolsos con dinero». Luego de la detención del exsecretario de Coordinación de De Vido en octubre de 2017, esa mujer también reveló que, a partir de trabajar con Baratta, su expareja «había mejorado notablemente su nivel de vida», a pesar de que solo cobraba su sueldo como chofer. Y relató que él le había contado que Baratta usaba una casa en el exclusivo country Mapuche, ubicado en la localidad bonaerense de Pilar, y que allí «había una construcción subterránea». Sin embargo, el pasadizo no se encontró en un allanamiento ordenado por Bonadio, pero «las expensas de la casa las pagaba la madre» y a Baratta se lo veía los fines de semana descansando en el lugar, contó una fuente judicial. La madre de Baratta, María Rosa Girona, no posee antecedentes laborales formales y los sistemas de riesgo crediticio la califican como nivel socioeconómico D», es decir, con ingresos no mayores a 10 mil pesos.

			La mujer despechada dijo que el chofer de Baratta le compró un departamento y él se construyó una casa en la zona norte del Gran Buenos Aires. Cuando por orden de Bonadio fue allanada la vivienda del chofer Centeno, quien en los años 2015 y 2016 figuraba como empleado de Nucleoeléctrica Argentina —otra empresa que estaba en la órbita de De Vido—, se encontraron algo más de 35 mil dólares en efectivo. La mujer aseguró ante el juez que su expareja, incluso, le había comprado una casa en Salta a la hermana. Afirmó también que Baratta le habría regalado otra casa a un familiar en la localidad bonaerense de Tres de Febrero. En Comodoro Py se sospecha que Baratta podría haber invertido dinero en la construcción de edificios en la zona norte del GBA. Dijo que gracias a Baratta, ella misma entró a trabajar en Yacimientos Carboníferos Río Turbio (YCRT), que estaba bajo control del Ministerio de Planificación. A partir de la documentación encontrada en la casa de Baratta, también allanada por Bonadio en noviembre de 2017, los investigadores judiciales tienen bajo análisis un préstamo cruzado entre Baratta y otro exfuncionario del kirchnerismo. Y todas las operaciones comerciales y financieras de Centeno, que desde 2016 trabaja como remisero y figura como empleado de la Municipalidad de Berazategui, están bajo la lupa judicial.

			No se salvó ni la caja chica

			Baratta, a quien Bonadio le había dictado la prisión preventiva el 19 de octubre de 2017 aunque luego la Cámara Federal lo excarceló, no dejó a salvo ni la caja chica del Ministerio de Planificación Federal, donde presentó gastos inflados, facturas apócrifas o posdatas con aclaraciones en lápiz, entre otras irregularidades (36). Por esa razón, el juez federal Sebastián Casanello lo procesó por administración fraudulenta con un embargo de 3 millones de pesos por diecinueve gastos no justificados. Además, fueron procesados nueve exfuncionarios más. La denuncia alcanzó solo los gastos para pagos menores hechos entre julio y diciembre de 2015 y que fueron por más de 53 millones de pesos. Había sido hecha por la Oficina Anticorrupción (OA), que dirige Laura Alonso y cuenta con el patrocinio legal de Ignacio Irigaray. Aunque parezca poca plata frente a los contratos energéticos multmillonarios, muestra una forma sistemática de manejar el patrimonio del Estado.

			Una joyita son los «gastos» pagados con esos fondos para la redacción y corrección de discursos de la gestión del Ministerio, que llegaron a 198.000 pesos. Baratta dijo que contrató por esos servicios a la Escuela Argentina de Finanzas Personales por ser más barata que el Instituto Superior de Letras Eduardo Mallea. La rectora de este último instituto, que lleva el nombre del autor de Historia de una pasión argentina, profesora Lina Mundet, le contestó indignada al juez: «Nosotros no emitimos ese presupuesto. Por otro lado, como respuesta a todas sus preguntas corresponde un adverbio de negación. Por otro lado, no cobramos cifras tan altas. Para que tenga una idea de nuestros presupuestos, le anexo el último que emitimos para que compare nuestro estilo. Realmente es indignante que nos usen para maniobras espurias».

			«El mecanismo», en este círculo menor rodeado por órbitas cada vez mayores, consistía en usar presupuestos falsos y se repitió al momento de contratar un traductor por 23.004 pesos para negociar con la gigantesca empresa rusa Gazprom. Dos de los presupuestos que acompañaban la terna de propuestas para elegir al intérprete del idioma del escritor León Tolstói «eran apócrifos». Por otra parte, parece que Aerolíneas Argentinas no tenía asientos para llevar a Baratta a Río Gallegos, porque se gastaron 462.962 pesos en dos viajes en aviones privados. Para los viajes al exterior, pese a que tenía un viático asignado de «92.300 dólares», se gastaron otros 447 mil dólares en «gastos eventuales». En otras planillas de la caja chica, se observa que el Ministerio de Planificación financiaba actos partidarios como, por ejemplo, viajes en micros de militantes desde el Gran Buenos Aires a las actividades político-culturales de Tecnópolis, como «El Encuentro de la Palabra» o el programa «Enamorar», que fue abierto con un discurso de Cristina Kirchner en el Central Cultural Kirchner. Hasta el café quedó cortado por las sospechas, pero no de leche. En noviembre de 2015 se pagaron 45.920 pesos en efectivo, pese a que «el gasto supera el monto máximo de la caja chica». Al cotejar la denuncia con los descargos de los imputados, Casanello concluyó que «Baratta se aprovechó de un esquema administrativo —cajas chicas y fondos rotatorios— que le permitía esconder tras él adquisiciones poco transparentes y en desmedro del interés público». También le trabó un embargo de 3 millones de pesos y le prohibió salir del país. Fue «un vuelto» de un esquema mucho mayor.

			Un financista vinculado a movimientos de dinero K

			A esta altura del libro, queda claro que los movimientos de plata que hicieron De Vido y Baratta necesitan del apoyo de las famosas y, hasta ahora, casi intocables «cuevas» financieras de la city porteña o de banqueros con pocos escrúpulos. Los jueces están encontrando las irregularidades administrativas de los concursos privados y, en el mejor de los casos, licitaciones públicas, pero no las coimas, cometas, retornos, «diegos» (por el 10 de Maradona) o «peajes», que son una parte esencial del «mecanismo». Una alta fuente de la Unidad de Información Financiera (UIF), que dirigen Mariano Federici y María Eugenia Talerico, no cree que haya habido un solo financista detrás de De Vido, sino que la plata se manejó con un abanico de «cueveros» y banqueros. Una de las sospechas de la UIF recae sobre el financista Hernán Arcioni. Fue investigado por la Justicia en el caso Skanska, en la causa del desvío de fondos de Fútbol para Todos (FPT) y por evasión impositiva. Se estima que cambió cheques e hizo depósitos bancarios dudosos por más de 3.500 millones de pesos solo entre 2008 y 2010. Arcioni fue presidente de la financiera Money Market y estuvo vinculado a la agropecuaria fantasma Junín Cereales, entre otras firmas (37). Arcioni negó todo vínculo con Baratta y también haber cometido algún ilícito.

			Pero Money Market está siendo investigada en una causa caratulada «Futuros y Tendencias SA» en el juzgado penal económico de Javier López Biscayart, quien delegó la investigación en el fiscal Germán Bincaz, por evasiones multimillonarias del impuesto al cheque, entre otras maniobras. En un reporte de operación sospechosa (ROS) de la Unidad de Información Financiera (UIF), se investigó a la agropecuaria Junín Cereales SA, que dirigía Rufino Magín Díaz, un socio de Arcioni en Money Market y otras financieras. El ROS revela que Junín Cereales, a pesar de no estar inscripta en el registro de exportadores agropecuarios y no haber podido ser localizada en su domicilio fiscal, contabilizó depósitos bancarios por 3.554.448.441 pesos entre 2008 y 2010. Junín gozaba de una reducción del impuesto al cheque y, en realidad, se dedicaba al descuento de cheques —es decir, adelantar plata en efectivo pero por un valor menor al nominal— y no a vender granos. Luego se sumaron ROS de los bancos Paribas, Nación, Francés y HSBC. Para la UIF, esta operatoria tenía como objetivo, una vez cambiados los cheques por efectivo, cerrar una maniobra de «lavado de dinero». La AFIP considera que, por lo menos, se habrían evadido 29 millones de pesos en el impuesto al cheque. Pero también hay vínculos con el escándalo de Skanska, el primero del kirchnerismo y que precisamente investigó el mismo juez López Biscayart. Paralelamente, durante un allanamiento a oficinas del Ente Nacional Regulador del Gas (Enargas) en 2007 «se secuestró una agenda electrónica con el número de teléfono de Arcioni». El presidente del Enargas en ese momento era Fulvio Madaro, quien dependía de De Vido. Ahora es uno de los procesados en la causa Skanska. También se encontraron dos cheques de una metalúrgica y una cooperativa con pocos antecedentes por 71.757 y 265.676 pesos que habían sido cambiados por efectivo y con endosos irregulares que, podrían ser parte de la ruta del dinero de Skanska.

			El kirchnerismo había logrado archivar la causa Skanska, pero una decisión de la Corte de diciembre de 2015 la reabrió por la forma fraudulenta en que había sido cerrada. El fiscal Stornelli consideró que tiene valor probatorio un audio que cuenta cómo se repartió al menos una parte de ese posible soborno: «3 por ciento para Madaro, un 2 por ciento para Nación Fideicomisos, cuyo gerente era Néstor Ulloa» y otro porcentaje «para el pingüino de acá a la vuelta». La sede de Skanska estaba cerca del Ministerio de Planificación.

			Paralelamente, Junín Cereales está siendo investigada por la jueza federal María Servini en la causa del programa Fútbol para Todos (FPT). Junín Cereales cambió, a través de su cuenta en el Banco Nación, el destino de fondos oficiales que el Gobierno de Cristina Kirchner le dio a la AFA por los derechos de transmisión de TV a la Asociación de Fútbol Argentino (AFA) y esta, a su vez, les entregó cientos de cheques a los clubes de fútbol, como, por ejemplo, Arsenal, Quilmes, Godoy Cruz y Colón de Santa Fe, por millones de pesos. Servini investiga si del programa FPT se desviaron fondos públicos a funcionarios o dirigentes del fútbol. En la causa llamó la atención el rol del Banco Nación en el cambio de los cheques. Una fuente del mercado explicó que hay tantos cheques que pasaron por ese banco del Estado porque las cooperativas amigas de los K tenían como respaldo créditos del Bicentenario «a una tasa de interés anual del 9%», mientras que le descontaban hasta un 70 por ciento del valor del cheque a los clubes. Otras empresas bajo la lupa de Servini son «Influo SA, Corretajes del Sur, Karam Propiedades, Cooperativa Cuenca del Salado, Mutual del Agro, Jorge Giri, Préstamos SA, Mutual de la Asociación de Abogados de 9 de Julio, Unicred Cooperativa, Invercoorp Cooperativa de Crédito para Consumo y Vivienda y Orión Cooperativa de Crédito y Vivienda Limitada».

			Cuando en diciembre de 2015, Carlos Melconian asumió la presidencia del Nación, aumentó los controles sobre lavado y Junín Cereales, entre otras agropecuarias y cooperativa truchas, cerraron sus cuentas en el principal banco del Estado. Ante esta situación, el Instituto Nacional de Economía Social (INAES), que dirige Marcelo Collomb, inició 52 sumarios o inspecciones sobre cooperativas o mutuales para retirarle la personería si se comprueba que se usaron para evadir impuestos en vez de servir a objetivos sociales, revelaron fuentes judiciales.

			Luego, Arcioni pidió el cierre de la causa porque había adherido al sinceramiento fiscal y blanqueado 8 millones. Pero el juez López Biscayart rechazó el pedido porque, en todo caso, debía blanquear la totalidad del dinero en esta causa en que se investiga la evasión del impuesto al cheque. Arcioni apeló a la Cámara de Apelaciones en lo Penal Económico, que tendrá la última palabra sobre esta pista clave. Y Arcioni no es el único sospechado de haber supuestamente participado de este ducto de plata negra que financió al «mecanismo».

		


		
			Capítulo VI

Sobreprecios millonarios en la compra  de buques con gas

			La ola de frío de 2007 originó la maniobra

			La nevada que sufrió gran parte de la Argentina en 2007 fue la justificación de De Vido para iniciar una gigantesca compra de gas natural líquido al exterior, que significó un pago para el Estado —para todos los contribuyentes— de 15 mil millones de dólares. Es decir, se gastó casi el 29% de las reservas del Banco Central, que a fines de 2017 llegaban a 52 mil millones de dólares. La nevada le vino como anillo al dedo, también, para ocultar los déficits de su plan energético. Pero para la Justicia, más allá de la paradoja de que la Argentina siendo un país gasífero, tuviera que importar gas, esos contratos —otorgados sin licitación pública internacional— sirvieron para pagar supuestos sobreprecios millonarios. El vehículo para esta maniobra que la empresa estatal Energía Argentina Sociedad Anónima (ENARSA), creada por Néstor Kirchner en 2004 y manejada por De Vido. El diseño de la sociedad había sido redactado por el ingeniero petrolero Exequiel Espinosa, quien había sido presentado a De Vido por el entonces gobernador de Chubut, Mario Das Neves, y había trabajado en empresas del empresario K y zar del juego, Cristóbal López. Obviamente, como ENARSA no tenía fondos propios, todo el dinero para estos pagos salió del Tesoro Nacional, es decir, de los impuestos que pagan los argentinos.

			Estos gastos millonarios en dólares fueron una de las razones del cepo cambiario que debió implementar el Gobierno de Cristina Kirchner en 2011. Para colmo, un año antes, en enero de 2010, el juez de Nueva York Thomas Griesa había decretado un embargo a la Argentina de 800 millones de dólares por un reclamo de los fondos buitre, lo que obligaba a que el gas no fuera «argentino» hasta entrar al puerto. De lo contrario, los buitres lo podían embargar en cualquier rincón del mundo.

			ENARSA se había hecho ya tristemente famosa por otro escándalo. Su titular, Exequiel Espinosa, había alquilado el avión que trajo en 2007 al venezolano Guido Antonini Wilson con la valija con 800 mil dólares que, dijo a la justicia de Estados Unidos, era un aporte de Hugo Chávez a la campaña electoral de Cristina Kirchner. Aunque un allegado a Espinosa dijo que, en realidad, el «avión lo alquiló la Presidencia de la Nación y él tuvo que hacerse cargo del muerto» en medio de negociaciones con la venezolana PDVSA. ENARSA era un «híbrido» jurídico en el cual una empresa estatal estaba disfrazada de sociedad anónima. 

			Durante el Gobierno de Néstor y Cristina, ENARSA llegó a tener quinientos empleados distribuidos en tres oficinas. La central funcionaba en el edificio Blue Sky ubicado en avenida Del Libertador al 1000; otras oficinas donde se preparaban las compras de GNL estaban en un edificio del barrio de Catalinas, y una tercera, en un edificio de la calle Paraguay, donde se decidían las compras de gas oil, que constituyen otra historia de esta telaraña de negocios.

			Y como para los negocios no hay ideologías, el exministro de Obras Públicas de Menem, Roberto Dromi, apareció como asesor oculto de De Vido, metido en la trama y cobrando honorarios millonarios. En público, el kirchnerismo despotricaba contra la política económica menemista y las privatizaciones de los noventa que tuvieron a ese abogado administrativista como «cerebro» legal de la venta de las «joyas de la abuela»pero, en privado, hacía negocios con uno de los principales íconos políticos del menemismo.

			Estas masivas compras de GNL no solo tuvieron efectos económicos. Desde 2007 el río Paraná comenzó a llenarse de gigantescos buques metaneros que transportan gas natural líquido (GNL) y, por momentos, parecía la Panamericana atiborrada de autos un domingo a la tarde cuando los porteños regresan de sus casas de fin de semana. No era por un aumento del comercio exterior, sino para paliar el déficit energético.

			La polémica compra de buques con GNL se hizo a través del Plan de Energía Total (PET), que dirigió De Vido e implementó su mano derecha, Roberto Baratta, a través de ENARSA. Alto, soberbio, de ojos negros y pestañas tupidas y pelo entrecano, Baratta con el PET manejaría otra enorme cuota de poder del sector energético del «mundo De Vido». 

			El PET estaba, a su vez, conformado por cuatro planes. Uno de ellos fue el «Plan de Provisión de Gas Natural Licuado (GNL) Regasificado». Este plan estaba previsto originalmente para que durara 90 días, pero se extendió por 8 años…, lapso suficiente para haber intentado —por ejemplo— buscar un aumento de la producción local de gas. El proceso de entrega del gas importado es muy complejo. Supone tener amarrado, antes de que lleguen los barcos con GNL, un buque regasificador, ya que no hay plantas en tierra para licuar el GNL congelado que traen los metaneros. Antes de salir, en países productores, como Qatar o Indonesia, el gas natural se convierte en gas natural licuado (GNL) mediante un proceso de licuefacción efectuado en plantas criogénicas, a temperatura de menos 161 grados, reduciéndose así su volumen 600 veces, para su almacenamiento y transporte a menor costo.

			Entonces, el gas llegaba en estado líquido trasladado por buques metaneros y era convertido en estado gaseoso por buques regasificadores amarrados en dos terminales portuarias, una en Ingeniero White, Bahía Blanca, y la restante —que empezó a operar recién en 2011— en Escobar. Una vez convertido, el gas se inyectaba a la red troncal de gasoductos y así llegaba a la casa de los argentinos. Como el proceso es peligroso por cuestiones de seguridad, los buques operaban en el llamado sector «inflamables» de los puertos. Tanta seguridad se debe a que son como «bombas flotantes» que si explotaran producirían una catástrofe.

			En ese período ingresaron al puerto de Bahía Blanca 232 barcos con GNL y al de Escobar, 265. Los buques fueron provistos así: 122 por la empresa Gas Natural Aprovisionamientos SDG SA, 113 por la española Gas Natural Fenosa, 74 por BP Gas Marketing Limited, 39 por la norteamericana Morgan Stanley Co. International PLC —brazo del banco JP Morgan—, 30 por Repsol Comercializadora de Gas SA, 24 por la rusa Gazprom Global LNG, 22 por Excelerate Gas Marketing LP, 19 por Vitol SA, 18 por Petrobras Global Tradding BV, 16 por ENI SPA, 13 por Statoil ASA, 10 por la holandesa Trafigura Pte. Ltd, 6 por Shell International Tradding Middle East Limited y 1 por Petronas LNG Ltd. Parece que nadie en este mercado quería quedar afuera de este negocio gigantesco que se hizo sin llamar a licitaciones públicas internacionales.

			La primera advertencia sobre las maniobras corruptas

			Como medida precautoria ante estos millonarios pagos, el gerente de Administración y Finanzas de ENARSA y representante de las provincias en el directorio, Ricardo Cabrera, nombró como asesor a un joven abogado y economista, Marcelo D’Alessio. Este letrado venía de haber hecho investigaciones en la Comisión Nacional de Valores (CNV) y es sobrino del exmiembro de la Cámara Federal porteña Andrés D’Alessio, que condenó a los excomandantes en el histórico juicio a las juntas de 1985. De mediana estatura, pelirrojo y mirada curiosa, el abogado comenzó a hurgar en los proveedores, las compras y los seguros de ENARSA y encontró una serie de falencias dentro de la empresa estatal que le provocaron enemistades y odios. 

			A poco de andar por las oficinas de ENARSA en el edificio Sky, vio que no había sistemas de seguridad, como ingreso con huellas digitales u otras medidas que tiene cualquier empresa de energía y, en este caso, la firma estatal que más dólares manejaba en el mercado local. Así se acostumbró a escuchar los gritos de Baratta por teléfono ordenando «a qué empresa comprarle los buques de GNL y a qué empresa no».

			En abril de 2012, a poco de arrancar, su jefe directo, Cabrera, le pidió conseguir un presupuesto para comprar diez buques de GNL. D’Alessio estudió el mercado y viajó a San Pablo a reunirse con un representante para América Latina de la petrolera Astra Evangelista. En el aeropuerto lo esperaba un Mercedes Benz negro blindado que lo llevó al hotel boutique Emiliano de cinco estrellas. Allí lo esperaba un gerente de Astra que, luego de una negociación, «aceptó vender diez buques de GNL a un precio 27 veces menor del que, en promedio, venía pagando ENARSA hasta el momento y con un gas de mejor calidad». Volvió rápido a Buenos Aires y le contó, satisfecho, la buena nueva a su jefe, y este, al resto del directorio. 

			Despreocupado, D’Alessio al día siguiente estaba por arrancar su auto Vento en la cochera del edificio Sky cuando le apareció de repente por la espalda un desconocido —que estaba agazapado en el asiento trasero—, le puso una pistola en la sien derecha y apretó el gatillo. Escuchó el metálico click del arma que estaba vacía y una voz arenosa que le dijo: «La próxima va en serio». El letrado quedó petrificado y el agresor salió del auto y se escapó.

			¿Qué había descubierto D’Alessio? El primer indicio del pago de sobreprecios millonarios y una resistencia de parte del personal de planta a darles información a expertos de la Auditoría General de la Nación (AGN), que estaban trabajando en ENARSA. Entonces, debió hacer que Cabrera lo designara también por nota «único interlocutor válido» ante los técnicos de la AGN en julio de 2011 para que le dieran acceso a los documentos internos de la empresa. Así hizo varias auditorías. Uno de estos informes de D’Alessio, a los que accedió este autor en exclusiva, señala que detectó «un depósito de 7 millones de pesos para un despachante que iba a recibir un buque que aparentemente por inclemencias meteorológicas no arribó a Bahía Blanca. Ese monto quedó como pago a cuenta, en vez de solicitar su inmediata reposición. Por comodidad administrativa, terminamos fondeando a un proveedor con más de 7 millones de pesos». A modo de conclusión, advirtió a las autoridades de ENARSA de entonces que había descubierto una serie de irregularidades:

			• Compra directa como método más frecuente sin respaldo documental.

			• Descoordinación entre las áreas que se encuentra en función fáctica de la carencia de controles serios previos a la firma de un director.

			• Se observa que el emisor de la póliza del D&O (responsabilidad civil de los directores por errores en su accionar) es el mismo que emite el resto de las pólizas. Esto es un contrasentido. Un demandante va a ir contra el directorio y contra Nación Seguros. Pero si Nación Seguros se expide por la negativa (no importa ahora prever la razonabilidad de esa posible actitud), este directorio puede recurrir al D&O. Y nos encontramos que el D&O también es emitido por Nación Seguros.

			• Una auditoría realizada en forma azarosa revela que las primas de seguros asumidas por esta EMPRESA estarían sobre el 20% de los precios de mercado. Este punto puede mejorarse aun utilizando de referente local para la emisión primaria a Nación Seguros, pero con un respaldo de una aseguradora internacional. Nación Seguros estuvo controlada por amigos de Máximo Kirchner, como Juan Ignacio Forlón, quien después de 2017 pasó a ser director de la AGN por expreso pedido de Cristina Kirchner, como otra muestra de su llegada al entorno más íntimo de la familia presidencial.

			El negociado con los seguros para las dos plantas térmicas por 13 millones de dólares por año que pagaba ENARSA también era otra irregularidad. Encontró que Nación Seguros «no contaba con la operatoria de una reaseguradora» internacional de Gran Bretaña o Luxemburgo, por ejemplo, para que en caso de que ocurriera una catástrofe saliera de respaldo. Un incendio de, por ejemplo, la planta de Ensenada de Barragán provocaría el pago de tantas indemnizaciones que terminaría quebrando no solo Nación Seguros, sino también el mismo Banco de la Nación. El nivel de irresponsabilidad, sin hablar de eventuales retornos, era «un delirio», contó un experto. 

			Entonces, reunió a un par de gerentes de ENARSA y les dijo sobre este último punto: «Muchachos, esto es un peligro y es ilegal y yo no firmo nada. Y como soy el interlocutor válido con Nación Seguros me acompañan o renuncio».

			Cabrera fue el primero en apoyar el pedido de que se interrumpiera el acuerdo marco entre ENARSA y Nación Seguros.

			Luego advirtió D’Alessio sobre una serie de filtraciones de la investigación que estaba llevando la AGN hacia la cúpula del Ministerio de Planificación, que habían ocasionado presiones sobre los técnicos del organismo controlador. Se quejó y pidió «poner por escrito las características y alcances de los llamados telefónicos que podría mantener Roberto Baratta con la estructura de pagos, contrataciones, etc.». 

			En un subcapítulo titulado «aspectos políticos», puntualizó que «aseveraron tanto la directora del operativo como su supervisora querer contar con información que vincule a Roberto Baratta con órdenes discrecionales a fin de pagar a proveedores amigos con fondos depositados en el BNA. Que declaremos los alcances de los llamados telefónicos, instrucciones impartidas y nivel de autonomía de los diferentes sectores sobre contrataciones internacionales de GNL frente a esas instrucciones telefónicas. Sistema de contrataciones de los diferentes envíos vía marítima, etc.». Por otra parte, advirtió que «se facturó hasta la utilización de cinco remolcadores para ayudar a los buques metaneros, pese a que en el puerto de Bahía Blanca solo había tres». Las operatorias portuarias de Ingeniero White «suelen ser fuera del horario convencional, en aras de generar sobrecostos», es decir, a las «6:58 AM o 17:02 PM». Todo para cobrar más caro el servicio. 

			El informe secreto sobre el financiamiento tenía otros rubros que también «quemaban». «Otro ejemplo podría ser la búsqueda de fundamentos del movimiento de cuentas que no son las del BNA y la razonabilidad del fondeo que se realiza para pagar ciertas operaciones desde el Banco Río y Macro», señaló. Sobre este punto, luego de analizar el movimiento de subscripciones y rescates de las cuotas partes del Fondo Común de Inversión llamado Pionero del Banco Macro, D’Alessio llegó a las siguientes conclusiones preliminares:

			«1. El promedio de saldos remanentes que se dejó en el banco supera los 46 millones de pesos.

			2. No encontramos justificación para estar posicionado en pesos dentro de una entidad con la cual se operaba exclusivamente para relacionarnos con el exterior. 

			3. No obtuvimos informe por parte de tesorería que sustente el riesgo cambiario al que estaba siendo sometido el patrimonio de la EMPRESA por estar posicionado en pesos para una operatoria nominada en dólares estadounidenses.

			4. Los volúmenes transados superan los 250 millones de pesos en veintitrés días bajo esta modalidad. 

			5. El costo de suscripción y rescate no presenta costo alguno. No obstante, la compra-venta de billetes sí representa un spread a considerar, sin adicionar que el rinde del fondo seleccionado se ubicó en el período evaluado por debajo del nivel de inflación determinado por el INDEC». 

			En otras palabras, llamaba la atención que la cuenta corriente de ENARSA los viernes quedaba en cero, pasaba la plata al Banco Macro y los lunes recuperaba sus fondos. Descubrió que un gerente con ese dinero los viernes compraba partes del fondo de inversión llamado Pionero del Banco Macro y los lunes las devolvía. «Me di cuenta de que de esta forma le permitía al Banco Macro subir sus encajes (NdA: el dinero en efectivo que los bancos no pueden prestar) frente al Banco Central y así mejorar su perfomance y calzar posiciones. No faltaba dinero, pero era un delito y se le conté a Espinosa», dijo. La respuesta que recibió fue tajante: «Doctor, no se meta con la cuenta corriente de la empresa y no se preocupe porque acá no va a pasar nada. Tengo las espaldas cubiertas».

			Sin embargo, Espinosa removió al tesorero que hacía esa operatoria, quien fue enviado a otro sector del Gobierno. Pero el reemplazante no fue alentador, sino todo lo contrario, un K puro: el contador Jorge Cerrota, quien en marzo de 2013 protagonizaría el escándalo de La Rosadita de Lázaro Báez.

			En 2018, antes del cierre de este libro, D’Alessio fue entrevistado por el autor y especificó que la «planificación de compra de Buques de GNL y gas oil la hacía la ingeniera Nilda Minutti en coordinación directa con Roberto Baratta y Walter Fagias». «Todo pago por los buques había que hacerlo bajo la instrucción de Roberto Baratta vía mail o telefónicamente al gerente de Administración y Finanzas», agregó. Toda esta operatoria necesitaba de «una coordinación entre Meridian y los gremios del sector del encargado de Planificación y Logística capitán Pablo García Arrébola, quien respondía a Nilda Minutti», añadió. 

			Cuando se le preguntó quién era el responsable del acuerdo con Banco Macro, contestó que fue «Raúl Argañaraz. Las órdenes y negociación de cambio de divisa las realizaba Roberto Baratta directamente con diferentes interlocutores que tuvo la mesa de dinero del banco de Britos. A Argañaraz, después de constatarse desmanejos, lo reubicaron a través de una orden de De Vido en una fábrica de aviones».

			Sobre el desembarco de La Cámpora de Máximo Kirchner en ENARSA, a partir de 2012, recordó que sacaron a Espinosa y «Walter Fagias pasa del Ministerio de Planificación a ser presidente de ENARSA, y Kicillof designa a Carbajales como gerente general. Salvo el directorio, el resto de los cargos gerenciales se vieron recortados en su égida de acción, pero continuaron plasmando los negocios». La Cámpora, de la mano del diputado Wado de Pedro, y De Vido, de la mano de Baratta, se dividieron la empresa y se pelearon «hasta por las secretarias privadas», contó un exgerente de la firma a este autor.

			D’Alessio aseguró que habría habido pagos mensuales desde la empresa estatal «al Sindicato de Luz y Fuerza» y que la relación con el titular de ese gremio Oscar Lescano «era exclusiva de Santiago Pierro». En la investigación de Panama Papers del Consorcio Internacional de Periodistas de Investigación (ICIJ, en inglés) se descubrió que Lescano tenía cuatro empresas offshore en Panamá donde se sospecha en la Justicia que manejó fondos millonarios. Siempre según D’Alessio, «la contabilidad paralela de buques (capacidad descargada, compras, precios, calidad, etcétera) la manejaba una mujer de confianza de Roberto Baratta».

			D’Alessio afirmó que le comunicó al entonces presidente de ENARSA Exequiel Espinosa que la «responsable del área de exploración de la empresa estaba robando información sensible, como la geolocalización de todas las bocas de inspección de gas y petróleo del país. Luego, se la desvinculó, pero sin que ENARSA iniciara las acciones legales correspondientes». A la oficina de la encargada de este tema sensible, tuvo que ingresar con un cerrajero y un testigo porque estaba bloqueada. Pero esta filtración de esa información privilegiada, que vale millones de dólares, es otra historia.

			El negocio de los seguros del amigo de Máximo Kirchner

			Con sus días ya contados, en julio de 2012 D’Alessio seguía sin firmar los seguros por 20 mil millones de dólares. No eran solo para los barcos, sino también para plantas de generación térmica, como las de Ensenada de Barragán. Obstinado, D’Alessio le pidió, entonces, un presupuesto a SanCor Seguros, uno de los grandes operadores del mercado, y recibió una propuesta por «17 millones de dólares, cuando Nación Seguros me pedía 24». Sorpresivamente, recibió una llamada de Juan Ignacio Forlón —el amigo íntimo de Máximo Kirchner— a su teléfono directo, a cargo entonces de Nación Seguros:

			—Escuchame, necesito que firmes las pólizas de ENARSA y de dejés de romper bien las bolas, ¿me entendiste, pendejo?

			—Mirá, cuando vos todavía no sabías hacerte la paja yo ya investigaba negociados en la Comisión Nacional de Valores. Tengo una propuesta 7 millones de dólares más barata. No voy a firmar un porongo. 

			—Mirá, pendejo, este fin de semana voy a Olivos y el lunes te hago echar.

			Con el apoyo de Máximo, Forlón fue a la residencia presidencial de Olivos y la entonces presidenta Cristina Kirchner llamó al gobernador de Formosa, Gildo Insfrán, para que echara a Cabrera y a D’Alessio. Cabrera había sido nombrado por Insfrán como representante de las provincias. Y efectivamente el joven y curioso abogado quedó de patitas en la calle. A D’Alessio siempre le llamó la atención que el hermano de Forlón, Juan Manuel, contratado en el Banco Nación, a partir de 2004 viajó más de quince veces a Chile para estadías de un solo un día, cuatro veces a Panamá, una a Uruguay y dos a Estados Unidos. Parece que no eran viajes de placer, por el poco tiempo de sus estadías.

			Sin embargo, Forlón negó haber intercedido ante Cristina Kirchner luego de la discusión con D’Alessio. Ante una consulta del autor, esta fue su respuesta:

			—Durante su gestión como titular de Nación Seguros, ¿qué fue lo que se aseguró en ENARSA y por qué montos? 

			—Al momento del inicio de la gestión ya estaba vigente un convenio interadministrativo que vinculaba a ENARSA y Nación Seguros SA, que había sido suscripto por las anteriores autoridades. En el marco de este acuerdo se encontraban vigentes diversas pólizas, como construcción y montaje, todo riesgo operativo, RC (Responsabilidad Civil), transporte de mercaderías, etc. El listado, montos y detalles no los recuerdo, ya que ENARSA era uno de los tantos grandes clientes, y el volumen de pólizas de Nación Seguros SA era muy significativo, resultando imposible tener presente cada uno de ellos.

			—Según el doctor Marcelo D’Alessio, en julio de 2012 había seguros por firmar por 20.000 millones de dólares. Entonces él pidió a SanCor Seguros —uno de los principales operadores del mercado— un presupuesto que resultó de 17 millones de dólares, por debajo de los 24 millones ofrecidos por Nación Seguros. ¿Por qué se optó por Nación Seguros siendo más caro?

			—No recuerdo al D’Alessio mencionado. Con relación a la pregunta en sí, desconozco a qué «seguros por firmar» se refiere, siendo que al momento del inicio de mi gestión en Nación Seguros SA, el convenio mencionado ya se encontraba firmado y vigente, al igual que las pólizas. Asimismo, Nación Seguros no participaba de la toma de decisiones de ENARSA, por lo cual se desconoce el procedimiento de contratación llevado adelante por ENARSA y las distintas ofertas que pudo haber tenido ENARSA al momento de evaluar la aceptación de la cobertura. Sin perjuicio de lo expuesto, desde el inicio se revisaron las coberturas que estaban vigentes, en función de cada etapa de formación del seguro y la confirmación al reaseguro, más la información suministrada por ENARSA, y se realizaron reingenierías de coberturas, consiguiendo de esta manera en el mercado de reaseguros términos, precios y condiciones muy favorables para el asegurado.

			—En ese contexto, D’Alessio afirma que usted lo llamó por teléfono para que firmara las pólizas de ENARSA, que le dijo que «deje de romper las bolas» y que usted iba a ir a Olivos para que lo echaran, situación que se habría concretado posteriormente con su despido. ¿Cuál es su versión de los hechos?

			—No recuerdo haber conversado con el mencionado D’Alessio y mucho menos haberme referido a alguien en esos términos. Ahora bien, no comprendo el motivo por el cual llamaría a un asesor de un gerente solicitando la firma de pólizas que, como ya fuera aclarado, el convenio y las pólizas se encontraban vigentes al momento de iniciar mi gestión en Nación Seguros. En tal sentido, se desconocen los motivos de su desvinculación, siendo que no participamos en la toma de decisiones de ENARSA.

			—Según una auditoría que se hizo entonces, cuando D’Alessio era interlocutor ante los técnicos de la AGN, las primas asumidas por Nación Seguros habrían estado un 20% por encima de los valores de mercado vinculados a empresas triple A internacionales. ¿Qué opina al respecto?

			—Por una parte, si D’Alessio fue interlocutor en julio de 2012, como se referencia en otra pregunta, los informes que pudo haber suministrado fueron de coberturas asumidas por la gestión anterior, por tanto previas a mi llegada a Nación Seguros; máxime que las auditorías llevadas adelante por la Auditoría General de la Nación tienen un carácter ex post. Sin perjuicio de ello, a modo de comentario, ninguna aseguradora que opere en el país puede retener la mayoría de los riesgos energéticos descriptos. No poseen la capacidad en sentido técnico (ni capital suficiente ni las relaciones técnicas), por lo cual debe reasegurarse en el mercado internacional. Si está comparando precios ofrecidos por el mercado de reaseguros con los precios ofrecidos por una aseguradora que opera en el país, obviamente que los de la aseguradora van a ser más elevados. Esto es así porque al precio que establece el mercado de reaseguro se le adiciona el fee de la aseguradora que coloca el riesgo. Se resalta que en el período en análisis, la normativa no permitía que un asegurado accediera al mercado internacional de reaseguro, sin la intervención de una aseguradora local.

			—Según D’Alessio, Nación Seguros no contaba con la operatoria de una reaseguradora internacional de respaldo en caso de catástrofe, lo que la exponía a la empresa, en ese caso, a una quiebra y al Banco Nación. ¿Cuál era la situación y por qué motivo?

			—Tanto las pólizas de ENARSA como el resto de las coberturas ofrecidas por Nación Seguros estaban reaseguradas y retrocedidas en el mercado internacional de reaseguro, con reaseguradores de primera línea especialistas en cada ramo, quienes se encontraban en el listado de reaseguradores admitidos por la Superintendencia de Seguros de la Nación. En el supuesto de siniestros, estos se encuentran limitados a la cobertura de la póliza, por lo cual el patrimonio de la compañía de seguros se encontraba técnicamente resguardado.

			La pelea Kicillof-De Vido por el control de ENARSA

			Pero mientras Forlón siguió en ascenso —de la mano de Cristina en 2015 llegó a la Auditoría General de la Nación— dentro de ENARSA hubo cambios productos de las internas K. Precisamente, tal como contó D’Alessio el 30 de mayo de 2012, a poco de haber sido nombrado Axel Kicillof como viceministro de Economía, La Cámpora logró ocupar también varios puestos clave en la Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico (CAMMESA), que es una empresa privada argentina sin fines de lucro para mover la electricidad en forma balanceada dentro del sistema eléctrico interconectado nacional y en ENARSA. Ambas empresas, hasta ese momento, habían estado siempre bajo el control de De Vido.

			En esa puja de poder interno, Juan Manuel Abud, entonces vocal del Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) y hombre de confianza del nuevo ministro de Economía Kicillof, se convirtió en el nuevo gerente general de CAMMESA en reemplazo del devidista Luis Beuret. Y Paula Español —la subsecretaria de Comercio Exterior que ocupó el lugar del fallecido en Montevideo durante un juego sexual Iván Heyn— pasó a ser la nueva encargada de la gerencia de finanzas de CAMMESA. Kicillof había creado la agrupación Tontos pero no Tanto (TNT) en el Colegio Nacional Buenos Aires y luego militó en agrupaciones afines en el Facultad de Ciencias Económicas de la UBA. Parece que intentó seguir con la idea de TNT en su pelea con De Vido. En la Facultad de Ciencias Económicas de la UBA fue profesor de Microeconomía I y II; Macroeconomía y Política Económica; Economía Marxista; Macroeconomía II e Historia del Pensamiento Económico. A partir de 2007 pasó a hacer carrera dentro del Gobierno de Cristina Kirchner y luego llegó al sillón del palacio de Hacienda, empezando esa lucha de poder interna. Era un aliado de La Cámpora. Así, el joven Kicillof hizo ascender al abogado y militante de esa agrupación que respondía a Máximo Kirchner, Juan José Carbajales —que se había incorporado a la empresa a fines de 2011—, de director a vicepresidente. Este, —a su vez, respondía directamente al líder camporista Eduardo «Wado» de Pedro, el mismo que en 2018 iría a visitar a De Vido a la cárcel de Marcos Paz. En ese momento, tenía 34 años y pasó a manejar un presupuesto de casi 20 mil millones de pesos por año. Cuando ingresó a la función pública, Carbajales declaró bienes ante la Oficina Anticorrupción por 108.465 pesos, y al retirarse, por 1.177.037 pesos. En los pasillos de ENARSA se afirmó que Carbajales —que habitaba una casa en Córdoba— se desplazaba en un avión bimotor, entre otros privilegios.

			Antes de esos cambios en la cúpula de la empresa estatal, no solo se pagaron sobreprecios en las contrataciones de buques de GNL, sino también habría habido irregularidades en la contratación de los seguros ambientales, que había creado la exsecretaria de Medio Ambiente K Romina Picolotti y que manejaba la empresa Testimonio, y de las agencias marítimas, entre otros puntos. Todo agravado con el hecho de que las compras de estos «commodities» de GNL debían pagarse al contado. Se llama «commodities» a materias primas que están estandarizadas y se comercializan por todo el mundo. Los buques solo soltaban amarras para que los engancharan a los puertos cuando recibían un fax de las empresas armadoras confirmando que la Argentina ya había pagado en efectivo la carga. Para colmo, desde 2010, como ya se dijo, por el embargo del juez Griesa las cargas de gas no podían ser propiedad del Estado argentino porque si no eran confiscadas por la Justicia de Estados Unidos en cualquier rincón del mundo. 

			Las maniobras se realizaron con total impunidad hasta que en 2012 sobre la base de un informe de la Auditoría General de la Nación (AGN), cuando era presidida por el radical Leandro Despouy, se abrió una causa judicial. El informe estimaba que se habían pagado sobreprecios del 20%. De esta forma, se habrían desviado 3.000 millones de dólares; parte de este dinero se sospecha habría servido para pagar las coimas. 

			Una fuente judicial reveló que una porción de los pagos por los buques con gas se hacía a través de un banco privado argentino de primera línea, que tenía una cuenta ubicada en un banco de Panamá, en vez de hacerse en la Argentina. Según la fuente, desde esa cuenta luego se habrían repartido las coimas y otros pagos en una ruta del dinero que la Justicia aún no investigó. Esa fuente, afirman los testimonios, podría dar pistas sobre los sobornos que la Justicia sospecha se pagaron. 

			Tras el cambio de Gobierno, se transparentó el sistema de contratación y Bonadio aceleró la investigación judicial contra De Vido, que hasta mediados de 2017 era un intocable para la Justicia. Sus abogados y emisarios recorrían constatemente Comodoro Py. En los pasillos del edificio de Retiro hasta se afirmó que un amigo de un polémico exjuez habría recibido contratos del Ministerio de Planificación para sus empresas a cambio de impunidad, como otro eslabón del «mecanismo». 

			Bonadio había sido nombrado por el expresidente Carlos Menem como juez federal, luego de ser subsecretario Legal y Técnico del ministro del Interior Carlos Vladimiro Corach. A los 61 años este magistrado, experonista de Guardia de Hierro, motoquero y hombre de armas llevar —siempre circula con una pistola Glock encima— con los años se convirtió en el más duro de los jueces frente al kirchnerismo. Está divorciado y tiene un hijo, Mariano, que participa de una banda de rock y es dueño del estudio de grabación Records MCL. También es socio de Carlos Alberto Bonadio, su hermano en la empresa Mansue, dedicada a la venta de combustibles. Famoso como hacedor de irónicos chistes en Comodoro Py, siempre se lo ve caminando con lentes oscuros, una carpeta en la mano, su incipiente calvicie, que aún le permite mostrar ondas de pelo en la nuca y sin custodia.

			La coartada de De Vido y Baratta

			Bonadio siempre repite en las reuniones de «terapia» de Comodoro Py que a las causas complejas hay que resolverlas rápido, si no se terminan «comiendo» a los jueces, como le «pasó a Juan (Galeano) con la AMIA». Así hizo con la causa de la tragedia de Once y así arrancó con la causa del GNL tras el cambio de Gobierno, apuntando a De Vido.

			En 2017 en su declaración indagatoria como sospechoso, ya como diputado del Frente para la Victoria (FpV), De Vido se defendió así ante Bonadio: «El invierno del año 2007 implicó un duro castigo climático a nuestra comunidad. Todavía se mantienen en nuestras retinas las raras postales nevadas del 9 de julio de ese año. Ese dato climático coincidió con una crisis sin igual en las reservas de generación hidroeléctrica del Comahue», en alusión a la represa del Chocón. «Un escenario muy distinto a la década del 90 (de Carlos Menem), en donde la muy reducida actividad industrial y la caída en general de la economía implicaron que la generación de gas a nivel nacional alcanzara para cubrir la demanda interna y sobraba para exportar ese insumo a algunos países limítrofes», agregó para destacar que aumentó la producción industrial durante el kirchnerismo.

			En sintonía con De Vido, Baratta aprovechó su indagatoria para fustigar a dos directores de la YPF reestatizada, Alejandro Luchetta y Hugo Balboa, quienes habían cambiado el régimen de compra del GNL. Empezaban a aflorar internas entre los kirchneristas y las nuevas autoridades cuando se sentaban en el banquillo de los acusados, y también comenzaba a correr la máxima de los reos según la cual si yo me hundo, me hundo con otros.

			Todavía soberbio, Baratta puntualizó que «hasta el año 2012, ENARSA realizaba las compras de GNL mediante concursos privados de precios, siendo estos los procesos de selección los estándares en el mercado, permitiendo la consolidación de una oferta estable y diversificada de GNL». Era razonable, se explica en Comodoro Py, que se comprara en forma directa ante la sorpresa de la crisis energética en 2007, pero luego hubo tiempo más que necesario para planificar las compras a través de una licitación pública internacional. Sin embargo, se siguió con el opaco sistema de concursos cerrados de precios.

			El extaxista devenido en experto en energía incluso usó la designación de Juan José Aranguren al frente del Ministerio de Energía en 2015, tras el cambio de Gobierno, para armar su coartada. «La multinacional Shell participó en muchas de las licitaciones, siendo adjudicataria en algunos casos y en otros no; y Shell no formuló queja ni reclamo ni acción administrativa o judicial por el hecho de no haber sido adjudicataria de algunas licitaciones», destacó. Hasta antes de asumir su cargo en diciembre de 2015, Aranguren era el presidente de Shell argentina y fue perseguido mediática y judicialmente por el exsecretario de Comercio K, Guillermo Moreno.

			«Los Sres. Balboa (hoy presidente de ENARSA) y Wagner (director de Auditoría ENARSA) trabajaron en la multinacional Shell antes de ingresar en la función pública», añadió Baratta para atacar a quienes lo estaban ahora denunciando.

			Luego arremetió contra el gerente general de YPF Miguel Galuccio, nombrado por Cristina Kirchner, tras la polémica reestatización de esa petrolera en 2012. «Galuccio hizo declaraciones públicas con especial énfasis en la transparencia de las operaciones de compra de GNL, informando que él mismo fiscalizaba cada una de ellas, asumiendo total responsabilidad personal por toda la operatoria GNL en YPF durante la etapa 2013/2015», agregó Baratta para tratar de involucrar también a Galuccio. Se trata de un ex-CEO de empresas petroleras internacionales, como la multinacional Schlumberger, que había logrado la bendición política de Cristina para llegar a YPF. 

			Así Baratta siguió intentando deslindar responsabilidades. Luego, la mano derecha de De Vido dijo que las compras eran auditadas por la Facultad de Ciencias Económicas de la UBA, entre otros controles. Y cargó especialmente contra el ingeniero David Cohen, autor de un peritaje pedido por el juez que no fue acompañado por otros peritos oficiales que se demoraban en contestar. «El Ing. Cohen “copió y pegó” información de una tesis universitaria chilena y citó como fuente a un organismo europeo que no existe», atacó Baratta. 

			Después, por pedido del fiscal Stornelli, a Baratta se le exhibieron facturas de Diligentia SA, empresa de Dromi y su hijo Nicolás Dromi San Martino, dirigidas a ENARSA por 21 millones de pesos y 6 millones de dólares, respectivamente. Contestó: «Nunca había visto esas facturas, ni esas, ni las de ningún otro proveedor de GNL». Seguidamente, se le mostró el mail que le mandó Ezequiel García para que explicara qué significó la frase: «Si es otra jugada de cabotaje para meter cuchara me preocupa». Respondió: «Pierro era una persona que trabajaba en ENARSA y el correo no hace referencia a GNL. Hace referencia a licitaciones de centrales eléctricas. Dromi no fue ni adjudicatario de ese proceso». Con este comentario, Baratta metió en la causa a Santiago Pierro, un personaje clave en la venta de gas oil que hacía ENARSA. Era hijo de un histórico exdirector de la YPF estatal y hombre de confianza de Baratta. Pero no explicó qué significaba esa clásica frase de la cuchara, muy usada en la jerga de la corrupción.

			Sobre otro correo electrónico de Teddy Batista relacionado con Lázaro Báez, respondió Baratta que «no tiene nada que ver con GNL. Lázaro Báez quería presentarse a licitaciones de energía distribuida que no tiene relación con GNL. Báez no fue adjudicatario de nada que tenga relación con energía distribuida. Quiso participar de barcazas móviles de generación eléctrica y creo que se presentó y perdió».

			Dromi cobró honorarios por 6 millones de dólares

			La página web de Roberto José Dromi (38) empieza con la frase: «Clavo mi remo en el agua. Creo que he visto la luz del otro lado del río», tomada de la canción ganadora del Premio Oscar del músico uruguayo Jorge Drexler. Menos poético, DYSAN significa «Dromi y San Martino Consultores SA», es decir, los apellidos del exintendente de la dictadura en Mendoza y arquitecto de las polémicas privatizaciones de Carlos Menem y de su esposa María Laura San Martino. DYSAN dice tener sede legal en la calle Velázquez 75 de Madrid, donde hay un edificio de viviendas y reside Laura Dromi, la hija del exministro. Gracias a una «recomendación» de De Vido a Gas Natural Fenosa en 2010, Dromi (72 años) pasó a ser —a través de DYSAN— asesor comercial e intermediario de las millonarias ventas de gas licuado de esa empresa española a ENARSA. Además, Dromi tiene en Buenos Aires un estudio jurídico en que asesora a empresas nacionales y multinacionales. 

			Entre 1993 y 2007 DYSAN declaraba ganancias mínimas o pérdidas en España, pero en 2010, tras meterse en el negocio del GNL, facturó de repente 4.929.259 euros. Es que había logrado un contrato de hecho de asesoramiento comercial a la empresa catalana Fenosa (39). Según Clarín, «Gas Natural Fenosa habría pagado a DYSAN entre 1,5% y 2% de comisión por cada millón de BTU (British Thermal Unit, la medida de energía usada universalmente) vendido entre 2010 y 2012 a la Argentina. Como las casualidades en contabilidad casi nunca existen, los más de 4.900.000 euros facturados por DYSAN en 2010 se corresponden matemáticamente con una comisión del 1,8% por el total de 36.500.000 BTU vendidos por Gas Natural Fenosa a la Argentina en doce barcos de GNL, a razón de 7,5 dólares el millón de BTU, de acuerdo a los registros oficiales de la Secretaría de Energía. Gas Natural Fenosa facturó a ENARSA 273.800.000 dólares por esos doce barcos». 

			En una respuesta a Clarín, Nicolás Dromi San Martino, hijo del exministro de Obras Públicas, admitió que «DYSAN ejecutó a favor de su cliente GNF tareas profesionales de asesoramiento legal, administrativo, comercial, crediticio y logístico en la venta de Gas Natural Licuado (GNL) a la República Argentina, a través de la participación de GNF en concursos públicos organizados por ENARSA…». Y agregó que «DYSAN ha percibido de GNF los honorarios correspondientes a sus labores profesionales». No especificó cuánto, pero si le cobró a la empresa española o al Morgan Stanley el 0,50 o el 1% (no el 1,8 del que habla Darío D’Atri) de la operación, sería una cifra multimillonaria en dólares. 

			Luego buscó subestimar la participación de Roberto Dromi «en el diseño, planificación y/o ejecución de tareas de cualquier tipo tendientes a recomendar la nacionalización de YPF o su expropiación, y al presunto papel de asesor formal o informal del Gobierno argentino». La «única intervención de mi padre» ocurrió en 2010 cuando expuso como experto invitado en el acto de clausura del Congreso de APLA (Asociación Petroquímica y Química Latinoamericana), donde manifestó la conveniencia de que el Estado argentino «recuperase capacidad de decisión estratégica en la empresa petrolera a través del incremento de su participación en acciones». Antes, con Menem, había apoyado la privatización de la empresa fundada por el general Enrique Mosconi en 1922. Sin embargo, una fuente empresaria afirmó que Dromi le había enviado mensajes a De Vido, a través de terceros, para que «emprolijara la compra de buques a través de concursos de precios a fin de que el ministro en el futuro no fuera preso». Dromi, uno de los mejores expertos en derecho administrativo, fue profético sobre De Vido.

			Pero el 22 de diciembre de 2012, poco antes de la asunción de Kicillof en el Ministerio de Economía en reemplazo del ministro Hernán Lorenzino —aquel que se hizo célebre por la frase «me quiero ir»— y el nombramiento de hombres suyos en ENARGAS, «Gas Natural Fenosa anunció sorpresivamente que prescindía de los servicios de asesoramiento de la consultora DYSAN de España». Había empezado una fuerte pelea tras las bambalinas entre Dromi y los españoles de YPF-Repsol, paralela al round Kicillof-De Vido.

			Cinco años más tarde de esa nota, a mediados de 2017, declaró en la causa de Bonadio Dromi San Martino, quien junto con su padre había pasado súbitamente de asesor legal a trader (intermediario) de las compras de GNL. Dromi hijo se refirió a la famosa denuncia sobre la falta de un buque que se pagó pero nunca llegó a la Argentina y que la prensa lo bautizó «el barco fantasma». Contestó que «2008 fue absolutamente opuesto en términos climatológicos al de 2007, por lo que ENARSA canceló en forma anticipada dos cargamentos, uno a la firma Repsol y otro a Contrater Consulting, y decidió liberar el buque regasificador anclado en Bahía Blanca 45 días antes de lo previsto originalmente». Según una investigación del diario Perfil, este barco «fantasma» le costó al Estado una pérdida de 2,5 millones de dólares. Una nota de Emilia Delfino en ese diario reveló que «el 21 de agosto de 2008, 2,5 millones de dólares salieron de la cuenta N° 3540-0940147691-3 del Banco Macro, cuya titular es Energía Argentina SA (ENARSA), con destino a la cuenta N° 0142-0001178001201213 del Bank PYME de Barcelona a nombre de Contrater Consulting SL. Como entidad intermediaria operó el Wachovia Bank, con sede en Filadelfia (Estados Unidos). La transacción fue por un total de 7,59 millones de pesos que, al tipo de cambio oficial de ese día (3,03 pesos), cubrieron los 2,5 millones de dólares facturados por Contrater Consulting al Estado argentino».

			Ante un pedido del Gobierno argentino, Repsol aceptó postergar su cargamento para entregarlo en la campaña de 2009, mientras que Contrater rechazó esta posibilidad, agregó Dromi San Martino. En ese contexto, ENARSA «buscó a alguien que le comprase el cargamento a Contrater o le ofreciere un “Swap” (o sustitución)», dijo. Finalmente, aseguró que Diligentia compró el contrato de la firma española Contrater para entregar dicho cargamento a comienzos de 2009. Este fue solo el inicio de la entrada de los Dromi en este enorme negocio del GNL cuyos tentáculos internacionales aún no se terminaron de investigar.

			En 2009 siguieron los negocios. Diligentia firmó un contrato con ENARSA y luego le entregó «cinco cargamentos, el primero sustitutivo del barco ruso». Pero según la cortada del hijo de Dromi, en 2013 después ENARSA no cumplió con lo estipulado e YPF empezó de la mano del entonces ministro de Economía Axel Kiciloff a competir en «forma desleal». La relación contractual y comercial entre Diligentia y ENARSA concluyó de común acuerdo el 12 de agosto de 2009, porque «teníamos enormes dificultades para cobrar los buques y una compañía del tamaño de la nuestra no puede estar sujeta a esa exposición». 

			A Dromi hijo se le preguntó cuál fue el monto de las comisiones percibidas por Diligentia por cada cargamento de GNL, y contestó: «No eran comisiones sino honorarios y retribuciones. Por el primer cargamento sustitutivo del cargamento ruso se percibió una retribución de dos millones trescientos mil dólares». Luego Diligentia fue trader en la provisión de gas natural licuado de ENARSA entre el 12 de diciembre de 2008 y el 12 de agosto de 2009 y cobró honorarios por dicha labor. Por los restantes tres cargamentos, Diligentia percibió de ENARSA «una retribución de un millón trescientos veinte mil dólares por cada uno de ellos, totalizando por tanto tres millones novecientos sesenta mil dólares por esos tres cargamentos». Sin embargo, en promedio en el mercado internacional los intermediarios cobran una cifra menor de entre 0,50 y 1% del costo de la carga de un buque, comentó una fuente del sector.

			«Por lo tanto, el total facturado y percibido por nosotros ascendió a aproximadamente seis millones doscientos sesenta mil dólares estadounidenses, por la totalidad de nuestra gestión relativa a los cargamentos descargados», puntualizó. Cuando se le preguntó si percibió honorarios o retribuciones por parte de empresas proveedoras de dicho fluido, manifestó que «sí, cobramos retribuciones, pero no en el mismo periodo contractual con ENARSA». Afirmó que esos pagos fueron percibidos por «asesoramiento profesional y no por ser traders de dichas compañías. Solo fuimos trader de ENARSA» en una primera etapa. Por ejemplo, uno fue con el banco norteamericano Morgan Stanley por asesoramiento profesional en relación con operaciones de GNL «entre mayo de 2010 y mayo de 2012». El Morgan obviamente no es dueño de ningún pozo de gas o barco, sino un trader del negocio.

			Puntilloso como su hijo, Dromi padre entregó al juez Bonadio un escrito en que dividió la historia de las polémicas compras en etapas. «Primera etapa: Monopolio Natural. Provisión exclusiva y excluyente de Repsol-YPF a ENARSA (2008); segunda etapa: Participación de Diligentia en competencia con REPSOL (2009); tercera etapa: contratación de múltiples proveedores por concursos internacionales de precios (de 2010 a 2012); cuarta etapa: cesión onerosa de ENARSA a YPF de las competencias de provisión de GNL (de 2013 a 2016); quinta etapa: rescate de las competencias de ENARSA para la provisión de GNL. Desplazamiento de YPF (2017 en adelante)». Suscribió el descargo de su hijo y se quejó porque «soy accionista de las únicas dos empresas privadas proveedoras a las que se ha citado a indagatoria en esta causa: Diligentia y DYSAN». A ninguna de las otras quince empresas que fueron proveedoras del 100% de GNL que compró ENARSA «se las ha citado bajo ningún título jurídico; aunque serían las beneficiarias si se acreditaran los llamados sobreprecios que indica la pericia del Ing. David Cohen». 

			Para seguir denunciando la participación Kicillof que había desplazado un poco a De Vido del negocio y metido a la YPF reestatizada, Dromi padre afirmó que en 2013 «se suscita el conflicto patrimonial para el Estado y el Tesoro nacional cuando ENARSA (empresa 100% estatal) le transfiere a YPF (empresa mixta regida por el derecho privado y sin control público de la AGN ni SIGEN) por una cesión onerosa las competencias para seleccionar a los proveedores o contratistas». A fines de 2016 el Gobierno de Mauricio Macri revisó «esta manifiesta inconveniencia para el Tesoro Nacional, dando por decaído el contrato entre ENARSA e YPF y restituyendo a ENARSA sus plenas competencias, lo que según declaraciones gubernamentales implicaría un ahorro de 150 millones de dólares», agregó Dromi ahora preocupado por las pérdidas del Estado.

			Para Dromi, «este presunto ilícito es el que hay que investigar, tanto el contrato madre como los contratos de suministro. Es imprescindible investigar el contrato de cesión de competencias entre ENARSA e YPF, que se ejecutó ininterrumpidamente durante más de tres años». El ingreso de YPF, recordó, «fue motivo de críticas y pedidos de informes de los legisladores nacionales Dr. Ernesto Sanz (UCR, proyecto S- 3061/12) y del Agr. Jaime Linares (GEN, proyecto S-794/13); y en las declaraciones testimoniales de la presente causa, del Ing. Emilio Apud, actual director de YPF en representación del Estado». Así Dromi buscaba correr el eje de la causa en contra de De Vido y su persona hacia la gestión Kicillof.

			El polémico exministro menemista afirmó que «Diligentia y DYSAN no percibieron honorarios o comisiones de ENARSA ni de repartición u organismo estatal alguno. Tampoco se le dieron comisiones o participación alguna de los cobros a ningún funcionario». Así, este voluminoso hombre de 72 años se refirió a la versión de que los honorarios que recibió de multinacionales ocultarían un supuesto pago de sobornos a funcionarios K. Un detalle: su hijo sí admitió que cobraron «honorarios y retribuciones», pero no comisiones.

			Estalla la interna K ante la Justicia

			En su indagatoria ante el juez Bonadio, Exequiel Espinosa, un ingeniero de bajo perfil y cara de bulldog, recordó que asumió la presidencia de ENARSA en 2004 y renunció en marzo de 2013 peleado con Kicillof y La Cámpora. Así explicó los motivos de su alejamiento: «YPF ya se había recuperado y fue nominado para el directorio de ENARSA Juan José Carbajales, y en Administración y Finanzas, Ghioni, quienes respondían a la línea de Kicillof, que era el ministro de Economía y representante de las acciones del Estado en YPF». Carbajales ingresó a ENARSA como director titular en representación del Estado Nacional el 5 de enero de 2012, luego pasó a ser gerente general, y renunció el 9 de diciembre de 2015 con el cambio de Gobierno.

			La decisión de Cristina Kirchner —empujada por Kicillof— de transferirle a YPF la gestión de compra del GNL y dejar a Carbajales como nexo entre YPF y ENARSA «me causó mucho malestar, y las relaciones con Carbajales no eran buenas. Es por eso que tomé la decisión de renunciar al cargo en una conversación que mantuve con Baratta». Pero la renuncia se la envió por escrito a De Vido. 

			Después Espinosa defendió los precios que ENARSA pagó por el GNL: «El precio con el que ENARSA consiguió el GNL siempre estuvo en la media de los pequeños mercados que se proveían del gas asiático. El gas norteamericano tenía un precio más bajo que el asiático, ya que no exportaba». «Los primeros barcos con GNL vinieron junto con la habilitación del puerto de Bahía Blanca y fue Repsol Comercializadora de Gas (perteneciente al mismo grupo Repsol) el trader que trajo los primeros cinco barcos para el 2008/2009.» «Luego se incorporó una oferta de la empresa Contrater Consulting para mandar un cargamento de GNL, que se acordó, pero al mes de agosto de 2008 se suspendió porque hacía mucho calor en la Argentina y no se necesitaba el gas. No se había pagado, pero la empresa había hecho todas las gestiones para traer el gas», comentó en su indagatoria. En el ínterin, «Nilda Minutti interactuaba con Baratta para informar resultados de las ofertas presentadas y, a su vez, el ministerio tenía contratada a la Universidad de Buenos Aires, Facultad de Ciencias Económicas, para auditar este proceso». Como hasta ahora no se conocía esta interna K en la Justicia, sigamos con la indagatoria de Espinoza.

			Luego, el Ministerio de Planificación por medio de Baratta «le enviaba a Minutti la aprobación del informe realizado y Minutti pedía reunión de directorio para que nosotros lo tratáramos y ahí se adjudicaba», agregó al detallar cómo era el proceso de toma de decisiones en el cual recargó las responsabilidades mayores sobre Baratta. «Quiero decir con esto que primero era el Ministerio de Planificación —a través del dictamen de la UBA— quien aprobaba la razonabilidad de los precios y luego ENARSA adjudicaba. Hubo casos de precios excesivos que eran rechazados y se volvía a licitar», ponderó para seguir en su intento de deslindar responsabilidades. Al preguntarle acerca de si Diligentia SA de Dromi cobraba comisiones por su participación en las operaciones de GNL, manifestó que «por cuenta y orden del Ministerio de Planificación, específicamente por la Subsecretaría de Baratta, se le pagó a Diligentia, desagregado, no más de tres cargas, no recuerdo bien, por separado y luego se le impuso que la factura viniera integrada, es decir que haya una sola factura por cargamento del trader». Así mandó al frente a Baratta, quien había dicho no conocer las facturas de Dromi.

			Una razón oculta de la renuncia de Espinosa

			Mientras echaban a Cabrera de ENARSA, con un aval poderoso el contador Jorge Cerrota llegó a la empresa primero como tesorero y luego terminó en el estratégico cargo de gerente de Administración y Finanzas, y su trayectoria es un ejemplo de cómo «el mecanismo» mezcla intereses públicos con privados. Cerrota hizo una auditoría de ENARSA y simultáneamente, en junio de 2011, haría una auditoría de la «cueva» financiera SGI La Rosadita apenas Lázaro Báez se la sacó, bajo amenazas, a Federico Elaskar, como ya se vio. Baratta no conocía a Cerrota, así que su designación «debe haber sido impulsada por Néstor, Cristina Kirchner, De Vido o Brito», según una fuente de la empresa. En ese momento, ENARSA era una de las empresas del Estado que más facturaba. Cerrota había sido síndico titular del Banco Privado de Inversiones, que es propiedad del Banco Macro de Brito, entre 2001 y 2010. Después fue vicepresidente del Banco de Tierra del Fuego y síndico de Tutelar Compañía Financiera SA. A La Rosadita llegó por recomendación del contador de Báez, Daniel Pérez Gadín. Cerrota comprobó el faltante de dinero en SGI y ese fue un argumentos para que en julio de 2010 Elaskar firmara, bajo presión, un acta en la cual le vendió abruptamente la mitad del 95% de las acciones que tenía en la financiera a una desconocida empresa llamada Sernorte Holding SA, controlada por Helvetic Services Group, del argentino Néstor Ramos, quien actualmente se encuentra prófugo de la Justicia argentina en la causa de la ruta del dinero K.

			En marzo de 2013, luego de que el programa Periodismo para Todos (PPT) revelara su doble condición de empleado público y síndico privado, renunció a su cargo en el Estado, pero nunca dejó de ser una pieza clave. En ENARSA «hizo una auditoría» y era el que controlaba las entradas y salidas de dinero. La presencia de Cerrota y el desembarco de La Cámpora fueron las causales fundamentales de la renuncia de Espinosa, explicó un exfuncionario que pidió mantener su nombre en el anonimato. Cuando declaró ante el juez federal Sebastián Casanello en la causa de la ruta del dinero K, Cerrota admitió que Báez quería tener una financiera, una cooperativa y un banco. «Me contactó un amigo para decirme que habían dado con un cliente importante, que estaban armando un grupo de trabajo para las financieras. Entonces nos reunimos con Pérez Gadín», dijo Cerrota, exdirectivo de SGI. Así nació lo que sería una estructura que permitió lavar unos 60 millones de dólares.

			En este contexto, Cerrota reconoció que Pérez Gadín quería fusionar SGI Panamá con la local con vistas a tener un banco (iba a ser Finansur, pero nunca se concretó y después terminó adquiriéndolo Cristóbal López). Como Cerrota tenía contactos en el Banco Central, querían que ayudara con la adquisición de la entidad financiera. A fines de diciembre de 2017, Báez, sus hijos, Pérez Gadín y Cerrota fueron a juicio oral por lavado de dinero. En su resolución, Casanello relacionó a Cerrota también con la Cooperativa de Crédito, Consumo y Vivienda Crédito Solidario Ltda. Otro de los funcionarios que llegaron a ENARSA con un aval del nivel de Néstor o Cristina fue el gerente de Relaciones Institucionales de ENARSA, Carlos Davidson, un excompañero de la escuela primaria del expresidente. En fuentes de la empresa se afirmó que, luego de varios negocios, su desgracia llegó cuando compró una réplica de un aerogenerador a la exposición de Tecnópolis como ejemplo de energías limpias y renovables. El escándalo fue que «no solo resultó más caro que uno real, sino que se cayó» en medio de la exposición. Davidson también se fue junto con Espinosa, pero en absoluto silencio.

			Al igual que Espinosa, otro funcionaro se fue duramente peleado con Baratta. En su descargo, el extitular de la Secretaría de Lucha contra el Narcotráfico (SEDRONAR) Juan José Granero, que tenía buena sintonía con Espinosa y con De Vido, contó que ingresó a ENARSA el día 5 de enero de 2012 como director y renunció cuando fue procesado en la causa del tráfico de efedrina a México en julio de 2014. Durante el Gobierno de Cristina Kirchner, Granero había tenido una dura pelea por el control del combate a los narcos con el entonces ministro del Interior, Aníbal Fernández, pero esa es otra historia. «No esperé a que el procesamiento en la causa de la efedrina quede firme y renuncié. A posteriori pedí en dicha causa que se investigara todo mi patrimonio», resaltó en su descargo. Precisó que «ingresé a ENARSA por ofrecimiento del ministro de Planificación Julio De Vido, a quien lo conozco desde la década del ochenta». «No fue para realizar una tarea específica, fue supongo por una cuestión de confianza que él tenía conmigo», agregó. Granero fue vicegobernador de Santa Cruz, militante del Movimiento de Integración y Desarrollo (MID) del expresidente Arturo Frondizi y es de profesión odontólogo. Granero negó haber participado de la toma de decisiones para la compra de los barcos, pero en fuentes judiciales se supo que mantuvo duras peleas con Baratta, quien reclamaba a los gritos la firma de todos los directores para autorizar las adquisiciones.

			Después le tocó el turno a la interlocutora directa de Baratta. Nilda Minutti trabajó bajo la Gerencia de Operaciones y Nuevos Negocios de ENARSA a cargo de Rubén Echeverri, entre 2003 y noviembre de 2009. Desde 2009 a 2012 «me desempeñé como coordinadora de la Unidad de Gas, tuve participación durante todo mi período en ENARSA en las operaciones de compra de GNL y gas a Bolivia», precisó en su indagatoria ante el juez Bonadio. «En noviembre de 2012 el directorio de ENARSA y su presidente de aquel entonces Espinosa me echaron de la empresa, porque yo estaba en desacuerdo con la contratación de YPF como gestor en la compra de GNL», agregó Minutti. Explicó: «ENARSA tenía esa responsabilidad y no correspondía pagarle comisiones a un tercer gestor, por lo mismo que hacía ENARSA, y tampoco estuve de acuerdo con el procedimiento de licitación que llevó a cabo YPF».

			Semanas más tarde, Bonadio tomó indagatorias a sospechosos por otra parte del negocio: la contratación de agencias marítimas que subcontratan los remolcadores, prácticos, servicios de amarra, limpieza y migraciones, entre otros trabajos. Jorge Samarín, de la agencia Meridian, dijo que su empresa entre los años 2008 y 2015 le dio servicios a «un total de cuatrocientos (400)» metaleros. Al comienzo, la intervención de su empresa «fue exclusivamente de asesoramiento y representación en materia de servicios portuarios, no teniendo nunca ningún tipo de injerencia ni participación en la adquisición de gas natural licuado, ni en la contratación del transporte». Resaltó que «los valores facturados por la agencia se encontraban dentro de los precios de mercado y que el Grupo Meridian, como agencia marítima, trasladaba las tarifas (de servicios de practicaje, remolque, usos de puerto, peajes y otros rubros) a sus clientes (los armadores), descartando cualquier tipo de sobreprecios en los servicios facturados». A su criterio, en diciembre de 2015 —tras la asunción del Gobierno de Macri— no bajaron a la mitad los costos portuarios en relación con los períodos anteriores, en alusión a declaraciones de empresarios del sector según las cuales habían bajado los costos portuarios un 30% tras la detención del extitular del SOMU Omar «Caballo» Suárez, quien cobraba «peajes» para permitir el ingreso de los barcos. Suárez, el sindicalista preferido de Cristina Kirchner, quien se coló en una audiencia con el papa Francisco en el Vaticano, está con prisión preventiva y procesado por los delitos de obstrucción de las vías navegables y fraude contra el SOMU. «No obstante, a partir del mes de octubre de 2015 y producto de una licitación llevada a cabo por ENARSA para el servicio de remolcadores en ambas terminales, se logró una mejora de costos en el rubro remolcadores del orden del 30% producida por la llegada a la Argentina de una empresa extranjera que importó y puso bajo bandera argentina nueve remolcadores que fueron utilizados para esa licitación», explicó el dueño de Meridian. 

			Bonadio no cree en De Vido y denuncia un «plan delictivo»

			Sin embargo, el juez Bonadio no aceptó la mayoría de los puntos de los descargos de los indagados y menos sus coartadas, que se cruzaban con la interna kirchnerista. Se dedicó varios días al caso con el auxilio de su equipo en su despacho, donde cuelga un cartel que dice: «Todo pasa, todo vuelve». A pesar de ser hincha de Boca no tiene un solo escudo de los Xeneizes, como varios de sus colegas. Así, en una resolución del 19 de octubre de 2017, Bonadio consideró que en las maniobras con el GNL se cometió el delito de defraudación contra la administración pública, por administración fraudulenta. Este delito tiene penas de un mes a seis años de prisión. 

			Para el juez, «De Vido y Baratta tuvieron en sus manos el diseño de todo el plan delictivo y la estructura que concretó la importación de GNL. A su vez, tanto ellos como Espinosa y Walter Fagias tuvieron posibilidades reales de terminar con la maniobra en cualquier momento o permitir que continuara». El rol de estos dos exfuncionarios «adquiere relevancia en la participación de la agencia Marítima Meridian SA, presidida por Jorge Alberto Samarín, que intervino —como representante de los armadores (o propietarios) de los barcos— en la totalidad de los buques metaneros que amarraron en el puerto», subrayó el juez.

			En su fallo, el juez —cuyo único hobby es la caza— se metió en el debate sobre la política energética. La Argentina desde la década de 1980 hasta 2004 aproximadamente fue un país autoabastecido de gas, recordó. Incluso hubo exportaciones de gas a Chile, Brasil y Uruguay y en 2005 comenzó a importar gas —por gasoducto— desde Bolivia. Pero «durante la gestión de De Vido se redujo la producción de gas y las reservas de dicho fluido, sumado esto al aumento de la demanda; este contexto provocó que el gas importado de Bolivia no alcanzara —ya en el año 2008— para abastecer la demanda doméstica, por lo que concluyeron de esta manera las exportaciones de gas». Sobre este diagnóstico energético, para el juez, se hicieron las maniobras. 

			Dio por probado el delito en «el peritaje realizado por el ingeniero David Cohen, de cuyo resultado se advierte que el precio por el que se abonó el GNL durante el periodo en cuestión fue a valores superiores a los de mercado», entre otras pruebas. Seguidamente, estimó «un perjuicio económico a las arcas del Estado de aproximadamente 6.995.926.798 dólares», una cifra hasta ahora récord en las denuncias de corrupción contra los K.

			En su resolución, Bonadio subrayó que era competencia de Baratta notificar al secretario de Energía, Daniel Omar Cameron, sobre los cargamentos con GNL que iban arribando a los puertos y fue quien «aprobó las rendiciones de la gestión del Plan de Energía Total (PET) correspondientes a los ejercicios 2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014». Siempre las firmas en un documento público son importantes para los jueces penales que escarban pruebas en el proceso de toma de decisiones.

			Los primeros siete cargamentos con GNL fueron provistos por la empresa Repsol-YPF SA. A partir de 2010 y por instrucción de la unidad ejecutora del plan llamado PET a cargo de Baratta, «ENARSA inició un proceso de concurso de precios en el mercado internacional, cambiando de esta manera la operatoria de adquisición de GNL, por lo que fueron surgiendo otras empresas proveedoras de aquel fluido». Así, José Roberto Dromi y Roberto Nicolás Dromi San Martino, por medio de las firmas DYSAN y Diligentia SA, fueron intermediarios en las operaciones de GNL, entre «la empresa ENARSA y Gas Natural Aprovisionamientos SDG SA, Gas Natural Fenosa y Morgan Stanley, las que proveyeron un total de doscientos setenta y cuatro (274) cargamentos». La intervención de los Dromi «fue claramente una evidente maniobra de desvío de fondos, pues no se advierte motivo alguno de que el Estado Nacional pague a intermediarios o asesores por las compras de GNL», concluyó el juez Bonadio desechando la elaborada coartada de los abogados. Sobre el pago de comisiones a intermediarios y su incidencia en el precio, Bonadio citó a Antonio Brufau, presidente de Repsol. El empresario español, que hablaba directamente con Néstor o Cristina Kirchner, había dicho en público que «en el año 2012 de los ochenta cargamentos, Repsol va a suministrar diez o tiene compromiso de suministrar diez y es el precio más barato de todos. La pregunta es ¿por qué es el precio más barato de todos? Seguramente porque Repsol, seguramente no, con toda seguridad, Repsol no paga comisiones a intermediarios, porque en estos negocios y en determinados países, hay que pasar la factura y nosotros no lo hacemos y somos los más competitivos. Pero a lo mejor nos están pasando la factura precisamente por esto». 

			La gran diferencia de precios que abonó ENARSA por el GNL por cargamentos que amarraron prácticamente en idéntico período y en el mismo puerto habla por sí sola:

			• El 7 de octubre de 2015 amarró en el puerto de Bahía Blanca el buque Gaslog Salem de la empresa Statoil ASA y el precio abonado por el GNL (dólar por millón de unidades térmicas británicas, cuya sigla es u$s-mmbtu) fue de 7,864 u$s/mmbtu.

			• El 27 de octubre amarró al mismo puerto el barco Lena River de la firma Gazprom Global LNG abonándose a 13,143 u$s/mmbtu.

			• El 23 de septiembre del mismo año amarró el buque British Sapphire de la firma BP Gas Marketing Limited abonándose a 12,798 u$s/mmbtu.

			• El 27 de septiembre amarró el barco British Merchant de la misma empresa por la que se pagó el GNL a 7,942 u$s/mmbtu. 

			• El 3 de septiembre de 2015 amarró en el mismo puerto el buque British Diamond de la empresa BP Gas Marketing Limited abonándose el GNL a 13,046 u$s/mmbtu.

			• El 9 de octubre amarró el barco Artic Princess de la firma Statoil ASA y se pagó a 7,830 u$s/mmbtu.

			• El 23 de julio de aquel año amarró el buque British Diamond de la firma BP Gas Marketing Limited abonándose el GNL a 12,933 u$s/mmbtu.

			• El 26 de julio amarró el barco Polar Seal de la empresa Trafigura Pte. Ltd pagándose el fluido a 7,403 u$s/mmbtu. 

			• El 30 de mayo de 2015 amarró en Bahía Blanca el buque British Emerald abonándose el GNL a 13,820 u$s/mmbtu.

			• El 3 de junio del mismo año amarró el barco British Trader pagándose el fluido a 7,580 u$s/mmbtu.

			• El 6 de junio se pagó un cargamento —buque Arctic Aurora— a 14,115 u$s/mmbtu.

			• El 30 de abril de 2015 se pagó un cargamento a 7,940 u$s/mmbtu —buque Bilbao Knutsen.

			• El 6 de mayo del mismo año se abonó uno a 13,890 u$s/mmbtu —buque British Sapphire.

			• El 4 de agosto de 2011 sepagó a 10,850 u$s/mmbtu —buque Bilbao Knutsen de la firma Repsol Comercializadora de Gas SA—.

			• El 10 de agosto se abonó un cargamento de Gas Natural Aprovisionamientos SDG SA a 15,550 u$s/mmbtu —buque Galicia Spirit.

			• El 15 de junio de 2011 se abonó un cargamento a Repsol Comercializadora de Gas SA —buque Hispania Spirit— a 10,506 u$s/mmbtu.

			• El 18 de junio se pagó un barco de Morgan Stanley —Methania— a 16,476 u$s/mmbtu. 

			• El 8 de julio de 2011 amarró en Bahía Blanca un buque de la firma Repsol Comercializadora de Gas S.A. —Bilbao Knutsen— y se pagó el GNL a 10,527 u$s/mmbtu.

			• El mismo 8 de julio amarró en el puerto de Escobar un barco con GNL de la empresa Gas Natural Aprovisionamientos SDG y se pagó a 13,877 u$s/mmbtu.

			• El 16 de octubre de 2014 amarró en Bahía Blanca un buque de la firma Shell International Trading Middle East Limited —Sestao Knutsen— por el que se abonó el GNL a 10,604 u$s/mmbtu.

			• El mismo 16 de octubre amarró en Escobar un cargamento de Gas Natural Fenosa —Cadiz Knutsen— por el que se pagó a 14,666 u$s/mmbtu. 

			Luego, el juez Bonadio señaló que la fórmula del precio del GNL «está conformada por un indicador de referencia —el Henry Hub (cotiza en el New York Mercantile Change)—, al que se le debe adicionar lo que se denomina “Premio”, que está conformado por el costo del flete (o transporte), seguro, costo de licuefacción (conversión del gas en estado gaseoso a líquido), costos portuarios (pago de impuestos y tasas) —cuyos valores de mercado se encuentran establecidos en la pericia elaborada por Cohen—, entre otras variables». El juez dio, entonces, por probado que el Gobierno de Cristina Kirchner pagó precios por el gas que oscilan entre 6,31 dólares y 15,84 dólares. La tabla que confeccionó habla por sí misma para comprar los precios año por año: 

			• En 2008 se abonó el precio del GNL —en promedio— a 15,84 u$s/mmbtu, cuando conforme a los costos de mercado debió haberse abonado a 14,40 u$s/mmbtu; 

			• En 2009 pagó a 7,24 u$s/mmbtu, cuando los precios de mercado eran 7,18 u$s/mmbtu. 

			• En 2010, a 7,66 u$s/mmbtu, cuando era de 7,98 u$s/mmbtu.

			• En 2011, a 12,41 u$s/mmbtu cuando era de 7,70 u$s/mmbtu.

			• En 2012, a 15,59 u$s/mmbtu, cuando era 6,46 u$s/mmbtu.

			• En 2013, a 16,22 u$s/mmbtu, cuando era 7,44 u$s/mmbtu.

			• En 2014, a 15,54 u$s/mmbtu, cuando era 8,10 u$s/mmbtu.

			• En 2015, a 10,64 u$s/mmbtu, cuando era 6,31 u$s/mmbtu, 

			Además del resultado del peritaje del ingeniero David Cohen, Bonadio destacó la relevancia de la auditoría realizada por la Auditoría General de la Nación sobre la empresa ENARSA en 2010 en tiempos en que la AGN era manejada por el abogado radical y experto en Derechos Humanos de la ONU, Leandro Despouy. Más allá de si el precio debía ser el del mercado norteamericano, como dice Cohen, o el del mercado asiático, esa diferencia de entre 6,31 dólares y 15,84 dólares habla por sí sola. 

			Entre el 1° de enero de 2008 y el 30 de abril de 2010, la AGN advirtió de todas estas falencias en ENARSA: «1) no realizó un adecuado control y seguimiento de la operatoria del PET; 2) no cumplió con los procedimientos de contratación con carácter previo a la firma de los contratos celebrados que garanticen la correcta adjudicación a los proveedores; 3) informes de gestión presentados fuera de término ante el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios; 4) no cumplió con los plazos establecidos por la ley 19550 y modificatorias para la presentación de los estados contables; 5) no se indicó el monto total desagregado por fecha de las transferencias recibidas y que deberían rendirse; 6) no se encuentran especificados y diferenciados los datos referidos a la cuenta bancaria a la que fueron girados los fondos transferidos por el Estado Nacional, como así tampoco los recaudados por ENARSA por la venta de combustibles a los beneficiarios; 7) no hay correspondencia entre los montos informados por ENARSA en concepto de transferencias del Tesoro y los depósitos efectuados en la cuenta recaudadora». Este era el informe de la AGN que había impulsado el abogado Marcelo D’Alessio y tanto ruido provocó dentro de la firma estatal.

			En estas condiciones funcionó ENARSA, resaltó el juez, y en lo que respecta puntualmente a la importación de GNL, «la AGN adelantó —en algunos puntos— lo que en definitiva terminó demostrando el peritaje elaborado por el ingeniero David Cohen».

			En su auditoría, Cohen destacó que «del relevamiento surge que los precios de los cargamentos aumentaron progresivamente, a pesar de que el marcador de referencia, Henry Hub (HH), se mantuvo estable e incluso disminuyó para alguno de los periodos involucrados». Dijo Bonadio que «se ha verificado la ausencia de supervisión y control por parte de ENARSA en el Puerto de Ingeniero White, donde se realiza toda la operación de regasificación», y «no obstante percibir del Estado Nacional una comisión del 1,5% en concepto de honorarios por la gestión del PET, ENARSA subcontrata y reconoce contractualmente comisiones del 0,5% por gestión con terceros por la compraventa de combustibles líquidos de petróleo y GNL, generando mayores costos en las operaciones».

			Por otra parte, Bonadio enfatizó que «Marítima Meridian SA intervino como agencia de servicios portuarios en un total de trescientos ochenta y cinco buques con GNL entre 2008 y 2013 sin proceso licitatorio. Meridian «llegó a facturar cifras exhorbitantes y superiores a los quinientos mil dólares (US$ 500.000) por cargamento». Así «se montó un procedimiento con la composición de los funcionarios para desviar el dinero en beneficio de terceros», agregó el juez. 

			Por lo tanto, para el juez las pruebas reunidas en la causa «dan cuenta de que De Vido y Baratta idearon y conformaron semejante estructura para importar GNL —integrada por el resto de las personas imputadas en la causa, cuyas funciones y actividades fueron mencionadas— utilizando a ENARSA en una primera etapa para gestionar, adjudicar y pagar los cargamentos de GNL y luego tercerizando el proceso —a partir del 12 de noviembre de 2012— en otra empresa —YPF— que comenzó a realizar la gestión de compra —es decir, a desplegar lo que antes hacía ENARSA—, pero esta continuaba adjudicando y pagando».

			«En este proceso de importación de GNL, las empresas internacionales proveedoras del fluido participaron sin proceso licitatorio, sino mediante un concurso de precios en el que el valor del fluido ya estaba definido, no existiendo negociación alguna al respecto y con la participación de intermediarios entre ENARSA y los oferentes, cuyas comisiones incidieron en el precio finalmente abonado», comentó.

			Por estas pruebas y argumentos, Bonadio procesó a Julio De Vido, Roberto Baratta, Exequiel Omar Espinosa, Walter Rodolfo Fagias, Daniel Omar Cameron, Roberto Nicolás Dromi San Martino, José Roberto Dromi, Jorge Alberto Samarín, Jorge Alberto O’Donnell, Alexis Guillermo Zuliani, Rodolfo Alejandro Luchetta, Stella Maris Babilani, Juan José Carbajales, José Ramón Granero, Gastón Ghioni, Nilda Clementina Minutti, Tamara Natalia Pérez Balda, Fernando Omar Salim, Roberto Tulio Vázquez, Alejandra Marcela Tagle, Mónica Edith Bisconti, Karina Noemí González, Flavia Analía García, Martín Ignacio Busti y Haydée Justa Fernández, en orden al delito de defraudación contra la administración pública, por administración fraudulenta. A los primeros cuatro, los procesó en calidad de coautores del delito, y al resto, en calidad de partícipes necesarios.

			Además, sobre de De Vido y Baratta dispuso que fuera procesamiento con prisión preventiva, siguiendo una línea que había empezado la sala I de la Cámara Federal porteña a pedido del fiscal Carlos Stornelli en la causa por las irregularidades en Río Turbio. «Es posible sostener que los nombrados, atento a sus vínculos, siendo De Vido diputado nacional, de continuar en libertad podrían entorpecer el accionar judicial y en consecuencia el descubrimiento de la verdad». En el caso Río Turbio, la sala II de la Cámara Federal porteña en relación con De Vido también consideró —dijo el juez— que debía disponerse su detención, al entender que «a la hora de examinar la presencia de riesgos procesales no corresponda limitar el análisis al arraigo o la manera en que los involucrados se comportan formalmente en el proceso penal, sino que resulta especialmente relevante determinar si existen datos reales, concretos y objetivos que permitan razonablemente presumir que los lazos funcionales tejidos al amparo del acuerdo criminal se encuentran aún vigentes y puedan estar siendo utilizados en perjuicio de la investigación penal...». En la causa Río Turbio, esa sala, por el voto de los camaristas Irurzun, Farah y Bruglia, resolvió que debía pedirse el desafuero de De Vido y detención del exministro de Planificación, como ya se vio. Además, Bonadio destacó que «Baratta posee al menos una causa en trámite en estado avanzado —causa número 5218/16 en trámite ante el Juzgado Federal número 9, Secretaría número 18— y De Vido tiene varios expedientes en trámite, dos de ellos ya en la etapa de juicio oral, por lo que el juez estimó que «en caso de ser condenado en estas actuaciones, la misma no podrá ser de ejecución condicional, lo que hace presumir que de seguir en libertad intentará eludir la acción de la Justicia».

			Este cuadro judicial «configura una desfavorable impresión sobre las condiciones personales de De Vido y Baratta y permiten concluir que, en caso de concedérsele la libertad, no habrán de someterse a la actuación de la Justicia, por lo que se encuentra consecuentemente fundada la presunción de que intentarán eludir el accionar de esta, como también de que la entorpecerán», concluyó Bonadio. También dispuso embargos preventivos a De Vido y Baratta y al resto de los imputados por mil millones de pesos para intentar, de ser condenados, recuperar lo que se le robó al Estado. Otra vez con la idea de tratar de recuperar el dinero robado a los contribuyentes y que, hasta ahora, no se pudo encontrar dónde está escondido, aunque aún hay varias pistas que la Justicia no siguió.

			Revés para Bonadio

			En esta misma causa por la importación de GNL, en marzo de 2018 la Cámara Federal porteña dictó la falta de mérito de Baratta y De Vido y del resto de los procesados, en lo que constituyó un revés judicial para Bonadio. La falta de mérito es una situación judicial intermedia entre el procesamiento (el juez considera que hay pruebas contra el imputado) y el sobreseimiento (cesa la investigación contra el imputado).

			La sala I de ese tribunal, integrada por los jueces Leopoldo Bruglia y Jorge Ballestero, no llegó a un acuerdo y tuvo que llamar para desempatar al juez Martín Irurzun (integrante de la sala II de ese tribunal). Bruglia sostenía que el procesamiento y la prisión preventiva ordenada sobre De Vido y Baratta debían continuar. Aunque cuestionó la pericia de Cohen que citó Bonadio como base de su resolución, planteó que la maniobra defraudatoria existió, y por lo tanto la calificación legal no debía desestimarse. «Gracias a la creación de una administración signada por un marco de ilegalidad, omisiones e irregularidades contables-administrativas y ausencia de controles que dio sustento para que los individuos involucrados contaran con un escenario propicio para disponer de manera fraudulenta los millonarios fondos públicos que el Estado erogó para la adquisición del referenciado fluido. Uno de los elementos probatorios básicos que da cuenta de esta operatoria fraudulenta es el informe de auditoría de ENARSA —Actuación n° 315/2010— de la Auditoría General de la Nación obrante a fs. 98/197», señaló Bruglia. Esa auditoria de la AGN por sí sola es demoleradora acerca de la falta de facturas, precios de referencias y controles que hubo en ENARSA.

			Bruglia destacó algo gravísimo: en la contabilidad de ENARSA, «no se hallaba indicado el monto total desagregado por fecha de las transferencias (del Tesoro de la Nación) recibidas y que tenían que rendirse», y tampoco el detalle de esos giros en la cuenta bancaria de la empresa del Estado. Tampoco «están consignados los fondos recaudados por ENARSA por la venta de los combustibles», entre otros datos. En otras palabras, no se registró el movimiento de esos miles de millones de dólares, que en parte habrían pasado por una cuenta en Panamá que, hasta el cierre de este libro, no se había identificado. Y los mismos informes de ENARSA tenían contradicciones. Por ejemplo, dice Bruglia que el informe de Gestión del Programa de Energía Total del año 2008 afirma que se recibió del Estado «la suma de 1.767.433.174 pesos, cuando según surge de lo informado por la empresa en el listado emitido en planilla Excel y que fuera entregado al equipo de auditoría, se percibieron 2.461.755.675 pesos». ¡Casi 700 millones de pesos de diferencia!

			Tampoco ENARSA chequeó la descarga del gas. «Se verificó la ausencia de supervisión y control por parte de ENARSA en el Puerto de Ingeniero White, donde se realizaba toda la operación de regasificación», pese a que había un funcionario destacado para ese rol y se cobraba una comisión de 1,5% por esa supervisión, como se verá más adelante. Además, «se encuentra probado el costo innecesario generado al Estado y la incidencia que ello implicaba en el precio del GNL» por el pago a las firmas Diligentia SA y DYSAN de los Dromi. Luego, destacó el rol de De Vido en al fraude al Estado porque ostentaba «el cargo máximo del Ministerio en el marco del cual se implementó el PET, de ninguna manera puede alegar en este caso la delegación de funciones. Ello en virtud de ser el responsable superior de la política energética en la estructura del Estado y —fundamentalmente— por la extrema magnitud de la operatoria desarrollada, tanto en volumen como en los montos comprometidos. No se trata de un simple negocio en el que solo puedan haber intervenido estratos inferiores de su jerarquía. Su conocimiento y aquiescencia, ante la envergadura de los hechos, no pueden ser obviados».

			En cambio, Ballestero se inclinó por dictar la falta de mérito a los acusados en el expediente, al considerar que una de las pruebas centrales de la causa —la pericia sobre las compras con supuestas irregularidades— no estaba bien realizada. Con ironía, parafraseó declaraciones del ministro de Energía Aranguren diciendo que «no era creíble» que se hubieran pagado 7 mil millones de dólares de sobreprecios por un contrato de 15 mil millones. Y resaltó que los peritos Carlos Fogarolli, Federico Mansbach, Alexis Zuliani, Jorge O’Donnell y David Cohen acordaron que «…el Henry Hub es el precio del gas natural seco en Erath Luisiana hasta Port Arthur en Estados Unidos, por lo cual no es el precio del GNL (gas natural licuado)…» de referencia para la causa, sino que debía ser el que se pagaba en países de Asia, parecidos a la Argentina. Para Ballestero, todo «revela “claramente” que la imputación formulada contra las diversas personas procesadas en autos se edifica en pilares que carecen de la más mínima solidez».

			Era cierto que el peritaje de Cohen estaba mal hecho. Pero Ballestero fue más allá y también planteó que debía realizarse un cruce de llamadas con el perito, previo a la confección de ese informe, para determinar si hubo influencias externas e investigar si no incurrió en el delito. El voto de Ballestero sirvió para que los abogados de De Vido, Baratta y otros denunciaran a Cohen por falso testimonio. La crítica indicó que dicha pericia se había constituido en el eje del procesamiento revocado y según Ballestero muestra «poco de experticia y mucho de infamia». Así, al desestimar la veracidad del peritaje, se dio por «derrumbado con igual fuerza el escenario montado» por Bonadio al momento de procesar a veinticuatro imputados. Ante el empate en la sala I por el caso del GNL, intervino el juez Irurzun de la sala II, quien se inclinó por acompañar el criterio de Ballestero y dictar la falta de mérito de los exfuncionarios del extinto Ministerio de Planificación. Irurzun rechazó el informe de Cohen, pero no lo anuló y dijo que la auditoría de la AGN era solo para el primer año y no para todo el período. Pidió hacer un nuevo peritaje y votó para decretar la falta de mérito de los imputados y la excarcelación de los detenidos, como Baratta y De Vido.

			Esta medida implica que para esos dos camaristas no hay, por ahora, pruebas contundentes para mantener el procesamiento, pero tampoco para desvincularlos del caso con un sobreseimiento.

			La Cámara indicó que deberán investigarse «los motivos y conveniencias de la intervención de otras empresas (Repsol, YPF) en el proceso de compra del GNL, la efectiva existencia de intermediarios en las operaciones, la identificación e incidencia de otros costos y las negociaciones con las compañías contratantes». Al cierre de este libro, Bonadio realizaba la nueva pericia y, según fuentes judiciales, su resultado, más todas las otras pruebas que hay en la causa, traerían otra vez nubes negras sobre el futuro judicial de De Vido.

			Unas semanas después de resolver en el caso GNL, Ballestero, junto a Eduardo Farah y contra la opinión de Bruglia, también excarceló en una resolución polémica a Cristóbal López en la causa por la retención de 8 mil millones de pesos del impuesto al combustible en la petrolera Oil. Por este fallo, Ballestero y Farah fueron denunciados por Elisa Carrió y otros ante el Consejo de la Magistratura.

			Baratta, preso ad referéndum

			En abril de 2018, la situación judicial de Baratta era complicada y por momentos confusa. En octubre de 2017, el juez Bonadio había ordenado la prisión preventiva de la mano derecha de De Vido en la causa del GNL, pero en marzo de 2018 la sala I de la Cámara Federal lo había excarcelado. Sin embargo, en abril de este mismo año, la sala II de ese tribunal de alzada había ordenado volver a detenerlo pero ad referéndum de lo que decidiera la Cámara Nacional de Casación Penal, su superior inmediato en la causa por YCRT. Es que luego Baratta apeló su nueva prisión preventiva al máximo tribunal penal del país.

			En una resolución de la sala II, aprobada por los jueces Irurzun y Bruglia con la disidencia de Farah, se enumeraron otras irregularidades en las obras para la mina de Río Turbio, que sirven para el debate sobre la necesidad o no de las prisiones preventivas en los casos de delitos complejos cometidos por funcionarios para el desvío de millones de fondos públicos. En su voto, Irurzun recordó su posición favorable a las prisiones preventivas de causas por delitos graves, con exfuncionarios que siguen siendo poderosos y pueden entorpecer la investigación. Y dijo que en esta causa «se encuentra en constante movimiento» y enumeró diez nuevos ilícitos encontrados. Recordó el poder decisorio de Baratta, quien interactuaba con los funcionarios de la entidad sobre la «concreta aplicación de los fondos» y la investigación para determinar en manos de quiénes terminaron. Comentó que cuando se fue a allanar la fundación de la UTN no funcionaba en el lugar que tenía asignado, sino en la «dirección General de Albergues y Plantas Estables de la Secretaría de Deportes, Recreación y Turismo de la provincia de Santa Cruz». Finalmente, se lograron secuestrar 34 cajas con documentación. Pero treinta llegaron dos meses después a Comodoro Py y otras cuatro, cinco meses más tarde, porque «no había lugar» en los camiones.

			Si bien Farah confirmó el procesamiento de Baratta, no apoyó la preventiva porque «no existen en el sumario objetivados los riesgos sobre los cuales se basa la pretensión del fiscal de restringir la libertad de Baratta, Goicoechea, Sánchez y Larregina, pues no hay elementos de suficiente entidad como para presumir a futuro un riesgo serio de entorpecimiento».

			Otra vez Bruglia, que había llegado a la Justicia Federal desde la Cámara en lo Penal Ordinario, fue el más duro. Dijo que los imputados «no solo tuvieron participación en el complejo entramado de corrupción que caracteriza a la maniobra ilícita imputada, sino también con actos intimidatorios, amenazantes y violentos ligados con la investigación». Recordó las amenazas contra la esposa de Larregina y que la empleada de la fundación de la UTN, Nadia Márquez, reveló que el decano de la UTN —Goicoechea— mandó a llamar a «todos los imputados a una reunión, recibiendo insistentes mensajes de texto para que asistiera, y que el día de la reunión el decano dijo que no iba a pasar nada, que las cosas siempre se hicieron bien y que “estábamos todos dentro del paraguas legal de la fundación”, agregando que también le recomendaron que se deje representar en la defensa por los abogados de la UTN».

			En definitiva, la cámara confirmó en la causa Río Turbio los procesamientos de «Roberto Baratta, Jaime Horacio Álvarez, Miguel Ángel Larregina, Marta Nilda Pérez, Juan Marcelo Vargas, Fernando Jorge Lisse, Hugo Ramón Sánchez, Orlando Marino Taboada Ovejero, Orlando Javier Pastori, Gustavo Alejandro Maza, Claudio Edgardo Mason, Diego Osvaldo Di Lorenzo y Carina Anahí Mendoza» y los embargó en 175 millones de pesos. E impuso la prisión preventiva de «Roberto Baratta, Atanacio Pérez Osuna, Martín Juan Goicoechea y Hugo Ramón Sánchez». Después, dijo que «debiendo el juez Luis Rodríguez, firme que sea la presente, proceder en consecuencia —artículo 319 del Código Procesal Penal de la Nación—». La palabra firme significa que quedó a criterio de lo que decida la Cámara de Casación ante la apelación de los acusados por esta zona gris de las leyes y el mal uso del garantismo que permite a algunos acusados destruir pruebas dejando poco o ningún rastro y extender las causas por años, convirtiendo a los jueces casi en arqueólogos de hechos ocurridos hace años.

			Un funcionario K que pasó de monotributista a coleccionista de motos Harley Davidson

			En ENARSA, Bonadio investigó irregularidades de las compras de GNL haciendo eje en los sobreprecios y otras maniobras. Pero hasta ahora no llegó a la trama oculta de la plata negra, protegida por un pacto de silencio implícito entre los imputados. Si hubo sobreprecios, quiere decir que se buscó hacer una diferencia para seguramente pagar coimas a funcionarios, y aquí es donde hay que horadar para tratar de llegar a los sobornos. En el procesamiento de Bonadio, hay una sola referencia a un, hasta ahora, ignoto exfuncionario en la estructura interna de ENARSA pero clave en las maniobras investigadas. Cuando a Alejandra Tagle, una de las gerentes de la empresa estatal, el juez le preguntó, en su indagatoria, quién contrató a la agencia marítima Meridian, contestó: «No lo sé, yo no la contraté. Eso lo deben saber Nilda Minutti, O’Donnell y Pablo García Arrébola, que eran los que tenían contacto directo con la agencia marítima». El capitán de ultramar y licenciado en Transporte y Logística García Arrébola no figuraba en la planta permanente de empleados de ENARSA, sino como contratado por ENARSA Servicios, una subsidiaria de la primera. En su primer contrato, figura con un sueldo mensual de 8 mil pesos (unos 2 mil dólares de la época). Dice que debía «coordinar las acciones logísticas tendientes al cumplimiento de los objetivos del programa de Energía Total del Ministerio de Planificación Federal» —que manejaba Baratta— y desarrollar las relaciones con la Prefectura, la Aduana, sindicatos y proveedores para «viabilizar la actividad de comercialización de gas natural licuado (GNL) y gas licuado de petróleo (GLP)». En los siguientes contratos, su tarea se redujo a coordinar las operaciones de los barcos con GNL/GLP. En los últimos, se indica que su lugar de trabajo era su domicilio.

			Sin embargo, un par de sus excompañeros lo califican como «un hombre de confianza de Baratta y De Vido». Aunque formalmente era solo el encargado de controlar la llegada de los barcos al puerto de Bahía Blanca, a poco de haber ingresado a ENARSA empezó a circular en «un BMW Z3 convertible» y otros autos de alta gama y a tener un cambio de nivel de vida. Un indicio son sus viajes al exterior. Antes de llegar a la empresa estatal, salió del país una decena de veces, pero luego registró más de cien viajes al exterior, varios de ellos en vuelos privados que son mucho más costosos. Por ejemplo, viajó al exterior en el avión matrícula LV-AOC que iba a ser el avión sanitario de La Pampa o en su barco particular PRV Baldomero. Llama la atención la cantidad de viajes por un día que hizo a Uruguay y Panamá, dos países usados para crear empresas offshore y mover plata negra. Así, de veinticuatro traslados a Montevideo, diez de ellos fueron en el mismo día. Por ejemplo, el 31 de agosto de 2014 salió en un avión privado a las 10.59 y volvió a las 17.57, revelaron fuentes judiciales a este autor. Obviamente, cinco horas no alcanzan para ir a visitar el monumento de Artigas o la réplica del pasaje Barolo en Montevideo y comerse un sabroso «chivito» uruguayo, pero sí para hacer trámites, explicó una fuente judicial. La misma costumbre de viajes cortos la registra con España: en mayo de 2009 estuvo dos días y se volvió. Dos días no alcanzan para ver todos los cuadros del museo del Prado... Con el Baldomero suele viajar hasta Puerto Iguazú, Misiones, haciendo migraciones en el puesto de Prefectura Nacional llamado «Guazucito», un puesto flotante en medio del río que está dentro de la jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, contó la fuente.

			Junto con sus viajes, García Arrébola vive en una casa en el exclusivo barrio Los Sauces de Nordelta y constituyó en 2012 la empresa Nordelenergy SA dedicada a la comercialización de petróleo y sus derivados. 

			En 2016, García Arrébola apareció en un artículo del diario La Nación referido a los locos argentinos de las motos de alta cilindrada. La nota dice que a García Arrébola, «de 48 años, el ir incorporando siete motos diferentes también le fue trayendo distintos grupos de amigos a su vida. Entre otras, una Royal Enfield con sidecar, una Harley Davidson 883 Iron, una Suzuki Gn 250 y una Honda Tornado le significaron diversos vínculos nuevos que hoy son parte de su vida diaria en encuentros, salidas y viajes». «Las motos me cambiaron la forma de vestirme, de hablar y hasta de vincularme con la gente. Me encontré con personas con códigos y formas de ser similares a las mías. Andar en moto es como meditar, pero en dos ruedas; no importa adónde vas, sino el viaje. Y en el camino vas sumando amigos y conociendo gente», declaró el exfuncionario de ENARSA. 

			Sin embargo, ante la AFIP se mostró más modesto. Declaró tener domicilio fiscal en la calle Juramento 1453, otro en Los Troncos Del Talar, otro en Rómulo Naón al 2400 y otro en Treinta y Tres Orientales al 900. Su situación fiscal ante la AFIP es la de monotributista categoría F, trabajador autónomo categoría hasta 15 mil pesos y empleado de su empresa Nordelenergy. Dijo que su actividad principal es «servicios de centros de estética, spa y similares», y la secundaria, asesoramiento de empresas. En su historia laboral ante la ANSES se señala que en 1998 fue empleado de Antares Naviera SA y luego de Petrobras. Entre 2004 y 2013 no registra relaciones de dependencia, seguramente porque estaba solo contratado por ENARSA, explicó la fuente. 

			Después del cambio de Gobierno en diciembre de 2015, García Arrébola intensificó sus viajes de placer a Miami, Roma, Barcelona, París y Londres, entre otros destinos. En su página en Instagram se muestra en fotos con el jugador de fútbol de la Selección el Pocho Lavezzi y sobre todo con motos de alta cilindrada. El recorrido de la mítica ruta 66 en Estados Unidos es uno de los que más ilustró. También se ven fotos en Hollywood en la vereda de los actores famosos (eligió a Chuck Norris para posar) y en Las Vegas. Hay otra foto con pulposas conejitas de Play Boy. Allí muestra en su cuerpo tatuajes de motos, de cobras y de mujeres hermosas. En 2016, abrió un local dedicado a las motos en Palermo. Dice que vende «motocicletas customizadas e indumentaria para mujeres, hombres y niños». Un hombre con suerte, luego de su paso por el Estado.

			García Arrébola: «A mí me fumigaron de ENARSA»

			—El exdirector de ENARSA Marcelo D’Alessio le atribuye supuestas irregularidades en esa empresa estatal. ¿Cuál era su función? (40)

			—ENARSA no contrataba barcos, compraba gas. Mi función era que el vendedor cumpliera con los requisitos de seguridad de la terminal portuaria y si no llevarlo para verificación. A Marcelo D’Alessio lo sufrí en carne propia. Él y Cabrera eran poco serios. Los terminaron echando al poco tiempo. A Meridian la contrató YPF, no ENARSA. Había que pasar por proceso licitatorio. YPF trajo este negocio a la Argentina. ENARSA no tenía idea de GNL, el primer barco que tuve que vetear me tuve que asesorar con gente de afuera. 

			—¿Por qué fue contratada Meridian sin licitación y qué puede decir sobre los costos superiores a 500.000 dólares por cargamento, según una auditoría de AGN? ¿Por qué se fue de la empresa? 

			—Mi alejamiento se generó en 2012. Yo tenía un contrato que se renovaba. Cuando asume Cristina para su segundo mandato y La Cámpora empieza a tener muchísimo peso, bajaban órdenes confusas del Ministerio de Planificación e YPF que muchas veces se chocaban. Hablé con Marcela Tagle y le comenté mi intención de renovar mi contrato, pero no me lo renovaron. 

			—Según la causa de Bonadio no hubo licitaciones públicas y la AGN también apuntó a Meridian por esas falencias.

			—La licitación era semipública. Se llamaban a muchas empresas. Mientras estuve en ENARSA se invitaba a progresivamente más oferentes, cinco, seis o doce. En cambio, YPF se quería manejar distinto, por sobres, lo que generaba mucho ruido. A Meridian la propuso YPF, para operación de barcos, lo proponía el armador del buque. Los costos portuarios no son un invento caprichoso, son gastos que se pueden especificar. Si un barco entra de noche, tiene otro costo. No va esperar el barco hasta la mañana. Una gestión mía posibilitó que pudieran entrar y salir de noche. Fue luego de una presentación a Prefectura. Siempre su preocupación es el tema de la seguridad. Fue un trabajo mío negociar la sobreestadía. Me pasó también con PDVSA; antes se pagaban demoras sin negociar y mi gestión hizo ahorrar 3.000 millones de dólares por negociación de demoras. La primera restricción de Prefectura era que no pueden ingresar y salir de noche. Entonces, un barco termina a las 7 de la tarde y tiene que esperar al otro día. La demora costaba 70.000 dólares. También varía según el tamaño del barco. Hay una tarifa que es pública.

			—¿Qué relación tuvo con Baratta y De Vido?

			—A De Vido lo vi en dos inauguraciones. Una de una barcaza de gasoil y otra en una terminal de GNL con Cristina, y a Baratta, dos o tres veces. Hablé solo una vez. No tenía trato, ni papel político relevante. Quiero agregar que cuando vi la causa de Bonadio, me sorprendió que no se mencionara a gente de YPF que estuvo en la fase dos (cuando Kicillof se hizo cargo de las compras a través de YPF). Varios gerentes de YPF armaron el negocio, se lo presentaron al Estado, trajeron a Meridian, a Repsol. Yo no trabajé con ellos, pero me recibieron como fierro caliente. La Cámpora les dio el manejo (de las compras) y las convirtieron en un monstruo.

			—Usted hoy tiene una empresa, Nordelenergy, vinculada a la actividad que tenía en ENARSA y una casa en Nordelta. ¿Desde que entró a ENARSA mejoró su patrimonio...? 

			—Es invasivo tu cuestionario, pero Nordelenergy está cerrada hace unos cuatro años. Ahora me dedico a otra cosa. Tengo una maestría de IAE en asesoramiento de empresas. No estuve en empresas vinculadas con GNL. Cuando me fui de ENARSA, me fumigaron. Ahora, me dedico más a ropa que a motos pero también a motos. Cuando entré (a ENARSA) tenía esa misma casa y el mismo auto. Mi categoría (de ingreso) es mucho más alta que lo que vos decís. Mi patrimonio lo tengo previamente, trabajo desde los 18 años, y tengo 50 años. En ENARSA trabajé cuatro años. 

			—Y qué puede decir de los viajes al exterior, varios de solo un día, ¿eran parte de su trabajo?

			—Fui dos veces a Madrid, a verificar simulacros para factibilidad de una terminal en Bahía Blanca, que no se hizo, y otra en Escobar, que se hizo.

			—¿Y Panamá o Montevideo?

			—Debo haber hecho alguna escala. No tengo en el pasaporte el ingreso a Panamá. A Montevideo fui un montón de veces por el proyecto uruguayo-argentino de una terminal regasificadora hasta 2011. Se desactivó en 2012. Después viajé por temas personales, tengo negocios y ando en moto mucho. 

		


		
			Capítulo VII

Aparecen nuevas pistas sobre D’Elía y Moyano en el transporte del gas oil

			El líder piquetero ultra-K, de las tierras sociales  a los camiones 

			En pleno auge de ENARSA a mediados de 2009, la hermosa morocha Lucía Andrea Carmen Paione hacía dos horas que esperaba que el director de Generación de Energía Eléctrica, el ingeniero Santiago Pierro, la recibiera. Pierro, hijo de un exinterventor menemista de YPF, que actualmente integra el Consejo Mundial de Energía, y amigo del entonces secretario general de Luz y Fuerza, Oscar Lescano, le mandaba a decir que estaba «reunido», «ocupado» y otras excusas de ese tipo. La morocha se molestó, y unos minutos después de una llamada directa del líder piquetero ultra-K Luis D’Elía, Pierro le abrió raudamente la puerta de su despacho en la sede de Paraguay de ENARSA, contó un exempleado de la empresa estatal. Desde ese momento, Paione y luego Mario Silvano Coradin pasaron a entrar con habitualidad y sin rodeos a las oficinas de Pierro. 

			Dos años más tarde de ese primer turbulento contacto, Paione fue nombrada en la Comisión Nacional de Tierras para el Hábitat Social «Padre Carlos Mugica», que dependía del jefe de gabinete, Juan Manuel Abal Medina, y era un organismo creado a medida de D’Elía cuando aún pisaba fuerte dentro del kirchnerismo. En 2006, D’Elía fue echado por criticar la decisión del fiscal Alberto Nisman de acusar a funcionarios iraníes como autores intelectuales del atentando contra la AMIA. Antes de convertirse en «empresaria», Paione era trabajadora autónoma y su madre, Rosana Antonia Arias, en los ochenta, había militado en un sector del radicalismo que terminó aliándose con los K. A partir de esa reunión con Pierro (41), las empresas de Paione y su socio Mario Silvano Coradin —otro personaje clave en este entramado de negocios y tráfico de influencias políticas— consiguieron que ENARSA les concediera decenas de órdenes de compra, sin contrato y menos licitaciones públicas para transporte con «sus» camiones de gas oil importado para las centrales de generación eléctrica creadas por De Vido y Baratta como otra medida para paliar la crisis energética y, además, hacer negocios propios. Se trata de otro escándalo, que recién comenzó a investigar la Justicia, y tiene tanta magnitud como el del GNL. Los argentinos también llamamos diésel al gas oil.

			Coradin declaró que conocía a D’Elía desde que a los 13 años jugaban al fútbol en el campo de deportes de la obra Don Bosco de la localidad bonaerense de San Justo. Luego participó de la creación de una radio piquetera en la iglesia del Sagrado Corazón de la misma ciudad hasta 2006, cuando quedó a cargo de la cuenta publicitaria de la radio, que constituyó otro vínculo con D’Elía. Primero Coradin cobró publicidad oficial de la jefatura del gabinete para la productora Tierra y Viven por más de 15 mil pesos, y luego Paione, otros 90 mil. Después Coradin fue más allá del periodismo militante y del negocio del transporte de combustible de ENARSA integró una de las cuatro comitivas que dirigió D’Elía para reunirse con autoridades del Gobierno teocrático de Irán, entre ellos el exagregado cultural de la embajada iraní en Buenos Aires y acusado de ser el principal autor ideológico del atentado contra la AMIA, Moshé Rabbani. 

			Sin empresas con antecedentes, idoneidad, antigüedad ni camiones, Coradi y Paione entraron al negocio del transporte de gas oil de ENARSA. Primero, crearon Transportadora de Combustibles del Sur, integrada por Arias y Coradin, quien luego le «cedió» sus acciones a Paione. Un año después, la empresa pasó a denominarse Transportadora de Combustible Atalaya SRL y en 2013 siguió prestándole servicios a ENARSA; pero ahora como Transporte El Millo SA; causalmente D’Elía es simpatizante de los Millonarios, como se le dice a River. Las tres, aunque tuvieron distintos nombres, compartían el mismo domicilio fiscal y comercial: Chacabuco 943, Capital Federal. Estas tres empresas, como sus continuadoras o asociadas, Las Marías y LLMM SRL, siguieron recibiendo suculentas órdenes de compra de ENARSA hasta 2015. No fueron las únicas. Las otras más beneficiadas fueron Cheny y Beraldi.

			A medida que el negocio de las compra y distribución de gas oil a 63 plantas generadores de electricidad distribuidas en todo el país iba aumentando, empleados de ENARSA vieron entrar a las oficinas de gerentes a empleados de agencias de cambio «con bolsas con dólares» en las manos. «Creo que alguna de esas bolsas luego fueron a las oficinas de Baratta y otras a las de (Oscar) Lescano», contó un extrabajador de ENARSA a este autor. Un empleado de apellido García le llevaba los «encargos» a Baratta, quien daba órdenes de a qué empresas beneficiar con los contratos con el mismo estilo del caso GNL: «Por teléfono a los gritos o por mail sin dejar nada por escrito oficialmente». El mismo cuidado de no dejar huellas documentales tuvo Pierro, que no quería que se pusieran cámaras de seguridad en su oficina. Lescano era el secretario general de Luz y Fuerza, quien ciertamente evitó que sus afiliados hicieran paros que afectaran a ENARSA en esos años. Incluso un conocido de Lescano, que antes hacía los sándwiches para el sindicato, pasó a tener un cargo importante en ENARSA. Pero el negocio de este combustible era mucho más grande que los 10 millones de pesos de gastos en el transporte del gas oil.

			Las compras de fuel oil a Venezuela, otra denuncia

			Además de las denuncias con el GNL y el gas oil, hubo irregularidades con la compra de fuel oil a la Venezuela chavista. Las compras directas a Venezuela de fuel oil, que es distinto al gas oil o diésel, que la administración kirchnerista realizó desde 2004 generaron una nueva polémica que puso sobre el tapete tres aspectos clave: los precios pagados, el modo de contratación y la calidad del combustible (42). El exsecretario de Energía, ingeniero Alieto Guadagni, advirtió que «sin haber llamado a licitación, se adquirió un producto que no es necesario, porque el país es un productor y exportador de fuel oil». Guadagni destacó que «las operaciones con Venezuela han sido pésimo negocio: entre 2004 y 2008, perdimos 207 millones de dólares por comprar el fuel oil más caro a precios CIF (significa que el valor del transporte y seguro es cubierto por el comprador) y exportar el mismo producto de las refinerías locales a valores FOB (significa que el vendedor corre con los gastos y costos de movilización de la mercancía), que son más bajos». Las estadísticas muestran que Argentina ha sido siempre una exportadora de fuel oil y muy de vez en cuando recurrió a la importación. Entre 2001 y 2003, las compras externas sumaron 194.000 toneladas. Pero entre 2004 y 2008 treparon a 3.900.000 toneladas. El disparador de las importaciones de fuel oil fue la falta de gas que enfrentaron las usinas térmicas a partir de 2004, lo que se agravaría con la nevada de cinco años después. Ante la caída registrada en la producción gasífera local, el Gobierno redireccionó todo el gas disponible hacia los usuarios residenciales y suspendió el suministro a las industrias. Entonces, las plantas generadoras se arreglaron con combustibles alternativos como fuel oil y gas oil. Para la provisión de fuel oil, el Gobierno instrumentó un mecanismo de compra directa con la petrolera venezolana PDVSA. El extitular de Energía puntualizó que «de acuerdo con los datos del INDEC de 2007, el fuel oil importado se pagó a 390 dólares la tonelada frente a un promedio de 355 dólares la tonelada que arrojaron las exportaciones». Guadagni apuntó que a principios de 2008, la Secretaría de Energía controlada por De Vido bajó las normas de calidad para reducir los niveles de azufre del fuel oil aceptados y así poder comprarle a Venezuela. «Traemos un fuel oil altamente contaminante y el que enviamos al exterior (va en un 90% a Estados Unidos) cumple con los máximos parámetros de calidad». Sin embargo, en ese momento funcionarios del Ministerio de Planificación rechazaron los cuestionamientos sobre la contaminación y explicaron que los precios acordados «son ventajosos por la financiación a doce meses que otorga PDVSA». Guadagni también descubrió que el fuel oil que llega a la Argentina, en realidad, «viene desde Brasil, por un acuerdo especial con Caracas».

			Enojado, el entonces subsecretario de Coordinación del Ministerio de Planificación, Roberto Baratta, salió a replicar la denuncia de Guadagni y afirmó que «la importación de fuel oil de Venezuela es ventajosa para nuestro país, ya que nadie ofrece un financiamiento mejor». Baratta agregó que Venezuela «utiliza esos recursos para adquirir productos argentinos de alto valor agregado, permitiendo un incremento sideral del intercambio comercial», en alusión al polémico fideicomiso argentino-venezolano. El funcionario salió al cruce de la denuncia presentada por Guadagni ante el juez federal Julián Ercolini. Como testigo, el exfuncionario aseguró que las «injustificadas» importaciones de fuel oil venezolano causaron en seis años «un quebranto fiscal que supera los 332 millones de dólares». Ercolini investiga irregularidades en el fideicomiso argentino-venezolano montado sobre esas compras de fuel oil. Guadagni también aportó al fiscal, Gerardo Pollicita, anexos documentales en los que señala que las compras a Venezuela podían haberse sustituido con fuel oil local y alcanzaron a 2,7 millones de toneladas.

			Por el contrario, Baratta remarcó a través de un comunicado que «no tiene sentido hablar de pérdidas millonarias porque si bien es cierto que nuestro país es exportador neto de fuel oil, no lo es todo el año, y en invierno, para abastecer el mayor consumo de gas residencial, se reemplaza por fuel oil el gas que abastece a las centrales térmicas». El funcionario agregó que «por lo tanto no tiene ningún sustento calcular sobrecostos porque no hay suficiente fuel oil en el mercado en ese período».

			El subsecretario explicó además que «Venezuela ofrece condiciones de pago que no son las habituales en el mercado; el primero se realiza a los 45 días de recibido el embarque mientras que el resto se abona en doce cuotas mensuales con un interés del 2% anual, siempre a precios internacionales».

			Baratta señaló además que «la calidad del fuel oil se ajusta a la normativa vigente desde 2002, cumpliendo especificaciones para que se comercialice en territorio nacional. Son las mismas que estaban vigentes durante el breve lapso que Guadagni estuvo a cargo del área de Energía», agregó. Sin embargo, sus explicaciones no fueron convincentes para la Justicia y al cierre de este libro también seguía siendo investigado por este otro negocio del «mecanismo». 

			Otra auditoría por una compra directa  de 150 millones de dólares

			Mientras D’Elía y otros kirchneristas hacían negocios con la compra y el transporte de gas oil con toda la impunidad que les daba la hegemonía del poder político kirchnerista —con Cristina en el poder desde 2007 pasó manejar también las dos cámaras del Congreso—, en marzo de 2012 Marcelo D’Alessio, el asesor coordinador del gerente de Administración y Finanzas de ENARSA, el formoseño Ricardo Cabrera, redactó ahora un primer informe sobre las importaciones de gas oil realizadas entre marzo y junio de 2010. Era el fluido necesario para que luego empresas transportistas, como las vinculadas a D’Elía y Moyano, lo distribuyeran entre las centrales térmicas que producen electricidad. Es decir, no solo se importaba GNL, sino que también se compraba gas oil al exterior y este lo distribuían los amigos del poder.

			Esas compras estaban delineadas por las resoluciones de De Vido número 459 de 2007 —que creó el Programa de Energía Total (PET)— y 121 de 2008, que amplió, llamativamente, las facultades de Baratta sobre las compras de gas oil. En ese informe de cien páginas, al que este autor accedió en exclusiva en fuentes oficiales, se advirtió sobre el «pasivo contingente» que iban a producir esas medidas de De Vido. 

			En los mails internos que recibían Exequiel Espinosa, presidente de ENARSA, y un reducido grupo de gerentes y administradores, de febrero de 2012, se anunció la compra de 160.000 metros cúbicos de gas oil por un monto total de 150 millones de dólares. Dicen que las compras directas, a través de un concurso privado de precios —no una licitación—, podrían ser a uno o más oferentes de acuerdo a «las ofertas que reciba ENARSA» y que la lista de los proveedores salía de concursos anteriores: Lukoil, Trafigura, Gunvor, Vitol o Glencore Argentina. Y que había que «invitar» a «un mínimo de tres proveedores» por «razones de urgencia», pese a que la ola de frío había sido en 2007. ¡Era una compra por un total de 150 millones de dólares sin licitación alguna…! Ese mismo monto prestó, en 2015, el Banco de Desarrollo de América Latina (CAF) a la Argentina para mejorar su distribución del gas, y fue presentado como un hecho sin precedentes por los K.

			La clave estaba en las llamadas «ventanas de entrega», es decir que los proveedores pudieron poner el gas oil en puerto en tales fechas para que «no faltara» generación de electricidad a partir de estas centrales térmicas. En cambio, para D’Alessio la «ventana» era previamente arreglada con el proveedor en función de los barcos con gas oil —este es un commodity— que tuviera dando vueltas por el océano cerca de Buenos Aires para «direccionar el concurso». En un ejemplo, se enviaron siete invitaciones y solo presentaron Trafigura y Vitol. Entonces, se le adjudicó a la suiza Vitol, porque aceptó entregar 160 mil metros cúbicos de gas oil a cambio de una carta de crédito del Banco Nación, y no un pago en efectivo en dólares, como pedía Trafigura. Se basaron en un «manual de contrataciones de ENARSA» y no en la ley que obliga a licitaciones públicas para estas compras millonarias. Otros pagos anteriores se habían hecho a través del Banco Macro de Jorge Brito y el JP Morgan Chase Bank de Nueva York. 

			Antes de las elecciones presidenciales del 28 de octubre de 2007 —que terminaría ganando Cristina con el apoyo de Néstor— ENARSA se metió en otro negocio. Llamó a un concurso cerrado de precios para que en solo 35 días corridos le enviaran propuestas «llave en mano» para construir nuevas plantas que deberían incluir tanto la provisión de las turbinas y el resto del equipamiento como la realización de las obras civiles y las tareas de montaje de las usinas. En segundo lugar, se ubica el tipo específico de turbogeneradores que decidieron comprar los funcionarios. Además, según los lineamientos técnicos, cada central debería tener una potencia comprendida entre 120 y 560 megawatts. Fue un proyecto faraónico: la central hidroeléctrica del Chocón tiene 1.200 megawatts. Estas «condiciones dejarían fuera de carrera a la mayoría de los fabricantes de turbinas y beneficiarían a un proveedor europeo que tiene equipos disponibles de una venta que se canceló en los últimos meses», se advirtió en una nota de Clarín.

			Entrevistado por el autor, D’Alessio contó que ENARSA finalmente compró dos plantas térmicas bajo la modalidad llave en mano que consumen gas oil y debían ser de «ciclo combinado» para reutilizar la temperatura que producen los gases de la combustión de sus turbinas. Así se lograba una segunda etapa de generación gracias a la utilización del vapor resultante del primer ciclo. La construcción de estas plantas fue «uno de los epicentros más tangibles de irregularidades de ENARSA. Tanto la unión transitoria de empresas (UTE) que construyó la planta de Brigadier López (Ensenada, La Plata, como Barragán (Sauce Viejo, Santa Fe) cobraron «sobreprecios enmascarados dentro de redeterminaciones de los precios de la obra homologadas por ENARSA». Las centrales de Barragán y Brigadier López terminaron costando casi 2 mil millones de dólares. Es decir, 1,57 millones de dólares por megawatts producido, lo que significa «un sobrecosto de entre un 50 y 70%» por encima de los costos de centrales parecidas (43).

			Incluso, hasta 2015 no se había terminado el segundo ciclo de las dos termoeléctricas, aunque ya habían sido «pagadas en su totalidad». El atraso en las certificaciones de avance de obras por parte de ENARSA «también constituía un factor de corrupción en vistas de que la UTE logre cobrar dicho monto acorde a un avance de la obra inflado». Las empresas IECSA —entonces propiedad del primo del presidente Mauricio Macri, Angelo Calcaterra—, y la española Isolux fueron las encargadas de esos emprendimientos. Isolux es la misma empresa metida en el escándalo de Río Turbio. Estas centrales formaban parte del llamado programa de generación eléctrica (GEED) a través de plantas fijas medianas distribuidas a lo largo del país. Estas empresas, unas 64 en toda la Argentina, tenían dos fuentes de ingresos: «La primera es como un alquiler que le cobran mensualmente a ENARSA por estar disponibles a la hora de generar electricidad. Y un segundo ingreso lo constituye la tarifa por generación», explicó D’Alessio. A esa generación de electricidad, le correspondía «una demanda de reintegro de gas oil utilizado para alcanzar constantemente su capacidad operativa en estado óptimo de autonomía», que era, como ya se vio, el que distribuían las transportistas vinculadas a D’Elía y Moyano. Las disparidades de consumo de las plantas «desnudan una red de falta de controles o corrupción que permitieron la existencia de la venta de los llamados Camiones ENARSA». Eran camiones que simulaban descargar el gas oil importado «en tal central, pero como esa central consume menos que lo declarado, ese combustible sobraba» y se vendía en forma clandestina e ilegal en estaciones de servicios sin bandera. El gas oil es un insumo clave para levantar las cosechas en el campo. D’Alessio acompañó sus declaraciones con tablas de Excel de cada una de esas plantas, donde señala que esos consumos de gas oil eran «inventados».

			«Ahí estaban en connivencia funcionarios de ENARSA, los propietarios de las generadoras, los transportistas y finalmente los compradores de ese gas oil que se vendía un 40% más barato que el precio de mercado a los productores agropecuarios», agregó. A criterio del especialista, «la elección de las tres empresas de transporte terrestre ha sido otro nicho de este mercado: Chenyi (Moyano), Atalaya (D’Elía) y Beraldi». 

			La administración de la necesidad de la generación eléctrica según la demanda la realiza CAMMESA y no ENARSA. El 80% de CAMMESA está en manos de operadores del mercado mayorista de electricidad, mientras que el 20% restante pertenece, hasta ahora, al Ministerio de Energía.

			«En ENARSA se ha montado un sistema con lógica propia para realizar diversos negocios particulares en desmedro de la eficiencia de la compañía. Con los debidos controles se habían ahorrado 4.200 millones de dólares», concluyó D’Alessio. Pero sus advertencias durante la época K fueron, otra vez, desoídas.

			El changuito con documentos ocultos de la morocha

			A principios de julio de 2013, Luis D’Elía anunció con una sonrisa socarrona que le había hecho una «cama» al programa Periodismo para Todos (PPT) de Jorge Lanata. El viernes anterior al tradicional programa periodístico que se emite los domingos, entrevistó a su amigo Mario Coradin ante escribana pública —casualmente la mujer del secretario de Comercio Guillermo Moreno, Marta Cascales— y grabó un video donde adelantaba que todo lo que iba a «confesar» en el informe era «pescado podrido». «Les voy a vender todo el pescado podrido que ellos quieran», se había jactado Coradin, quien también adelantó que «me van a dar un libreto, Gabriel Levinas me va a preguntar y yo le voy a contestar según el libreto que me dan». Así buscó sin éxito desacreditar la investigación al hacer público el video a través de la cadena de medios públicos y privados K. Pero las dudas sobre el informe periodístico quedaron flotando varios años en la Justicia. El juez federal Julián Ercolini, quien abrió una causa por la denuncia en 2013, había pedido como paso previo un informe de la SIGEN sobre los contratos de distribución de gas oil de ENARSA. El escándalo así se enfrió. Hasta que Ercolini recibió la auditoría, que ampliaba la denuncia de PPT y ordenó una serie de allanamientos. En ese contexto, una llamada de un oficial de la Policía Federal alteró el 25 de febrero de 2016 la tradicional serenidad o cautela del juez Ercolini y su secretario letrado Federico Fornasari:

			—Doctor, estamos por allanar las oficinas de la calle 943 por el caso ENARSA y por la puerta de atrás está saliendo una mujer con un changuito de supermercados que transporta dos cajas de plástico llena de papeles, pero no figura en su orden. ¿Qué hacemos?

			—Deténgala y secuestren los papeles —se le ordenó al policía desde el juzgado del cuarto piso de los tribunales de Comodoro Py. 

			La mujer era nada más y nada menos que la hermosa morocha Lucía Paione. Dentro de las cajas de plástico transparente con tapas azules, como las que se venden en los supermercados, había documentos de la creación de las empresas de transporte de gas oil atribuidas a D’Elía y órdenes de compra de ENARSA, entre otros documentos que hoy constituyen una prueba clave en la causa 6678/2013 caratulada «Espinosa Exequiel Omar sobre defraudación por administración fraudulenta y otros». La causa se había abierto por una denuncia del abogado Jorge Vitale en 2013 basada en el informe de PPT. A las computadoras secuestradas en las oficinas de Chacabuco ya les habían borrado el disco rígido, contaron a este autor fuentes judiciales. Ese fue uno de cuatro allanamientos a las empresas de transporte de combustible.

			Además del departamento que alquilaba Paione en la calle Chacabuco, las dos sedes de Atalaya y el propio domicilio de la mujer, también se allanó la sede de Chenyi, la compañía que la Justicia considera como «empresa madre» en tanto manejaría el contrato central por el transporte del combustible de ENARSA. Chenyi resultó «la más prolija de papeles», contaron las fuentes. Pero este anillo del «mecanismo» no termina aquí.

			Otros vínculos de Moyano con los negocios de ENARSA

			El negocio no solo era el transporte, sino también el almacenamiento del gas oil o diésel, como se le dice también en la Argentina. Con base en un informe de la Sindicatura General de la Nación (SIGEN), la titular de la Oficina Anticorrupción, Laura Alonso, pidió a la Justicia que investigara una contratación de tres depósitos de combustible que no habrían sido utilizados por ENARSA, por el que se acumuló una deuda de unos 20 millones de dólares (44). En la presentación, la OA sostuvo que «ENARSA diseñó un plan logístico para el abastecimiento, distribución y despacho de combustible líquido», y señaló al exsecretario de Energía, Daniel Cameron: «Instruyó a CAMMESA (Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico) a suscribir con ENARSA un acuerdo operativo para implementar el plan logístico mencionado». En 2012 se iniciaron los contratos con las tres empresas, con depósitos en Campana (Probater SA), Tucumán (Generación Independencia SA) y La Paz, Entre Ríos (Chenyi SA), que según el informe de la SIGEN «fueron perfeccionados por ENARSA a lo largo de tres años (…) y sin embargo estos establecimientos nunca habrían sido utilizados». Por esos convenios ENARSA —hasta diciembre dependiente del Ministerio de Planificación— acumuló una deuda de unos 20 millones de dólares. Pero hay otros vínculos de Chenyi con los Moyano. La exministra de Salud y actual diputada de Cambiemos, Graciela Ocaña, denunció que la hijastra de Hugo Moyano, Valeria Alejandra Salerno, durante 2000 cobró un sueldo de la Federación Nacional de Camioneros y, desde 2003 hasta 2007, otro en la empresa entrerriana Chenyi SA, empresa que ofrece «servicios integrales de Logística y Transporte». Salerno es hija de la tercera mujer del líder camionero, Liliana Zulet. Es una empresa especializada en el transporte de sustancias peligrosas, que Juan Elías presidió desde 2002, cuando suplantó a Gustavo «el Turco» Elías. El Grupo Elías también tiene negocios en el puerto de Bahía Blanca y en 2017 compró el tradicional diario bahiense La Nueva Provincia a la familia Massot. Ocaña dijo que Elías presidió luego Ivetra SA, empresa que, en 2007, fue integrada por Chenyi y otras sociedades. Ivetra era dirigida por el exjuez y actual abogado de Moyano, Daniel Hugo Llermanos. En 2008 Ivetra fue elegida por la Administración General de Puertos (AGP) a cargo del moyanista Ricardo Luján para cobrar un canon de unos 17 dólares a cada contenedor que ingresara en el puerto porteño en camión. La terminal recibe hasta 2 millones de contenedores por año. Un negocio redondo. Con esa plata Ivetra financió la construcción de un playón de descanso para cuatrocientos camiones en la Dársena F del Puerto Central. Los paradores para camioneros, un viejo proyecto de Moyano (firmó un convenio con el Automóvil Club Argentino para extenderlos a todo el país), son otras de las especialidades de Chenyi. En 2016, el interventor de la AGP, el macrista Gonzalo Mórtola, firmó una resolución que dispuso que la empresa exportadora que quisiera tomar un seguro para cubrir de eventualidades sus cargas podrá hacerlo «a su libre elección, sin que ello implique un recaudo condicionante del ingreso o egreso de los contenedores a las terminales» portuarias de la ciudad de Buenos Aires y Avellaneda.

			A modo de conclusión, a D’Alessio se le pidió una síntesis de los responsables de estas supuestas irregularidades con la compra y distribución del gas oil en ENARSA, y contestó así: 

			1. Todo pago había que hacerlo bajo la instrucción de Roberto Baratta vía mail o telefónicamente al gerente de Administración y Finanzas.

			2. El área de generación eléctrica estaba a cargo del ingeniero Santiago Pierro y su subalterno. Su rol incluía la conformación de facturas y redeterminaciones de precios de la construcción de las centrales termoeléctricas, todas las licitaciones de GEED y UGEEM. Distribución del combustible a cada central. Elección del transporte terrestre. Todo con la conformidad de Roberto Baratta al que le reportaba directamente. La orden la daba Baratta, con copia a Exequiel Espinosa.

			3. A partir de 2012 La Cámpora concentra poder. Walter Fagias pasa del Ministerio de Planificación a ser presidente de ENARSA y Kicillof designa a Juan José Carbajales como gerente general, concentrándose todos los negocios ya descriptos. Salvo el directorio, el resto de los cargos gerenciales se vio recortado en su égida de acción. En 2013, con el ascenso de Axel Kicilof, se cambió parte de la cúpula de ENARSA que respondía a De Vido y Baratta. Antes de ser desplazado, «Pierro vació su oficina y se llevó documentación a su casa», contó una exempleada bajo estricto off the record a este autor.

			En ENARSA no solo falta documentación, sino que había sido «loteada» entre funcionarios que respondían a La Cámpora y a De Vido y también tenían sus «quintitas» propias. Las «quintitas» iban desde multimillonarios contratos como los de los buques con GNL hasta los contratos de las tareas de control. En mayo de 2018, el juez federal Julián Ercolini procesó al expresidente de ENARSA Exequiel Espinosa y a otros exdirectivos de esa empresa estatal de energía. Los procesó por los delitos de administración fraudulenta agravada por haberse cometido en perjuicio de una administración pública, y de negociaciones incompatibles con la función pública previsto en el artículo 265 del Código penal. En este caso, la maniobra consistió en contratar sin licitación a una empresa que era propiedad de uno de sus directivos. El contrato era por 2 millones de pesos. Los procesados por Ercolini fueron, además de Espinosa, Claudio Miguel Fernández, Raúl Alberto Argañaraz, Ernesto Gabriel Mazzola, Juan Carlos Teso, Marcela Alejandra Tagle, Rodrigo Maximiliano Palacios, Paula Gabriela Merlo y Juan Fernando Giovachini. La causa se había iniciado por una denuncia de la OA en noviembre de 2012, en la cual se sostuvo que la encargada del área de Logística y Comercialización de Combustibles de ENARSA, ingeniera Marcela Tagle, «hizo contratar a la empresa P&D Control Group SRL, a pesar de que era propiedad de uno de sus compañeros, Claudio Miguel Fernández». La contratación directa fue para trabajos de inspección en las plantas de combustibles Campana y de Dock Sud. Además, Tagle y otros cobraron honorarios por esas inspecciones que, incluso, se duda si se hicieron. Otro ejemplo de las irregularidades y de los círculos concéntricos menores del «mecanismo».

		


		
			Capítulo VIII

De Vido, también, imputado por el gas oil para los bondis

			38 millones de dólares de los bondis para los pobres  al bolsillo de los empresarios 

			Desde julio de 2006, cuando aún gobernaba Néstor Kirchner había denuncias por el manejo irregular de los subsidios estatales al transporte público. Se habían creado en la época del presidente provisional Eduardo Duhalde para evitar un aumento del boleto que perjudicara a los más pobres, luego de la crisis económica y social que obligó en 2001 a la renuncia de Fernando de la Rúa, pero luego se convirtieron en otro agujero negro de fondos públicos. Otra vez la energía era el principal protagonista de otro de los círculos del «mecanismo».

			Antes se hicieron negociados con el GNL para la red de gas natural del país, luego gas oil para las centrales eléctricas y ahora era gas oil subsidiado para beneficiar a millones de argentinos de menores recursos que usan el transporte público automotor todos los días. Sin embargo, esta vez, por lo menos, «38 millones de dólares» fueron desviados a los bolsillos de los funcionarios de turno y empresarios del sector. Y otra vez la energía, por sobre la obra pública, constituía otra ruta de desvío de fondos públicos.

			En ese momento de hegemonía del kirchnerismo, el experto en derechos humanos radical y titular de la Auditoría General de la Nación (AGN) Leandro Despouy era una de las pocas voces que se animaban a denunciar y, a cambio, recibía una andanada de críticas y operaciones políticas y periodísticas en su contra. Pero este abogado puntano ya tenía la piel políticamente curtida. Se había tenido que exiliar en 1975 por las amenazas de la Alianza Anticomunista Argentina (Triple A), el grupo parapolicial que manejaba el entonces ministro de Bienestar Social José «El Brujo» López Rega. Estuvo ocho años exiliado en Francia, donde fue el primer argentino en denunciar en foros internacionales, como el Tribunal Russell, a la Triple A y, tras el golpe de 1976, las violaciones a los derechos humanos de la dictadura militar. El «Chungo», un hombre alto y apuesto, tuvo que trabajar de modelo en París para sobrevivir y terminar su carrera en Derecho en Francia. Con el retorno de la democracia, el expresidente Raúl Alfonsín lo nombró embajador y llegó a presidir la comisión de Derechos Humanos de la ONU.

			En octubre de 2012, fue convocado por el Congreso a una reunión en la Comisión Mixta, que en vez de tratar una auditoría sobre la tragedia de Once, el kirchnerismo la usó para intentar removerlo como presidente de la AGN. Por la reforma constitucional de 1994, se había creado la AGN y se estableció que su titular debía ser designado por la oposición parlamentaria. Agredido por cumplir con sus funciones y apoyado por un puñado de dirigentes radicales y Elisa Carrió, y de periodistas, como este autor, resistió y siguió adelante con sus auditorías.

			En un primer informe, la AGN había cuestionado en julio de 2006 la falta de controles en el otorgamiento de 1.600 millones de pesos en subsidios a empresas y sindicatos del transporte que hizo la Secretaría de Transporte entre 2001 y diciembre de 2004 con plata extraída del llamado fondo fiduciario del gas oil.

			En ese informe de 120 páginas, la AGN —el máximo órgano de control del Congreso— reclamó, por ejemplo, al secretario de Transporte, Ricardo Jaime, que creara un mecanismo de rendición de cuentas sobre la forma en que los empresarios gastaban esos subsidios (45). Si bien Jaime dependía formalmente de De Vido, tenía llegada directa con Kirchner. Ricardo Cirielli, el exnúmero dos de la Secretaría de Transporte y actual secretario general de la Asociación del Personal Técnico Aeronáutico, afirmó en sede judicial que «cada viernes a la noche Jaime iba a verlo a Kirchner con una valija especial. No sé qué llevaba adentro». Cirielli declaró como testigo que vio varias veces a Jaime en esas extrañas circunstancias en el ascensor. Una y otra vez aparecen las valijas o los bolsos con dinero en estas historias ocultas de plata negra. Es que, a diferencia de los cheques y las transferencias bancarias, no dejan huellas documentales y por eso son el medio de pago preferido de los corruptos.

			El informe de la AGN también se queja porque Jaime «no exige» a las empresas de colectivos que cumplan con requisitos fijados para acceder a los subsidios, como, por ejemplo, el mejoramiento de la calidad de los servicios en beneficio de las 20 millones de personas que viajan por mes en subte, 36 millones que usan trenes y 140 que lo hacen en colectivo en Capital y el Gran Buenos Aires. Otra vez queda claro que robarle al Estado es disminuir la calidad de los servicios públicos, que son también un derecho humano.

			El informe también apuntó al otorgamiento de un anticipo de 17 millones de pesos a la obra social del sindicato de Camioneros que lidera el entonces kirchnerista, luego antikirchnerista y ahora nuevamente kirchnerista Hugo Moyano para hacer exámenes psicofísicos a camioneros y del cual solo se rindieron cuentas —al menos hasta ese momento— por poco más de la mitad.

			El informe fue solicitado a la AGN por el juez federal Sergio Torres, que tenía una causa abierta por una denuncia por supuestas irregularidades en el manejo de los veinte fondos fiduciarios estatales, entre ellos el del gas oil. El manejo de estos fondos ha sido reiteradamente criticado por Carrió y el entonces senador radical Gerardo Morales, entre otros. Los veinte fondos fiduciarios existentes, creados desde 1994 a la fecha para todos los presidentes, «son como pequeñas empresas del Estado donde ministros o secretarios manejan su “cajita” propia y tienen sus hombres de confianza», graficó un diputado peronista que los viene intentando controlar, sin éxito, desde hace años. Los fondos acumulaban ese año 4.178 millones de pesos, más del 4% del presupuesto nacional. La frase del diputado alude a que la «cajita» no depende de las asignaciones de fondos del presupuesto nacional que distribuye el ministro de Economía y no tiene los controles de la Ley de Administración Financiera.

			En la práctica, los fondos fiduciarios son cuentas bancarias especiales creadas en la década de 1990 y alimentadas con dinero público que manejan funcionarios al margen del presupuesto nacional. La auditoría de la AGN sobre el fondo del gas oil abarca los subsidios otorgados desde 2001 hasta diciembre de 2004, es decir, más de un año y medio de gestión de Jaime al frente de la Secretaría de Transporte. El fondo del gas oil era el más grande de todos y distribuía, entonces, 6 millones de pesos (2 millones de dólares al valor de ese momento) en promedio por día.

			Haciéndose el ofendido, Jaime —un ingeniero agrimensor, amigo íntimo de Néstor y profesor de karate— rechazó entonces las críticas de la AGN y afirmó que recién durante su gestión «se empezó a controlar» esta enorme masa de dinero. Sin embargo, años después cumpliría una condena a 8 años por la tragedia de Once, la destrucción de pruebas y la recepción de dádivas (recibir un regalo a cambio de favores como un contrato público), entre otros. Otro aspecto criticado por la AGN fue el margen de discreción que deja a los funcionarios la proliferación de decretos presidenciales y resoluciones ministeriales de este fondo fiduciario que fue creado por el decreto 976 de 2001 con el objeto específico de mejorar la infraestructura vial de todo el país.

			Los puntos principales del informe eran:

			• Critica la falta de cumplimiento de empresas de trenes y colectivos a las condiciones establecidas para recibir subsidios, como mejorar la calidad de los servicios, basado en auditorías anteriores. También porque recién en diciembre de 2004 se creó un sistema de validación de las declaraciones juradas sobre la cantidad de pasajeros que las empresas dicen transportar, que se usan para determinar el nivel de los subsidios.

			• Objeta la contratación directa por más de 8 millones de pesos de la empresa Proyectos de Informática para la creación del Registro Único del Transporte Automotor (RUTA) en jurisdicción de la Gendarmería y con el fin de tener una base de datos de las empresas de transporte de carga. Y de la empresa Selene Publicidad por un contrato de 500 mil pesos para la publicidad del RUTA. En sus conclusiones, el informe señala que «con la laxitud evidenciada en los controles y en el accionar de la Secretaría de Transporte» convirtieron las condiciones para recibir subsidios «en meras enunciaciones formales de limitada aplicación y efectividad».

			La difusión del informe dividió las aguas. Por un lado, los líderes del ARI, Elisa Carrió, y de Recrear, del exministro de Economía Ricardo López Murphy, pidieron más transparencia en los gastos de este fondo, mientras dieciocho cámaras empresarias, empresas y sindicatos beneficiados con los subsidios salieron a defender a Jaime con argumentos casi idénticos a los del funcionario. Por otra parte, Despouy desafió en octubre de 2009, cuando el tema volvió a la tapa de los diarios, a un debate público al secretario de Transporte de la Nación Juan Pablo Schiavi —sucesor de Jaime a partir de 2009— sobre las denuncias que hizo sobre el manejo de los subsidios al transporte público durante la gestión de Jaime. Despouy contestó así las críticas que había hecho Schiavi al informe de la AGN. Schiavi asumió ese cargo luego de la renuncia de Jaime, a fines de junio de 2009 y tras la derrota electoral K en las elecciones legislativas de ese año, por la investigación sobre el avión Lear Jet que usaba Jaime para viajar a Córdoba y que había sido comprado a través de una empresa offshore de Costa Rica que ocultaba a empresarios del transporte. Schiavi dijo que Despouy buscaba «cinco días de gloria y salir en los diarios en vez de contribuir a solucionar los problemas». «Es la segunda vez que me critica. Los informes son hechos por técnicos, aprobados por un colegio de auditores y los periodistas, como Daniel Santoro, lo toman de nuestra página web». Schiavi agregó que «veo al auditor en una campaña. En vez de llamar a las autoridades, en realidad, lo que hace lo hace por los medios. Lo que quiere es salir por los medios». Parece que los días de gloria de Despouy fueron muchos más.

			La Justicia le dio la razón a Despouy once años después

			Once años después de la primera auditoría de Despouy, la Justicia le dio la razón al ahora extitular de la AGN. El juez Bonadio procesó a De Vido y a Jaime, basándose en los informes de la AGN, a partir de una denuncia de los abogados Ricardo Monner Sans y Santiago Dupoy y ahora con datos más concretos. En el procesamiento, el juez cuenta que descubrió pagos increíbles, como colectivos que cobraron gas oil de más, como para hacer 387 viajes desde Buenos Aires a Moscú, empresas que recibieron los subsidios pese a estar cerradas durante diecinueve meses y combustible subsidiado que no se ponía en el tanque de ningún bondi, sino que se vendía al público en general.

			En una resolución de 141 páginas dictada el 10 de julio de 2017, el magistrado consideró a De Vido, quien estaba en ese momento amparado en sus fueros de diputado por el Frente para la Victoria para evitar ser detenido a los 67 años de edad, como principal responsable de un fraude al Estado de más de 609 millones de pesos, cometido entre 2003 y 2014, es decir, unos 38 millones de dólares al cambio de la época. Sobre la base de la acusación del fiscal federal Carlos Stornelli, el juez también trabó un embargo de 1.000 millones de pesos. Bonadio también procesó a Jaime —preso desde 2016 en otras causas, como ya se vio—, a Schiavi y a los extitulares de la Comisión Nacional de Regulación de Transportes (CNRT) Alejandro Ramos (actual diputado nacional kirchnerista por Santa Fe), Roque Guillermo Lapadula, Pedro Ochoa Romero y Antonio Sícaro. En la maniobra, según la resolución, se incurrió en los delitos de «defraudación contra la administración pública» y «administración fraudulenta». Esto complicó más la difícil situación judicial de De Vido. «Es innegable que el entonces ministro pudo detener la entrega ilegal de subsidios en cualquier momento de esos casi diez años que duró la actividad ilegal bajo su mandato, ya que era él la autoridad superior que debía velar por esos bienes», escribió Bonadio. En la causa no se probó que se hayan pagado coimas a cambio de los subsidios pagados de más, pero el juez recordó, por ejemplo, que Jaime ya está procesado por haber recibido dádivas de parte de Cirigliano y otros empresarios del transporte automotor que eran beneficiados por estos subsidios.

			Según la resolución, las líneas que cobraron de más son las siguientes: 17, 22, 29, 39, 41, 42, 47, 59, 61, 62, 64, 67, 79, 86, 92, 95, 100, 102, 104, 105, 109, 110, 112, 114, 115, 118, 129, 133, 134, 140, 141, 150, 160, 163, 165 y 193. Solo se investigó a las de Capital, las del Gran Buenos Aires y de algunas provincias. No se investigó a todas las del país. Una prueba irrefutable de la ausencia de controles es el caso de la empresa Transporte Interprovincial Rosarina SA, que entre mayo de 2010 y noviembre de 2011 —ambos inclusive— recibió cupos de gas oil a precio diferencial «sin prestar servicios».

			En la causa, por otra parte, se encuentra probado que, al menos en 2010, «la estación de servicio ubicada en la esquina de Yrigoyen y Gaona, en la localidad de Ciudadela, partido de Tres de Febrero, vendía al público gas oil subsidiado por el Estado Nacional para el transporte público automotor de pasajeros», entre otros ejemplos.

			Los procesados «durante el período comprendido entre julio de 2003 y marzo de 2014, abusando de las facultades inherentes a los cargos que ocupaban, (...) participaron en una maniobra ilegal a través de la cual se entregaron sistemáticamente, a empresas de transporte público automotor de pasajeros, subsidios superiores a los que correspondían», consignó el juez. 

			La SUBE y el arquitecto romano Vitruvio contra De Vido

			El juez dictaminó que «la maniobra ilegal pudo sostenerse hasta que se instalaron GPS en los colectivos, en el año 2014», cuando el ministro del Interior Florencio Randazzo tomó el control de la Secretaría de Transporte tras la tragedia de Once de febrero de 2012 que dejó un saldo de 51 muertos y probó, otra vez, que la corrupción mata y no solo es un robo a un Estado bobo. 

			Destacó que el retardo en el proceso de implementación del sistema SUBE y el «Global Positioning System» (GPS) no puede presentarse como una excusa para justificar «los sistemáticos pagos indebidos realizados sin ningún control». Recordó, con fina ironía, que en el año I antes de Cristo el arquitecto e ingeniero romano Vitruvio construyó un instrumento que permitía medir el camino que se hacía tanto a pie como en carruaje, denominado «odómetro». A Vitruvio se lo conoce también por el dibujo del hombre perfecto que usaba Leonardo Da Vinci. Más tarde, en 1775 Benjamin Franklin, cuando trabajaba para la oficina de correos de Estados Unidos y se le asignó la tarea de optimizar las rutas de reparto de los carteros, diseñó un aparato que medía las revoluciones del eje de las ruedas de su carruaje y lo ajustó para que sonara una campana cada veinte revoluciones. En 2000 ya existía el cuentakilómetros desde hacía muchos años y todos los vehículos automotores que se comercializaban en el país incluían uno entre sus instrumentos. En su defensa, De Vido alegó que él no tenía competencia en el tema de los subsidios al transporte público automotor. Entonces, ¿quién aplicaba sanciones, quién controlaba, quién pedía la devolución de lo recibido en exceso, quién denunciaba a las empresas? La respuesta es clara: «Nadie, porque quienes debían velar por los bienes del Estado no lo hicieron. Esta situación permitió que las empresas pudieran cobrar subsidios que no les correspondían por más de diez años», siempre según el juez. 

			Otro elemento insoslayable, para el juez, al momento de analizar la responsabilidad penal de De Vido es el tiempo que duró la maniobra: casi diez años. «Ese descargo podría haber prosperado frente a un hecho aislado, pero pierde completamente su credibilidad frente a una maniobra sistemática y sostenida que duró casi diez años. De igual modo, también resulta de interés considerar la cantidad de empresas involucradas que, según se pudo probar hasta el momento, son 25 (y 36 líneas)», destacó. 

			Entonces, el juez comparó cuántos kilómetros declaraban antes y después del uso de los GPS y los primeros estaban inflados en cifras enormes. Por ejemplo, la línea 17 declaró haber recorrido 5.218.556 kilómetros. La distancia entre Buenos Aires y Moscú es de 13.479. Entonces, un colectivo de la 17 con esa cantidad de gas oil podría haber viajado 387 veces hasta la capital rusa. El mismo rol ocupó la tarjeta SUBE para medir cuántos pasajeros, en realidad, habían transportado.

			En febrero de 2018, la sala II de la Cámara Federal porteña, con una composición distinta, revocó el procesamiento contra el detenido De Vido en esta causa y le ordenó a Bonadio continuar con la investigación y realizar un nuevo peritaje para volver a decidir sobre la situación judicial del exministro. La Cámara Federal también dictó la falta de mérito para Jaime, Schiavi y Alejandro Ramos y para los extitulares de la Comisión Nacional de Regulación del Transporte Antonio Sícaro, Pedro Romero y Roque Lapadula.

			La decisión fue tomada por mayoría con los votos de los camaristas Eduardo Farah y Ballestero, mientras que el juez Martín Irurzun votó en disidencia. Ballestero fue llamado a desempatar porque Horacio Cattani, un histórico juez independiente, se había jubilado unos meses antes. «El juez (Bonadio) se ha servido de las conclusiones de un estudio comparativo que, como bien lo señalaron algunas de las defensas en sus respectivos recursos, omitió incluir una serie de variables que necesariamente debieron ser consideradas teniendo en cuenta las características del hecho investigado», sostuvo Ballestero al votar por revocar el fallo de primera instancia. En cambio en su voto, el juez Irurzun sostuvo que había sido demostrado que «las tareas de control (del otorgamiento de subsidios), seguimiento y ajuste se presentaron tardías o, en la mayoría de los casos, inexistentes». Para Irurzun «dicho mecanismo» corrupto «habría funcionado hasta la instalación y puesta en funcionamiento del Sistema de Posicionamiento Global —GPS— en las unidades». Para Irurzun, la imputación de De Vido «así formulada se encuentra a esta altura suficientemente acreditada por cuanto, efectivamente, durante dicho período se promovió y mantuvo vigente un régimen operativo perjudicial a los bienes públicos administrados». Y agregó que «existió una clara voluntad de beneficiar indebidamente a determinadas empresas que obtuvieron así un lucro indebido en desmedro de la correcta administración de los bienes públicos». En cambio, para el polémico camarista Ballestero, el procedimiento empleado para contrastar ambos períodos (2003 y 2014) «carece de la necesaria precisión», ya que el cotejo fue «encarado desde una perspectiva estática, pasando por alto la consideración de variables que posiblemente hubieran incidido en los resultados obtenidos por el carácter dinámico del servicio público analizado». La alianza entre Farah y Ballestero ayudaba otra vez a De Vido, una pieza clave del «mecanismo» que sirvió para hacer negociados con la energía.

		


		
			Capítulo IX

El nuevo «Lázaro Báez» y Parrilli aparecen en otros negocios K con YPF

			La pata kirchnerista en los negocios de Neuquén

			El negocio energético no solo fue manejado por De Vido y aprovechado por otros kirchneristas, como Luis D’Elía, sino también por el entorno del exsecretario general de la Presidencia, extitular de la Agencia Federal de Inteligencia (AFI) y dirigente del kirchnerismo de Neuquén Oscar Parrilli. Se trata del mismo estrecho colaborador que Cristina Kirchner trató de «pelotudo» en las conversaciones telefónicas que grabó la Justicia en la causa por la protección al financista de la efedrina Ibar Pérez Corradi. 

			Esta vez, no fue Austral de Lázaro Báez, sino una empresa de servicios petroleros llamada OPS. Antes de 2003, OPS recién había sido creada y tenía una mínima actividad y de pronto empezó a tener un crecimiento meteórico gracias a contratos que el Gobierno kirchnerista le dio con YPF —antes y después de su reestatización—, Vialidad Nacional y Yacimientos Carboníferos de Río Turbio (YCRT). Y en 2006 se presentó en concurso de acreedores alegando una deuda de 450 millones de pesos. Un recorrido casi idéntico a Austral de Lázaro Báez, que se creó en 2003 unos días antes de que Néstor Kirchner asumiera la presidencia y luego recibió contratos con el Estado por unos 3 mil millones de dólares. Un método del «mecanismo».

			OPS también trabajó para la empresa brasileña Vale Argentina, que desarrollaba un proyecto minero de potasio en Mendoza, donde iba a invertir 6 mil millones de dólares. Pero en 2013 Vale paralizó, sorpresivamente, el proyecto que daba trabajo a 4 mil personas. Según el diputado nacional del PRO por Neuquén Leandro López Koenig y su par rionegrino Sergio Javier Wisky, una de las razones de la paralización del proyecto «sería las enormes sumas de dinero en concepto de retornos y sobornos que les habrían exigido funcionarios de la gestión anterior» (46), tanto a nivel nacional como provincial e incluso municipal. «Es posible que la empresa OPS haya participado en alguna de esas maniobras a los fines de asegurar el retorno o soborno a las autoridades políticas que gobernaron el país y/o Mendoza hasta el 10 de diciembre pasado», agregó en una denuncia presentada ante la Justicia y a la que accedió este autor. La causa la tiene, desde mediados de 2015, el juez federal de Neuquén Gustavo Villanueva. El dueño de OPS, Mario Cifuentes, está relacionado políticamente con Parrilli y otros dirigentes del Frente para la Victoria de Neuquén. Según los diputados denunciantes, Hugo Aguzi, yerno de Parrilli, fue empleado de OPS y luego funcionario del Ministerio del Interior de la Nación y director de la Autoridad Interjurisdiccional de Cuencas (AIC) durante la presidencia de Cristina Kirchner.

			La denuncia se centra sobre Cifuentes, quien nació en el seno de una familia humilde en Caleta Olivia, Santa Cruz, hasta los noventa se dedicaba a copiar planos y se define como «hermano de la vida» del exsenador kirchnerista Nicolás «Tito» Fernández. Pese a ese nivel de vida en los años K, hasta 2004 Cifuentes se encontraba catalogado por el Banco Central de la República Argentina como una persona insolvente. «Resulta llamativo que una persona con tan malo historial crediticio, que lo excluía de poder acceder a un simple crédito para comprar un auto, fuera el fundador de una empresa que en pocos años se convirtió en un jugador muy importante del rubro servicios petroleros», resaltó el diputado denunciante.

			A tal punto es un «hermano de la vida» de Fernández, que fue copropietario de la estancia 9 de Julio en la provincia de Santa Cruz, que tiene 20.970 hectáreas, unas hectáreas más que la superficie de la Capital Federal. El exsenador K también fue empleado de OPS. «Tito» Fernández, a su vez, fue compañero de bancada de Cristina y a mediados de 2016 fue demorado en Ezeiza por intentar viajar a Miami con 30 mil dólares en efectivo. La ley establece que se debe declarar cuando se sale del país con más de 10 mil dólares. Meses más tarde, el juez en lo penal económico Rafael Caputo lo procesó por ese hecho.

			Cifuentes admitió tener vínculos comerciales con Osvaldo «El Bochi» Sanfelice, inversiones millonarias en España, y con otros dirigentes K, en una entrevista que le hizo Italo Pissani en el diario Río Negro (47): 

			—¿Usted es amigo de «Bochi» Sanfelice?

			—Sí, sí. Yo nací y me crié en Caleta Olivia. Cuando me casé, le alquilé una casa a Sanfelice. Lo conozco de chico. Mire si lo conozco. Es amigo.

			—Sanfelice era socio de Máximo Kirchner...

			—Sí.

			—¿Usted hizo negocios inmobiliarios con Sanfelice?

			—Me habrá asesorado alguna vez en alguna compra. Yo he comprado alguna propiedad en Buenos Aires y le pedí asesoramiento. No otra cosa. Y pagué sus servicios como corresponde.

			—¿El exsenador Nicolás «Tito» Fernández es otro amigo?

			—Más que amigo es un hermano de la vida. Nos criamos juntos. (...) Con Nicolás Fernández, que fue mano derecha de Cristina, yo no hice nada con el Gobierno. Yo no hago negocios políticos. Ahora, si me van a condenar porque mi cédula dice que nací en Santa Cruz...

			—También hicieron sociedades juntos.

			—No, no, no. Nos criamos juntos; somos hermanos. No me lleve más allá.

			—Ocurre que aparece involucrado con él en el negocio de un campo gigantesco, de 20.000 hectáreas...

			—No me diga gigantesco. No es un campo de soja. Es un campo en Santa Cruz, donde todos allí son gigantes. El de Benetton es de 250.000. Ese campo de 20.000 hectáreas y algunos campos más de la zona eran del padre de Nicolás. Cuando falleció, naturalmente tenía una cuotaparte hereditaria. La madre vende y la hermana también a un tercero. Y yo le compro a ese tercero. Tito se queda con su parte y con la del hermano, hacen un canje entre hermanos. Con lo cual quedamos Tito y yo como propietarios...

			—A través de la sociedad Noscohue...

			—A través de nada. Yo me quedé con la mitad y Tito con la otra mitad. Después de eso, con una empresa mía (Noscohue), en la que Tito no tiene nada que ver, le compré a él la mitad.

			—¿Y usted a su vez vendió el campo a una fundación de aves?

			—Sí. Una fundación extranjera. Un día que iba por ese campo —me preguntaba para qué lo compré— encontré un grupo de gente acampando, haciendo seguimiento de unas aves. Nos relacionamos y ofrecieron comprarlo. Y lo vendí. Lo vendí muy bien porque se le dio mucho valor a los patos únicos en el mundo que había ahí.

			No son esos los únicos vínculos de Cifuentes con el kirchnerismo en este nuevo anillo del «mecanismo». También pagaba aviones privados para que viajaran altos funcionarios K (48). Carlos Colunga, presidente de la firma de taxis aéreos MacAir Jet, demostró que un vuelo que hizo el secretario de Transporte Ricardo Jaime con su empresa desde Córdoba a Buenos Aires «fue pagado por la OPS SACI» Ante esta prueba, la Justicia sobreseyó a Colunga en una causa por dádivas contra el exsecretario de Transporte K porque la plata la puso un tercero. Otra pista. En las denuncias sobre movimientos de bolsos con efectivo de los K, Martín Lanatta —condenado por el triple crimen de General Rodríguez y protagonista de la cinematográfica triple fuga de 2015— afirmó que parte de la plata de la efedrina se habría movido a través de «la empresa OPS», pero este dato nunca se pudo comprobar.

			El escándalo OPS también repercutió en la interna familiar. Jorge Cifuentes, hermano de Mario, fue designado testigo protegido por la Justicia de Neuquén en esta causa, luego de sufrir una serie de amenazas de muerte. Desconocidos lo interceptaron cerca de su domicilio en la Capital para decirle frases como «sos hombre muerto» o «el silencio es salud». En declaraciones al diario Río Negro, Jorge Cifuentes afirmó que la empresa OPS le dio 2 millones de dólares «en forma ilegal» en 2011 para la campaña electoral del entonces candidato, exdiputado y extitular de la SIDE Carlos «El Negro» Soria. Aseguró que la plata la recibió el actual gobernador rionegrense Alberto Weretilneck cuando era candidato a vice. Weretilneck asumió la gobernación luego de que Soria fuera asesinado de un balazo en la cara por su esposa en enero de 2012. Hay otras relaciones familiares. Uno de los exdirectores y actual jefe de relaciones laborales de OPS es el abogado Gustavo Mazieres. El padre de Mazieres fue compañero de militancia de Parrilli en los años setenta. Mazieres fue, además, abogado de la hija del exjefe de los espías, Lorena Parrilli.

			Así se mezcló política, familia y negocios. Entre 2005 y 2007, OPS consiguió dos contratos millonarios con YPF-Repsol, en la cual Roberto Baratta era el director que representaba al Gobierno de los Kirchner. El primero fue por montajes y soldaduras en la localidad de Rincón de los Sauces. Así embolsó 60 millones de pesos anuales. El segundo fue por movimiento de suelos en Loma Campana, El Orejano y Rincón del Mangrullo, por otros 30 millones de pesos anuales. Y así fue creciendo hasta ser la gran contratista de YPF en Neuquén. Según López Koenig, Cifuentes estaría, también, relacionado con las empresas argentinas que operan en la Patagonia: Geoterra SRL, Trans Ecológica SA, Tecran, Hygro, Hormivial, Unigma, y CAM Servicios Petroleros, entre otras.

			«OPS trataba de lavar dinero. Nace y muere con el kirchnerismo. Hay muchas vinculaciones entre Fernández y Cifuentes, y entre Mazieres y Parrilli en Neuquén. Mazieres era un incobrable en 2004, pero estaba armando una empresa que compitió con las grandes de la provincia», agregó Leandro López Koenig. En una ampliación de la denuncia, López Koenig contó que en 2010 nació en España la llamada Cámara Empresarial Argentina en España (CEAE). Su presidente es Leandro Martín Sigman Gold, y entre sus cinco socios fundadores se encuentra Cifuentes por la Empresa OPS SACI. A partir de ese momento figura también como socio en, al menos, tres empresas diferentes en España: De la Frontera Real Estate SL, Urbeciti y Urbeciti de la Frontera XXI SL (49). 

			El macrismo le quita los contratos con YPF y empieza  la debacle de OPS

			En agosto de 2016, la nueva gestión de YPF, nombrada por Mauricio Macri, le quitó a OPS ambos contratos «por incumplimientos e ineficiencias» y se los dio a Pecom, la empresa de servicios petroleros de la familia Pérez Companc. Y ahora Cifuentes acusa al macrismo de ser el responsable del llamado a concurso de OPS. A partir de este momento, se complicó el frente judicial de Cifuentes.

			A fines de 2017, la Unidad de Información Financiera (UIF) se presentó como querellante en esa causa en Neuquén y, paralelamente, el titular de la Procuraduría de Criminalidad Económica (PROCELAC), Gabriel Pérez Barberá, pidió coordinar su trabajo con la fiscal federal de Neuquén.

			En estas causas, se conocieron más datos de su enorme fortuna. Cifuentes se compró autos Audi, Porsche, BMW y Aston Martin (famosos por aparecer en las películas de James Bond) y voló en aviones como un Gulfstream de 19 millones de dólares; también se le encontraron relaciones comerciales directas con el entorno de los Kirchner. En 2017, OPS le vendió siete camiones Scania con menos de un año de antigüedad a la empresa Agosto de Osvaldo Sanfelice, el socio de Máximo Kirchner, que se pagaron con cheques por 5 millones de pesos.

			Entre 2008 y 2014, su patrimonio creció 2.480%, casi la mitad de su coterráneo Lázaro Báez, cuya fortuna aumentó en doce años más de un 4.700%. Cifuentes tiene parte de su fortuna en España y al igual que Báez hizo allí operaciones financieras. A la península ibérica viajó más de cincuenta veces en aviones de Aerolíneas o taxis aéreos —mucho más costosos que los vuelos de línea— y la mayoría de los viajes los hizo tras la muerte de Néstor Kirchner en octubre de 2010. Según fuentes judiciales, el empresario K Cristóbal López ese año habría intentado comprarle OPS a Cifuentes, pero este rechazó la oferta «agresiva», como dicen los brokers.

			En ninguno de sus viajes estuvo más de veinte días en la Madre Patria. También ha tenido viajes breves, en los cuales volvía a ingresar al país a los dos o tres días siguientes. También se trasladó a Estados Unidos, Emiratos Árabes, Italia, Uruguay, Perú, y más de ocho veces a Chile. A este último país, a partir de 2008, viajaba en el Learjet 25D matrícula LV-OEL de la empresa de taxis aéreos McAir. Otros de sus aviones privados favoritos son el LV-BYC (un Gulfstream) y el LV-BFM (un Cessna Citation). Mientras tanto, los directivos de OPS SACI viajaron al exterior en aviones privados, entre ellos el Lear Jet LV-BFE, que estuvo hangarado en el aeropuerto de Neuquén desde 2012. Según el diputado del PRO, en ese avión también viajaron funcionarios públicos nacionales y provinciales, así como sindicalistas. De acuerdo al exvalijero Leonardo Fariña, quien ingresó al programa de imputados protegidos del Ministerio de Justicia por la causa de la ruta del dinero K, a los kirchneristas les encantaba viajar en aviones privados para «llevar valijas con dinero».

			Pero en 2015, OPS abrió un concurso preventivo y se estima que le «debe 800 millones de pesos a la AFIP y otros acreedores». El concurso lo tiene la jueza comercial de la Capital Federal, Vivian Fernández, quien en 2017 había determinado que tenía una deuda impositiva de unos 500 millones de pesos y una previsional de 150 millones. Si a esta cifra se le suman la deuda con acreedores privados «se llega a 800 millones», explicó una fuente judicial. A fines de 2017, habría tenido frecuentes contactos con Carlos Long, el abogado de Rudy Ulloa, el exsecretario de Néstor y hombre de confianza de Máximo Kirchner.

			Ante un pedido, la Unidad de Información Financiera (UIF), que dirigen Mariano Federici y María Eugenia Talerico, envió un informe al juez de Neuquén en el que se llama la atención por depósitos en efectivo de Cifuentes en las cuentas de OPS por unos 26 millones de pesos entre 2015 y 2016, siempre según las fuentes. Además, declaró a la AFIP bienes en el país por 31 millones de pesos, pero ingresos por solo 27 millones. En su declaración de impuestos, dijo que tenía un crédito a favor por unos 500 mil pesos con el exsenador K Fernández por la venta de un campo en Santa Cruz sin especificar cuál. Luego, en 2014, Cifuentes y Fernández le vendieron un inmueble en la localidad de Colonia Puente Quintana, Santa Cruz, por un millón de dólares a Laura Mabel Fernández.

			El informe oficial confirma que Cifuentes creó, alrededor de OPS, un conglomerado de empresas llamadas Tecran, Geoterra, Hormivial del Valle, Dead Cow Shared Services Center, Metalúrgica Cipolletti y Oilfield Logistics, entre otras, que se hacían préstamos entre sí. En 2016, la AFIP descubrió que usó una factura apócrifa por 200 mil pesos de la empresa Worrior SA. Además, que Cifuentes en 2014 declaró al organismo fiscal consumos por unos 13 millones de pesos, cuando dijo que sus ingresos fueron por 12 millones, entre otras contradicciones.

			En ese informe de la UIF se concluyó que los préstamos entre empresas de Cifuentes y otros movimientos financieros sospechosos «no guardarían razonabilidad económica» y que la operatoria descubierta podría ser para «canalizar fondos ilícitos». También, que se podría estar ante un supuesto vaciamiento de OPS. Ante estos movimientos sospechosos de planta, Pérez Barberá pidió tomar medidas preventivas para recuperar dinero eventualmente robado al Estado, en una causa que puede traer sorpresas. Y para colmo, la jueza en lo penal ordinario Gabriela Lanz —la misma que llamó a indagatoria a Báez en el inicio de la ruta del dinero K en 2013 por pedido del fiscal José María Campagnoli— investiga a Cifuentes por una denuncia de la empresa norteamericana Caterpillar, que le reclama por el pago de 108 máquinas que compró cuando buscaba entrar a los negocios del yacimiento de Vaca Muerta.

			Un exgobernador K amagó con una confesión  sobre Cifuentes

			El 16 de septiembre de 2016, Carlos Alberto Sancho no solo era el exvicegobernador de Santa Cruz y socio de Máximo Kirchner en la inmobiliaria Negocios Inmobiliarios SA. A partir de ese día, Máximo le dio un amplio poder para administrar y enajenar sus bienes, depositar, cobrar y recibir honorarios, entre otras amplias facultades, revelaron a este autor fuentes judiciales. Sucedía que dos meses antes el juez federal Claudio Bonadio había dictado la inhibición general de bienes de la expresidenta Cristina Kirchner y luego iría por el resto de la familia. Por eso, Máximo le dio ese poder a Carlos Sancho, firmado ante la escribana Gladis Bustos, ya que el estudio del anterior escribano histórico de los K, Leandro Albornoz, había sido allanado por el juez. Pero un año después, la relación de Sancho con los Kirchner había girado 180 grados. Estaba procesado, embargado, deprimido y sin plata. Entonces, el 11 de octubre de 2017, había negociado entregarle información al fiscal federal Carlos Rívolo, quien tenía la causa por lavado de dinero contra la inmobiliaria de los Kirchner llamada Los Sauces, a cambio de una reducción de penas en la causa en que se investiga el supuesto lavado de dinero. Sancho conoce mucho a los Kirchner, a tal punto que su padre, Pedro Sancho, exintendente de la dictadura en Río Gallegos, le había dado «protección política» a Néstor durante la represión ilegal.

			Como adelanto, afirmó verbalmente que Cifuentes, tras la muerte de Kirchner, «habría manejado dinero de los K». Después de dejar cuatro valijas en la casa de uno de sus hijos, llegó a las oficinas del defensor oficial Gustavo Kolmann, indignado porque le había pedido plata prestada a Cristina Kirchner luego de ser procesado en la causa de Los Sauces y embargado en 10 millones de pesos. Un dirigente desilusionado del kirchnerismo afirmó que la respuesta de la expresidenta fue: «No tengo plata. Ahora solo soy una jubilada».

			Pero lo que más indignó fue que le dijo que a partir del momento debía empezar a «pagar alquiler» por la oficina donde funciona Negocios Inmobiliarios SA en Río Gallegos, revelaron fuentes judiciales a este autor. Por este abandono político y financiero decidió arrepentirse.

			¿Qué había ofrecido Sancho a sus interlocutores? Datos sobre «cómo manejaban las cosas negras antes del fallecimiento del padre de la familia Kirchner y con posterioridad cómo reaccionó la viuda, qué instrucciones dio y a quiénes y cómo blanqueaban la plata negra», según un borrador de lo que iba a ser su confesión y al que accedió este autor. Añade el documento que daría precisiones sobre el «rol de la viuda e hijos y qué instrucciones recibió él de ella, la cual estaba al tanto (sic) y usufructuaba de las cosas antes y después del fallecimiento».

			Su eventual compromiso era, además, «identificar los lugares físicos donde habría efectivo de la familia antes del fallecimiento de Kirchner» y «las instrucciones que dio la viuda para que trasladen fuera de la provincia todo eso, y quiénes estuvieron a cargo del traslado, dónde se estima que puede estar el efectivo ahora».

			En su oferta, también iba a dar a la Justicia nombres de «sociedades y negocios en los cuales tiene intereses la familia sucesora y sus testaferros desconocidos por las investigaciones judiciales y periodísticas en curso y certificar los que ya se conocen». También decía conocer «inversiones que hizo la familia durante la crisis de España en este país. En estas interviene o intervino un empresario de Santa Cruz, absolutamente desconocido en las investigaciones en curso. Las operaciones pueden ser de una magnitud similar o mayor a las de Lázaro Báez», agrega el escrito de Sancho en una supuesta alusión a Cifuentes. «Toda esta ingeniería, como otras, estuvo a cargo de un síndico del Banco Central (contador de Río Gallegos de nombre H.A.) y un director de Santa Cruz de nombre S.C., supervisados y en representación de la familia por B. SF.», añade. Las fuentes afirmaron que «H.A. es Hugo Álvarez y S.C. es Santiago Carnero». Obviamente, «B. SF» es Bochi Sanfelice. En medios judiciales se busca establecer el rol de «B. SF., D.M y H.A (BCRA)» en el manejo de esos fondos y el origen de esa plata negra en contratos de obra pública en Santa Cruz y a nivel nacional. La sigla «D.M.» corresponde al exsecretario privado de Néstor, Daniel Muñoz, a quien se le descubrieron en 2017 bienes inmuebles por 65 millones de dólares en Miami. Se buscan «Certificación y datos de cómo armó el fallecido a L.B. y la relación de este con la viuda con posterioridad al fallecimiento y quién era el encargado de llevar adelante las tratativas», puntualiza. Más adelante, el borrador asegura que Sancho iba a dar «todos los datos e informaciones sobre el rol de J. DV. (N. de A.: Julio De Vido) en el manejo y gestación y disposición del dinero negro y demás actuaciones que cumplía». Y que lo hacía desde su rol de socio, gerente de la inmobiliaria de Máximo, apoderado y exvicegobernador de la provincia, incluyendo información relevante sobre el entonces contador de los Kirchner, Víctor Manzanares, otro que amagó con arrepentirse.

			En otro papel, Sancho escribió doce condiciones para que la Justicia y luego el Gobierno —a través del programa de protección de testigos e imputados del Ministerio de Justicia— cumplieran antes de que diera esta información explosiva, como ya habían hecho Leonardo Fariña en la causa de la ruta del dinero K y Alejandro Vandenbroele en la causa Ciccone. Quería que le «saquen todas las causas, incluido el embargo», y declarar como testigo de identidad reservada. También pedía un trabajo de «80 mil pesos mensuales para su hija en la Justicia Federal y otro para su novio», un departamento en Caballito o Belgrano «totalmente amoblado y con todos los servicios pagos». Durante todo el juicio, «quiero una renta mensual de 10 mil dólares para mis gastos y un trabajo a nivel nacional con un sueldo de 90 mil pesos», así como pasajes aéreos a Río Gallegos para él y su novia. Sin ahorrar detalles, reclamaba también un «vehículo tipo Honda CRV, Toyota RAV o Chevrolet Captiva» para viajar a su provincia y el pago de los honorarios para sus abogados. Si bien algunas de sus condiciones eran de imposible cumplimiento para el Gobierno y la Justicia, había condiciones para negociar un acuerdo razonable. 

			Sin embargo, al día siguiente de la reunión con el defensor oficial debía presentarse ante el fiscal Carlos Rívolo para acordar los términos de su confesión, tal como fija la llamada Ley del Arrepentido, y sorpresivamente no lo hizo. Una llamada telefónica de último momento le hizo cambiar súbitamente de posición, afirmó una fuente judicial consultada por el autor. Y esa misma noche, con sus cuatro valijas, volvió en un vuelo de Lan a Río Gallegos sin darles explicación alguna a los funcionarios judiciales.

			Después de varios meses de silencio, en abril de 2018 una jueza de faltas porteña lo citó bajo apercibimiento de enviarlo a la cárcel si no se presentaba en una causa por amenazas en la que le habían dado una probation, un juicio abreviado a cambio de brindar un servicio social. Este autor publicó la noticia en Clarín y Sancho se volvió a preocupar. 

			Entonces, el presidente del PJ de Santa Cruz y exfuncionario de la ANSES Roque Ocampo fue a contenerlo a su casa en Río Gallegos. Según fuentes peronistas, Ocampo le «ofreció un cargo en el Concejo Deliberante y la promesa de nombrarlo gerente general en el directorio de la empresa estatal provincial Fomicruz, y Sancho, otra vez, decidió guardar silencio.

			La desconocida conexión financiera entre Báez y Cifuentes

			Parece que los indicios que dio Sancho tendrían sustento en un segundo informe de la UIF que fue enviado al juez federal de Neuquén, donde se revela que Cifuentes tiene una casa residencial en Madrid y diez estacionamientos. 

			Pero lo más relevante es que se descubrieron transferencias de euros a cuenta de Cifuentes en el Banco Santander de Madrid de más de, por lo menos, dos millones de euros provenientes de empresas offshore ubicadas en paraísos fiscales. La plata llegó desde las empresas Grebes y Corinvest Corredor de Bolsa de la isla Santa Lucía, Ready Ace de Caimán y Bella Vista Global de Singapur. Corinvest tiene su sede central en Montevideo.

			Sin embargo, el dato explosivo del informe es que Bella Vista Global conformó el directorio de Morgan Jackson Investment de Londres, en la cual se fondeó una cuenta corriente en dólares en el banco Lombar Odier de Ginebra. Esta cuenta oculta fue abierta a nombre de la empresa offshore Teegan, ubicada en Belice, cuyo beneficiario final es Martín Báez, hijo de Lázaro Báez, procesado en la causa de la ruta del dinero K y protagonista del famoso video en que se cuentan 6 millones de dólares en «SGI», La Rosadita (50). 

			«Bingo», gritó una fuente de Comorodo Py. Apareció, por primera vez, una conexión financiera entre Cifuentes y Lázaro Báez, dos santacruceños que hasta ahora parecían que manejaban negocios con el Estado por vías separadas pero, en realidad, tienen una contacto financiero en común. Por primera vez, dos círculos aparentemente diferentes del «mecanismo» aparecen vinculados en el entramado de cuentas bancarias negras del kirchnerismo en el exterior.

			Un experto en la trama del manejo de plata negra en el mundo de los paraísos fiscales vaticinó que este punto de contacto entre Cifuentes y Báez «tendrá repercusiones insospechadas» en los próximos meses.

		


		
			Capítulo X

Cómo la AFIP intenta recuperar los más de mil millones de dólares que debe Cristóbal López

			Cristóbal López compra medios para los K  a cambio de petróleo 

			«Compren medios», fue la orden que el entonces presidente Néstor Kirchner les dio a fines de 2007 a Rudy Ulloa y Cristóbal López en una reunión realizada en la Casa Rosada. Así lo declaró ante la Justicia su exsecretaria y «amante durante diez años», Miriam Quiroga, quien presenció el encuentro. Poco tiempo después, el exsecretario privado de Néstor adquirió varios medios en la Patagonia, como El Periódico Austral y la radio FM Estación del Carmen SRL, entre otros, e incluso trató de comprar el canal de TV Telefé a Telefónica de España. El «Zar del Juego» Cristóbal López (titular del Grupo Indalo) adquirió, en 2012, un conglomerado de medios privados a Daniel Hadad, que incluía Radio 10 —que entonces tenía la mayor audiencia radial— y el canal de noticias por cable C5N, entre otros medios, que puso al servicio propagandístico del kirchnerismo.

			La apuesta política de Cristóbal por el kirchnerismo fue tan fuerte que para el día del ballotage presidencial del 22 de noviembre entre Macri y el exgobernador bonaerense Daniel Scioli «De Souza había comprado doscientas botellas de champagne francés para festejar en C5N el triunfo del candidato de Cristina», contó un periodista que trabaja en el conglomerado del Grupo Indalo. Ganó Macri sorpresivamente y a Cristóbal y su socio se les fue de las manos la posibilidad de seguir haciendo negocios con el Estado. 

			Quiroga reveló este encuentro y también una conversación con el exsecretario privado de Néstor, Daniel Muñoz —quien tiene inversiones inmobiliarias por 65 millones de dólares en Miami—, en la que este le hizo calcular cuánto pesaba un bolso que llevaba en la mano, aparentemente lleno de dólares.

			La gran diferencia entre el exchofer de Néstor y el empresario patagónico fue que este último hizo una inversión multimillonaria de, por lo menos, 50 millones de dólares para comprar los medios de Hadad y que para financiarla tuvo la ayuda privilegiada de la AFIP de Ricardo Echegaray y de la pauta publicitaria del Gobierno de Cristina. 

			De tener una empresa de recolección de basura en su Comodoro Rivadavia natal, López había pasado a poseer una red de casinos a través de la empresa Casino Club. La única foto en que se vio a Néstor, Cristóbal y Cristina juntos fue en la inauguración del casino en la capital santacruceña durante la campaña electoral de 2003. Y luego, de la mano de los gobiernos nacionales de Néstor y Cristina, amplió sus negocios al petróleo, la industria alimenticia y los medios de comunicación. En su época de auge, el Grupo Indalo llegó a estar integrado por 170 empresas. Odia que lo comparen con Lázaro Báez y odia a Lilita Carrió, quien lo empezó a denunciar en 2008 sin parar e incluso viajó a Brasil y a Estados Unidos para impedir que comprara la filial argentina de Petrobras. Desde hacía años, este criador de caballos españoles de paso fino estaba interesado en los hidrocarburos.

			López comenzó a acumular activos de petróleo y gas en la última parte de la presidencia de Néstor Kirchner, y Carrió creía, en ese momento, que se iba a quedar con YPF. Eran tiempos en que Néstor quería la «argentinización» de la industria petrolera local. Primero, «el Zar del Juego» hizo una oferta por 43 áreas de exploración petrolera en Brasil, en 2005, a través de Oil M & S. En diciembre de ese mismo año, se quedó con el control de un área de exploración petrolera en Chubut. En enero de 2006, López, asociado con Repsol-YPF, ganó cuatro áreas en la provincia de San Juan. En junio del mismo año, hizo una oferta por cinco concesiones en la provincia de Chubut. En 2007, López emergió como el mejor postor en la venta de quince concesiones en Santa Cruz. Al año siguiente, ganó otra concesión en la provincia de Mendoza. Si bien la mayoría de las empresas de López están registradas en Argentina, compró en 2006 la mayoría accionaria de una empresa inactiva con sede en Nevada, llamada Centenary International Corp, por 145.000 dólares. Centenary, que se creó en 1998, era la sucesora de una empresa argentina conocida como Centenary SA, que había sido fundada en 1988. López se quedó directamente con el 48,37% de las acciones de Centenary, mientras que Oil M & S controla otro 40,4%. 

			A su vez, el principal activo de Centenary es la petrolera Cerro Negro, que fue comprada a otra firma de López, Clear SRL, el 22 de septiembre de 2009. A su vez, Clear SRL es la dueña del bloque petrolero Cerro Negro, en la provincia de Chubut. En lugar de ganar una oferta, Clear SRL obtuvo la concesión a través de una transferencia de la compañía petrolera provincial Petrominera Chubut SE.

			En presentaciones hechas ante la Security Exchange Commission (SEC) de Estados Unidos, López explicó estas relaciones societarias entrecruzadas. En 2010, creó Oil Combustibles, que poco después pasó a ser dueña de la refinería de Petrobras en San Lorenzo, Santa Fe, su planta fluvial, y de una red de comercialización de combustibles, compuesta por 344 estaciones de servicio propias, más las de la ex-EG3. A partir de este momento, Oil pasó a ser la nave insignia de sus negocios petroleros. Empresarios de la competencia afirmaron que el siguiente paso que quería dar Cristóbal era quedarse con la explotación del pozo petrolero de Cerro Dragón, Chubut, el más rentable de la Argentina. Durante el Gobierno de Cristina Kirchner, Cristóbal siguió ampliando sus negocios gracias a los favores K. Pero tras la victoria de Mauricio Macri, en diciembre de 2015, su «suerte» empezó a cambiar. 

			Una denuncia de Carrió golpea su crecimiento

			Hasta ese momento, López era un intocable que negaba ser el testaferro de Kirchner, pero aceptaba que había recibido una serie de contratos para sus empresas. «No soy el único empresario pirata en la Argentina, hay piratas más grande que yo», decía con soberbia a sus interlocutores en charlas que solía tener en el hotel Hilton de Puerto Madero. 

			Pero a mediados de 2016, en la causa abierta por la denuncia de Carrió y sin aceptar contestar ninguna de las dieciséis preguntas que el fiscal Gerardo Pollicita le tenía preparadas, López lanzó una pobre coartada judicial frente a la acusación de la AFIP de evadir 8 mil millones de pesos del impuesto a la transferencia de combustibles líquidos (ICL), unos 500 millones de dólares al cambio de la época. Y si se suma la llamada deuda posconcursal y deudas de otras empresas del Grupo Indalo, a mediados de 2018 la cifra se eleva a 22 mil millones, es decir, casi 1.100 millones de dólares. Se trata del impuesto que cada argentino paga cuando carga nafta en su vehículo. Es el 26% del costo de cada litro. Las estaciones de servicio son solo los agentes de retención de impuestos y dos veces por meses deben enviarle el dinero a la AFIP. Su defensa fue preparada por el mismo abogado que asiste a Cristina Kirchner, Carlos Beraldi, del estudio de León Arslanián, el excamarista federal que condenó a los excomandantes en 1985 por la represión y luego se especializó en defender peronistas. Un juez penal ordinario se quejó porque varios de sus colegas jubilados integran ahora grandes estudios que litigan en su juzgado. «Alguna vez habrá que legislar para prohibir este conflicto de intereses. Un juez que actuó veinte años en un fuero luego se jubila y pasa automáticamente del otro lado del mostrador con la ventaja de ser conocido por todos. Es parte del “mecanismo” como bien describe la serie de TV brasileña sobre el Lava Jato», contó el magistrado que pidió mantener su nombre en el anonimato. En su defensa, Cristóbal señaló que no integra «el directorio de Oil Combustibles», ni tampoco fue su accionista. La jugada se demostró débil frente al dictamen del Pollicita, que desnudó la maniobra a través de la cual se quedó con esos millones de pesos y los usó para financiar la compra de otras empresas de su grupo como, por ejemplo, Radio 10. Formalmente, es cierto que López no es el dueño de Oil, pero sí es el propietario mayoritario de las empresas que, a su vez, son propietarias de las acciones de esa petrolera. Aquí está el detalle. En la información enviada por la Inspección General de Justicia (IGJ) —el registro de empresas oficial— a la causa judicial se señala que Oil «está compuesta en un 99,9% por Inversora M&S y 0,01% por Oil M&S» y que sus directores son De Sousa, Cristóbal, y su hijo Nazareno López. A su vez, Inversora M&S (la empresa madre del Grupo Indalo) está conformada por Cristóbal (con 15,58%), De Sousa (4,64%), la offshore panameña Nitzon Holding (71,79%) y el fideicomiso CML II (7,99%). A su turno, Oil M&S está integrada por Cristóbal (0,68%), De Sousa (0,57%), Inversora M&S SA (98,11%) y el fideicomiso CML II (0,64%). Cuando se pregunta por Nitzon surge que no se sabe quiénes son sus accionistas, pero se conoció que sus directivos son: De Sousa (director y presidente), Cristóbal (director y vicepresidente) y Cristóbal Nazareno López (director y tesorero). El «Zar del Juego», al igual que su socio De Sousa, entregaron al juez su posición por escrito y apostaron al silencio amparándose en su derecho de no responder preguntas, mientras se preparaban para apelar ante la Cámara Federal porteña el rechazo a su pedido de nulidad de la actuación del fiscal Pollicita, jugada que solo busca ganar tiempo. «Es de manual. Pedir nulidades para tratar de retrasar la investigación y el pedido de procesamiento», comentó una fuente de tribunales consultada por el autor.

			La pelea judicial se centraba, en este primer momento de la investigación, sobre el plan de pagos que le dio la AFIP manejada por el kirchnerista Ricardo Echegaray por deudas impositivas. Para la fiscalía, el plan no le correspondía a Oil, porque no estaba en crisis, y se encontraba caído pero para los acusados seguía vigente (51). El otro eje de la defensa del empresario K fue decir que la investigación «ya es cosa juzgada», porque el juez federal Sebastián Ramos lo había sobreseído de una denuncia parecida que le hizo la diputada de Cambiemos Elisa Carrió, pero por un período distinto. En otros argumentos, en los tribunales de Comodoro Py se explicó que «son dos objetos distintos y Echegaray llenó al juez Ramos de papeles con inexactitudes para defender la posición de Cristóbal López». Ahora se lo acusa de insolvencia fiscal fraudulenta, al acogerse a un plan de facilidades de pago de la AFIP cuando, según Pollicita, Oil no estaba en crisis financiera o económica. En ese momento, la desesperación de Cristóbal López crecía cuando se miraba en el espejo de Lázaro Báez, preso desde principios de 2016 por lavado de dinero en la causa de la ruta del dinero K. Si bien nunca tuvieron una buena relación personal, el imperio de Báez se desmoronó de la mano de la pérdida de poder de Cristina Kirchner, socia y locataria de ambos empresarios.

			Un mes después de la indagatoria y luego de trabajar con su equipo a tiempo completo, el fiscal Pollicita solicitó al juez el procesamiento de Cristóbal López, de De Sousa y de Echegaray, por las maniobras con el impuesto ICL, a las que encuadró como un fraude al Estado, no como una evasión impositiva simple. Y, además, reclamó un embargo preventivo de casi 9 mil millones de pesos a cada uno, entre otras medidas cautelares. También solicitó el procesamiento del extitular de la DGI Ángel Rubén Toninelli y del alto funcionario de este organismo Guillermo Michel, entre otros. A los funcionarios los consideró prima facie «coautores penalmente responsables del delito de defraudación por administración fraudulenta en perjuicio de la administración pública (artículos 306 del ordenamiento procesal, 173, inciso 7°, en función del art. 174, inciso 5°, del Código penal de la Nación), y de Cristóbal Manuel López y Carlos Fabián De Sousa por considerarlos prima facie partícipes necesarios de los tipos penales de mención».

			El socio de Máximo cobra comisiones de Cristóbal

			Los gobiernos de Néstor y Cristina Kirchner le extendieron a Cristóbal concesiones como la del hipódromo de Palermo o le facilitaron la compra de Alcalis, pero a cambio ¿solo recibieron apoyo de los medios del Grupo Indalo? La respuesta es no. Cristóbal, además, fue económicamente generoso con el entorno directo de los Kirchner, entre ellos, con el escribano Osvaldo «Bochi» Sanfelice, quien consolidó su rol como interlocutor de los negocios K, tras la muerte de Néstor en octubre de 2010. Sanfelice es uno de los imputados en la causa Hotesur, socio de Máximo en la empresa Negocios Inmobiliarios, y uno los hombres de máxima confianza de la exfamilia presidencial. Cristóbal le transfirió mucho dinero, y los pagos están comprobados por facturas emitidas por Sanfelice. Una dice que le abonó una comisión de 91.960 pesos por el alquiler de una chacra en Puerto Panal, Zárate, en el mes de febrero de 2014 a la empresa Paqariy SA. Se trata de una firma integrada por directivos del Grupo Indalo de Cristóbal López. La chacra, que vale unos 2 millones de dólares, es la misma que la revista Noticias atribuyó a Máximo Kirchner. Esa hermosa chacra tiene 5 hectáreas, una casona, una casa de huéspedes, piscina y amarras para embarcaciones. Está sobre el río Paraná. Un empresario, que pidió mantener su nombre en el anonimato, reveló que «vi a Máximo en más de una oportunidad en esa casa. Es amigo de Fabián De Sousa. Máximo tiene más afinidad con Fabián que con Cristóbal por una cuestión generacional». Está en la misma zona que la chacra del Ministro de Planificación Julio De Vido. Para la diputada de Confianza Pública Graciela Ocaña, «la Justicia debe investigar si estas facturas que emitió Sanfelice blanquean el pago de coimas», en vez de ser pago de comisiones por supuestos servicios prestados. 

			Otra factura es por 1.280.785 pesos por «gastos de comisión por la intermediación de la venta de los establecimientos ganaderos La Ensenada, El Mirasol y Alma Gaucha en la zona denominada Tucu Tucu en la provincia de Santa Cruz». La factura la pagó Ganadera Santa Elena SRL, que también es propiedad de Cristóbal López.

			Una tercera factura es por 16.879 pesos a la empresa Negocios Patagónicos SA, que es una agencia de publicidad inscripta ante la AFSCA (el entonces organismo de control de los servicios de comunicación audiovisuales) por el alquiler de un inmueble en la Capital Federal. Estos son los que se conocen, pero hay más. En definitiva, fueron importantes pagos para un escribano inscripto ante la AFIP como trabajador autónomo T2 categoría de ingresos desde 20.001 y director de Hotesur, Idea y Alcalis, entre otras.

			Con la empresa Alcalis, la relación entre Cristóbal y Sanfelice era mucho más importante. El fiscal federal Eduardo Taiano imputó, a mediados de 2017, a exfuncionarios de los ministerios de Planificación —que dirigió Julio De Vido— y de Economía por un decreto de necesidad y urgencia (DNU) y un acuerdo extrajudicial que permitieron la licuación de una deuda con el Estado de la empresa Alcalis de la Patagonia (ALPAT) por 75 millones de dólares. Alcalis está ubicada en Río Negro y es la única productora del país de carbonato de sodio (soda solvay que se usa para fabricar jabones, vidrios y tintes). Luego de la maniobra, la empresa fue comprada por South Mineral, que controlan Cristóbal López y su socio De Sousa y tiene llamativamente como empleado a Osvaldo Sanfelice. El mercado argentino consume 300.000 toneladas de soda solvay por año, y Alcalis elabora 170.000 toneladas. Era un negocio redondo y otro círculo del «mecanismo» que se relacionaba directamente con el entorno de los Kirchner.

			Sobre la base de una denuncia del titular de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas (PIA), Sergio Rodríguez, Taiano requirió al juez federal Luis Rodríguez investigar el caso como fraude al Estado. Los fiscales recordaron que a fines de 2007, con otro DNU, Kirchner había ampliado el negocio de las máquinas tragamonedas de López en el hipódromo de Palermo, lo que consolidó su relación comercial con el «Zar del Juego».

			Llamativamente, luego de la compra de Alcalis Cristóbal López comenzó a hacerle más pagos a la empresa de Sanfelice, a través de la empresa Agosto SA, como por ejemplo uno de 196 mil pesos por el «alquiler de una perforadora». Además, Sanfelice recibía 643 mil pesos mensuales de la constructora CPC del «Zar del Juego». En su denuncia, el fiscal Rodríguez explicó que debe investigarse si los exfuncionarios habrían participado de una maniobra que, por un lado, habría beneficiado a la empresa Alcalis de la Patagonia con exenciones y diferimientos impositivos a través del mencionado DNU y, por otro, habría permitido sustituir una deuda a favor del Estado Nacional de aproximadamente 250.000.000 de pesos (unos 75 millones de dólares de esa fecha) por un paquete accionario de ínfimo valor a través de un acuerdo preventivo extrajudicial irregular. La maniobra con Alcalis había comenzado en 2005 cuando el entonces presidente Néstor Kirchner, junto a su gabinete de ministros, reformuló el régimen de promoción industrial de Alcalis de la Patagonia SA mediante el DNU 475/05. Alcalis tardó treinta años en construirse y costó al Estado unos 500 millones de dólares, según el diario Río Negro. Su primer propietario fue el francés e hincha de Racing Marcel Degraye. Para el fiscal Rodríguez, el acuerdo preventivo «habría exhibido una serie de graves irregularidades —falta de documentación, abuso del derecho, ausencia de síndico, computación de deudas en moneda extranjera, ausencia de intervención fiscal, etc.— que darían cuenta de que el juez habría actuado de modo parcial y en exclusivo interés y beneficio de la empresa, perjudicando al Estado Nacional». El beneficio habría consistido en la licuación por capitalización de esa deuda de casi 250.000.000 de pesos que la empresa tendría con el Estado Nacional. Esta, según el fiscal, habría sido sustituida por un paquete accionario cuya valuación real, de acuerdo con la Subsecretaría de Servicios Financieros, rondaría entre «1.283.537 y 1.760.296 pesos» (52).

			El régimen de promoción industrial fue otorgado a Alcalis inicialmente en 1976. Por dicho decreto, esta obtuvo beneficios y diferimientos fiscales por diez años. En junio de 2006, tras el DNU, la empresa quedó bajo el control de otra denominada South Mineral SA, cuyos presidente y vicepresidente eran entonces Fabián de Souza y Raúl Esteban Zamora, respectivamente, quienes también fueron denunciados por el fiscal Rodríguez. Zamora tiene el mismo nombre de un empresario que aparece como dueño de propiedades que, en realidad, serían de Lázaro Báez, según una denuncia del fiscal Guillermo Marijuan. Luego, comenzó el proceso de saneamiento de las deudas de la empresa y por ello se inició un acuerdo preventivo extrajudicial, en el marco del cual se remitió una propuesta a tres actores: Ibicon Ansalt, Bergo Ansalt (de Degraye) y Almeraya Sol Invesment SL y al Estado Nacional. La maniobra, entendió el fiscal, se perfeccionó con la «deliberada inacción» de los funcionarios públicos de los entonces ministerios de Economía y Producción (fundamentalmente el área legal de Industria y la Dirección General de Asuntos Jurídicos) que dejaron vencer los plazos para defender los intereses del Estado Nacional en dicho acuerdo extrajudicial, con el consecuente perjuicio patrimonial al erario público. Al cierre de este libro, la causa está abierta y cerca de complicar más la situación de Cristóbal López.

			Pero la «generosidad» de Cristóbal López también llegaba directamente a los Kirchner. En un allanamiento realizado a mediados de 2016 a la administración del edificio Madero Center —el mismo donde funcionaba la financiera La Rosadita—, la Justicia encontró varias sorpresas. Primero, las llaves magnéticas de los tres departamentos de la familia Kirchner están a nombre del titular del Grupo Indalo y de Sanfelice. La otra fue que la escribana que escrituró la compra de esos tres departamentos, ocho cocheras y varias bauleras por más de 3 millones de dólares se enfermó y cerró su escribanía.

			Las llaves y las escrituras apuntan al enigma de por qué los Kirchner compraron esos inmuebles en el edificio emblemático de la burguesía kirchnerista en 2011 —tras la muerte de Néstor— cuando, en realidad, venían pagando las expensas desde mayo de 2010. La entonces diputada del GEN Margarita Stolbizer hizo una denuncia por estas irregularidades en una causa que pasó a llamarse Los Sauces, por la inmobiliaria de los Kirchner.

			En esta causa están procesados Cristina, Máximo y Florencia Kirchner por los delitos de adulteración de documentos públicos en la inscripción de esa inmobiliaria en la IGJ y lavado de dinero. No debe confundirse la inmobiliaria Los Sauces con el hotel homónimo de El Calafate.

			En esta última, se repite el modus operandi del caso de Hotesur: contratistas del Estado les pagaban «alquileres» a los Kirchner, que, a la vez, les otorgaban contratos. En este caso, Lázaro Báez aparece alquilando un edificio de Río Gallegos y el «Zar del Juego» uno de los departamentos del Madero Center y cinco cocheras por 27 mil dólares mensuales. Stolbizer estimó que, a través de esta inmobiliaria creada en 2006, Báez y López les pagaron 20,7 millones de pesos a los Kirchner entre 2009 y 2013 (unos 2 millones de dólares). La denuncia de Stolbizer también sostiene que la casa en el barrio Jardín de Río Gallegos, ubicada en la calle Mascarello 441 y donde actualmente vive Cristina cuando visita la capital santacruceña, fue objeto de una simulación de precios, ya que Los Sauces la compró en 2010 «en 250 mil dólares», pero se escrituró dos años después, entre otras supuestas irregularidades. Para Stolbizer, estas maniobras se comprueban además en las declaraciones juradas de bienes de Cristina y muestran el entramado de vínculos comeciales entre los Kirchner, Báez y Cristóbal López.

			Este tipo de interrogantes también se ve en la compra de los departamentos del Madero Center. Esta adquisición fue el estreno de Máximo en el rol de encargado de los negocios de la familia. El 9 de marzo de 2011, pocos meses después de la muerte de su padre —ocurrida el 27 de octubre de 2010—, Máximo, como presidente de los Sauces SA, apareció pagando 943.000 dólares por el más grande de los tres departamentos. Más allá de esas dudas, la escritura fue firmada ese día y el vendedor fue Macro Fiducia SA, que lidera el banquero Jorge Brito. 

			Como había mucho en juego, Cristina Kirchner, en 2015, logró mediante presiones que la sala I de la Cámara Federal porteña —que lideraba el entonces juez Jorge Ballestero— le sacara la causa Hotesur al juez federal Claudio Bonadio en menos de doce horas. Por sorteo, esta «papa caliente» quedó en el juzgado de Daniel Rafecas, quien durante medio año había dado vueltas para sacársela de encima. Finalmente, esa sala de la Cámara Federal decidió que Hotesur quedara en manos del juez federal Julián Ercolini, quien desde 2008 tiene la megadenuncia por asociación ilícita (actuar en banda) de Carrió. Ercolini delegó la investigación de Hotesur en el fiscal Gerardo Pollicita, quien optó por una estrategia de investigación rápida. Esa megacausa de Carrió se dividió en varios expedientes y, por ejemplo, la causa de la obra pública pasó a conocerse como el direccionamiento de la obra pública a favor de Báez por 3 mil millones de dólares. 

			En vez de esperar el resultado de una megapericia que tardaría un año, Pollicita pidió levantar el secreto fiscal sobre los Kirchner y cuarenta empresarios que directa o indirectamente tienen vínculos societarios entre sí. Son cuarenta personas, entre ellos el íntimo de Máximo, el «Bochi» Sanfelice, y veintiún empresas (53). Así pudo acceder en cinco días a las declaraciones juradas impositivas presentadas ante la AFIP del «círculo de amigos» del «mecanismo» de los K y cruzarlas para buscar negocios y pagos en común. Luego cruzó esos datos con la información sustancial de contratos con el Estado que tenían los amigos de la familia Kirchner y que surgen de las famosas 380 cajas de documentos que Bonadio secuestró, en 2015, en sus allanamientos en Río Gallegos y El Calafate antes de que le sacaran la causa. Las cajas están guardadas en oficinas cedidas por la Armada a la Justicia Federal en el edificio Libertad. Su estrategia fue demostrar pequeño hecho de corrupción por pequeño hecho y no apostar a una megapericia que hubiese tardado años. Cada vez aparecen más pruebas que relacionan estos círculos concéntricos de negocios entre empresarios amigos y funcionarios.

			Nuevas conexiones financieras entre Cristóbal López  y Lázaro Báez

			Pese a que Cristóbal López y Lázaro Báez se rechazan mutuamente y sus contratos energéticos fueron por cuerdas separadas, tuvieron sospechosos vínculos financieros. Veamos. La empresa fantasma Val de Lorie, socia de Cristóbal López y Federico De Achával en las máquinas tragamonedas del hipódromo de Palermo, pagó ganancias de ese multimillonario negocio a otra firma pantalla llamada Balmont, creada en Las Vegas, Estados Unidos, y vinculada al entorno de Lázaro Báez.

			Val de Lorie firmó en 2006 un contrato mutuo de cesión en garantía con Balmont, una de las 148 empresas creadas por el polémico estudio panameño Mossack Fonseca —el mismo del escándalo Panama Papers— en Las Vegas a pedido de Helvetic Services Group y atribuidas a Lázaro Báez por el fiscal José María Campagnoli, según un documento norteamericano al que accedió este autor. La suiza Helvetic, que dirige el cordobés Néstor Ramos, fue la compradora, a su vez, de la financiera SGI, conocida como La Rosadita y clave en la causa de la ruta del dinero K. Una fuente judicial afirmó que «ese contrato mutuo sirvió para girar dividendos» en forma reservada. Helvetic y el financista histórico de Báez, Ernesto Clarens, hicieron 99 giros por casi 30 millones de dólares a través de algunas de esas 148 empresas fantasma. La diputada Ocaña entregó una copia con esos giros al juez Casanello, quien investiga la ruta del dinero K, y quiere saber quién es el beneficiairo escondido de estos giros. 

			Antes de avanzar, respondamos a la pregunta ¿qué es Val de Loire y qué es Balmont? La primera es la propietaria de más del 30% de la Unión Transitoria de Empresas, firmada en Hipódromos Argentinos de Palermo SA (HAPSA), de De Achával y Casino Club de Cristóbal López. En 2007, el entonces presidente Néstor Kirchner firmó una polémica prórroga por veintidós años más de la concesión del hipódromo de Palermo a HAPSA, en la que «obligaba» a la UTE a poner más tragamonedas, como ya se vio. Los contratos mutuos son una forma de adelantar dividendos que debe ser informada a la AFIP y debe tener el correspondiente pago de impuestos. De todos modos, los pagos de Val de Loire a Balmont no se hicieron en la Argentina.

			Las pistas sobre Balmont las encontramos en una nota firmada por la representante de Mossack Fonseca en Las Vegas y dirigida al expresidente de Peñarol de Montevideo y dueño de un estudio jurídico-contable, Pedro Damiani. Allí se señala que en 2006 se constituyó Balmont Holdings Limited y que se envía su «corporate kit», que incluye el acta de constitución en inglés y español y otros papeles para legalizar esa empresa de papel sin existencia real. Luego se nombra a otra empresa fantasma llamada Trenton Properties Limited. Finalmente, destaca que existe con Balmont «un contrato mutuo con cesión en garantía debidamente firmado por el señor Edmund Ward, uno de los cuales lleva un certificado de agente residente y apostilla correspondiente a Val de Loire LLC». El panameño Ward, empleado de Mossack Fonseca, es el representante de Val de Loire y actúa como pantalla del verdadero dueño. Balmont está registrada en la Argentina, pero su dueño oculto solo lo conoce Mossack Fonseca y Néstor Ramos, el director de Helvetic Service Group, que a medidos de 2018 seguía prófugo de la Justicia argentina y guardando muchos secretos.

			Achával negó, a través de un vocero, ser el propietario de Val de Loire, pese a que aparece en documentos revelados por la investigación «Panama Papers» del ICIJ como «beneficial owner», es decir, el dueño final. El diario La Nación informó que Val de Loire recibió casi 70 millones de dólares de las ganancias por los tragamonedas. Un experto en lavado, quien pidió mantener su nombre en el anonimato, dijo que esta operatoria parece una sofisticada maniobra entre dos empresas pantalla para que un tercero oculto se quede con parte de las ganancias. Una empresa con el mismo nombre, Balmont Holding Limited, fue inscripta en Salta a nombre de una mujer desconocida y, además, compró un terreno estratégico en la localidad bonaerense de Béccar, San Isidro, otra pista de una maniobra aún no investigada por la Justicia.

			Achával hizo ese giro de 70 millones de dólares a Val de Lorie de Las Vegas, Estados Unidos, en distintas operaciones entre 2007 y 2013, y esta, a su vez, depositó parte de la plata en la cuenta de Leandro Báez abierta a nombre de Teegan en Suiza, la primera conexión. La maniobra está explicada con detalles en un informe de operaciones financieras sospechosas que la Unidad de Información Financiera (UIF) presentó ante el juez federal Casanello. El demoledor informe fue presentado en la causa que la diputada de Cambiemos Elisa Carrió abrió contra «el Zar del Juego» y Achával y otros por encubrimiento de lavado de dinero. La UIF —que dirigen Mariano Federici y María Eugenia Talerico— confirmó a Casanello que HAPSA le otorgó a Val de Loire más de sesenta préstamos hasta totalizar 70 millones de dólares y que la plata se depositó en cuentas en el PKB Privabank SA en Suiza y en el Deutsche Bank AG en Alemania. En síntesis, parte de los 70 millones de dólares que sacó Val de Loire desde la Argentina pasaron a una cuenta de la offshore Wheaton Corporation con sede fiscal en el paraíso fiscal de la isla Curazao, y de allí, a la cuenta de Teegan del banco suizo Lombard Odier y que administra Martín Báez, hijo del procesado por lavado de dinero y dueño de Austral Construcciones, Lázaro Báez. Teegan fue creada en Belice por gestiones del exdueño de La Rosadita Federico Elaskar y es administrada desde Panamá. Otra parte de esos fondos fueron girados a una offshore llamada Alcala Properties Limited en el banco HSBC de Hong Kong, firma que tiene a un conocido «cuevero» de la city financiera porteña. En cambio, las fuentes no supieron determinar si el reporte de la UIF también confirmó oficialmente el contrato mutuo de cesión de garantía que Val de Loire hizo en 2006 con Balmont, otra de las 148 empresas armadas en Las Vegas por Mossack Fonseca a pedido de Néstor Ramos, el director de Helvetic.

			Veamos la segunda conexión. Otras de las empresas que enviaron fondos a esa cuenta de Leandro Báez son Morgan Jackson Investment, Solterra Holdings Inc. y BRS Banque SA, del paraíso fiscal de la isla Antigua y Barbuda. Morgan Jackson Investment está registrada en Gran Bretaña y tiene como domicilio 3RD Floor 5 Lloyds Avenue, Londres. 

			Este círculo de la telaraña del dinero K tiene al directorio de Morgan integrado llamativamente no por personas físicas, sino por otras empresas, para ocultar a sus verdaderos dueños. Se trata de las empresas extranjeras Estrella Marina Invests Ltd., Stichting Flaskinn, Stichting LLP Management, Bella Vista Global Inc. y la suiza Amicorp, que, según su página web, tiene una sede en la Argentina dedicada a la constitución de fideicomisos. En cuanto a Solterra Holding Inc., se trata de una empresa registrada en Miami en el boulevar Hollywood 4000, departamento 435, y tiene como director a un desconocido. Pero Morgan fue llamativamente disuelta el 23 de marzo de 2013, seguramente para borrar huellas de la operación ante la aparición de Báez, Leonardo Fariña y Federico Elaskar en la prensa argentina investigados por lavado de dinero.

			En definitiva, se trata de un giro financiero extraño, porque Cristóbal y Lázaro dicen que no tienen una buena relación personal y que solo se vieron dos veces en la vida: una en un aeropuerto y otra en la antesala del despacho del exministro de Planificación De Vido. Las fuentes reiteraron que estos movimientos financieros internacionales parecían mostrar una división de ganancias de los tragamonedas en el exterior entre socios ocultos. Si Cristóbal y Báez dicen que no son socios y se odian, «¿para quién fue la plata?», se preguntó una fuente judicial, la cual recomendó investigar los orígenes de estos movimientos.

			La primera parte de esta telaraña financiera muestra a Báez y López, socios de la época en que Kirchner era presidente (2003-2007) y también de la época en que era gobernador de Santa Cruz. En 2003 Kirchner tenía 1.700.000 dólares depositados en una cuenta del Deutsche Bank en Nueva York. Pero cuando se puso la banda presidencial, la repatrió en forma urgente y desprolija hacia el país. Pese a que Cristina dijo que los Kirchner nunca tuvieron una cuenta en el exterior, las declaraciones en la AFIP de su difunto esposo así lo certifican y son parte de la ruta del dinero K, que hasta ahora se viene investigando en la Justicia lamentablemente en forma dispersa. Todavía faltan muchos círculos concéntricos por descubrir, y como se trata de planta fugada al exterior necesita de la confirmación de justicias de otros países y del aval de sus gobiernos. Uno de los que guarda esos secretos es el excontador de los Kirchner, Víctor Manzanares, quien ayudó a la modificación de la declaración jurada de Néstor en esa repatriación. A principios de 2018, Bonadio le dictó la prisión preventiva por haber girado alquileres de los inmuebles de los Kirchner por afuera del control del veedor judicial del fideicomiso de Néstor. El juez consideró que Manzanares ayudó a una eventual insolvencia fraudulenta de los Kirchner. Asustado y deprimido, Manzanares dijo a la Justicia que Cristina le ordenó borrar parte de actas de sus empresas con liquid paper y negó ser parte de una asociación ilícita. Dijo que manejó los contratos con el empresario Juan Carlos Relats —otro contratista del Estado— del hotel Los Sauces, cuya «locación representaba 90 mil dólares mensuales mientras que los inmuebles locados a las empresas de Báez no llegarían a los 80 mil dólares y las del Grupo Indalo, a los 30 mil dólares». Pero Manzanares no se quebró y tampoco pidió acogerse a la Ley del Arrepentido. Unos meses después de su declaración, la gobernadora de Santa Cruz, Alicia Kirchner, echó a Manzanares como síndico del Banco de Santa Cruz, en una clara presión por amenazar con hacer revelaciones. Sin embargo, a su entorno le dijo que estaría dispuesto a «contar cómo armé la declaración jurada de bienes de los Kirchner de 2008 para que el juez (Norberto) Oyarbide los sobreseyera». Si confesara ese dato, el sobreseimiento caería por lo que en derecho se llama cosa juzgada írrita y Cristina podría volver a ser juzgada por ese incremento patrimonial del 168% en solo un año.Además de una eventual confesión de Manzanares, una ventaja para la investigación de la ruta del dinero K en esta época es que luego del atentado contra los Torres Gemelas de 2001, el poder norteamericano en todas sus formas quiere disminuir la circulación de plata negra, porque sirve no solo para los corruptos, sino también para la financiación del narcotráfico y el terrorismo internacional. Por este contexto, uno de los «errores estratégicos» de Cristóbal fue haber inagurado en 2014 el Dania Casino & Jai Alai en Florida, Estados Unidos. Pese a que contrató a la diva Susana Giménez como madrina del casino, a los seis meses lo tuvo que cerrar. «Con este gesto de importancia, obligó al FBI, la DEA y la SEC a ponerlo en la mira», contó una fuente judicial. Sin embargo, hasta ahora su golpe más duro había venido de la Justicia argentina en el caso Oil.

			Preocupado, Echegaray acusa a la «línea» de la AFIP

			Acorralado por las nuevas pruebas, Ricardo Echegaray cambió de posición en la causa Oil y dijo que no le correspondía el control del cumplimiento de las normas para otorgar planes de facilidades de pagos a empresas deudoras de la AFIP. Esa era una función de «los funcionarios de las áreas operativas que tuvieran bajo su jurisdicción a ese contribuyente (DGI y puntualmente la Dirección Regional respectiva)», afirmó el extitular de la AFIP. Recordó que durante su mandato entre 2008 y 2015 se habían «otorgado más de 1.500 planes como este, pero que jamás se había condonado deuda, ya que dicha situación estaba expresamente prohibida». Al respecto, recordó que en el caso Ciccone —en el cual está procesado y en juicio oral el exvicepresidente Amado Boudou— «frustré de puño y letra un plan que preveía la condonación y quita de intereses a esa empresa». No obstante, el rol de Echegaray en esta maniobra está en duda. El cambio de estrategia judicial de Echegaray causó preocupación y quejas en la «línea» de carrera ese organismo fiscal. En una primera presentación por escrito, Echegaray había asumido la responsabilidad de esa decisión argumentado que tenía «amplias facultades» para hacerlo como titular de la AFIP en virtud del artículo 32 de la ley 11683. Pero luego responsabilizó a los jefes regionales de la DGI y otros funcionarios por la falta de control para determinar si Oil estaba en crisis como para merecer el beneficio de un plan de pagos en cuotas y con tasas de interés más bajas que las del mercado. Por ejemplo, en 2015 le dieron un plan de pagos en sesenta cuotas al 1,90% mensual cuando la inflación real fue de más del 23% anual. Como aquella ley no estaba reglamentada, Echegaray hizo redactar un protocolo de actuación y lo envió por mail a las delegaciones de la AFIP. En su descargo, Echegaray dijo que todos los que intervinieron en el otorgamiento del plan «estuvieron llamados a intervenir para aconsejar o desaconsejar». Dijo que le dio el plan a Oil porque no quería acorralar a la empresa cantándole «falta envido», como en el truco, con un pedido de concurso preventivo.

			Las quejas se deben a que ese protocolo solo permitía a los funcionarios de carrera señalar «si el contribuyente podía o no pagar» el plan de cuotas que pedía, sin que pudieran decir si estaban o no en crisis como para merecer ese beneficio. «Era solo poner sí o no en una especie de multiple choice», se quejó un inspector que pidió el anonimato. «No había inspección, no había fiscalización, solo una visita para determinar si podía pagar», agregó. La decisión, resaltó, en definitiva «la tomaba Echegaray y su entorno político», contó otro alto funcionario de la AFIP que estaba indignado con su exjefe, quien se encontraba otra vez al borde del abismo y había sido una parte clave en varias maniobras del «mecanismo». 

			Cristóbal López intenta una jugada con Oil y termina preso

			Después de casi un año de investigaciones, en diciembre de 2017, el juez federal Ercolini procesó con prisión preventiva y ordenó las detenciones de Cristóbal López y De Sousa, acusados de administración fraudulenta agravada por aquella evasión de 8 mil millones de pesos de capital (sin incluir intereses o deudas posconcursales) correspondientes al impuesto a la transferencia de los combustibles líquidos (ICL). En la causa, el magistrado procesó, también, por el mismo delito a Ricardo Echegaray, aunque sin prisión preventiva. 

			Ercolini, un juez transparente y de modos calmos al hablar, ordenó el arresto de los dos empresarios K por considerar que violaron «deliberadamente las medidas cautelares impuestas», como la prohibición de transferir sus acciones, ya que tenían, desde 2016, una inhibición general de bienes. Unos días antes de esa resolución, López y De Sousa habían vendido la empresa al Grupo Rosner radicado en Estados Unidos pero que dirige un argentino. «Cualquier alumno de Derecho sabe que no podés vender nada si estás inhibido y que si lo hacés, además, caés en una maniobra de insolvencia fradulenta», contó una fuente del juzgado de Ercolini a este autor.

			López se entregó al día siguiente, en la madrugada, en la sede central del edificio Centinela de la Gendarmería para evitar ser fotografiado por la prensa con esposas, chaleco y casco, y no en Comodoro Py, donde lo esperaban los periodistas. Tuvo el mismo prurito que De Vido. Sobre los tres imputados se impuso, además, un embargo por cabeza de más de 17 mil millones de pesos, una suma que se aproxima al valor de los impuestos evadidos.

			Según el procesamiento, López y De Sousa «se beneficiaron —en su carácter de responsables de Oil Combustibles SA— al recibir de modo sistemático y deliberado, en principio, por parte del administrador federal —Echegaray— planes de facilidades de pagos vinculados al impuesto a la transferencia de combustibles líquidos, correspondientes a los períodos fiscales de mayo de 2013 a agosto de 2015». En los archivos de la AFIP nada acreditaba la situación de crisis económica y financiera de Oil como para merecer un plan de pagos de estas características. De 55 períodos fiscales desde su creación hasta la fecha, Oil solo había pagado el ICL en 5 períodos. Oil, luego de haber abonado los períodos fiscales de junio, julio y agosto de 2014, se acogió al régimen de facilidades de pago de la Resolución General (AFIP) nro. 3756 «por 1.495.736.276,17 pesos, en 120 cuotas, ocasión en la que regularizó obligaciones del ICL por los períodos fiscales de septiembre de 2014 a enero de 2015». Con este régimen, Oil «financió en el tiempo sus obligaciones fiscales en forma recurrente con distintos regímenes de facilidades de pago y con una tasa mucho más beneficiosa que si hubiera seguido los canales normales y habituales de exigibilidad; capitalizando así principalmente a Oil M&S e Inversora M&S —sus controlantes—, entre otras, lo que habría dado lugar a que se torne, al menos, incierto el eventual cobro del impuesto mencionado». Es como si cualquier contribuyente argentino consiguiera que la AFIP le diera un plan para pagar sus impuestos y con esta plata comprara otras empresas, en una rueda de un mecanismo que necesitaba un visto bueno de lo más alto del poder político.

			La segunda de las facilidades especiales le fue concedida a Oil a raíz de un pedido de De Sousa «en representación de Inversora M&S SA y del grupo de firmas controladas y/o vinculadas: Alcalis de la Patagonia SAIC, Argentina Corre SA, Consulplan SA, CPC SA, CV1 SA, DEISA, DH COM SA, Establecimiento Santa Elena SA, Esuvial SA, Ganadería Santa Elena SRL, Gestiones Tallion SA, Ideas del Sur, IGD SA, Imagen Radial SA, Indalo Inversiones de Argentina SA, Inverco del Cono Sur SA, Inversora M&S SA, La Salamandra SA, M&S Consulting SA, Oil Combustibles SA, Oil Construcciones SA, Oil M&S SA, Paqariy SA, Parador Diez SA, Paraná Metal SA, Petrolera Cerro Negro SA, Promet SA, Radio Productora 2000 SA, Serma SA, South Media Investments SA, South Mineral SA, Telepiu SA, Urbanizadora Gea SA y Votionis SA». En esta lista se ven empresas nombradas en maniobras con contratos energéticos contadas en otros capítulos y, por ejemplo, Telepiu, que controla el canal de cable C5N. 

			Paralelamente, mientras Oil «se acogía a distintas facilidades de pago —a raíz de los permisos indebidamente otorgados por el representante de la AFIP—, esta se descapitalizaba» por los créditos en efectivo que les daba a otras empresas del Grupo Indalo. Enfatizó el juez que Oil «utilizó el dinero que debía ingresar a las arcas públicas para expandir el grupo económico al que pertenecía». Oil no solo no habría pagado el ICL, sino que además ingresó fuera de término las retenciones efectuadas en IVA e impuesto a las Ganancias, y también habría omitido ingresar aportes previsionales retenidos al personal en relación de dependencia, por ejemplo en Ideas del Sur, que dirigía, entonces, Marcelo Tinelli para su programa Show Match y otras iniciativas.

			Echegaray convalidó las maniobras pese a que en esa época ya era de público conocimiento la denuncia de Carrió en la que señaló a López como «un beneficiario de diversos negocios estatales por parte de los Kirchner; hecho que tampoco le habría llamado la atención». En conclusión, «fue la conducta de Echegaray —quien tenía a su cargo la administración de los tributos nacionales— la que permitió que el Estado dejara de percibir en tiempo y forma el ICL que Oil Combustibles SA no pagó y que lo utilizara para su propio financiamiento y expansión del grupo económico Indalo, lo que a todas luces resulta dañoso» para el Estado.

			En su resolución, Ercolini destacó que el juez en lo comercial Héctor Vitale «concluyó que la decisión de las autoridades de Oil Combustibles SA de presentarse en concurso preventivo constituía un fraude a la ley y formaba parte de un plan de insolvencia». El juez Vitale, paralelamente, lleva en otra causa el concurso de la petrolera.

			Ercolini valoró que en septiembre de 2017, la AFIP —conducida entonces por Alberto Abad— amplió la denuncia inicial e insistió en que quería cobrar la deuda. Abad tuvo discusiones con un sector del Gobierno de Macri que quería una solución negociada con Cristóbal López para evitar que una eventual quiebra terminara dejando a 18 mil empleados sin trabajo. 

			Pero Ercolini decretó la prisión preventiva luego de que junto con Nitzon Holding Inc., Cristóbal Nazareno López, Emiliano Nazareno López y el Fideicomiso CML II «vendieron las tenencias accionarias del Grupo Indalo», pese a que estaban inhibidos. Además, esgrimieron que «si bien en el contrato original habían intervenido como compradores Santiago Enrique Dellatorre Balestra y Damián Burgio, este último cedió, luego, su participación accionaria a Ignacio Jorge Rosner». Rosner es un financista dedicado a comprar empresas en crisis a bajo precio para luego revenderlas a un mayor precio, aunque en este caso se sospechó que era un hombre de paja de Cristóbal.

			Este panorama demuestra que los acusados «han desplegado diversas conductas tendientes a impedir la conservación de la garantía jurisdiccional que se buscó preservar por medio de la cautela, dispuesta en esta pesquisa». El magistrado destacó que «no había lugar a dudas» de que cualquier venta de acciones debía ser previamente autorizada por él. La inhibición de bienes es más grave que un embargo. Esta le impide a un imputado vender o gravar el conjunto de sus bienes. Por gravar se entiende hipotecar una propiedad o prendar un auto.

			Entonces, en esta causa «existe un serio peligro de obstrucción de la investigación; ello, a través del comportamiento hostil de los imputados frente a las medidas de carácter patrimonial ordenadas». Luego del escándalo por filtración de las fotos y un video de la detención de Boudou en su departamento en el marco de la causa Ciccone, Ercolini advirtió a la Gendarmería que deberá «abstenerse de difundir imágenes y/o información de los pormenores suscitados como consecuencia de lo que aquí se ordena, bajo apercibimiento de lo que por derecho corresponda», lo que permitió la entrega de López en el edificio Centinela. Paralelamente, la AFIP inició una demanda civil contra López y De Sousa por daños y perjuicios para tratar de recuperar parte de los impuestos que retuvieron durante años a través de sus bienes propios y no los de Oil, a la cual el juez Vitale terminó decretándole la quiebra con continuidad laboral. Al cierre de este libro, Vitale buscaba una empresa que se quedara con Oil para garantizar las fuentes de trabajo, mientras la AFIP había empezado a individualizar los bienes personales de López y su socio con vistas a un eventual embargo. 

			La detención de Cristóbal tuvo un impacto mediático enorme, porque se trataba de un empresario, no un exempleado bancario y militante convertido en empresario, como Lázaro Báez. Y porque el número de kirchneristas presos iba en aumento: ya habían llegado a veinte. Por este número, el Servicio Penitenciario Federal creó el llamado Sistema de Intervención para la Reducción de Índices de Corruptibilidad (IRIC), en las cárceles de Ezeiza y Marcos Paz. Se trata de un plan para intentar que funcionarios y empresarios poderosos no terminen corrompiendo a los guardiacárceles y para que no convivan con presos comunes.

			La trama secreta de la operación para excarcelar a Cristóbal

			Así como 2017 fue el año de las prisones preventivas, 2018 arrancó con un clima políticamente pesado por el inicio de una ola de excarcelaciones. La más polémica fue el 16 de marzo de 2018 cuando la sala I de la Cámara Federal porteña —con el voto de Jorge Ballestero y Eduardo Farah— otorgó la excarcelación a Cristóbal López y a su socio Fabián De Souza. En contra de lo dispuesto por Ercolini, esos dos camaristas consideraron que su libertad no ponía en riesgo la investigación por retener ilegalmente 8.000 millones de pesos que debieron transferir a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP). Además, esa sala de la Cámara dispuso un cambio de carátula al considerar que no habían cometido el delito de defraudación al Estado, sino unar evasión impositiva, un delito menos grave, en la causa Oil.

			Horas después de obtener la libertad, enojado, Cristóbal López salió de la cárcel de Ezeiza, llevando una caja de plástico con sus cosas personales bajo el brazo, y habló con los medios. «Lo de Ercolini es un invento, no existe», enfatizó y además aseguró que «una cosa es tener deuda y otra evadir». «Todo lo que huele a Cristina hay que meterlo preso, porque el objetivo es Cristina», agregó desafiante. Y sorprendió al asegurar que no mantiene relación alguna con la expresidenta. «Con la expresidenta no tenía ningún trato. Era amigo de su marido, entre comillas, porque los Kirchner no tienen amigos», comentó. «Yo no me quedé con nada de impuestos. Al revés, le puse de mi bolsillo al Grupo Indalo 700 millones de pesos», enfatizó. Ante las preguntas, el empresario K explicó: «¿Sabés por qué me metieron preso? El juez dice que vendí las compañías y estaba inhibido para venderlas. En el boleto de compraventa el primer artículo dice “te vendemos, siempre y cuando el juez Ercolini lo apruebe”. Los presidentes de la compañía son las personas que nombra la asamblea. Nosotros a (Ignacio) Rosner lo pusimos de presidente de la compañía, pero los dueños de Indalo seguimos siendo Fabián de Sousa y yo. Un juez no puede equivocarse en eso». Al día siguiente, viajó en su avión privado a Oberá, Misiones, de donde es oriunda la hermosa modelo Ingrid Grudke, con quien mantendría el vínculo amoroso que había iniciado hacía más de tres años, luego de divorciarse de su primera esposa Muriel Sosa.

			La excarcelación de Cristóbal ocasionó una ola de críticas contra los camaristas y un aumento de la desconfianza de la opinión púlica en la Justicia. Pero la reacción más dura fue de Carrió, quien desnudó una trama oculta de contactos e intereses detrás de esos camaristas, que incluía una jugada más grande destinada a lograr la salida de la cárcel de Julio De Vido. «El mecanismo» no podía dejar sin protección a una de sus piezas claves y que tanto sabe. Carrió dijo, además, que el primer paso había sido la polémica decisión del juez federal Luis Rodríguez de aceptar un pedido de la mano derecha de De Vido, Roberto Baratta, y apartar al fiscal Stornelli de la causa Río Turbio. La diputada de la Coalición Cívica pidió al Consejo de la Magistratura —el organismos que propone y destituye jueces— que iniciara una investigación que determinara si pudo haber una «motivación económica» —una forma elegante de hablar de supuestas coimas— de parte del camarista Jorge Ballestero en el fallo en la causa de Oil Combustibles. 

			La diputada solicitó, además, que se investigara también al camarista Eduardo Farah por la sospecha de «posibles vínculos» entre exdirectivos del casino de Puerto Madero y funcionarios judiciales. En el escrito, Carrió recordó dos pedidos de juicio político a Ballestero presentados por el exdiputado socialista, extitular de CTERA y exdetenido-desaparecido Alfredo Bravo en 1996 y 1999. El primero, por irregularidades en la investigación de la causa de la mafia del oro que perjudicaron al entonces fiscal Pablo Lanusse, y el segundo, por incompatibilidad entre su estándar de vida y los ingresos del juez federal. En este punto, se preguntó por la compra de un dúplex en la avenida Figueroa Alcorta 3017, que había adquirido con un «generoso» préstamo de 295 mil pesos de parte del Banco Macro de Jorge Brito. Se trata del camarista con mayor patrimonio declarado en los tribunales de Comodoro Py: 12 millones de pesos en 2016, lo que representa un crecimiento del 183% respecto al año anterior. El juez justificó semejante aumento por la venta de una casa en el country Mailing, donde un grupo de vecinos lo había escrachado por haber confirmado el archivo de la denuncia del exfiscal de la AMIA Alberto Nisman por el encubrimiento de Irán. En 2000, el Consejo de la Magistratura, con mayoría menemista, había resuelto desestimar el pedido de apertura de juicio político al entonces juez federal. Pero ahora se volvía a debatir sobre el origen de su fortuna y sus contactos. En una nota publicada en Clarín, el periodista Nicolás Wiñazki informó que Ballestero, antes del polémico fallo, había viajado con Diego Mazer —quien hizo lobby ante el exgobernador bonaerense Daniel Scioli por la implementación de los juegos de azar on line— a Montevideo y a Madrid. En cuanto a Farah, la diputada citó un artículo del subjefe de redacción de Clarín, Ricardo Roa, bajo el título «Cristóbal López busca otra ayuda judicial», en la que menciona al abogado Jorge Mazzaglia, quien sería un nexo entre el juez y Cristóbal López. La cara de Mazzaglia no se conoce en los medios de comunicación.

			«Surge (del artículo) que el abogado Jorge Mazzaglia, quien tendría llegada como pocos a los despachos de Comodoro Py, ha sido tiempo atrás presidente del Casino Flotante de Puerto Madero, propiedad de Cristóbal López, por lo que debiera investigarse qué tipo de vinculación mantendría a la fecha con este último y con los magistrados denunciados», indicó la líder de la Coalición Cívica. «Igualmente —continuó—, debiera establecerse si el abogado nombrado tiene algún parentesco con Matías Jorge Mazzaglia, designado el 28 de noviembre de 2012 con una categoría presupuestaria equivalente al cargo de secretario de juzgado para desempeñarse en la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal (sala I)», en alusión a quien sería uno de los hijos del influyente abogado. Además, Mazzaglia, como ya se dijo, fue presidente del barco Casino de Buenos Aires, donde López compró acciones de un grupo español y pasó a ser el principal socio. Mazzaglia se desempeñó en la Auditoría General de la Nación (AGN) entre 2014 y 2017, donde trabajaba «el operador judicial Javier Fernández, quien también empleó en la AGN a la hijastra del camarista Ballestero», agrega la nota. En la AGN asimismo se desempeñó uno de los hijos de Mazzaglia. Este abogado negó las acusaciones al diario La Nación y afirmó no conocer a Cristóbal López. Al cierre de este libro, Farah fue trasladado de la Cámara Federal a la Cámara en lo Penal Económico, luego de lograr un acuerdo con el ministro de Justicia, Germán Garavano. Ballestero pidió primero una licencia médica por veinte días y luego se jubiló quedándose así con el derecho a cobrar el 80% de un sueldo en funciones que es de casi 20 mil dólares al mes y sin pagar el impuesto a las Ganancias. 

			Más allá de la denuncia de Carrió, si bien es cierto que la decisión de Ballestero de convocar a Farah para votar la excarcelación de Cristóbal —conocido por su posición garantista, contrario a las prisiones preventivas y también vinculado a Javier Fernández— en la causa del GNL está en una zona gris de la legalidad, nadie puede sostener con argumentos que este camarista estudió en pocos días una causa como Oil, que contiene miles de hojas y pruebas. Ya dos semanas antes de la polémica excarcelación del empresario K se sabía en los pasillos que Farah intervendría en el caso, y no su colega Irurzun, quien sostiene las prisiones preventivas para los casos graves, como la evasión impositiva millonaria. La mayoría de los jueces cree que Ballestero debió haber sorteado si el tercer juez para definir la votación sería Farah o Irurzun, y no elegirlo por una conexidad con una vieja causa en la que había intervenido el primero. Hasta el presidente Macri expresó su sorpresa diciendo que la resolución del dúo Farah-Ballestero «me enloqueció», mostrando también la preocupación del Gobierno.

			«Hay un grupo operando el tema Cristóbal y De Vido», comentó un juez que pidió mantener su nombre en el anonimato a este autor. Esta parte, cercana al presidente de la Corte Ricardo Lorenzetti, coincide con Carrió, quien dijo que la cabeza de la jugada «la lleva adelante el operador judicial K y miembro de la Auditoría General de la Nación Javier Fernández». Y que, como en el billar, esta fina jugada a dos bandas tenía como objetivo último lograr la excarcelación de De Vido, quien cumple su prisión preventiva confirmada por la Cámara Federal en la causa Río Turbio.

			Detalles inéditos de cómo se intentó la excarcelación  de De Vido

			«El mecanismo», integrado por jueces, operadores judiciales, espías, legisladores, periodistas y empresarios, había hecho como el tero, que grita en un lugar para esconder sus huevos en otro. Mientras se discutía con pasión si Cristóbal López había sido liberado en formal legal o no, una jugada florentina logró que el juez Luis Rodríguez apartara al fiscal Stornelli de la causa Río Turbio sobre la base de una queja de las defensa (como ya se vio en el capítulo I). En su lugar, fue designado su colega Eduardo Taiano.

			Enojado, en un recurso de queja, Stornelli embistió en la causa Río Turbio contra Rodríguez —quien no le aceptó una apelación común para pedirle a la Cámara Federal ser repuesto en el caso— en estos términos:

			• «El escrito del juez, además de ofensivo hacia mi investidura y mi persona, no hacía más que exhibir la tendenciosidad de apartarme.»

			• Decir que respondía a una facción política «revelaba no solo lo agraviante de su infundada aseveración, sino también su falta de apego a la realidad de los hechos».

			• «Las apreciaciones realizadas por el juez volvían a significar una indebida injerencia en las funciones y atribuciones del fiscal.»

			• «La manifiesta arbitrariedad del juez, su falta de imparcialidad, y la motivación aparente sobre la cual se cimienta mi apartamiento.»

			• El juez «cercenó de antemano toda vía de impugnación, demostrando por parte del mismo una actitud renuente a la revisión por parte de la Cámara Federal respecto del carácter y contenido de sus decisiones y colocando a este representante de Ministerio Público Fiscal en una condición que, como parte, la dejaba privada de toda posibilidad de ejercer su función».

			En apoyo de la reposición de Stornelli en la causa Río Turbio salieron la titular de la Oficina Anticorrupción, Laura Alonso, quien también recusó al juez Rodríguez, y el fiscal de cámara Germán Moldes, además de Carrió. En la presentación, la Oficina Anticorrupción señaló que «llama la atención no solo el momento en que se ha realizado el planteo por parte de la defensa, sino también el cambio de criterio adoptado por su señoría luego de que en otras dos oportunidades anteriores decidió en sentido contrario sobre la misma cuestión». Efectivamente, el exministro de Planificación Federal y los demás imputados ya habían tratado de apartar a Stornelli del caso varias veces, sin que el reclamo tuviera eco por parte de Rodríguez. Para la OA, el juez Rodríguez «se limitó a transcribir primero y reescribir después los argumentos del defensor incidentista, incluso los notoriamente confusos que asimilaban el deber de objetividad con una pretendida imparcialidad, contraria a la naturaleza misma de quien es parte en proceso».

			En su pedido, Moldes representó lo que pensaba un sector de Comodoro Py que está «indignado» por la decisión de los camaristas Ballestero y Farah de excarcelar a Cristóbal López y disminuirle la imputación penal. Y trataba de cortar una jugada instrumentada por operadores judiciales del kirchnerismo en la causa por la deuda de Oil Combustibles. Ese sector de los tribunales, al igual que Carrió, consideraba que el fin último de la maniobra era conseguir la liberación de De Vido, preso en la causa que investiga desvío de fondos en la mina de Río Turbio. De Vido es la pieza mayor por su rol de diputado, el poder que conserva y sus contactos con empresarios.

			En esta trama, el juez Rodríguez era una pieza clave. Es íntimo amigo de Javier Fernández e incluso padrino de uno de sus hijos. La contraofensiva K estaba en marcha y mostraba que Cristina Kirchner, como le dijo a Oscar Parrilli en las escuchas telefónicas grabadas en la causa por el tráfico de efedrina, sabe cómo jugar en las vidriosas aguas de Comodoro Py y encontró, con los brazos caídos, a los jueces que quieren ir en serio contra la corrupción.

			La Cámara Federal aceptó la queja de Stornelli y por sorteo quedó a cargo de la decisión el camarista Eduardo Farah, porque se constituye en un tribunal unipersonal. Antes de pasar a otro fuero, Farah tuvo un gesto en medio de semejante tormenta política: anuló la decisión del juez Rodríguez y repuso a Stornelli en la causa por la mina más austral del país. Fue una mala noticia para De Vido, por la capacidad de investigación de este fiscal, el mismo que logró que el expresidente Carlos Menem fuera condenado a 7 años de prisión en la causa por la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia. Pero De Vido, quien iba sumando apoyos de diputados K y otros sectores para lograr su excarcelación, tiene abiertos otros frentes de tormenta judiciales.

		


		
			Capítulo XI

La pelea por el pozo petrolero más rentable de la Argentina

			El fiscal que investiga a Cerro Dragón, amenazado  de muerte

			«Tengo miedo, pero aviso: ni mi papá ni mi familia nos queremos “suicidar”», tuiteó el 13 de abril de 2016 Florencia Marijuan, hija del fiscal federal Guillermo Marijuan, quien investiga la causa por la prórroga de la concesión de Cerro Dragón. La adolescente hizo así un paralelo con el crimen del exfiscal de la AMIA Alberto Nisman. Marijuan estaba en ese momento en Nueva York reuniéndose con funcionarios de la poderosa Comisión Nacional de Valores de los Estados Unidos (Securities and Exchange Comissionn o SEC en inglés) que había abierto en 2014 una investigación administrativa y confidencial para determinar si Pan American Energy (PAE) habría pagado supuestos sobornos a funcionarios de los gobiernos de Cristina Kirchner y del gobernador de Chubut Mario Das Neves por la prórroga por diez años del contrato de explotación del yacimiento Cerro Dragón de esa provincia, el más productivo en la actualidad de la Argentina. Sucedió que en el despacho de Marijuan en Comodoro Py habían dejado un anónimo que describía con lujo de detalles el itinerario del fiscal en Estados Unidos y nombraba a un militar retirado que trabaja para PAE y tiene permiso para portar armas. PAE negó haber hecho la amenaza y siempre quedó la duda sobre el autor del anónimo.

			La amenaza esconde una pelea política y económica enorme por ese pozo petrolero que «funciona como un reloj suizo», comentó un empresario petrolero. La prórroga supone que, a partir de 2017, el yacimiento quedará bajo la administración de la empresa estatal chubutense Petrominera pero PAE lo seguirá operando por veinte años más. El caso tuvo por detrás una velada disputa entre PAE —compuesta por Bridas (que es de la familia Bulgheroni más la china CNOOC y la British Petroleum)— y Cristóbal López, quien «tuvo la intención de quedarse con el yacimiento», afirmaron al autor fuentes empresarias.

			Para tener una idea del negocio en juego, el yacimiento Cerro Dragón tiene una superficie equivalente a 17 veces la Capital Federal e incluye 3.500 pozos de gas y petróleo que producen 100 mil barriles de crudo diarios y 9 millones de metros cúbicos de gas. Abarca el sur de la provincia de Chubut y una parte del norte de Santa Cruz e integra lo que se denomina cuenca de San Jorge. PAE construyó una central eléctrica propia que funciona con 3 de los 9 millones de metros cúbicos de gas que produce el yacimiento. El resto del gas se exporta. Este yacimiento brinda el 15% de todo el petróleo que se extrae en la Argentina.

			La empresa que fundó Carlos Bulgheroni —el empresario que llegó a negociar con los talibanes el paso de un gasoducto a través de Afganistán gracias a sus contactos en Estados Unidos— «invierte unos 300 millones de dólares por año» y logró con convertir el yacimiento en un «reloj suizo» que produce «90 mil barriles de petróleo diarios». 

			En junio de 2012, unos cuatrocientos trabajadores petroleros disidentes del gremio y llamados «dragones» tomaron en forma brutal las instalaciones de PAE en el Cerro Dragón, provocando destrozos en las instalaciones y quemando varios vehículos de la empresa. Hubo también algunos empleados heridos. Reclaman por cuarenta despidos, un aumento salarial y la eliminación del impuesto a las Ganancias. En PAE sospechan que la toma tuvo otras motivaciones. Con el correr de las horas, el número de manifestantes se fue agrandando y, en un momento, hubo más de 2.000. Un colectivo que trasladaba a gendarmes que habían participado de la recuperación de Cerro Dragón embistió un camión sobre la ruta 3 y murieron 12 gendarmes y 48 resultaron heridos, dejando un saldo luctuoso a la pelea por el control de este yacimiento.

			La existencia de la investigación en la SEC la había revelado el periodista de Clarín Marcelo Bonelli en una nota publicada el 30 de marzo de 2014 y motivó que el entonces ministro de Planificación Federal Julio De Vido se autodenunciara ante la Justicia Federal. Tanto Bonelli como el autor de este libro, que siguió luego con la investigación, fueron estigmatizados por el kirchnerismo en sus medios y en las redes sociales por informar sobre esta causa. Bonelli entregó al juzgado un borrador de acuerdo con PAE que decía que también participaba el ministro de Planificación. En su escrito, De Vido dijo que la prórroga fue «un acto administrativo desarrollado íntegramente en jurisdicción provincial sin intervención del Gobierno nacional, aprobada por la ley 42 de la provincia de Chubut». Entonces, en mayo de 2014 el juez federal Rodolfo Canicoba Corral delegó la investigación del caso en el fiscal Marijuan (54).

			Un senador radical denuncia el pago de coimas

			El entonces senador Mario Cimadevilla (UCR-Chubut) fue el impulsor de las denuncias contra la prórroga del contrato y habló del pago de supuestas coimas. Como la reforma de la Constitución de 1994 había traspasado el derecho a explotar el subsuelo a las provincias, entonces la prórroga la tenía que dar la provincia de Chubut en consulta con la Secretaría de Energía de la Nación, que dependía de De Vido. Cimadevilla denunció, por ejemplo, que «resulta altamente dudosa» la certificación de reservas de Cerro Dragón que hizo la Universidad Nacional de Cuyo y usó la Legislatura de Chubut para prorrogar en 2006 la concesión «por 40 años». Gracias a esa certificación y otros datos, la votación en esa legislatura fue de 23 votos contra 3 de la UCR. Al bloque que manejaba el entonces gobernador peronista Das Neves se sumaron 6 legisladores radicales que luego fueron expulsados del partido. Cimadevilla explicó, por ejemplo, que la certificación de la UNC que está en el expediente enviado a la Legislatura «no tiene firmas» de sus autores. Además, dijo que PAE le entregó oficiosamente un informe con «una certificación de reservadas fechada el 12 de septiembre de 2006, mientras que la certificación llegó a la Legislatura el 26 de ese mes».

			Según el senador, esa certificación se mandó a las apuradas para «tirar abajo» el verdadero precio de las reservas y así negociar un pago menor en concepto de canon por la concesión. En cambio, fuentes de PAE negaron que haya habido irregularidades en el certificado de reservas. Cimadevilla afirmó que se hizo «una certificación de reservas a 2005 para un contrato que se terminó firmando en 2007». Dijo que se debería haber hecho esa evaluación «también en los años 2006 y 2007, según una disposición de la Secretaría de Energía de la Nación». La UNC contestó a un pedido de Cimadevilla y de la senadora Laura Montero (UCR-Mendoza) que hizo una sola certificación en 2005 «con información actualizada y entregada por PAE». 

			En el expediente que recibió la Legislatura chubutense para aprobar el acuerdo, «no indican fecha de actualización de datos» y «exhiben una firma y un sello que le atribuyen al ingeniero Eduardo Manfredi», decano de la UNC, y ninguna del resto de los expertos que hicieron la evaluación, agregó el senador de la UCR, quien entre 2015 y 2018 fue titular de la unidad AMIA del Ministerio de Justicia de la Nación durante el Gobierno de Cambiemos y fue echado por discrepancias con el ministro de Justicia, Germán Garavano. 

			En cambio, voceros de PAE explicaron al autor que «existe un solo Informe de Certificación de Reservas del yacimiento de Cerro Dragón. Fue realizado por la Facultad de Ingeniería en Petróleos de la Universidad Nacional de Cuyo y remitido por la Facultad a PAE con fecha 26 de setiembre de 2006. Está firmado en todas sus hojas por los certificadores. Ese es el informe que PAE presentó a la Secretaría de Energía de la Nación y a la Secretaría de Hidrocarburos de Chubut». Sin embargo, «en las constancias administrativas enviadas por la jefatura de gabinete provincial a la Legislatura con ocasión del tratamiento de la ley aprobatoria del acuerdo con PAE, está agregada una versión preliminar de ese informe (las versiones preliminares están previstas en la contratación de la universidad); esta versión preliminar no está firmada. El texto de esa versión es idéntico al informe definitivo. Los datos de reservas y recursos son exactamente iguales en ambas versiones», agregaron. 

			Los voceros subrayaron que «no hay un informe de 2005 y otro de 2006. Hay un solo Informe de Certificación de Reservas, realizado por la Universidad Nacional de Cuyo entre julio y septiembre de 2006, efectuado con los datos de diciembre de 2005 (últimos disponibles); los datos de 2006 solo habrían estado disponibles recién en 2007». 

			Luego Cimadevilla fue citado a declarar ante investigadores de la SEC, quienes le preguntaron por la sociedad de bolsa mendocina Epsilon —por donde habría pasado parte de las supuestas coimas—, financieras uruguayas y el rol del exdirector de Pan American Energy (PAE) Felipe Bayón Pardo en las negociaciones para conseguir la extensión de la concesión de Cerro Dragón. Las investigaciones de la SEC son confidenciales y solo se conocen si, al final del trabajo, decide hacer una denuncia administrativa o penal. «Por las preguntas que me hicieron, queda claro que están investigando la ruta del dinero de las coimas pagadas por la concesión», dijo. Durante dos días de declaración testimonial realizada en las oficinas de la SEC en Miami, Cimadevilla explicó «el papel preponderante» que tuvo el exgerente general de PAE Felipe Bayón Pardo en la negociación del 2007. En ese momento, el Grupo Bridas de la familia Bulgheroni y la British Petroleum controlaba PAE (luego se sumó una empresa china). Y apoyó un tuit del entonces gobernador kirchnerista de Chubut, Martín Buzzi: «Das Neves, junto a Felipe Bayón Pardo de British Petroleum, deben dar explicaciones a la sociedad por el contrato de PAE firmado en 2007». Buzzi en ese momento estaba enfrentado con Das Neves en la interna del PJ de Chubut. Bayón Pardo podría ser uno de los confidentes de la SEC que contribuyeron a la apertura de esta investigación. Cimadevilla le dio también a la SEC el contrato provincial que fue copiado de uno enviado por el ministerio de Julio De Vido con citas, por ejemplo, al CIADI, que solo negocia con el Gobierno nacional y es el organismo del Banco Mundial dedicado a resolver controversias sobre inversiones internacionales. Paralelamente a la investigación de la SEC, seguía en la Argentina la causa de Marijuan y el juez federal Rodolfo Canicoba Corral.

			En mayo de 2015, Cimadevilla entregó al juez Canicoba Corral el nombre de las financieras que estaría investigando la SEC: «Energy Internacional, Resources Found, Pribont, Nicolás y Matías Dipietri, Glodvinazzo, Farcon Continental, Ipa Assy Managemente LTDA., Klawock, PT Bex, Facimex Bursátil Sociedad de Bolsa, Cernak, Erlick, Maxon SA y Euro Trust». Los Dipietri manejaban la sociedad de bolsa Epsilon, que incluso fue denunciada por la AFIP. Las financieras argentina Facimex y la uruguaya PT Bex aparecen nombradas en la causa de la ruta del dinero K en que se investiga al empresario Lázaro Báez. Cuando se le preguntó los nombres de los funcionarios por los cuales se lo consultó en la SEC, contestó: «(Julio) De Vido, (Mario) Das Neves, (Martín) Buzzi (actual gobernador), (Norberto) Yauhar (ministro coordinador cuando se firmó el contrato), Tarrido (secretario de Energía), Di Pierro (presidente de la chubutense Petrominera) y Miquelarena (fiscal de Estado)». Entonces, Buzzi impulsó como gobernador que la provincia fuera querellante en esta causa. «Como acá se ha hablado del pago de coimas, quiero señalar que luego de la firma de este contrato el exgobernador Das Neves lanzó una campaña presidencial, a lo largo y ancho del país, que es público y notorio, imposible de solventar con el sueldo de gobernador, esa es una manifestación de riqueza, a nuestro juicio injustificada», sostuvo el senador radical. Estimó que las coimas se podrían haber encubierto a través «la entrega a una empresa del exministro del Interior José Luis Manzano de tres áreas de exploración petrolera de poco valor geológico en Chubut (Nueva Lubecka, Paso de los Indios y Paso Moreno) y luego la venta de estas a PAE para terminar con la devolución de las mismas a la provincia de Chubut» (55). 

			Sobre la base de la declaración de Cimadevilla se abrió una causa paralela a la de Cerro Dragón en la cual el fiscal federal Gerardo Pollicita pidió la declaración indagatoria de los directores de la sociedad de bolsa y financiera Epsilon, Nicolás Depietri, Matías Depietri, Juan Silvio Aleksander y otros en una causa en que se investiga operaciones por lavado de dinero por 30 millones de dólares. Aleksander era, entonces, auditor externo del Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES), un organismo del Gobierno que regula las coopertivas y mutuales. Pollicita también solicitó al entonces juez federal Norberto Oyarbide mandar un exhorto a Estados Unidos para preguntar si la Securities and Exchange Commission (SEC) está investigando a Epsilon por el supuesto pago de coimas para la extensión de la explotación del yacimiento Cerro Dragón. El fiscal quería preguntar por giros financieros al Wachovia Securities y al JP Morgan Chase Bank. Para las maniobras, los directivos de Epsilon usaron, por lo menos, once mutuales y cooperativas «sin existencia legítima» para realizar operaciones denominadas «contado con liqui». La operatoria era hacer comprar a esas mutuales y cooperativas con el dinero de terceros —cuyos nombres se desconocen—, bonos en dólares, como el Bonar, para depositarlos en el exterior. Las empresas usadas con «fines espurios» fueron «Cosmopolita SA, Tiverton SA, Frigorífico Avícola Moisés Ville, Asociación Mutual Integral de Planeamiento y Estudios Financieros, Proinversora, Cooperativa de Vivienda, Crédito y Consumo América, Asociación Mutual de Ayuda Social para Trabajadores de Transporte Escolar, Minibús y Autos de Alquiler, Asociación Mutual de Integración de los Empresarios Pymes y Fomentar Conciencia Asociación Civil. La plata terminaba en la cuenta 550005531 de la empresa británica Morgan Jackson Investments & Co del First Caribbean International Bank de Curazao, Antillas Holandesas, un paraíso fiscal. Morgan Jackson es la misma empresa a la que habían enviado giros Mario Cifuentes de OPS y Lázaro Báez y que recibía fondos de Cristóbal López. 

			Además, el fiscal Pollicita solicitó requerir cooperación a Suiza para saber quiénes son los verdaderos dueños de las empresas Stichting LLP Management y Stichting Flaskinn, que fueron miembros designados de la Morgan Jackson Investments de Gran Bretaña. También requirió a las Islas Vírgenes británicas información por las compañías Estrella Marina Invests Ltd y Bella Vista Global, porque también eran miembros designados de Morgan Jackson. Otros de los imputados por el fiscal son Gabriel Ambrosini, Ramón Navarro y Carlos Arriola. En todos estos casos del «mecanismo» conectados también por estas relaciones financieras aún no se pudo determinar quién es el dueño de Morgan Jackson. En octubre de 2017, Pollicita volvió a la carga y subrayó al juez Marcelo Martínez Di Giorgi —cuando ya Oyarbide había renunciado y el primero subrogaba su juzgado— que en el allanamiento a la casa de Nicolás Depietri «se incautó un resumen de cuenta del Royal Bank of Canada a nombre de la Morgan Jackson Investments & Co., mientras que en el interior del inmueble se secuestró un sello correspondiente a Roberto Escolan». Este financista, en el legajo de Cosmopolita SA y de la Cooperativa América, aparece como «presunto «director» en una nota con membrete de la «Morgan Jackson Investments & Co.». Además, afirma que esas financieras «mantienen en esa compañía una cuenta bajo el número 090240 y 090208, respectivamente». Luego, Pollicita reiteró el pedido de indagatoria de estos financistas. Pero hasta mayo de 2018, por un problema de competencia entre juzgados, Martínez Di Giorgi no había avanzado sobre esta pista donde convergen operaciones de Lázaro Báez y del empresario K de Neuquén Mario Cifuentes de OPS, que podrían llegar a revelar una pata desconocida del «mecanismo». 

			La SEC reveló las operaciones financieras argentinas  que investigó

			Luego de su traumático viaje a Nueva York, la SEC le envió, finalmente, información reservada a Marijuan, y en mayo de 2017 el fiscal reseñó, con datos oficiales, todos los movimientos financieros que había investigado y que por primera vez se revelan en este libro. La SEC contó con la colaboración de PAE, que puso a su disposición sus registros financieros e incluso los mails de sus gerentes. La SEC investigó tres operaciones denominadas Operación Northwood, Transacción Energy Emerging Investmens EEI y Operación Gemalsur SA.

			En su resolución, Marijuan adelanta que del análisis de los informes de la SEC «no han surgido, por el momento, elementos de cargo con entidad suficiente que permitan a esta parte sospechar una maniobra delictiva al respecto, por lo que deberá profundizarse la pesquisa —en algunas operaciones bajo análisis— para lograr comprender esos movimientos de fondos y sus verdaderos propósitos».

			En la operación Northwood se investigó si la cesión de derechos de exploración de tres áreas marginales de la provincia, llamadas Nueva Ludecka, CCA Paso de los Indios y Paso Moreno, se habría usado para encubrir el pago de coimas por la prórroga de Cerro Dragón. Según la SEC, PAE pagó, en abril de 2007, 43,5 millones de dólares al consorcio Cliveden Petróleo Argentino —integrado por empresas vinculadas al exministro del Interior José Luis Manzano— por esas tres áreas. Un vocero de PAE explicó que, entre 2010 y 2012, luego de invertir «unos 20 millones de dólares en trabajos de exploración devolvimos las áreas a la provincia mucho después de la prórroga». Es más, PAE pidió al Citibank un crédito de 44 millones de dólares para financiar la operación. La SEC siguió el derrotero del dinero, de lo cual «no surge que fuera destinado al pago de sobornos», destacó Marijuan. Del tráfico de mails analizado por la SEC surge que hubo reuniones entre Carlos Bulgheroni, Das Neves y De Vido por la extensión del contrato de Cerro Dragón que, para el fiscal, tuvieron que ver con «las tratativas» para el contrato, entre otras operaciones. Por lo tanto, «no surgen elementos de cargo» en la operación Northwood, que a criterio del fiscal fue una operación legal entre empresas. Acto seguido, Marijuan pidió el sobreseimiento de Jorge Nadim Aidar Bestene, Walter García Moreno, Manzano y Ricardo Mallo Huego. 

			Pero la carta más fuerte de esta parte de la investigación confidencial que la SEC hizo durante siete años fue una nota en inglés que envió ese poderoso organismo del Gobierno de Estados Unidos, revelaron a este autor fuentes judiciales. En una carta, dirigida al abogado de PAE en Estados Unidos, Paul W. Buttler, respecto del expediente «British Petroleum PLC HU-11460», se dice: «Nosotros concluimos la investigación (del expediente) British Petroleum PLC. Basados en información que nosotros tenemos, nosotros no recomendamos una demanda (“enforcement action”) de la SEC contra su cliente en esta materia». Luego siguen párrafos de forma que refieren a la resolución número 5310. El gran temor de PAE, al igual que cualquier empresa con negocios internacionales, era ser denunciados por la SEC ante la Justicia de Estados Unidos, lo que hubiese implicado la suspensión de la venta de sus acciones en la Bolsa de Wall Street, el pago de multas millonarias y una causa penal. Once empresas multinacionales aceptaron haber pagado sobornos en la Argentina para evitar sanciones de la SEC luego o apenas empezaron a ser investigadas. Entre ellas, Siemens, LAN, Ralph Lauren, Biomet, Avon, Odebrecht y Ferrostaal. Así, tanto para la Justicia argentina como para la SEC, este capítulo quedó cerrado. En cambio, el fiscal Marijuan, sobre la base de la información confidencial que le mandó al SEC, investiga aún otras operaciones financieras que se revelan, por primera vez, en este libro. 

			«Operaciones EEI y Gemalsur»

			Luego, el fiscal Marijuan analizó las denominadas operaciones «Transacción Energy Emerging Investments EEI» y «Gemalsur SA» y adelantó que de acuerdo a la información enviada por la SEC tampoco «surge una matriz delictiva». En la primera, se investigó si hubo un negociado entre PAE y Energy Emerging Investments (EEI), representada por Martín Ruete Aguirre. Se trató de un proyecto para que PAE se asociara con la extranjera EEI en la búsqueda de petróleo en áreas marítimas y en las áreas terrestres llamadas La Pampa, Piedra Clavada y Koluel Kaike. Por este acuerdo, ambas empresas se hicieron transferencias bancarias por unos 33 millones de dólares a través del banco JP Morgan de Nueva York. Una de ellas fue por 7.010.380 dólares y otra, por 5.446.400 dólares, entre otras, a la cuenta de la empresa fantasma uruguaya Pribont en el First Caribbean Bank de Curazao. Luego Pribont hizo transferencias a la financiera Epsilon para comprar en Estados Unidos los aviones que hoy tienen las matrículas argentinas LV-BYG y LV-BXU, y que en esta adquisición estuvo vinculado el empresario Gustavo Carmona. El segundo de estos aviones fue comprado para la empresa Cabiline, que fue contratada por el gobierno de la expresidenta Cristina Kirchner como taxi aéreo para sus traslados y de su familia dentro del país. Según el fiscal Ramiro González, en la causa abierta por las declaraciones de la exsecretaria de Néstor, Miriam Quiroga, el exsecretario privado de Kirchner, Daniel Muñoz, sería el verdadero dueño de Cabiline. Por estas sospechas, Marijuan pidió un conjunto de medidas de pruebas para determinar quiénes fueron los verdaderos compradores de esos dos aviones.

			Después, en su resolución Marijuan analizó los datos que mandó la SEC por la llamada «Operación Gemalsur SA». Se trata de un pago de PAE por 72.500.000 dólares para obtener los permisos y la licencia para explorar y extraer carbón y metano en la provincia de Buenos Aires. En 2007, PAE compró las acciones e información técnica de Barranca Sur Minera para ese negocio. Barranca Sur tenía como accionistas a Labelle Holdings y Gemalsur SA. Siguiendo la ruta del dinero, la SEC estudió todos los pagos realizados a través del JP Morgan. Luego aparece una transferencia de International Investment Business de 9.700.000 dólares a Klawock de Hungría; otra de 23 millones a Palm Leaf Investment, de 12.250.000 a Falcon Continental de España; y otra de 14 millones a IPA Asset Management de Hong Kong y Mónaco. Esta última empresa, a su vez, envió 27 millones a Maxon, entre otras operaciones. Luego Marijuan afirma que Klawck, Falcon Continental e IPA «serían operadas por Pablo Giovinazzo, quien estaría vinculado a Pribont». La SEC destacó que «las cuatro cuentas principales que habría utilizado Bulgheroni han sidos aquellas del banco JP Morgan pertenecientes a Labelle, International Investment Business, Palm Leam e Inter Oil Services para transferir 27 millones de dólares a Pribont». Según denunció la diputada de Cambiemos, Graciela Ocaña, el exasesor del exsecretario de Transporte K Ricardo Jaime, Manuel Vázquez, pidió a la empresa brasileña Odebrecht que le depositara 80 mil dólares en una cuenta a nombre de Pribont, empresa que aparece en otros movimientos de plata negra del kirchnerismo. Por esta operación Gelmalsur, Marijuan mandó exhortos a Estados Unidos, Uruguay y otros países para determinar el destino de esos fondos que, en principio, no aparecen vinculados al caso Cerro Dragón, pero pueden dar indicios de otras eventuales maniobras. 

			En cambio, el fiscal decidió mantener abierta la investigación sobre si fue lícito el trámite legislativo en la provincia de Chubut que aprobó el acuerdo para la prórroga de la explotación de Cerro Dragón, así como la autenticidad y trascendencia de la certificación de reservas que hizo la Universidad de Cuyo en 2006 y se usó de base para fijar el canon que debía pagar PAE. Por este tema, Marijuan pidió la indagatoria de funcionarios y legisladores chubutenses que aprobaron el acuerdo en un trámite que «estuvo plagado de irregularidades».

			El contexto de esa ley chubutense fue que recién el 6 de diciembre de 2006 el Congreso Nacional sancionó la ley 26197, denominada «ley corta», que otorgó a las provincias la administración de sus recursos naturales, que estaba incluida en la nueva constitución de 1994. El exlegislador por la Alianza de la UCR Carlos Lorenzo explicó en la causa que la prórroga debería haberse votado «después» y no antes de la sanción de un marco regulatorio en la provincia y que la concesión original a PAE vencía en 2017. Para Marijuan, hubo un «desmesurado apuro» por la prórroga que olvidó, por ejemplo, pedir primero a la Nación la transferencia de la información de los pozos petroleros de la provincia. El acuerdo que presentó el ministro chubutense Norberto Yahuar «no se apartó en una coma» del borrador que antes se había presentado al ministro de Planificación Julio De Vido, resaltó. 

			En julio de 2017, ante esta presentación de Marijuan y una auditoría de peritos de la Corte, el juez Canicoba Corral puntualizó las pruebas de exploración realizadas en aquellas tres áreas petroleras de alto riesgo y dijo que su venta «no encuadra en delito alguno, ya que se trataron de operaciones reales, documentadas, declaradas y en las cuales se utilizó dinero de origen lícito». Por estas y otras razones, Canicoba sobreseyó a Nadim Adiar Bestene, García Moreno, José Luis Manzano —en su calidad de presidente de Integra Investment que participa del consorcio Cliveden— y Mallo Huergo, y la resolución quedó firme. 

			Llaman a indagatoria a legisladores de Chubut,  incluso a tres muertos

			En marzo de 2018, Canicoba Corral aceptó la otra parte de la resolución de Marijuan y citó a declaración indagatoria a diecinueve legisladores y exlegisladores chubutenses que votaron a favor de la ley que prorrogó la concesión del yacimiento Cerro Dragón a Pan American Energy. Además, se citó a indagatoria al exintendente de Comodoro Rivadavia y actual representante de Chubut en el directorio de YPF, Néstor Di Pierro, por un testigo que dijo haber escuchado en una reunión de amigos que habría hablado del pago de coimas.

			Los citados a indagatoria fueron los entonces legisladores Julio Aristarain, Rosa Chiquichano, Juan Alberto Fernández, Oscar Gallego, Héctor García, Miguel Ángel González, Roque González, José Karamarco, Elia Lagoria, Olga Machado, Omar Morelli, Rosa Muñoz, Mario Negrette, Norma Olanda, Alejandro Papaiani, Carlos Pascuariello, Carlos Relly, Fernando Rua y Javier Touriñan. Canicoba citó a tres diputados que estaba muertos: Miguel González (fallecido el 8 de julio de 2016), Juan Domingo Perón (sobrino nieto del fundador del partido, que murió el 23 de marzo de 2014) y Mario Negrete (fallecido en enero de 2016). También citó a un tal Juan Alberto Fernández. No había ningún diputado con ese nombre. Sí uno que se llama Rubén Fernández. Y omitió citar a tres que estuvieron el día de la votación y votaron a favor: Araceli Di Filippo, Juan Roberto Damián y Adriana Fara, contó a este autor el corresponsal de Clarín en Chubut, Carlos Guajardo. En principio, estaban acusados de incumplimiento de los deberes de funcionario público, un delito menor, frente a la envergadura de las denuncias investigadas en este caso que involucró a De Vido, una figura repetida en otros también polémicos contratos energéticos.

		


		
			Capítulo XII

Odebrecht: cómo llegaron 35 millones de dólares de coimas a través del «mecanismo» brasileño 

			AySA: la constructora brasileña pagó coimas  por 14 millones de dólares 

			Los distintos gerentes de Odebrecht que pasaron por Argentina entre 2003 y 2015 se soprendían por la cantidad de librerías que hay en Buenos Aires, el asado, el vino malbec y «la voracidad de dinero que tienen los funcionarios, empresarios y sindicalistas argentinos». Tenían el «lomo duro» por haber pagado antes sobornos en la Venezuela de Hugo Chávez o el Brasil de Lula Da Silva por contratos de obras públicas, pero nunca esperaban encontrar un país «donde les pedían coima desde funcionarios del Gobierno nacional, gobernadores, intendentes y sindicalistas», contó un exgerente argentino que trabajó años con los brasileños.

			La ventaja era que Odebrecht tenía, entonces, un sofisticado «mecanismo» que en la Argentina terminó mejor aceitado y facilitado por empresarios argentinos. Luiz Maneri, uno de los dos gerentes generales que tenía Odebrecht Argentina y desde cuyo despacho, en un edificio del barrio Catalinas, se aprecia una imponente panorámica de Puerto Madero, contó a la Suprema Corte de Justicia de Brasil que apenas desembarcó en Buenos Aires se enteró de que para hacer negocios con el gobierno K «era imprescindible asociarse con empresarios locales» que debían aparecer como subcontratistas de las obras. Maneri aseguró que uno de los pedidos de coimas lo hizo «el expresidente de la Cámara Argentina de la Construcción y dueño de la constructora Esuco, Carlos Wagner». Llamativamente, Wagner también está siendo investigado en la ruta del dinero K por sus negocios con Lázaro Báez. Puntualizó que por los contratos con AySA «un depósito de pago de coimas por 7,6 millones de dólares se hizo a Raúl Biancuzzo (de AySA)» y otro de «6,45 millones a Jorge Rodríguez» (56). El alto hombre de color explicó que los pagos ilegales fueron hechos a través de transferencias internacionales, sin dar más detalles. 

			Sin embargo, ya se sabe en la Justicia argentina que entre 2012 y 2014 unos 11 millones de dólares de coimas sobre un total de, por lo menos, 35 millones que la brasileña Odebrecht pagó a cambio de obtener contratos en la Argentina fueron enviados, a través de un sofisticado mecanismo financiero internacional, a una cuenta de la empresa fantasma uruguaya Sabrimol Trading. Según la Oficina Anticorrupción, Sabrimol es controlada por el empresario Jorge «Corcho» Rodríguez. La orden de los pagos de sobornos la ejecutaba el Departamento de Operaciones Estructuradas de Odebrecht ante un pedido de los gerentes instalados en las sucursales. Este nombre parece haber salido del libro La estructura ausente de Umberto Eco, pero seguramente los ingenieros de la constructora brasileña no leyeron al lingüista y escritor italiano.

			La ruta de este dinero negro, una vez aprobada por Operaciones Estructuradas, empezaba con transferencias que realizaban «doleiros», como se les dice a los cambistas en Brasil. Uno de ellos, Olivio Rodríguez Junior, mandó —desde los bancos Meinl de Antigua y Credicorp de Panamá— esos 11 millones usando cuentas a nombre de cinco empresas offshore, entre ellas Klienfeld. Toda esta plata terminó en la cuenta de Sabrimol en el Banco Itaú de Montevideo, donde el dinero era retirado en efectivo, la mejor manera de esconder quién era el destinatario final. En diálogo con este autor, Rodríguez dijo que esa cuenta no le pertenece a él, sino a sus exabogados y contadores uruguayos, y negó haber cobrado coimas.

			Se trata de solo 11 de los 35 millones que Marcelo «El Príncipe» Odebrecht —a quien tras una delación premiada se le redujo la pena de 19 a 10 años y con carácter de prisión domiciliaria en Brasil— admitió ante la Justicia de Estados Unidos que pagó en la Argentina gobernada por Néstor y Cristina. «El Príncipe» ahora es como la mancha contagiosa para los argentinos, pero antes del escándalo fue recibido por Cristina Kirchner en 2013 con todos los honores en la Casa Rosada y luego fue el principal orador de una conferencia de IDEA. «Un conocido banquero que ayudó a sacar y ocultar la plata de los kirchneristas le decía a Marcelo que quería que lo ayudara a ingresar con negocios al club de los latinoamericanos con mil millones de dólares», contó el exasesor de Odebrecht. A ese club pertenece, por ejemplo, el mexicano Carlos Slim, dueño de Telmex. Sin dar el nombre, recordó que «mientras Marcelo estaba en Buenos Aires el banquero argentino lo seguía como una sombra por todas partes».

			«En esa época, Odebrecht, Camargo Correa y otras empresas brasileñas eran las únicas que venían con plata propia a invertir en la Argentina. Venían con créditos blandos del Banco Nacional de Desarrollo (BNDES), y los empresarios y banqueros argentinos querían morder en todos sus negocios», contó el exempleado de Odebrecht.

			Hasta ahora, la cuenta de Sabrimol es la pista más firme para comprobar quiénes cobraron esa plata negra distribuida a través del perfeccionado «mecanismo» de Odebrecht, una de las empresas brasileñas involucradas en el caso Lava Jato. Este escándalo, iniciado en marzo de 2014, puso en marcha el proceso de investigación que cambió la historia de la lucha contra la corrupción en Brasil y, también, afectó al resto de América Latina. Petrobras, la mayor empresa estatal brasileña, ocupó el centro de la causa que investigó el juez federal de Curitiba, Sergio Moro, y que tiene más de 160 arrepentidos, 185 sentencias para 124 procesados con penas de prisión domiciliaria o en suspenso que, sumadas, alcanzan cerca de 2.000 años de cárcel y el encarcelamiento del expresidente Lula Da Silva, empresarios y otros dirigentes políticos. La Justicia brasileña, además, logró recuperar 1.000 millones de dólares de los corruptos y cobrar otros 2.500 millones en multas a las empresas.

			Sin embargo, la negativa del Gobierno y la Justicia argentinos, hasta ahora, a firmar un acuerdo de cooperación con Odebrecht para intercambiar los nombres de los corruptos por inmunidad penal, civil y administrativa para sus exdirectivos en la Argentina ha sido el obstáculo más grande para que las confesiones de los directivos de la brasileña se incorporen a las causas judiciales argentinas. Ante la Justicia de Brasil, el exdirectivo de Odebrecht Argentina y arrepentido Flavio Faria —uno de los que influía sobre el Departamento de Operaciones Estructuradas— explicó que mientras Néstor Kirchner estuvo vivo las coimas «fluían» con facilidad, pero tras su deceso en octubre de 2010 hubo dificultades y fue necesario negociar con intermediarios, como el ex de Susana Giménez, Jorge «Corcho» Rodríguez.

			No obstante, ya se sabe que una parte de los pagos de coimas se hicieron en casi cuarenta transferencias realizadas en dos años y cinco meses entre 2012 y 2014, según una presentación de la titular de la OA, Laura Alonso, ante el juez federal Sebastián Casanello. Este magistrado investiga el capítulo de los negocios de Odebrecht en Argentina dedicado a obras de la empresa estatal de aguas y cloacas AySA. La OA pidió que estos datos fueran enviados a las otras causas en que se investiga a Odebrecht, como el soterramiento del Sarmiento y la ampliación de gasoductos, porque «el mecanismo» funcionó para la mayoría de los contratos. Las obras que construyó el gigante brasileño en Argentina en total son: Central Hidroeléctrica Pichi Picún Leufú (1989), Autopista Acceso Oeste (1996), ampliación de los gasoductos Libertador General San Martín y Neuba II (2005), ampliación de la capacidad de transporte firme de gas (2007), sistema de potabilización del área norte (2008), primera planta de reformado catalítico continuo del país (2009), plan de acción para la certificación en seguridad, medioambiente, y salud de Petrobras (2010), proyecto Potasio Río Colorado (2010), soterramiento del Ferrocarril Sarmiento (2011) y ampliación de la capacidad de transmisión eléctrica de la provincia de Buenos Aires (2015). Solo entre 2005 y 2014 Odebrecht obtuvo contratos en la Argentina por 278 millones de dólares; en algunos la Justicia sospecha que se pagaron sobreprecios.

			¿Cómo se pagaban las coimas que salían de los sobreprecios? La multinacional brasileña usaba una sigla encriptada llamada «DGI» —nada que ver con el organismo recaudador de impuestos de la Argentina— para encubrir el pago de coimas en sus documentos internos. Las «propinas» en América Latina y África llegaron a un total de 788 millones de dólares. Entonces, todo papel que tuviera la sigla «DGI» en la jerga interna de Odebrecht significaba que en ese contrato se había pagado un soborno o asumido un compromiso de financiar una campaña política. Por ejemplo, en un correo electrónico fechado en junio de 2010 y secuestrado por la Justicia de Brasil se habla de una reunión para debatir el pago de un supuesto soborno con Javier Sánchez Caballero, directivo de IECSA, la empresa que hasta 2017 era del primo del presidente Mauricio Macri, Angelo Calcaterra. El ejecutivo de Odebrecht, Mauricio Couri Ribeiro, anotó «DGI - Contacto directo» en el mail. Voceros de IECSA dijeron a este autor que «todas las reuniones que mantuvieron los directivos de la empresa fueron para hablar de cuestiones técnicas» y negaron haber participado del pago de sobornos. Sin embargo, en su confesión ante la Suprema Corte del Brasil, Maneri aseguró que Sánchez Caballero le pidió coimas para funcionarios argentinos por «2,9 millones de dólares» para la obra del soterramiento, un contrato de nada más y nada menos que de 3 mil millones de dólares.

			Según publicó el diario O Estado do Sao Paulo, en otro mensaje titulado «Reunión - Sarmiento», Couri Ribeiro relata tres valores de DGI (coimas) por un total de 20 millones de dólares. En la causa del Lava Jato en Brasil, el ejecutivo de Odebrecht ya aparece mencionado por un intercambio de mails con Manuel Vázquez, el asesor y testaferro del exsecretario de Transporte K Ricardo Jaime. En esos mails, aportados por la diputada Graciela Ocaña a la Justicia argentina, Vázquez le pide a Couri Ribeiro que le destrabe un pago sospechoso de 80 mil dólares. Se trataría de una coima por la monumental obra del Sarmiento. «Estimado Mauricio, en el extracto de la cuenta no existe ese depósito. Todo este proceso me parece vergonzoso», le escribió indignado, como si estuviera pidiendo un pago legal, Manuel Vázquez a Couri Ribeiro, quien luego le agilizó el desembolso. El entonces subsecretario de Financiamiento del Ministerio de Economía, Juan Carlos Barboza, el funcionario que recibió a Couri Ribeiro en 2008, afirmó que en esos encuentros se habló sobre el financiamiento de la obra y dijo que «nunca le ofrecieron coimas». Pero confirmó que uno de los más interesados en el soterramiento «era Manuel Vázquez», el asesor de Jaime involucrado en otras causas, como la compra de un Lear Jet y un yate para el exsecretario de Transporte (57).

			Ese mail está en la causa del soterramiento, pero hasta ahora solo se tienen pruebas oficiales de aquellos pagos realizados entre 2012 y 2014 en el caso AySA. Alonso y el director de investigaciones de la OA, Ignacio Irigaray, afirmaron que estiman que la plata negra retirada del Itaú de Montevideo en efectivo luego era cargada en aviones de «Corcho» Rodríguez que aterrizaban en el aeropuerto de San Fernando para ser entregada supuestamente a los funcionarios K que habían autorizado los pagos a Odebrecht.

			Ante un exhorto del juez Casanello, solicitado por el fiscal Federico Delgado, la Justicia uruguaya levantó el secreto sobre la cuenta abierta en el Banco Itaú de Montevideo a nombre de la empresa fantasma uruguaya Sabrimol Trading SA y mandó un informe a la Argentina. 

			Sabrimol tiene como presidente al uruguayo Carlos Luis Dentone Loinaz y como directivo, también de fachada, a Martín Molinolo Menafra, quien además es vicepresidente de Bralex SA. En los informes internos del Itaú, se afirma que Sabrimol tiene entre sus «principales clientes a la empresa brasileña Odebrecht, a la cual está asesorando en la obra relacionada al soterramiento del tren Sarmiento en Argentina, recibiendo fondos de subsidiarias de esta empresa en forma habitual». «También son clientes los argentinos Susana Giménez y Jorge Rodríguez, a quienes les administran propiedades e inversiones en Uruguay», dicen esos reportes.

			En el detalle de las transferencias efectuadas a la cuenta de Sabrimol, aparecen cinco empresas offshore controladas por el cambista brasileño Olivio Rodríguez Junior, que trabajaba para Odebrecht para su «mecanismo» de pago de sobornos y que movilizó 11 millones de dólares hacia funcionarios argentinos. Así, la firma Klienfeld Services LTD efectuó quince transferencias por un total de 4.946.148 dólares, a través del Meinl Bank de Antigua, isla que es un paraíso fiscal. El Meinl Bank fue un banco usado por la constructora brasileña en el Lava Jato. También Klienfeld hizo una transferencia a la cuenta en euros por un total de 224.046 euros. Por su parte, la firma Trident Inter Trading LTDA efectuó otra por 314.965 dólares. A su vez, Innovation Research Engineering Development LTD realizó ocho transferencias por un total de 1.210.040 dólares. A su turno, Select Engineering Consulting and Services INC realizó siete transferencias por 2.172.195 dólares, pero a través del Banco Credicorp Bank SA de Panamá. Finalmente, Magna International Corp. mandó dos transferencias por 250.965 dólares a través del Meinl Bank de Antigua. En tanto que el propio Meinl Bank LTD efectuó cuatro transferencias en dólares por un total de 1.316.060 dólares y dos a la cuenta en euros de Sabrimol por 464.237 euros.

			Existen otras transferencias realizadas a la cuenta de Sabrimol. Southern Cross Aircraft LLC, por ejemplo, mandó 186.139 dólares. Esta transferencia no guardaría relación con el pago de sobornos, sino con la compra y venta de repuestos para aviones y helicópteros, pero muestra otra relación de Rodríguez con Sabrimol, según destaca la OA. «Corcho» es el dueño de Helicopter Corporation y posee varias aeronaves que viajan regularmente a Uruguay.

			Precisamente, el fiscal Federico Delgado solicitó a la Administración de la Avión Civil (ANAC) que informara si seis helicópteros son propiedad de Helicopter Corporation SA. Esta empresa del «Corcho» era, a su vez, contratada por el exministro de Planificación Julio De Vido para sus viajes.

			A su vez, las offshore Latin Financial LP y Capital Investment Enterprises LP transfirieron 2.200.109 dólares desde el Banco Merrill Lynch and Co de Nueva York y el Bank of Saint Lucia International Limited, respectivamente, a la cuenta de Sabrimol. Ambas están conformadas también por los uruguayos Molinolo y Dentone.

			En declaraciones a la OA, Dentone dijo que los pagos eran en parte para una bodega de la famosa chacra Yellow Rose, propiedad de Rodríguez, ubicada en Uruguay y que mostró en revistas del corazón junto con polistas de renombre, como los Cambiaso, o modelos top, como Nicole Neuman y Pampita Ardohain. El nombre de la chacra se lo puso porque sedujo a Susana Giménez con rosas amarillas. La firma Bralex SA, a su vez, registró en Uruguay la marca de vino HUM y la marca YELLOW ROSE VIÑEDOS DE FAMILIA. En un juicio oral en Uruguay, Rodríguez dijo que era el único dueño de Bralex. También vinculan a Rodríguez con Sabrimol tres transferencias por un total de 14.800 dólares realizadas por la firma uruguaya a Marcos Samuel Sankowicz (socio de Rodríguez en Grupo La Roca Capital SA y socio de Roberto Gandini en Consultora Cono Sur SA). La cuenta de Sabrimol se utilizó, por ejemplo, para pagarle 8.700 a Claudio Gabis, el histórico guitarrista de la banda de rock argentino Manal, para un recital organizado por Rodríguez (58). Según Dentone, «eran Rodríguez y Gandini quienes disponían del destino del dinero retirado por caja» de la cuenta de Sabrimol (59). Entonces, de acuerdo a la OA, «queda en claro que al ver el extracto de los movimientos bancarios, la emisión de cheques fue la forma elegida para el retiro de las mayores sumas de dinero con posible destino ilícito». En todo el período se emitió un total de 263 cheques por 11.083.749 dólares. Aún resta corroborar a la Justicia, con la copia de los caratulares de los cheques, quién los presentó al cobro en la ventanilla del Itaú y se llevó la plata constante y sonante.

			Además, en la denuncia se subraya que «los numerosos viajes a Uruguay de Rodríguez y Gandini (incluso Sankowicz) en aeronaves pertenecientes a la flota de la empresa de Rodríguez con llegada al aeropuerto de San Fernando (con controles no tan rigurosos) pudieron ser la vía de entrada del dinero en efectivo a la Argentina».

			Por estas y otras pruebas, Casanello inhibió los bienes, le prohibió salir del país y llamó a indagatoria en la causa AySA a Rodríguez, a Osvaldo Roberto Gandini, Marcos Samuel Sankowicz, Carlos Dentone Loinaz, Martín Molinolo Menafra, el brasileño Pablo Antonio Correa Calcagno, el exministro de Planificación y la exmano derecha de De Vido Roberto Baratta, y el exsecretario de Obras Públicas José Lopez. También convocó a ampliar sus indagatorias al extitular de AySA Carlos Humberto Ben, a su segundo Oscar Raúl Biancuzzo, a Fabián López, a Edgardo Atilio Bortolozzi y a los empresarios Aldo Benito Roggio y Tito Biagini. Voceros de Roggio explicaron que los pagos de la UTE que construyó la planta de AySA «los manejó Odebrecht, que fue la que consiguió el financiamiento» del Banco de Desarrollo de Brasil, y «el contrato cambió de precios por la inflación, no por otras razones ocultas».

			Jorge «Corcho» Rodríguez se volvió famoso en la década de 1990, cuando se puso de novio con la diva Susana Giménez. A poco de ese noviazgo fue procesado por malversación de fondos de un famoso concurso de TV y luego resultó absuelto. Este juego lo tenía con su socio, el exlíder montonero Rodolfo Galimberti, a través de la empresa Hard Communication, que cambió la forma de los concursos televisivos realizados a través de una llamada teléfonica. Además, es amigo de rockeros, como el fallecido y legendario Norberto «Pappo» Napolitano. En 2008, Rodríguez se casó con otra conductora popular de TV: Verónica Lozano, con quien tuvo una hija. Su empresa Nelly Entertaiment produjo dos discos y cincuenta espectáculos de rock al hijo del exministro de Planificación y actual diputado nacional, Julio De Vido, llamado Facundo. El «Corcho» Rodríguez confirmó que su empresa Nelly fue contratada «como consultora de imagen, no como lobbista, por Odebrecht, y que cobré por esos servicios». Precisó que el viaje que hizo a China en 2013 «no lo hice como miembro de la comitiva de De Vido, sino que fui solo». Admitió a este autor que Facundo De Vido con su grupo de rock Pista2 es artista del plantel de Nelly y afirmó que tiene «talento más allá de su apellido». Facundo De Vido no es accionista de Nelly Enterteinment SA, como señalaron versiones periodísticas, pero esta empresa fue contratada con 31 millones de pesos por el exgobernador K de Entre Ríos Sergio Urribarri para la difusión audiovisual de la cumbre de presidentes del Mercosur realizada en Paraná en 2014.

			Rodríguez negó haber sido parte del «mecanismo» para el pago de coimas, pero confirmó que presentó a dos abogados uruguayos, Dentone y Molinolo, a directivos de Odebrecht en la Argentina. Los uruguayos se reunieron en Buenos Aires con el exvicepresidente de Odebrecht en Argentina, «Romi» Carballo. Rodríguez fue asesor de imagen de la constructora brasileña durante cuatro años. Estas fueron sus principales respuestas ante una consulta con el autor:

			—La Oficina Anticorrupción afirma que usted controla, a través de terceros, la cuenta de Sabrimol en el Banco Itaú de Montevideo, que recibió 11 millones de dólares de Odebrecht.

			—Yo no soy el dueño de Sabrimol, ni tengo una cuenta en el Banco Itaú de Montevideo.

			—Es cierto que el exhorto uruguayo dice que los «beneficiarios finales» de Sabrimol son los contadores uruguayos Dentone y Molinolo, pero hay una serie de operaciones financieras que lo vinculan a usted.

			—Dentone y Molinolo tenían un estudio de contadores y abogados en Montevideo del cual yo y Susana Giménez, por separado, éramos clientes. Pero tuvimos un problema por el juicio laboral de una empleada y cortamos la relación.

			—Pero Dentone dijo a la Oficina Anticorrupción que usted le presentó a directivos de Odebrecht en la Argentina…

			—Es cierto que le presenté a directivos de Odebrecht, pero yo no tenga nada que ver con pagos de sobornos y los contadores tampoco admitieron al diario La Nación o por otras vías haber hablado de pagos de sobornos. Tampoco creo que ellos le hayan pagado sobornos a Baratta u otros exfuncionarios.

			—Sin embargo, Molinolo figura como vicepresidente de su empresa Bralex, de acuerdo al exhorto de la Justicia de Uruguay.

			—Bralex es mía. Es cierto. Yo soy el dueño. La creé para manejar la casa que tengo en Uruguay desde 1997 y está declarada ante la AFIP. Molinolo era mi contador y por eso figura como vicepresidente. Pero insisto, si dicen que Uruguay informó que ellos eran los «beneficiarios finales», queda claro que Sabrimol y la cuenta no son mías.

			—Sin embargo, Sabrimol le hizo desde esa cuenta en el Itaú un pago al líder de la banda de rock Manal justo cuando usted organizó un show de ese grupo.

			—No sé si le pagó, pero en todo caso no era el pago de una coima. El tema de fondo no es Claudio Gabis (de Manal), son las coimas. El mismo Dentone dijo que viajó a Buenos Aires para reunirse con un alto directivo de Odebrecht.

			—Además, Sabrimol le hizo pagos a una empresa norteamericana que vende repuestos de helicópteros y usted tiene una empresa de helicópteros.

			—Será porque Sabrimol tuvo distintos clientes. No lo sé. Lo que sé es que (el juez Sebastián) Casanello me inhibió mis bienes en agosto de 2017 y todo esto me creó un enorme perjuicio económico y Casanello, hasta ahora, no me llamó a indagatoria pero indagó a unos cuarenta empresarios y exfuncionarios.

			Otra cuenta oculta en Uruguay sin investigar

			Paralelamente, este autor descubrió que los exabogados uruguayos del «Corcho» Rodríguez comparten una cuenta en Uruguay con el exdirector de Infraestructura de la sucursal de Odebrecht en Argentina, Rodney Rodrígues Carvalho, que podría ayudar a reconstruir este «mecanismo» de pago de coimas. Se trata de la caja de ahorro en dólares número 8370926 del Banco Itaú de Montevideo que, hasta ahora, no había sido detectada por la Justicia argentina (60). Además del directivo de la constructora brasileña, figuran como titulares el exabogado del «Corcho», Carlos Dentone, y su exescribano, Martín Molinolo. Esta cuenta fue reportada en Montevideo en la causa por lavado de dinero del caso Odebrecht que investigan la jueza y el fiscal contra el crimen organizado de Uruguay, Beatriz Larrieu y Luis Pacheco. Es como si después de que el «Corcho» los presentara, los brasileños y uruguayos armaran su propia ruta del dinero. El juez Casanello está investigando esta segunda cuenta aparecida en el Itaú de Montevideo y revelada por este autor.

			En declaraciones ante la Justicia uruguaya, Dentone negó que haya pagado coimas y dijo que los giros de la cuenta de Sabrimol tienen que ver con su «actividad laboral y comercial» en la zona franca del puerto de Montevideo. También aseguró que hizo pagos para «los estudios de viabilidad del proyecto de construir un estadio Arena» en San Isidro, Buenos Aires, que impulsaba «Corcho» Rodríguez con el apoyo del banco norteamericano Golman Sach. Dentone también afirmó que en 2012 hubo cambios en su estudio y Molinolo fue reemplazado por Pablo Correa. Ante el Banco Itaú se declaró que los beneficiarios finales de Sabrimol, según dice la nota, son «Dentone (33%), Pablo Correa (33%), Molino (50%) y Osvaldo Gandini (33%)». Otra fina pantalla que encubre a quienes cobraron los 35 millones de dólares, cuyas primeras grietas permitieron al juez Casanello llamar a indagatoria, también en la causa AySA, a De Vido y Baratta.

			 

			Buscan recuperar un robo al Estado de 790 millones de pesos

			En abril de 2018, el juez Casanello —el mismo que investiga la causa de la ruta del dinero K— procesó por defraudación en perjuicio de la administración pública al expresidente de AySA, Carlos Ben, y a sus subordinados: Raúl Biancuzzo (exdirector de Infraestructura y Desarrollo Tecnológico), Carlos Donnoli (exdirector de Planificación), Antonio Caucion (exdirector de Obras) y Carlos Di Somma (exgerente de Licitaciones y Contratos de la Dirección de Obra). En calidad de partícipes necesarios del delito, procesó a los empresarios Aldo Roggio (presidente de la constructora Benito Roggio e Hijos SA), Carlos Wagner (presidente de Esuco SA), Tito Biagini (expresidente de José Cartellone e Hijos SA), entre otros. A la mayoría de los procesados se le dictó embargos de hasta de 790 millones de pesos. El magistrado dio por probado que las contrataciones de la planta potabilizadora de agua de Paraná de las Palmas (ubicada en el partido de Tigre) y de la planta de pretratamiento de residuos cloacales de Berazategui estuvieron direccionadas a favor del consorcio liderado por Odebrecht. Gracias a esta maniobra, fueron adjudicatarias en la primera obra la Unión Transitoria de Empresas (UTE), conformada por constructora Odebrecht, sucursal Argentina SA, Benito Roggio e Hijos SA, Jose Cartellone e hijos SA y Supercemento SA. La segunda obra fue adjudicada a una UTE integrada por Construçoes y Comercio Camargo Correa, Sucursal Argentina y Esuco SA de Wagner.

			En este caso, tal como denunció Ocaña, el agravante es que el 70% del financiamiento de la obra «fue provisto a través de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y del Banco Nacional de Desarrollo de Brasil (BNDES) por un monto de 890.000.000 de pesos y de 340.000.000 de pesos, respectivamente».

			En su resolución, el juez verificó «incrementos presupuestarios injustificados desde el inicio de los procesos licitatorios y modificaciones a los proyectos realizados por la propia AySA que incorporaban obra nueva por fuera de los originales, aumentando ilícitamente sus ventajas». Originalmente, la obra de Paraná de las Palmas preveía un valor estimado en 1.800 millones de pesos, pero los incrementos, la financiación del Banco Nacional de Desarrollo de Brasil (BNDES), las prórrogas sistemáticas y la aplicación de redeterminación de precios llevaron el valor del contrato a casi 6.500 millones de pesos, es decir, casi tres veces más. Para la Planta de Berazategui se había estimado un presupuesto de 324.000.000 de pesos y el valor del contrato se elevó hasta casi 860.000.000 de pesos, casi tres veces más. Además, Casanello ordenó la declaración indagatoria de los empresarios brasileños Marcelo Odebrecht y Antonio Miguel Marques (presidente de Camargo Correa), dos pesos pesados de los negocios brasileños.

			Por otro lado, ordenó indagar por una hipótesis de pago de sobornos vinculados a estas contrataciones públicas y a través de la cuenta de Sabrimol a: Julio De Vido, José Francisco López, Roberto Baratta, Jorge «Corcho» Rodríguez, Osvaldo Gandini, Marcos Sankowicz, los abogados uruguayos Carlos Dentone Loinaz, Martín Molinolo y Pablo Correa Calcagno. Además, ampliar indagatoria a Carlos Ben, Raúl Biancuzzo, Fabián López, Edgardo Bortolozzi, y los empresarios Aldo Roggio y Tito Biagini. En su resolución de doscientas páginas, el juez Casanello estimó que los negociados en las obras de AySA en Paraná de las Palmas y Berazategui produjeron «una ganancia ilícita de hasta 790 millones de pesos» que benefició a los exfuncionarios, a Odebrecht y las empresas privadas intervinientes. Con la cotización del dólar a fines de 2014, se trata de 90 millones de dólares en sobreprecios. Precisamente, Ben, hombre de confianza del titular del sindicato de Obras Sanitarias, José Luis Lingeri, según la diputada Ocaña, «habría constituido el 29 de junio del año 2012 una sociedad offshore en Panamá con el nombre EMBRY INVESTMENT S.A - número de compañía 773158». Generalmente, las offshore se arman para abrir cuentas bancarias.

			Por esa razón tomó una medida con muy pocos antecedentes en la Justicia Federal: no solo embargó a las personas físicas, sino también a las personas jurídicas, como Odebrecht, Camargo o Esuco. No aplicó la flamante ley que penaliza la corrupción de las empresas privadas porque los hechos ocurrieron antes de la sanción de la nueva ley en 2017, sino el artículo 23 del Código penal que permite el recupero de ganancias ilícitas.

			Casanello ya había aplicado este criterio en 2017 con el procesamiento de Lázaro Báez en la causa de la ruta del dinero K, pero ahora lo amplió y perfeccionó al punto de que ya pidió la tasación de los bienes de los principales imputados. Aunque el Senado, por la negativa de senadores peronistas, no aprueba la Ley de Extinción de Dominio desde hace más de dos años, varios jueces federales están alimentando con sus fallos esta tendencia a favor de tratar de recuperar el dinero eventualmente robado al Estado.

			La «ganancia ilícita» la calculó sobre el hecho de que, por ejemplo, la planta potabilizadora del Tigre se ofertó por 1.893 millones de pesos y se pagó 6.500 millones, mientras que la planta depuradora de Berazategui se ofertó por 324 millones y se pagó 860 millones. En las variaciones de precios se sumaron, por ejemplo, en la megaobra de Paraná de Las Palmas el costo de la pavimentación de los caminos de acceso que, a criterio del magistrado, deberían haber corrido como gasto de los adjudicatarios del contrato. Los embargos a los procesados van desde 223 millones a 790 millones. Esas cifras surgen de sumar el aumento de los precios de las obras más los gastos de otros trabajos que se agregaron después de la licitación sin justificación, explicaron fuentes judiciales. Voceros de Roggio afirmaron que «nosotros no supimos nada del accionar del socio mayoritario de la UTE, Odebrecht» que hizo la planta potabilizadora y admitió haber pagado coimas.

			Luego de aceptar aquel pedido de la titular de la Oficina Anticorrupción, Laura Alonso, el juez dijo que se estudia si la administración infiel de los funcionarios «haya tenido una motivación venal: la entrega y recepción de dádivas». Por esa razón, los exfuncionarios ya tienen inhibidos sus bienes para que no puedan insolventarse en forma fraudulenta (es decir, desprenderse de sus bienes para evitar resarcir al Estado), y ahora se espera que las empresas privadas presenten un seguro de caución para poder seguir operando. Este es el nuevo capítulo que se abre en las obras de AySA que manejó Odebrecht para aplicar el criterio de expertos en la lucha contra la corrupción, según el cual, más que estar unos años en prisión, a los corruptos les duele que le metan la mano en el bolsillo. Mientras, se discute un acuerdo con Brasil o alguna interpretación de las leyes argentinas para poder recibir en forma oficial los testimonios de los arrepentidos brasileños de Odebrecht y se puedan recibir como prueba con carácter oficial y no solo como indicio.

			La pista del valijero de la Triple Frontera

			Pero Sabrimol no es la única pista de este «mecanismo» de pago de coimas. Carlos Alexander de Sousa Rocha, investigado por la Justicia como uno de los valijeros del Lava Jato, entró a la Argentina treinta veces entre 2007 y 2012 y no solo siete, como se creía hasta ahora. Y todas sus entradas fueron por dos o tres días como máximo. Las diputadas de Cambiemos Elisa Carrió y Paula Oliveto habían denunciado que de Sousa Rocha, sindicado como el supuesto portador de valijas con dólares en efectivo para pagar coimas a funcionarios argentinos, había ingresado siete veces al país (61).

			Sin embargo, fuentes policiales explicaron que, en realidad, ingresó treinta. Sucede que siete veces ingresó y llenó él mismo las boletas de registro de entrada, pero las otras estaban firmadas por un remisero que lo ponía como pasajero, lo que dificultaba su identificación. En la Justicia se presume que sería uno de los valijeros del Lava Jato que traía los sobornos al contado.

			Voceros de la empresa Odebrecht afirmaron que el brasileño Carlos Alexander De Sousa Rocha «no tiene relaciones» con la firma y que puede ser que en las denuncias se hayan confundido con un empleado con un nombre parecido. Fuentes judiciales relacionaron a De Sousa Rocha no con Odebrecht, sino con otra empresa brasileña, OAS, también involucrada en el Lava Jato, y con negocios en Argentina. En fuentes judiciales se sospecha que ingresaba por esa vía terrestre para supuestamente traer bolsos con plata y que así se pagaran parte de las coimas a funcionarios argentinos entre 2008 y 2015. Los pagos en efectivo no dejan obviamente registros bancarios y por eso son preferidos para ocultar coimas.

			Los treinta ingresos y sus respectivas salidas fueron a través del Puente Tancredo Neves, que une Foz de Iguazú, Brasil, con Puerto Iguazú, Argentina, con excepción de una vez, que entró por el aeropuerto internacional de Ezeiza. Desde 2017, Carrió apunta a los movimientos de Souza Rocha, alias «Ceará», vinculado a otro compatriota, el cambista Alberto Youssef, otro que se acogió al régimen de delación premiada ante la Justicia del Brasil y en la serie de TV El mecanismo aparece con el seudónimo de Roberto Ibrahim.

			Paralelamente, la diputada Graciela Ocaña, quien aportó la copia del acuerdo que la constructora brasileña alcanzó con la Justicia de Estados Unidos a través del cual cambió información confidencial por 2.600 millones de dólares, pidió al juez Martínez De Giorgi avanzar sobre las relaciones de Odebrecht con el exsubsecretario de Coordinación de Obra Pública Federal, Carlos Santiago Kirchner, denunciado por lavado de dinero por la Unidad de Información Financiera (UIF). «La Hormiguita», como la había apodado Carrió, también requirió investigar los pagos que Odebrecht hizo a Negocios Inmobiliarios, la inmobiliaria de los Kirchner, entre ellos una factura de 80 mil pesos.

			Entre 2011 y 2014, Odebrecht pagó una suma aproximada de 2,9 millones de dólares a «un intermediario, quien trasladaría dichos gastos a los funcionarios del Gobierno argentino». En el punto 50 del acuerdo entre la Justicia de Estados Unidos y la constructora brasileña revela que entre enero de 2011 y marzo de 2014, Odebrecht realizó «pagos por la suma de 500.000 dólares a cuentas privadas de un intermediario que se habría comprometido a trasladar dicha suma a los funcionarios argentinos». Una delegación de jueces argentinos viajó en 2017 a Washington y en forma confidencial vio nombres de los argentinos corruptos en la base de datos del Ministerio de Justicia de Estados Unidos pero se comprometió a no difundirlos hasta que la Justicia nortemaricana conteste formalmente sus exhortos.

			Uno de esos pagos por 80 mil dólares habría ido al exsecretario de Transporte K, Ricardo Jaime, a través de la cuenta Printbont Corporation SA del First Caribbean International Bank. Ocaña cree que el financista Ernesto Clarens, denunciado en la ruta del dinero K, está también atrás de esta operación.

			Llamativamente, la empresa Negocios Patagónicos que dirige Osvaldo «Bochi» Sanfelice recibió una transferencia bancaria de 80.526 pesos (unos 10 mil dólares) de Odebrecht en abril de 2014, como ya se vio. La orden de pago dice que Negocios Patagónicos cobró en concepto de «proveedor» de la constructora brasileña. Además, existe una relación entre Sanfelice y el hotel Waldorf, que denunció en 2017 la diputada Margarita Stolbizer con el asesoramiento de su abogada Silvina Martínez. Ese vínculo se conocía desde 2016 cuando la Unidad de Información Financiera (UIF), que dirige Mariano Federici, denunció en la causa en que se procesó a los Kirchner por lavado en su inmobiliaria de Los Sauces que había recibido ocho cheques de Odebrecht en concepto de pago de «alquileres». Incluso uno de los cheques que entró a Waldorf era de Valle Mitre, la empresa que administra el hotel Alto Calafate y otros de la familia Kirchner. Se presume que el Waldorf había sido comprado con el mismo modus operandi con que Kirchner adquirió el hotel Alto Calafate. En ambos casos, aparecen contratistas del Estado, ya sea Odebrecht o el mismo Lázaro, alquilando hoteles o piezas de los hoteles de la familia Kirchner.

			Odebrecht pagó 25 millones de dólares de coimas  por los gasoductos 

			Investigado, imputado o procesado, De Vido es una figurita repetida en todas las causas abiertas por los contratos con Odebrecht. En 2018, el juez Daniel Rafecas procesó por negociaciones incompatibles con la función pública a De Vido, junto a Daniel Cameron (exsecretario de Energía) y a los exsubsecretarios de Energía Eléctrica y de Combustibles, Bautista Marcheschi y Cristián Alberto Folgar Batista, respectivamente, en la causa por la ampliación de los gasoductos. Este delito, previsto en el art. 265 del Código penal, implica penas de hasta 6 años de prisión e inhabilitación especial perpetua para ejercer cargos públicos.

			Este procesamiento se dictó antes de que se conocieran los videos de las confesiones de los arrepentidos de Odebrech (62) en los cuales Marcio Faria —uno de los dos gerentes de la brasileña en la Argentina— contó que los contratos y las coimas «fluían normalmente» en la Argentina hasta la muerte de Néstor Kirchner en octubre de 2010. Faria le contó a la Suprema Corte de Justicia de Brasil —que debe homologar los acuerdos firmados por los jueces de instrucción y graba las confesiones— que cuando falleció Néstor dio la orden de suspender el pago de «propinas» (coimas) a la espera de ver qué pasaba en el Gobierno de Cristina Kirchner. Sucedió que entonces, desde el Ministerio de Planificación, empezaron a retrasar los pagos a Odebrecht y otras trabas burocráticas. Entonces, su subordinado Flavio Bento Faría le contó que se le había presentado Jorge «Corcho» Rodríguez como el contacto con el Gobierno argentino. El ex de Susana Giménez se constituyó en un «facilitador» entre la empresa y el Gobierno K y a partir de entonces «se reanudó el pago de coimas» y no hubo más problemas con los contratos. Entre 2007 y 2014, dijo que por los gasoductos «pagamos 25 millones de dólares en coimas». Maneri precisó que constató la relación entre Rodríguez y Baratta, quien se encargaba de «definir la prioridades de pago» de las obras públicas. Y que Rodney Rodrígues le dijo que el «Corcho» quería «una participación» por el destrabe de cada factura que el Gobierno le pagara a Odebrecht.

			La maniobra había dado inicio con una nota de noviembre de 2005, en donde la firma Odebrecht, a través del mismo directivo Flavio Bento Faría, se presentó ante la Secretaría de Energía para manifestar el interés en «contribuir» con CAMMESA en el proceso de ampliación de capacidad de transporte de gas.

			Luego, Odebrecht resultó adjudicataria de los contratos para la construcción de la obra denominada «Ampliación Gasoductos de las empresas privadas Transportadora de Gas del Sur (TGS) y Transportadora de Gas del Norte (TGN) 2006/2008, pese a que estos debían ser negociados libremente por la Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico SA (CAMMESA)».

			El presupuesto de la obra bajo investigación por diversas irregularidades fue de más de 2.347 millones de dólares. La adjudicación llevó al menos dos años y más de 72 actuaciones administrativas. Para realizar el proyecto, se creó un Fondo Fiduciario en el marco del Ministerio de Planificación Federal. El juez observó la existencia de una «posible decisión direccionada por parte de las autoridades de los distintos organismos públicos intervinientes, para que fuera Odebrecht la beneficiada con la ampliación de los gasoductos».

			Originalmente, la obra tenía una valor de 1.427 millones de dólares. Para el 7 de diciembre de 2006, un día posterior a la fecha en la que Odebrecht ingresó a la obra, el costo ya era superior a los 2.347 millones de dólares. Rafecas dio por probada la «existencia de un apreciable desvío de poder por parte de De Vido, Cameron, Folgar y Marcheschi, en dirección al involucramiento ilegal de Odebrecht en la adjudicación de la obra pública, maniobra formalizada el 6 de diciembre de 2006, con la suscripción del contrato entre la firma mixta CAMMESA SA y Odebrecht». 

			La obra se gestó en el Ministerio de Planificación Federal. La ex-Secretaría de Energía, que dirigía Daniel Cameron, fue responsable de organizar cada instancia de la obra; sin embargo, ENARGAS intervino en la decisión en la fijación de los costos y los valores finales que objetaron la Auditoría General de la Nación (AGN) y la Sindicatura General de la Nación (SIGEN). Por esta intervención del ENARGAS y otras similitudes a esta causa también se la conoce como «Skanska II», por el escándalo en la ampliación de gasoductos que descubrió en 2005 el juez en lo penal económico Javier López Biscayart. 

			Rafecas explicó que De Vido quedó procesado por haber «creado el marco normativo» para que desde la Secretaría de Energía, «en negociación» con Odebrecht, se procediera al llamado a «licitación privada» a través de las empresas licenciatarias Transportadora Gas del Norte SA (TGN) y Transportadora Gas del Sur (TGS), y no una licitación pública. Estas firmas se negaron a participar del procedimiento y fue convocada la Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico SA (CAMMESA) —controlada entonces por una mayoría de representantes del Gobierno—, quien finalmente le adjudicó, en un proceso sospechado, el negocio a Odebrecht. En su extensa resolución, Rafecas destacó «el rol fundamental a cargo del Ministerio de Planificación, como máxima autoridad de la administración, para la aprobación y supervisión de las obras de expansión y para la reglamentación y funcionamiento del fondo fiduciario encargado de financiarlas». El procedimiento, otra vez, se había hecho «al margen del régimen de contrataciones», que contempla la ley y con «marcado direccionamiento» favor de Odebrecht, que tuvo sesenta días para el diseño de una estructura financiera, mientras que su competidora, la constructora Benito Roggio, solo cinco días hábiles. «El mecanismo» no quiere competencia de precios, sino cartelizar las obras para que todos ganen y se pueda pagar coimas a los funcionarios que les adjudican.

			A diferencia de otras causas judiciales en las que está involucrada y mantuvo silencio, Odebrecht en este caso salió a negar que se hubieran pagado sobreprecios en esta obra, incluso afirmó que los valores pactados concuerdan «con los del promedio del mercado internacional». En una nota firmada por su actual gerente administrativo en la Argentina, Paulo Levita, aseguró que esta obra, que está en un 90% terminada y tiene una extensión de 2 mil kilómetros, «no está acreditado el pago de sobreprecios y ni siqueira los peritos de la Corte así lo señalaron».

			Odebrecht e YPF le pagaron 4 millones de dólares de «premio» al «Pata» Medina

			Las sospechas sobre Odebrecht y sus socios locales en cuanto a los contratos energéticos de De Vido no se agotan en la ampliación de los gasoductos, el soterramiento del Sarmiento o los contratos con AySA, sino que también llegan a negocios con la YPF de la era K. Gracias a una auditoría hecha por la conducción de YPF bajo la administración de Mauricio Macri, el juez federal Luis Rodríguez investiga un contrato entre Odebrecht e YPF por una denuncia de la diputada Graciela Ocaña. Se trata de la obra por la construcción de la unidad de Reformado Catalítico Continuo (más conocido como RCC) y el desmontaje de las instalaciones destruidas en el incendio de la refinería tras la inundación de La Plata en abril de 2013. 

			La actual conducción de YPF encontró irregularidades en la reparación de la planta, ubicada en Ensenada, que tuvo un costo original de 129 millones de dólares y uno final de 285 millones de dólares. Originalmente había una oferta de Techint, pero la conducción de YPF-Repsol redefinió el contrato y se lo otorgó a Odebrecht. Además, la brasileña subcontrató al grupo Eskenazi por 29,6 millones de dólares, pese a que era accionista de la petrolera argentina. En diciembre de 2016, frente a las primeras noticias periodísticas sobre la ramificación del Lava Jato en la Argentina, YPF realizó una auditoría sobre las contrataciones con Odebrecht. Entonces, creó un comité de «Investigación Odebrecht», integrado por el presidente Miguel Gutiérrez y los titulares de los comités de auditoría, Carlos Felices, y de Compliance (cumplimiento de buenas prácticas), Fabián «Pepín» Rodríguez Simón. Entre las conclusiones de la auditoría, confirmó que en este caso «hubo una licitación en la que la diferencia de precios ofertados estaba dentro de los rangos previstos en las normas aplicables», contó una fuente judicial a este autor. Sin embargo, la auditoría detectó las siguientes irregularidades:

			 

			• Sebastián Eskenazi (miembro del directorio de YPF) se reunió con el CEO de Odebrecht en medio del proceso de licitación, lo que violaba el código de ética de la compañía.

			• La empresa Petersen (del Grupo Eskenazi) fue subcontratada por Odebrecht, lo que violaba el código de ética de la compañía.

			• Eskenazi no tenía poder del directorio para la firma de contratos por esos montos. 

			• Dado el monto, debió contar con autorización del directorio, lo que no sucedió. No se ha encontrado acta de directorio que autorice poder especial otorgado a Eskenazi, ni justifique el procedimiento asumido en esta contratación.

			• «Premio UOCRA» de 4 millones de dólares. No hay documentación de soporte sobre lo abonado a Odebrecht por este concepto. 

			• Faltan archivos con documentación de soporte relacionada con certificaciones realizadas entre agosto 2012 y mayo de 2013 por 255,6 millones de pesos y 24,93 millones de dólares. 

			La auditoría abarca el período 2009-2013, durante el cual el grupo Eskenazi tuvo un 25% de las acciones junto a los españoles de Repsol y luego de la reestatización (concretada en 2012) del Gobierno de Cristina Kirchner, que puso a Galuccio al frente de YPF.

			Voceros de Odebrecht negaron haber pagado sobornos en estas obras y también que hubiera habido sobreprecios. Mientras, representantes de Eskanazi afirmaron que «cuando llegamos a YPF, el contrato ya estaba preadjudicado por Repsol a Techint. Nosotros logramos bajar el precio y que a Odebrecht se le adjudicara solo un tramo por 130 millones de dólares. Cuando nos fuimos (la conducción de Galuccio), volvieron a subirlo a casi 300 millones de dólares». Por su parte, Galuccio dijo que «el contrato original no se firmó por 130 millones de dólares, sino por 290 millones. Ocurre que 120 millones de dólares fueron a la compra de equipamientos y, de esos, 95 millones fueron a Odebrecht». El ex-CEO de YPF dijo que el «premio» a la UOCRA del «Pata» Medina estaba en los «convenios» con ese sindicato. Desde 2017 el «Pata» Medina —uno de los más violentos gremialistas peronistas y apoyo político del exgobernador Daniel Scioli— se encuentra procesado y con prisión preventiva por extorsionar y pedir sobornos a empresarios de la construcción. Ahora, le toca al juez Rodríguez decidir si estas irregularidades fueron una falta ética o un delito penal.

		


		
			A modo de epílogo

			A pesar de que, a mediados de 2018, ya se conocían públicamente los videos con las confesiones de varios de los 78 arrepentidos de Odebrecht y otras empresas brasileñas, los gobiernos y las justicias de la Argentina y Brasil, luego de más de dos años de negociaciones, siguen buscando —hasta ahora sin éxito— un acuerdo que permita intercambiar información judicial. Llamativamente, no se estaba pidiendo colaboración a Estados Unidos, que coopera muy poco con otros países, o a las Islas Caimán, que no contribuye en nada, sino a nuestro principal socio comercial y aliado estratégico desde la creación del Mercosur en 1991. Solo la Argentina, la Venezuela chavista y Angola no lograron o no quisieron llegar a un acuerdo de cooperación judicial con Brasil por este escándalo.

			En mayo de 2018, representantes de la Cancillería, fiscales y la Oficina Anticorrupción discutieron, en una reunión reservada, la posibilidad de proponer un «acuerdo creativo» a Brasil para que las confesiones de los arrepentidos brasileños de Odebrecht lleguen finalmente a la Justicia argentina. Una propuesta de acuerdo de los fiscales de Brasil fue rechazada por Argentina en 2017 basándose en que las leyes argentinas no permiten dar inmunidad judicial a cambio de dar información, sino solo una rebaja de las eventuales penas, como ya sucedió con Leonardo Fariña en la ruta del dinero K y Alejandro Vandenbroele en el caso Ciccone. Además, el Gobierno de Macri decía que la presencia de Alejandra Gils Carbó al frente de la Procuración General de la Nación era otro obstáculo, pero la fundadora de Justicia Legítima renunció en diciembre de 2017.

			En esa reunión, se discutió sobre la base de resoluciones de la ONU y el Mercosur. La OA, que dirige Laura Alonso, lanzó la idea de que la Argentina acepte una «limitación del uso de la prueba» (las confesiones) contra los mismos arrepentidos para no incriminarlos también ante los tribunales argentinos y caer en el doble juzgamiento. Específicamente, la OA cree que el artículo 46 de la convención de la ONU contra la corrupción establece que «la transmisión de información se hará sin perjuicio de las indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las autoridades competentes que facilitan la información».

			Del encuentro también participaron el fiscal federal Franco Picardi, un secretario letrado de su colega Federico Delgado, tres funcionarios de la Cancillería y el titular de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas (PIA), Sergio Rodríguez. La reunión se concretó en la sede de la Procuración General de la Nación que dirige Eduardo Casal. No participaron representantes del ministro de Justicia, Germán Garavano, quien mantenía, hasta ese momento, una posición tradicional y apegada al Código penal. La idea de Casal «es buscar entre todos la vuelta jurídica para lograr la cooperación y que podamos acceder a los testimonios de los arrepentidos», explicó una fuente. En la reunión en la Procuración, el fiscal Picardi sostuvo que se podría utilizar la ley 27304, conocida como Ley del Arrepentido, que establece que «las escalas penales podrán reducirse a las de la tentativa respecto de los partícipes o los autores por algún delito durante la sustanciación del proceso del que sean parte, brinden información o datos precisos comprobables y verosímiles». Sucede que en junio de 2017 se había constituido un equipo de investigación conjunto entre los procuradores generales de Argentina y Brasil, que permitió un par de reuniones entre fiscales, pero que no pudo avanzar hacia un acuerdo para recibir las confesiones en las tres causas en que Odebrecht se investiga en la Argentina: AySA, gasoductos y soterramiento del Sarmiento. En este debate, el juez Martínez De Giorgi, quien tiene la causa del soterramiento de ese ferrocarril, dijo que «se advierte que el acuerdo propuesto por las autoridades judiciales de Brasil para acceder a la cooperación internacional no resulta viable en el estado de nuestra actual legislación». En este sentido, sostuvo la posición del fiscal Delgado, quien destacó «la imposibilidad de avalar el acuerdo modelo remitido por Brasil en los términos de la regulación legal de nuestro país, en tanto establece un esquema de exención de toda clase de responsabilidad respecto de las partes involucradas, con absoluto desconocimiento de la información a la que eventualmente se podría acceder a cambio». Al debate judicial se sumó la diputada de Cambiemos Graciela Ocaña, quien presentó una propuesta de cooperación al juez federal Sebastián Casanello, quien investiga el caso AySA de los negociados de Odebrecht. Ocaña dijo que si Brasil no acepta usar la convención de la ONU contra la corrupción o la convención contra el crimen organizado debería aplicarse el acuerdo del Mercosur de asistencia jurídica del Brasil. Y que, en todo caso, este último convenio ofrece a la Justicia la posibilidad de darles un «salvoconducto» a los arrepentidos para que vengan, confirmen sus confesiones ante la Justicia argentina y puedan volver a su país sin ser procesados ni detenidos. En un resumen presentado en el caso del soterramiento del Sarmiento, Delgado, el fiscal que llega en bicicleta a tribunales, da clases de ciencias políticas en la universidad y busca diferenciarse de Comodoro Py, hizo una serie de consideraciones jurídicas y filosóficas (63): 

			La vía habitual de la Justicia en casos así es recurrir a la extradición de los nacionales de otro Estado que cometieron delitos en un tercer país. Sin embargo, una mirada general del caso «Odebrecht» enseña que esta vía es insuficiente y que a la hora presente tiene un final cantado. 

			Sobre todo, cuando Brasil no se cansa de ofrecer un acuerdo en la materia. En esas condiciones, buscar la captura de los brasileños involucrados sería un oxímoron. Se impone de todas formas hacer algo. Pero ese algo está más ligado a las relaciones exteriores de nuestro país que a un expediente de la Justicia local. Por esa razón, desde la perspectiva de la fiscalía y más allá de las mesas de trabajo que organiza la Procuración General de la Nación para destrabar esta tensión, sería oportuno complementar esa labor, enviando al señor ministro de Relaciones Exteriores de la Nación algunas partes del expediente para que pondere desde el ámbito de su competencia si es posible iniciar políticas en la materia o, eventualmente, reforzar las que están en curso... Una última vibración, porque nada ganamos si juzgamos sin comprender: ¿cómo negar la dimensión colectiva de estos eventos? Si algo nos dejan la máquina Odebrecht y su ensamblaje local es que la corrupción no es un hecho individual para cuya comprensión nos alcanza algún sistema de creencias morales, sino un hecho social. Lo maquínico del fenómeno se expresa no solo en la existencia de un aceitado mecanismo con engranajes, sino en otro componente que se nutre de la indiferencia: la banalidad del mal. Las ganancias, los negocios, sumen a los participantes en la ilusión de que todos ganan, existe una cadena de valor agregado, que fetichismo mediante fabrica olvido. Se descuenta la violencia originaria de la extracción, del robo, de la traición.Conocido es que el dinero actúa como un gran aglutinador universal (junto a las religiones y los imperios, aunque por su abstracción, los supera a todos). Ningún invento de la humanidad ha resultado más eficaz para fabricar cooperación colectiva. El problema quizá es que el tipo de cooperación que genera, por su radical abstracción e impersonalidad, seca a las relaciones sociales, las priva de un ethos. Perdemos el horizonte ético de nuestra potencia transformadora, de nuestras esferas de impacto como miembros de una comunidad política. Cornelius Castoriadis, en «La miseria de la ética», se refirió a este problema. «Esta herencia, que continúa siendo el fundamento de la civilización occidental, a pesar de la secularización, es la separación entre ética y política, entre hombre interior y hombre público. Es verdad, existen bibliotecas enteras de los padres griegos, latinos y protestantes para explicar cómo y en qué condiciones un rey puede hacer la guerra sin dejar de ser cristiano, etc. No hay razón para embrollarse en esa casuística. Pero la mencionada separación atraviesa toda la historia de la filosofía occidental con raras excepciones (Spinoza, por ejemplo, o Hegel, aunque en el caso de este último la ética se desvanece delante de la Razón de la Historia y la política se convierte de hecho en adoración de lo Real). Es precisamente esa separación la que deberemos superar.»

			Con menos comentarios de la filosofía del derecho, el 18 de mayo de 2018, hubo una tercera reunión del grupo liderado por el procurador Casal y luego se informó que «se llegó a un acuerdo interno para ultimar tratativas con las autoridades competentes de Brasil, que permitan avanzar en un proceso de cooperación con ese país en el marco del caso Odebrecht, para obtener elementos probatorios de utilidad en el plano local». Las partes de esta mesa de trabajo «han acordado mantener la confidencialidad respecto al contenido del consenso arribado a fin de no poner en riesgo la efectividad de las medidas que por esta vía se puedan llegar a alcanzar». En sintonía con esta posición, el abogado de Odebrecht en la Argentina, Pablo Maggio, dijo a este autor que los arrepentidos de su empresa están dispuestos a declarar en nuestro país bajo el amparo de la convención de la ONU contra la corrupción, incluso Marcelo Odebrecht. Para Maggio las convenciones internacionales están por encima de las leyes argentinas y por lo tanto los arrepentidos podrían declarar, por ejemplo, por Skype o en la Embajada argentina en Brasilia, pero sin ser imputados por la aplicación del principio de la prohibición del doble juzgamiento. Incluso, la empresa brasileña está dispuesta a pagar una indemnización millonaria al Estado argentino si, luego de que declaren sus arrepentidos, el Gobierno de Mauricio Macri le permite seguir operando en la Argentina. El consenso general es permitir que las empresas privadas que pagaron sobornos, si confiesan y abonan una cifra millonaria por daños y perjuicios, sigan operando, pero la actual situación judicial sirve como un manto de impunidad para los funcionarios corruptos de la época K y los empresarios argentinos que fueron parte del «mecanismo». Existe, ahora, un solapado intercambio de acusaciones entre Odebrecht y sus exsocios locales. La brasileña dijo que pagó sobornos a empresarios argentinos, «como Carlos Wagner», indicaron, y los argentinos se defienden diciendo que la plata negra la manejó Odebrecht. Solo con la delación premiada de los brasileños, como ya ocurrió en Brasil, se podrá llegar a la verdad.

			Mientras se debatía cómo lograr la cooperación judicial con Brasil, a mediados de 2008, la asamblea ENARSA —uno de los agujeros negros de la corrupción K— aprobó el cambio de su denominación social al de Integración Energética Argentina SA (IEASA), como una forma de intentar empezar una nueva etapa bajo la administración de Cambiemos. En la asamblea, Hugo Balboa fue designado presidente del directorio de IEASA, un cargo que ya venía desempeñando en la ex-ENARSA y desde donde había echado o no renovado contratos de «unos 170 directivos y empleados que respondían al kirchnerismo y habrían amparado la corrupción». Bajo la órbita del ministro de Energía y exgerente general de Shell, Juan José Aranguren, se inició una serie de denuncias penales contra De Vido, como se vio al principio de este libro, luego de hacer un crítico diagnóstico de la «gravísima herencia recibida» en materia energética, aunque no fue suficiente, porque entre los argentinos quedó una cultura favorable al subsidio del consumo de energía para todos los niveles sociales.

			A través de decreto presidencial número 882 de 2018, también se dispuso la reasignación de sus nombres originales a las represas hidroeléctricas en construcción sobre el río Santa Cruz, las que volvieron a llamarse Cóndor Cliff y Barrancosa, en lugar de Néstor Kirchner y Jorge Cepernic, respectivamente. Aunque también el relato K alimenta aún la vigencia de los nombres de esos dos exgobernadores de Santa Cruz, de probarse en sedes judiciales las denuncias descriptas en este libro debería borrase el nombre de Néstor Kirchner de estos homenajes públicos, pero no por un decreto, sino por el peso de la verdad.

			El Gobierno también decidió desprenderse de las participaciones accionarias del 50% que la ex-ENARSA tiene en la compañía Citelec, empresa titular del 52% de Transener. Esta es la transportista de la alta tensión eléctrica en todo el país. Otra parte de las acciones las tiene el Grupo Pampa del dueño de Edesur, Marcelo Mindlin, un empresario con buena sintonía con el macrismo. 

			Sin embargo, el Instituto Argentino de la Energía «General Mosconi» (IAE) —un think tank del radicalismo— salió a afirmar que existen «poderosas razones para no vender» las acciones que posee el Estado nacional a través de la ex-ENARSA en la transportadora de electricidad Transener. Jorge Lapeña es un ingeniero experto en energía, que forma parte del grupo de ocho exsecretarios de Energía, que dio respaldo político al Gobierno de Mauricio Macri y fueron muy críticos de la política energética de De Vido. Sería «un grave error ceder el control de Transener en el momento clave del nacimiento de una nueva etapa eléctrica en la Argentina y de las transformaciones que pretende llevar adelante el Gobierno de Cambiemos», indicó el documento del IAE. La decisión de vender las acciones en Transener encontró, también, una fuerte oposición en la conducción del radicalismo a través de una carta firmada por el presidente del comité nacional de la UCR y gobernador de Mendoza, Alfredo Cornejo, y dirigida a Aranguren. Como parte de la coalición Cambiemos, la UCR solicitó al ministro de Energía que reviera la decisión y suspendiera el proceso de venta, en términos parecidos a la nota de Peña. Pero también puso bajo sospecha un supuesto conflicto de intereses del subsecretario de Coordinación Administrativa de Aranguren, Marcelo Blanco. Sucede que Blanco había pertenecido a empresas del Grupo Mindlin, posible interesado en la compra, y ahora era el encargado de seleccionar a la consultora que iba a ponerles un valor a las acciones de Transener. Paralelamente, el diputado del FpV y exdirector de la Agencia Federal de Inteligencia (AFI) Rodolfo Tailhade presentó una denuncia penal contra Blanco. Este había obtenido la aprobación de la Oficina Anticorrupción tras tramitar una excusación para expedientes vinculados directamente al Grupo Mindlin. Finalmente, Blanco renunció a su cargo en el gobierno a fines de mayo de 2018 y la decisión estratégica quedará en manos de otro funcionario. No es el único conflicto de intereses de funcionarios o dirigentes del Gobierno de Cambiemos que provienen del sector privado. Un exasesor de Odebrecht afirmó a este autor que directivos de la petroquímica Braskem Argentina SA, que es propiedad de la constructora brasileña, «compraron entradas para una cena de financiamiento de la campaña del PRO de 2015 por 500 mil pesos». También «hicimos donaciones para las campañas de Daniel Scioli, Sergio Massa y Margarita Stolbizer. La única que no aceptó es Carrió», dijo el exconsultor de Odebrecht. En el PRO «admitieron que los directivos de Braskem hicieron ese aporte legal». En cambio, voceros de Scioli, Massa y Stolbizer negaron haber recibido esas donaciones. Pero casi siempre el financiamiento de las campañas, otro engranaje del «mecansimo», luego se mezcla con los negocios con el Estado, como la pelea por Transener. Esta es una empresa estratégica porque tiene previsto construir ocho líneas más de alta tensión con un costo de casi 3.000 millones de dólares. Así, la empresa concesionaria y operadora del sistema de alta tensión tendrá «un negocio regulado por el Estado y sin riesgos empresarios, ni comerciales», advirtió el IAE de Peña. Un negocio redondo, en otras palabras.

			Carrió también se metió en esta discusión, porque está preocupada por la concentración empresaria en el mercado energético, y por eso le pidió a Aranguren que normalice los entes reguladores de las concesiones de servicios públicos y el valor de las multas. Además, en un almuerzo en la residencia de Olivos de fines de mayo de 2018, pidió a Macri —mientras la primera dama Juliana Awada jugaba con Antonia, como ya se contó— que se apure la reglamentación de la Ley de Defensa de la Competencia y la creación del tribunal que podrá decidir si hay monopolio en ciertos sectores de la economía.

			En el ínterin, Macri corrió a Aranguren del estratégico Ministerio de Energía y lo reemplazó por el entonces titular de Vialidad Nacional, el ingeniero Javier Iguacel. La crisis cambiaria y la polémica por el aumento de las tarifas obligaron a Macri a reemplazar a Aranguren, quien no terminó en dos años y medio de gestión con «el mecanismo», aunque había empezado con un buen rumbo. Carrió felicitó la designación de Iguacel, porque fue el funcionario que más pruebas aportó a la Justicia de irregularidades en los contratos de obras públicas a favor de las empresas de Lázaro Báez y de otros negociados, dejando absolutamente en claro cómo había sido la herencia recibida. La llamada «causa del direccionamiento de la obra pública» a favor de Báez es la que más elementos probatorios tiene y se constituye en uno de los juicios orales más preocupantes para la expresidenta Cristina Kirchner. 

			Luego de esa «excelente comida con Macri», Carrió contó a este autor que se identifica con la obsesión por investigar la corrupción del excomisario de la Policía Federal brasileña Gerson Machado (Marco Ruffo, en la serie de Netflix). En la realidad, Machado comenzó a investigar al cambista Alberto Youssef en 2008, el mismo año en que paradójicamente la diputada de Cambiemos denunció a Néstor Kirchner como jefe de una asociación ilícita ante la Justicia. Machado, por presiones políticas, fue apartado de la primera investigación sobre Youssef —que recién en 2013 terminaría en el Lava Jato—, jubilado a la fuerza a los 49 años y luego sufrió una fuerte depresión. Machado recién se sintió reivindicado cuando diez años después sus investigados terminaron presos. Paralelamente, Carrió también se deprime cuando choca contra la impunidad que «el mecanismo» logró, hasta ahora, en la Argentina, pero tiene sentido del humor. Ahora confesó que piensa ponerle a la casa que desde hace siete años construye en un country en la localidad bonaerense de Exaltación de la Cruz «La 1,8», por el porcentaje de votos que sacó en las elecciones presidenciales de 2003, que la metió en un pozo de angustia y casi la saca de la política.

			Para bien de los que como Carrió se oponen al «mecanismo», se estaba —al cierre de este libro— más cerca de conseguir que los arrepentidos de Odebrecht revelen a quiénes les pagaron las coimas. Y como la ley brasileña obliga a los arrepentidos a documentar a qué número de cuentas mandaron la plata negra y con qué número de Swift se hizo la operación, se estará con posibilidades reales de llegar a donde los corruptos argentinos escondieron sus coimas. «Los arrepentidos brasileños dirán a qué cuentas mandaron las propinas, luego la Justicia argentina deberá encontrar a sus beneficiarios finales», precisó una fuente de Odebrecht a este autor. Fuentes judiciales estiman que si se llega a las cuentas ocultas de exfuncionarios luego se podría reconstruir gran parte de la teleraña de la plata negra que los corruptos K tienen en el exterior y que fue alimentada por los otros escándalos vistos en este libro. A dos años y medio del Gobierno de Cambiemos, pese a esfuerzos honestos, no se pudo encontrar el principal hilo conductor de esa telaraña. Mientras, a mediados de 2018 la corrida bancaria, el aumento de las tarifas y otros problemas del plan económico gradualista desgastan al Gobierno de Macri. «Los 20 presos del kirchnerismo, entre ellos De Vido, y otro tanto de procesados conocen que los jueces históricamente avanzan sobre las causas de corrupción si tienen el viento de cola del Gobierno de turno», contó un abogado que camina los pasillos de Comodoro Py. Si el Gobierno de Macri se debilita, «comenzarán a mirar las alternativas políticas de la oposición, donde Cristina aún pisa fuerte», agregó. De seguirse este camino, «el mecanismo» habrá ganado otra vez como ya lo hizo con las causas por corrupción contra el menemismo que se apagaron o lentificaron con la caída del expresidente Fernando de la Rúa en 2001. «El mecanismo» no diferencia entre macristas, radicales o peronistas de todos los colores. Sin embargo, Macri levantó la vara de la ética y de la Justicia más que De la Rúa y, gobierno a gobierno, se dan pequeños pasos contra la corrupción que no tienen marcha atrás. Las leyes de acceso a la información pública, del arrepentido, la ampliación de la Corte con dos jueces probos como Horacio Rosatti y Carlos Rosenkrantz, la renuncia o destitución de otros como Norberto Oyarbide o Eduardo Freiler, entre otras medidas, constituyen pasos virtuosos en ese sentido. Entonces, la pregunta de fondo es, mientras se juega la gobernabilidad de la administración de Macri, si luego de haberse investigado los grandes contratos energéticos manejados por De Vido, algunos oscuros funcionarios de Cambiemos aprendieron esta «película». El corrupto, sea del partido que sea, siempre pone en la balanza los beneficios (las coimas) y los riesgos (terminar con una sanción moral de la sociedad, procesado o preso). Por suerte, a diferencia de lo que pasó con el menemismo, una parte de la sociedad argentina seguirá presionando para que la Justicia les haga a los corruptos rendir cuentas y para que aumenten los riesgos de que vayan presos. Entonces, esos oscuros funcionarios macristas o los que vendrán a partir de 2019 deberán decidir si rompen definitivamente con «el mecanismo» o corren el riesgo de terminar detrás de las rejas de las cárceles de Ezeiza y Marcos Paz como el exministro de Planificación, Lázaro Báez o Cristóbal López. Si bien en la Argentina no se terminó aún con «el mecanismo», parafraseando a la filósofa alemana Hannah Arendt, sí se detuvo la rutina de la corrupción, aunque el componente banal de este fenómeno sigue vigente.
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			En el caso de Roberto Baratta, exmano derecha de De Vido, el primer contacto fue a través del correo electrónico el 9 de abril con su abogado Juan Pablo Alonso, quien un día después accedió a consultarle al exfuncionario si estaba dispuesto a ser entrevistado. Un mes antes, en marzo, Baratta había sido liberado a raíz de un fallo de la Cámara Federal que le dictó falta de mérito al revisar el procesamiento firmado por el juez Claudio Bonadio. El 26 de abril se le volvió a consultar al abogado por novedades y finalmente, tras una nueva consulta el 28 de mayo, ese mismo día Alonso respondió: «Por ahora Roberto no va a dar entrevistas, lo lamento, pero así lo ha decidido».

			Otra de las fuentes que se intentó consultar para este trabajo fue Oscar Parrilli, extitular de la Agencia Federal de Inteligencia (AFI) y dirigente del kirchnerismo en Neuquén, de contacto asiduo con la expresidenta. El pedido de entrevista fue gestionado a través de su abogado, el exjefe de gobierno Aníbal Ibarra, a quien se lo contactó por teléfono el 23 de mayo y a continuación le derivó la consulta al exfuncionario. Cinco días más tarde, el letrado dio su última respuesta: «Le mandé el pedido pero no lo vi, ahora no estoy por unos días en Buenos Aires». Y así se cumplió la advertencia previa hecha por Ibarra cuando reconoció que Parrilli «es difícil para entrevistas».

			El intendente de Río Turbio y exintendente de YCRT, Atanacio Pérez Osuna, fue detenido el 5 de marzo de 2018 en un café de la Capital Federal y desde entonces permanece en el penal de Ezeiza. Luego de intentar contactarlo a través de legisladores de la provincia del Frente para la Victoria, el 16 de mayo se llamó por teléfono a la secretaría privada del intendente interino de Río Turbio, Nicolás Brizuela, quien el 21 de ese mes le transmitió el mensaje y los contactos a los datos a los familiares del detenido. Estos devolvieron el llamado el 21 de mayo y se comprometieron a consultar a Osuna si aceptaba la entrevista. Incluso se mostraron interesados en hacerlo desde la cárcel. El 24 de mayo se les consultó por novedades y respondieron que ya habían transmitido el mensaje. Desde entonces no hubo más noticias.

			En cuanto a la empresa Chenyi, una de las firmas más beneficiadas hasta 2015 para transportar gas oil importado, se intentó ubicar a sus dueños por distintos medios. Durante las primeras semanas de mayo, se hicieron llamados a la sede de la empresa en Puerto Madero, ubicada en Lola Mora 421, piso 8, para hablar con Juan Elías, uno de los hijos de la poderosa familia Elías. El 8 de ese mes atendió una secretaria que en un principio desconoció que allí trabajara esa persona, pero tomó los datos. Tres días después, en un nuevo llamado, se le consultó por otro de los gerentes, Sergio Espeleta, quien figura como apoderado de Chenyi y directivo de Ivetra, compañía dirigida a su vez por Daniel Llermanos, abogado de Hugo Moyano, y por Gustavo Elías. «Ya les pasé los contactos (a las autoridades)», fue la respuesta en la empresa, dando a entender que Elías y Espeleta eran efectivamente directivos de la firma. El 17 de mayo se contactó por teléfono a la Unión Industrial de Bahía Blanca, cuyo vicepresidente primero es Gustavo Elías, y desde allí sugirieron llamar al diario La Nueva Provincia, el medio que compró el empresario en 2016 y que dirige su hijo Juan Elías. A ambos se los llamó en varias ocasiones al diario local, donde se les dejó el mensaje, y se les envió un correo electrónico, pero nunca respondieron.

			Santiago Pierro, quien estuviera a cargo del Área de Energía Eléctrica de ENARSA, que comprende Grandes Centrales, Generación de Renovables, Centrales Distribuidas y Generación Delivery, se le envío mensajes a sus cuentas de Facebook el 16 de mayo. Sin respuesta, el lunes 21 de ese mismo mes se lo llamó a Transba, operadora de Transener, de la que fuera directivo, y el exfuncionario se mostró dispuesto a ser entrevistado. «Me voy de viaje por un seminario, llamame a la vuelta», dijo en alusión al 4 de junio pasado, fecha en que se lo volvió a contactar pero no estaba presente. Lo mismo ocurrió el 5 de junio y el 6. Llamativamente, una secretaria respondió que Pierro no trabaja hace años en Transener y brindó un correo al cual se le envió en esa fecha un mensaje.

			También se hicieron contactos con el despacho en el Congreso de Axel Kicillof, actual diputado por el FpV, para consultarlo por la reestatización de YPF y los contratos en ENARSA, si bien no está imputado en la causa. El 28 de mayo su vocera informó que en los próximos días confirmaría si accedía o no a la entrevista. Nunca respondió. 
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